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La ser ie Cuadernillos de Jur isprudencia se com pone de publicaciones que sistem at izan tem át icam ente o 
por países los estándares de derechos hum anos adoptados por la Corte  I nteram ericana de Derechos 
Hum anos (Corte I DH) . Su propósito es difundir ,  de m anera  accesible, las pr incipales líneas 
jur isprudenciales del Tr ibunal respecto de diversos tem as de relevancia e interés regional.

Los t ítulos y subt ítulos de cada capítulo solo buscan facilitar  la lectura y no corresponden,  
necesariam ente, a los usados en las decisiones del Tr ibunal. Por su parte, las referencias que se hacen 
en este texto a ot ras decisiones de la Corte I DH t ienen com o objet ivo br indar algunos ejem plos de casos 
contenciosos u opiniones consult ivas relacionados con la tem át ica, pero no son una enum eración 
exhaust iva de aquellas. 

Asim ism o, en los cuadernillos de jur isprudencia, generalm ente, se elim inan las notas al pie de página 
de los párrafos incluidos, las cuales pueden ser consultadas en los textos or iginales de las sentencias u 
opiniones consult ivas de la Corte I nteram ericana.

La ser ie de Cuadernillos de Jur isprudencia se actualiza per iódicam ente y las actualizaciones se com unican 
en la página web y redes sociales del Tr ibunal. Todos los núm eros de la ser ie de Cuadernillos de 
Jur isprudencia de la Corte I DH, así com o las decisiones com pletas citadas en ellos  se encuent ran a 
disposición del público a t ravés del sit io web del Tr ibunal:  ht tps: / / www.corteidh.or.cr/

https://www.corteidh.or.cr/
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PRESENTACI ÓN

En m i calidad de presidenta de la Corte I nteramericana de Derechos Humanos tengo 
el agrado de presentar esta versión actualizada a agosto de 2025 del vigésimo sexto 
número de la Serie de Cuadernillos de Jurisprudencia. Este número está dedicado a 
abordar un tema cent ral para la plena vigencia de los derechos humanos:  la 
rest r icción y la suspensión de derechos en el marco de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos

Para la elaboración de este Cuadernillo, se han sistemat izado los párrafos más 
relevantes de los  casos  contenciosos  y  opiniones  consult ivas  en  que  la  Corte  
I DH ha  t ratado  estas  temát icas. En primer lugar, se exponen las resoluciones donde 
el Tribunal ha abordado las  rest r icciones legít imas a los derechos humanos, tanto 
en sus aspectos generales como en aquellos específicos relacionados con derechos y 
libertades que perm iten rest r icción. En segundo lugar, se desarrolla de manera 
part icular el tema de la suspensión de derechos humanos en el marco de la 
Convención Americana, así como la jur isprudencia de la Corte I DH sobre derechos 
que no admiten suspensión y aquellos que sí la admiten. Además, se pone especial 
atención en las garant ías judiciales mínimas en situaciones de excepción 
const itucional y la vigencia del derecho de habeas corpus.

El Tribunal agradece a Pat r icia Tarre Mosser por su t rabajo como editora de esta 
publicación que integra la serie de Cuadernillos de Jurisprudencia, así como la 
generosa cont r ibución del Ministerio Federal de Cooperación Económica y Desarrollo 
de Alemania (BMZ) , implementada por GIZ y su Programa DIRAJus basado en Costa 
Rica.

Esperamos que esta publicación cont r ibuya a la difusión de la jur isprudencia de la 
Corte I DH ent re las autoridades estatales, jueces y juezas, integrantes de fiscalías y 
defensorías públicas, la academia, organizaciones de la sociedad civil y ot ras 
personas interesadas, en beneficio de la protección de los derechos humanos en toda 
la región.

Nancy Hernández López

Presidenta de la Corte I nteramericana de Derechos Humanos
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I . R EST R I CCI Ó N  D E D ER ECH O S H U M A N O S

En materia de rest r icción de derechos humanos la Corte I DH ha desarrollado
estándares normat ivos sobre los requisitos que legit iman medidas que afecten el 
pleno goce y ejercicio de derechos. A cont inuación, se reseñan las consideraciones 
generales que surgen a part ir  de rest r icciones específicas de derechos y libertades 
convencionales. Además, se compilan pronunciam ientos respecto de derechos 
específicos donde la Corte se ha pronunciado sobre los requisitos para su rest r icción.

ASPECTOS GENERALES

Corte I DH. La expresión "Leyes" en el art ículo 3 0  de la Convención 
Am ericana sobre Derechos Hum anos. Opinión Consult iva OC- 6 / 8 6  de 9  de 
m ayo de 1 9 8 6 . Serie A No. 6 .1

12. La Convención establece:  

Art ículo 30.- Alcance de las Rest r icciones 

Las rest r icciones permit idas, de acuerdo con esta Convención, al goce y ejercicio 
de los derechos y libertades reconocidas en la m isma, no pueden ser aplicadas 
sino conforme a leyes que se dictaren por razones de interés general y con el 
propósito para el cual han sido establecidas.

13. La interpretación de esta norma ha de hacerse de buena fe, conforme al sent ido 
corr iente que ha de at r ibuirse a los térm inos empleados por el t ratado en su contexto 
y teniendo en cuenta su objeto y fin (art . 31 de la Convención de Viena sobre el 
Derecho de los Tratados) . Los térm inos empleados lim itan las rest r icciones posibles 
a los derechos y libertades reconocidos por la Convención a los casos en que ellas 
deriven de leyes que cumplan con las exigencias impuestas por el propio art ículo. 

14. El art ículo 30 se refiere a las rest r icciones que la propia Convención autoriza a 
propósito de los dist intos derechos y libertades que la m isma reconoce. Debe 
subrayarse que, según la Convención (art . 29.a) , es ilícito todo acto orientado hacia 
la supresión de uno cualquiera de los derechos proclamados por ella. En 
circunstancias excepcionales y bajo condiciones precisas, la Convención perm ite 
suspender temporalmente algunas de las obligaciones cont raídas por los Estados 
(art . 27) . En condiciones normales, únicamente caben rest r icciones al goce y ejercicio 
de tales derechos. La dist inción ent re rest r icción y supresión del goce y ejercicio de 
los derechos y libertades resulta de la propia Convención (arts. 16.3, 29.a y 30) . Se 
t rata de una dist inción importante y la enmienda int roducida al respecto en la últ ima 
etapa de la elaboración de la Convención, en la Conferencia Especializada de San 
José, para incluir las palabras “al goce y ejercicio " , clar ificó conceptualmente la 
cuest ión [ ...] . 

17. [ L] os criter ios del art ículo 30 sí resultan aplicables a todos aquellos casos en que 
la expresión ley o locuciones equivalentes son empleadas por la Convención a 
propósito de las rest r icciones que ella m isma autoriza respecto de cada uno de los 
derechos protegidos. En efecto, la Convención no se lim ita a proclamar el conjunto 
de derechos y libertades cuya inviolabilidad se garant iza a todo ser humano, sino que 
también hace referencia a las condiciones part iculares en las cuales es posible 
rest r ingir el goce o ejercicio de tales derechos o libertades sin violarlos. El art ículo 30 
no puede ser interpretado como una suerte de autorización general para establecer 
nuevas rest r icciones a los derechos protegidos por la Convención, que se agregaría 
a las lim itaciones perm it idas en la regulación part icular de cada uno de ellos. Por el 

1 La Opinión Consult iva OC-6/ 86 refiere acerca de la expresión leyes ut ilizada (en el art ículo 30 de la 
Convención) . Se puede revisar un detalle de la Opinión Consult iva en el siguiente enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica_opinion.cfm ?nI d_Ficha= 13&lang= es

https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica_opinion.cfm?nId_Ficha=13&lang=es
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contrario, lo que el art ículo pretende es imponer una condición adicional para que las 
rest r icciones, singularmente autorizadas, sean legít imas. 

18. Al leer el art ículo 30 en concordancia con ot ros en que la Convención autoriza la 
imposición de lim itaciones o rest r icciones a determ inados derechos y libertades, se 
observa que exige para establecerlas el cumplim iento concurrente de las siguientes 
condiciones:  

a. Que se t rate de una rest r icción expresamente autorizada por la Convención 
y en las condiciones part iculares en que la m isma ha sido perm it ida;  

b. Que los fines para los cuales se establece la rest r icción sean legít imos, es 
decir, que obedezcan a "razones de interés general"  y no se aparten del 
"propósito para el cual han sido establecidas " . Este criter io teleológico, cuyo 
análisis no ha sido requerido en la presente consulta, establece un cont rol por 
desviación de poder;  y 

c. Que tales rest r icciones estén dispuestas por las leyes y se apliquen de 
conform idad con ellas. 

Legalidad de la restr icción

Corte I DH. La expresión "Leyes" en el art ículo 3 0  de la Convención 
Am ericana sobre Derechos Hum anos. Opinión Consult iva OC- 6 / 8 6  de 9  de 
m ayo de 1 9 8 6 . Serie A No. 6 .

22. Por ello, la protección de los derechos humanos requiere que los actos estatales 
que los afecten de manera fundamental no queden al arbit r io del poder público, sino 
que estén rodeados de un conjunto de garant ías enderezadas a asegurar que no se 
vulneren los at r ibutos inviolables de la persona, dent ro de las cuales, acaso la más 
relevante tenga que ser que las lim itaciones se establezcan por una ley adoptada por 
el Poder Legislat ivo, de acuerdo con lo establecido por la Const itución. A t ravés de 
este procedim iento no sólo se inviste a tales actos del asent im iento de la 
representación popular, sino que se perm ite a las m inorías expresar su 
inconform idad, proponer iniciat ivas dist intas, part icipar en la formación de la 
voluntad polít ica o influir sobre la opinión pública para evitar que la mayoría actúe 
arbit rariamente. En verdad, este procedim iento no impide en todos los casos que una 
ley aprobada por el Parlamento llegue a ser violatoria de los derechos humanos, 
posibilidad que reclama la necesidad de algún régimen de cont rol posterior, pero sí 
es, sin duda, un obstáculo importante para el ejercicio arbit rario del poder. 

26. En tal perspect iva no es posible interpretar la expresión leyes, ut ilizada en el 
art ículo 30, como sinónimo de cualquier norma jurídica, pues ello equivaldría a 
admit ir  que los derechos fundamentales pueden ser rest r ingidos por la sola 
determ inación del poder público, sin ot ra lim itación formal que la de consagrar tales 
rest r icciones en disposiciones de carácter general. Tal interpretación conduciría a 
desconocer lím ites que el derecho const itucional democrát ico ha establecido desde 
que, en el derecho interno, se proclamó la garant ía de los derechos fundamentales 
de la persona;  y no se compadecería con el Preámbulo de la Convención Americana, 
según el cual " los derechos esenciales del hombre... t ienen como fundamento los 
at r ibutos de la persona humana, razón por la cual just ifican una protección 
internacional, de naturaleza convencional coadyuvante o complementaria de la que 
ofrece el derecho interno de los Estados americanos". 

27. La expresión leyes, en el marco de la protección a los derechos humanos, 
carecería de sent ido si con ella no se aludiera a la idea de que la sola determ inación 
del poder público no basta para rest r ingir tales derechos. Lo cont rario equivaldría a 
reconocer una virtualidad absoluta a los poderes de los gobernantes frente a los 
gobernados. En cambio, el vocablo leyes cobra todo su sent ido lógico e histórico si 
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se le considera como una exigencia de la necesaria lim itación a la interferencia del 
poder público en la esfera de los derechos y libertades de la persona humana. La 
Corte concluye que la expresión leyes, ut ilizada por el art ículo 30, no puede tener 
ot ro sent ido que el de ley formal, es decir, norma jurídica adoptada por el órgano 
legislat ivo y promulgada por el Poder Ejecut ivo, según el procedim iento requerido 
por el derecho interno de cada Estado. 

35. En consecuencia, las leyes a que se refiere el art ículo 30 son actos normat ivos 
enderezados al bien común, emanados del Poder Legislat ivo democrát icamente 
elegido y promulgados por el Poder Ejecut ivo. Esta acepción corresponde plenamente 
al contexto general de la Convención dent ro de la filosofía del Sistema 
I nteramericano. Sólo la ley formal, entendida como lo ha hecho la Corte, t iene apt itud 
para rest r ingir el goce o ejercicio de los derechos reconocidos por la Convención. 

Finalidad de la restr icción

La Convención Americana exige que cualquier rest r icción a un derecho sea realizada 
con una finalidad legít ima. La Corte ha realizado consideraciones específicas sobre 
las rest r icciones que buscan proteger el bien común y los derechos de las demás 
personas.

Bien com ún 

Corte I DH. La colegiación obligatoria de periodistas ( Arts. 1 3  y 2 9  
Convención Am ericana sobre Derechos Hum anos) . Opinión Consult iva OC-
5 / 8 5  de 1 3  de noviem bre de 1 9 8 5 . Serie A No. 5 .2

65. El bien común ha sido directamente invocado como uno de los just ificat ivos de la 
colegiación obligatoria de los periodistas, con base en el art ículo 32.2 de la 
Convención. La Corte analizará el argumento pues considera que, con prescindencia 
de dicho art ículo, es válido sostener, en general, que el ejercicio de los derechos 
garant izados por la Convención debe armonizarse con el bien común. Ello no indica, 
sin embargo, que, en criterio de la Corte, el art ículo 32.2 sea aplicable en forma 
automát ica e idént ica a todos los derechos que la Convención protege, sobre todo en 
los casos en que se especifican taxat ivamente las causas legít imas que pueden fundar 
las rest r icciones o lim itaciones para un derecho determ inado. El art ículo 32.2 
cont iene un enunciado general que opera especialmente en aquellos casos en que la 
Convención, al proclamar un derecho, no dispone nada en concreto sobre sus posibles 
rest r icciones legít imas. 

66. Es posible entender el bien común, dent ro del contexto de la Convención, como 
un concepto referente a las condiciones de la vida social que perm iten a los 
integrantes de la sociedad alcanzar el mayor grado de desarrollo personal y la mayor 
vigencia de los valores democrát icos. En tal sent ido, puede considerarse como un 
imperat ivo del bien común la organización de la vida social en forma que se fortalezca 
el funcionamiento de las inst ituciones democrát icas y se preserve y promueva la 
plena realización de los derechos de la persona humana. De ahí que los alegatos que 
sitúan la colegiación obligatoria como un medio para asegurar la responsabilidad y la 
ét ica profesionales y, además, como una garant ía de la libertad e independencia de 
los periodistas frente a sus pat ronos, deben considerarse fundamentados en la idea 
de que dicha colegiación representa una exigencia del bien común. 

2 La Opinión Consult iva OC-5/ 85 t rata sobre si existe o no pugna o cont radicción ent re la colegiatura 
obligator ia com o requisito indispensable para poder ejercer la act iv idad del per iodista en general y, en 
especial del reportero. Se puede revisar un detalle de la Opinión Consult iva en el siguiente enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica_opinion.cfm ?nI d_Ficha= 10&lang= es

https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica_opinion.cfm?nId_Ficha=10&lang=es
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67. No escapa a la Corte, sin embargo, la dificultad de precisar de modo unívoco los 
conceptos de "orden público" y "bien común", ni que ambos conceptos pueden ser 
usados tanto para afirmar los derechos de la persona frente al poder público, como 
para just ificar lim itaciones a esos derechos en nombre de los intereses colect ivos. A 
este respecto debe subrayarse que de ninguna manera podrían invocarse el "orden 
público" o el "bien común" como medios para suprim ir un derecho garant izado por la 
Convención o para desnaturalizarlo o privarlo de contenido real (ver el art . 29.a)  de 
la Convención) . Esos conceptos, en cuanto se invoquen como fundamento de 
lim itaciones a los derechos humanos, deben ser objeto de una interpretación 
est r ictamente ceñida a las " justas exigencias" de "una sociedad democrát ica" que 
tenga en cuenta el equilibr io ent re los dist intos intereses en juego y la necesidad de 
preservar el objeto y fin de la Convención. 

Derechos de las dem ás personas

Corte I DH. Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 3 1  de agosto de 2 0 0 4 . Serie C No. 1 1 1 .3

101. El art ículo 11 de la Convención establece que toda persona t iene derecho al 
respeto de su honra y al reconocim iento de su dignidad, por lo que este derecho 
implica un lím ite a la expresión, ataques o injerencias de los part iculares y del 
Estado. Por ello, es legít imo que quien se sienta afectado en su honor recurra a los 
mecanismos judiciales que el Estado disponga para su protección. 

Corte I DH. Caso Kim el Vs. Argent ina. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 2  de m ayo de 2 0 0 8 . Serie C No. 1 7 7 4 .

52. La Corte ha precisado las condiciones que se deben cumplir al momento de 
suspender, lim itar o rest r ingir los derechos y libertades consagrados en la 
Convención. En part icular, ha analizado la suspensión de garant ías en estados de 
excepción y las lim itaciones a la libertad de expresión, propiedad privada, libertad 
de locomoción y libertad personal, ent re ot ros. 

56. La necesidad de proteger los derechos a la honra y a la reputación, así como 
ot ros derechos que pudieran verse afectados por un ejercicio abusivo de la libertad 
de expresión, requiere la debida observancia de los lím ites fijados a este respecto 
por la propia Convención. Estos deben responder a un criterio de est r icta 
proporcionalidad. 

71. Como quedó establecido en el párrafo 55 supra, los jueces, al igual que cualquier 
ot ra persona, están amparados por la protección que les brinda el art ículo 11 
convencional que consagra el derecho a la honra. Por ot ra parte, el art ículo 13.2.a)  
de la Convención establece que la “ reputación de los demás”  puede ser mot ivo para 
fijar responsabilidades ulteriores en el ejercicio de la libertad de expresión. En 
consecuencia, la protección de la honra y reputación de toda persona es un fin 
legít imo acorde con la Convención. Asim ismo, el inst rumento penal es idóneo porque 

3 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la condena en un proceso de 
difam ación y calum nia, y las rest r icciones para salir  del país im puestas en per juicio Ricardo Nicolás Canese 
Krivoshein. La Corte estableció en su sentencia la v iolación, ent re ot ros, del derecho a la libertad de 
pensam iento y expresión, circulación y de residencia, legalidad y ret roact iv idad y garant ías judiciales. Se 
puede revisar un detalle del caso en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 218&lang= es

4 El caso refiere a la responsabilidad internacional del Estado de Argent ina por el incum plim iento de sus 
obligaciones internacionales al incurr ir  en la v iolación de los art ículos 8 (Garant ías Judiciales)  y 13 (Libertad 
de Expresión)  de la Convención Am ericana, en relación con la obligación general de respeto y garant ía de 
los derechos hum anos y el deber de adoptar disposiciones de derecho interno establecidos en los art ículos 
1.1 y 2 de la Convención. Asim ism o, solicitó que se ordenaran determ inadas m edidas de reparación.
Puede consulrar la sentencia en el siguiente enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ ser iec_177_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=218&lang=es
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_177_esp.pdf


9

CUADERNILLOS DE JURISPRUDENCIA DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

sirve el fin de salvaguardar, a t ravés de la conminación de pena, el bien jurídico que 
se quiere proteger, es decir, podría estar en capacidad de cont r ibuir a la realización 
de dicho objet ivo. Sin embargo, la Corte advierte que esto no significa que, en la
especie que se analiza, la vía penal sea necesaria y proporcional, como se verá infra. 

75. El ejercicio de cada derecho fundamental t iene que hacerse con respeto y 
salvaguarda de los demás derechos fundamentales. En ese proceso de armonización 
le cabe un papel medular al Estado buscando establecer las responsabilidades y 
sanciones que fueren necesarias para obtener tal propósito. Que se haga uso de la 
vía civil o penal dependerá de las consideraciones que abajo se mencionan. 

Corte I DH. Caso López Lone y otros Vs. Honduras. Excepción Prelim inar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5  de octubre de 2 0 1 5 . Serie C 
No. 3 0 2 .5

171. El objet ivo general de garant izar la independencia e imparcialidad es, en 
principio, un fin legít imo para rest r ingir ciertos derechos de los jueces. El art ículo 8.1
de la Convención Americana establece que “ [ t ] oda persona t iene derecho a ser oída, 
con las debidas garant ías y dent ro de un plazo razonable, por un juez o t r ibunal 
competente, independiente e imparcial” . En este sent ido, el Estado t iene la 
obligación de regular que sus jueces y t r ibunales cumplan con dichos preceptos. Por 
tanto, resulta acorde con la Convención Americana la rest r icción de ciertas conductas 
a los jueces, con la finalidad de proteger la independencia y la imparcialidad en el 
ejercicio de la just icia, como un “derecho o libertad de los demás” .

172. Al respecto, existe un consenso regional en cuanto a la necesidad de rest r ingir 
la part icipación de los jueces en las act ividades polít ico-part idistas, siendo que en 
algunos Estados, de forma más general, se prohíbe cualquier part icipación en 
polít ica, salvo la em isión del voto en las elecciones. Sin embargo, la facultad de los 
Estados de regular o rest r ingir estos derechos no es discrecional y cualquier 
lim itación a los derechos consagrados en la Convención debe interpretarse de 
manera rest r ict iva. La rest r icción de part icipación en act ividades de t ipo part idista a 
los jueces no debe ser interpretada de manera amplia, de forma tal que impida que 
los jueces part icipen en cualquier discusión de índole polít ica. 

173. En este sent ido, pueden exist ir  situaciones donde un juez, como ciudadano 
parte de la sociedad, considere que t iene un deber moral de expresarse. Al respecto, 
el perito Leandro Despouy señaló que puede const ituir un deber para los jueces 
pronunciarse “en un contexto en donde se esté afectando la democracia, por ser los 
funcionarios públicos[ ,]  específicamente los operadores judiciales, guardianes de los 
derechos fundamentales frente a abusos de poder de ot ros funcionarios públicos u 
ot ros grupos de poder” . Asim ismo, el perito Mart in Federico Böhmer señaló que en 
un golpe de Estado los jueces “ t ienen la obligación de sostener y asegurarse de que 
la población sepa que ellos y ellas sost ienen el sistema const itucional” . Resaltó 
además que “ [ s] i hay alguna expresión polít ica no part idista, es la que realizan 
ciudadanos de una democracia const itucional cuando afirman con convicción su 
lealtad a ella” . En el m ismo sent ido, el perito Perfecto Andrés I báñez señaló que 
incluso para los jueces “es un deber jurídico[ ,]  un deber ciudadano oponerse a [ los 
golpes de Estado] ” . 

174. Es posible concluir entonces que, en momentos de graves crisis democrát icas, 
como la ocurrida en el presente caso, no son aplicables a las actuaciones de los 
jueces y de las juezas en defensa del orden democrát ico las normas que 

5 El caso se refiere a la vulneración de derechos de cuat ro jueces de Honduras producto de procesos 
disciplinar ios fueron iniciados por conductas de las víct im as en defensa de la dem ocracia y el Estado de 
Derecho en el contexto del golpe de Estado ocurr ido en junio de 2009 en Honduras. Puede consultar los 
detalles de la sentencia en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_302_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_302_esp.pdf
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ordinariamente rest r ingen su derecho a la part icipación en polít ica. En este sent ido, 
sería cont rario a la propia independencia de los poderes estatales, así como a las 
obligaciones internacionales del Estado derivadas de su part icipación en la OEA, que 
los jueces y juezas no puedan pronunciarse en cont ra de un golpe de Estado. Por 
tanto, dadas las part iculares circunstancias del presente caso, las conductas de las 
presuntas víct imas por las cuales les fueron iniciados procesos disciplinarios no 
pueden considerarse cont rarias a sus obligaciones como jueces o juezas y, en esa 
medida, infracciones del régimen disciplinario que ordinariamente les era aplicable. 
Por el cont rario, deben entenderse como un ejercicio legít imo de sus derechos como 
ciudadanos a part icipar en polít ica, la libertad de expresión y el derecho de reunión 
y de manifestación, según sea el caso de la específica actuación desplegada por cada 
una de estas presuntas víct imas.

Corte I DH. La figura de la reelección presidencial indefinida en Sistem as 
Presidenciales en el contexto del Sistem a I nteram ericano de Derechos 
Hum anos ( I nterpretación y alcance de los art ículos 1 , 2 3 , 2 4  y 3 2  de la 
Convención Am ericana sobre Derechos Hum anos, XX de la Declaración 
Am ericana de los Derechos y Deberes del Hom bre, 3 .d de la Carta de la 
Organización de los Estados Am ericanos y de la Carta Dem ocrát ica 
I nteram ericana) . Opinión Consult iva OC- 2 8 / 2 1  de 7  de junio de 2 0 2 1 . Serie 
A No. 2 8 6 .

118. En este sent ido, este Tribunal recuerda que, de acuerdo al art ículo 32.2 de la 
Convención, “ [ l] os derechos de cada persona están lim itados por los derechos de los 
demás, por la seguridad de todos y por las justas exigencias del bien común, en una
sociedad democrát ica” . Es posible entender el bien común, dent ro del contexto de la 
Convención, como un concepto referente a las condiciones de la vida social que 
perm iten a los integrantes de la sociedad alcanzar el mayor grado de desarrollo 
personal y la mayor vigencia de los valores democrát icos. En tal sent ido, puede 
considerarse como un imperat ivo del bien común la organización de la vida social en 
forma que se fortalezca el funcionamiento de las inst ituciones democrát icas y se 
preserve y promueva la plena realización de los derechos de la persona humana.

119. La Corte considera que la prohibición de la reelección presidencial indefinida 
t iene una finalidad acorde con el art ículo 32 de la Convención, ya que busca 
garant izar la democracia representat iva, sirviendo como salvaguardia de los 
elementos esenciales de la democracia establecidos en el art ículo 3 de la Carta 
Democrát ica I nteramericana. En part icular, la prohibición de la reelección 
presidencial indefinida busca evitar que una persona se perpetúe en el poder, y, de 
este modo, asegurar el pluralismo polít ico, la alternancia en el poder, así como 
proteger el sistema de frenos y cont rapesos que garant izan la separación de poderes 
[ ...] . Al ser la democracia representat iva uno de los principios sobre los cuales se 
funda el sistema interamericano, las medidas que se tomen para garant izarla t ienen 
una finalidad legít ima de acuerdo a la Convención.

6 Puede consultar la presente opinión consult iva en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ opiniones/ ser iea_28_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/seriea_28_esp.pdf
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ESTÁNDARES SOBRE RESTRI CCI ONES DE DERECHOS ESPECÍ FI COS

A lo largo de su jurisprudencia, la Corte I nteramericana ha analizado múlt iples 
situaciones en las que los Estados han impuesto rest r icciones a derechos humanos 
fundamentales. Estas lim itaciones han abarcado, ent re ot ros, la libertad personal, el 
debido proceso, la vida privada y fam iliar, la libertad de expresión, de reunión y de 
asociación, así como el derecho a la información, a la propiedad, a la nacionalidad, a 
la circulación, a los derechos polít icos y al acceso a la just icia. También se han 
examinado rest r icciones específicas respecto de las personas privadas de libertad. 
Este capítulo presenta los principales estándares desarrollados por la Corte en torno 
a estas rest r icciones.

Restricción del derecho a la libertad personal 

Corte I DH. Caso García y fam iliares Vs. Guatem ala. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 2 9  noviem bre de 2 0 1 2  Serie C No. 2 5 8 .7

100. Respecto del art ículo 7 de la Convención Americana, la Corte ha reiterado que
cualquier rest r icción al derecho a la libertad personal debe darse únicamente por las 
causas y en las condiciones fijadas de antemano por las Const ituciones Polít icas o 
por las leyes dictadas conforme a ellas (aspecto material) , y además, con est r icta 
sujeción a los procedim ientos objet ivamente definidos en la m isma (aspecto formal) . 
Asim ismo, el Tribunal ha considerado que toda detención, independientemente del 
mot ivo o duración de la m isma, t iene que ser debidamente regist rada en el
documento pert inente, señalando con claridad las causas de la detención, quién la 
realizó, la hora de detención y la hora de su puesta en libertad, así como la constancia 
de que se dio aviso al juez competente, como mínimo, a fin de proteger cont ra toda 
interferencia ilegal o arbit raria de la libertad física. Lo cont rario const ituye una
violación de los derechos consagrados en los art ículos 7.1 y 7.2 de la Convención 
Americana, en relación con el art ículo 1.1 de este inst rumento. ( En sim ilar sent ido, 
ver entre otros: Corte I DH. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Í ñiguez Vs. Ecuador. 
Excepciones Prelim inares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 1  de 
noviem bre de 2 0 0 7 . Serie C No. 1 7 0 , párrs. 5 6  y 5 7 8 )

Corte I DH. Caso Am rhein y otros Vs. Costa Rica. Excepciones Prelim inares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 5  de abril de 2 0 1 8 . Serie C No. 
3 5 4 .9

358. [ ...] , esta Corte ha establecido que la imprevisibilidad de una privación de la 
libertad puede implicar su arbit rariedad [ ...] . En este sent ido, este Tribunal ha 
señalado que la ley en la que se base una privación de la libertad personal debe 
establecer tan concretamente como sea posible y “de antemano” , las “causas”  y 
“condiciones”  de la privación de la libertad física. El cumplim iento de dichos requisitos 

7 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la desaparición forzada de Edgar 
Fernando García por parte de agentes m ilitares, así com o por la falta de invest igación y sanción de los 
responsables. En su sentencia la Corte estableció la v iolación, ent re ot ros, del derecho a la libertad de 
pensam iento y expresión, libertad de asociación, protección a la fam ilia, derechos del niño, derechos 
polít icos, derecho al reconocim iento de la personalidad jurídica, v ida, integr idad, libertad personal y 
garant ías judiciales. Se puede revisar un detalle del caso en el siguiente enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 236&lang= es
8 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la detención ilegal e incom unicación 
de Juan Carlos Chaparro Álvarez y Freddy Hernán Lapo Í ñiguez, así com o por el allanam iento a su 
em presa. En su sentencia la Corte estableció la v iolación, ent re ot ros, del derecho a la integr idad, libertad 
personal, propiedad, protección judicial y garant ías judiciales. Se puede revisar un detalle del caso en el 
siguiente enlace:  ht tps: / / www.corteidh.or.cr / CF/ jur isprudencia2/ ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 275
9 El caso t rata sobre la responsabilidad internacional del Estado en per juicio del señor Jorge Mart ínez 
Meléndez. En su sentencia la Corte estableció la v iolación, ent re ot ros, del derecho a la libertad personal, 
garant ías judiciales e integr idad personal. Se puede consultar un resum en oficial de la sentencia en el 
siguiente enlace:  ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_354_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=236&lang=es
https://www.corteidh.or.cr/CF/jurisprudencia2/ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=275
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_354_esp.pdf
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t iene como finalidad proteger al individuo de detenciones arbit rarias. Ent re las 
condiciones de la privación de libertad la ley aplicable debe incluir cr iter ios sobre los 
lím ites de duración de la m isma. Este Tribunal considera que la inclusión de lím ites 
temporales para una detención es una salvaguardia cont ra la arbit rariedad de la 
privación de libertad. ( En sim ilar sent ido, ver entre otros: Caso Acosta Mart ínez y 
otros Vs. Argent ina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 1  de agosto de 
2 0 2 0 . Serie C No. 4 1 0 , párr. 7 9 1 0 )

Corte I DH. Caso Hernández Vs.  Argent ina .  Excepción Pre lim inar ,  Fondo, 
Reparaciones y  Cost as.  Sent encia  de  2 2  de  noviem bre  de  2 0 1 9 .  Ser ie  C 
N o. 3 9 5 .1 1

102. Sobre la arbit rariedad referida en el art ículo 7.3 de la Convención, la Corte ha 
establecido que nadie puede ser somet ido a detención o encarcelam iento por causas 
y métodos que -aun calificados de legales- puedan reputarse como incompat ibles con 
el respeto a los derechos fundamentales del individuo por ser, ent re ot ras cosas, 
irrazonables, imprevisibles o faltos de proporcionalidad. El Tribunal consideró que se 
requiere que la ley interna, el procedim iento aplicable y los principios generales 
expresos o tácitos correspondientes sean, en sí m ismos, compat ibles con la 
Convención. Así, no se debe equiparar el concepto de “arbit rariedad”  con el de 
“cont rario a ley” , sino que debe interpretarse de manera más amplia a fin de incluir 
elementos de incorrección, injust icia e imprevisibilidad.

Corte I DH. Caso Acosta Mart ínez y otros Vs. Argent ina. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 3 1  de agosto de 2 0 2 0 . Serie C No. 4 1 0 .1 2

87. En una sociedad democrát ica el poder punit ivo estatal sólo se puede ejercer en 
la medida est r ictamente necesaria para proteger los bienes jurídicos fundamentales 
de los ataques que los dañen o pongan en peligro. La ebriedad, tal como aparecía 
t ipificada por el Edicto en cuest ión, por sí sola no afecta derechos de terceros, por lo 
que su sanción no busca proteger bienes jurídicos individuales o colect ivos. A menos 
que el estar ebrio se considere en sí m ismo punible, así ese comportam iento no 
t rascienda de la órbita más ínt ima del sujeto, lo que sin duda alguna resulta cont rario 
a la Convención, por t ratarse de una órbita precisamente sust raída al ejercicio del 
ius puniendi estatal, el cual t iene como lím ite infranqueable la libre determ inación y 
la dignidad de la persona, los cuales const ituyen los pilares básicos de todo 
ordenamiento jurídico.

10 El caso t rata sobre la responsabilidad internacional del Estado por la pr ivación de libertad a la que fue 
som et ido José Delfín Acosta Mart ínez de carácter ilegal, arbit rar ia y discr im inator ia, y que se basó en el 
uso de estereot ipos raciales y en una legislación que no cum plía con los estándares convencionales. 
Adem ás, declaró la responsabilidad del Estado por la afectación a la integr idad personal y poster ior m uerte 
de José Delfín Acosta Mart ínez m ient ras se encont raba bajo custodia de autor idades estatales. En su 
sentencia la Corte estableció la v iolación, ent re ot ros, del derecho a la v ida, libertad personal, integr idad, 
igualdad ante la ley, protección judicial y garant ías judiciales. Se puede consultar un resum en oficial de la 
sentencia en el siguiente enlace:  ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_410_esp.pdf
11 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la v iolación de derechos de una 
persona pr ivada de libertad. La Corte en su sentencia estableció la v iolación, ent re ot ros, del derecho a la 
integr idad, salud (art .  26 CADH) , libertad personal, protección judicial y garant ías judiciales. Se puede 
consultar un resum en oficial de la sentencia en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_395_esp.pdf

12 El caso t rata sobre la responsabilidad internacional del Estado por la pr ivación de libertad a la que fue 
som et ido José Delfín Acosta Mart ínez de carácter ilegal, arbit rar ia y discr im inator ia, y que se basó en el 
uso de estereot ipos raciales y en una legislación que no cum plía con los estándares convencionales. 
Adem ás, declaró la responsabilidad del Estado por la afectación a la integr idad personal y poster ior m uerte 
de José Delfín Acosta Mart ínez m ient ras se encont raba bajo custodia de autor idades estatales. En su 
sentencia la Corte estableció la v iolación, ent re ot ros, del derecho a la v ida, libertad personal, integr idad, 
igualdad ante la ley, protección judicial y garant ías judiciales. Se puede consultar un resum en oficial de la 
sentencia en el siguiente enlace:  ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_410_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_410_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_395_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_410_esp.pdf
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88. Lo anterior no es óbice para que, bajo ciertos supuestos, el consumo de alcohol 
o de ot ras sustancias psicoact ivas pueda ser sancionado cuando vaya asociado a 
conductas que puedan afectar los derechos de terceros o poner en peligro o lesionar 
bienes jurídicos individuales o colect ivos.

Corte I DH. Caso Fernández Prieto y Tum beiro Vs. Argent ina. Fondo y 
Reparaciones. Sentencia de 1  de sept iem bre de 2 0 2 0 . Serie C No. 4 1 1 .1 3

81. Ante la ausencia de elementos objet ivos, la clasificación de determ inada conducta 
o apariencia como sospechosa, o de cierta reacción o expresión corporal como 
nerviosa, obedece a las convicciones personales de los agentes intervinientes y a las 
práct icas de los propios cuerpos de seguridad, lo cual comporta un grado de 
arbit rariedad que es incompat ible con el art ículo 7.3 de la Convención Americana. 
Cuando adicionalmente estas convicciones o apreciaciones personales se formulan 
sobre prejuicios respecto a las característ icas o conductas supuestamente propias de 
determ inada categoría o grupo de personas o a su estatus socio-económico, pueden 
derivar en una violación a los art ículos 1.1 y 24 de la Convención. En concordancia 
con lo anterior, el perito Juan Pablo Gomara enfat izó lo siguiente:

Atribuir a una persona la sospecha de un comportamiento ilegal por la sola 
circunstancia de ser joven y usar determ inada ropa, ser pobre, estar en situación 
de calle, ser mujer t rans, etc. importa claramente un t rato discrim inatorio, 
prohibido por el derecho internacional de los derechos humanos. Es decir, los 
cuerpos de seguridad ejercen en gran medida la facultad de ident ificación y 
regist ro a t ravés del uso de perfiles discrim inatorios.

82. El uso de estos perfiles supone una presunción de culpabilidad cont ra toda 
persona que encaje en los m ismos, y no la evaluación caso a caso sobre las razones 
objet ivas que indiquen efect ivamente que una persona está vinculada a la comisión 
de un delito. Por ello, la Corte ha señalado que las detenciones realizadas por razones 
discrim inatorias son manifiestamente irrazonables y por tanto arbit rarias. En este 
caso, el contexto sobre detenciones arbit rarias en Argent ina, el reconocim iento 
expreso de responsabilidad internacional por parte del Estado, y la falta de 
explicaciones sobre el carácter sospechoso at r ibuido al señor Tumbeiro más allá de 
su nerviosismo, su manera de vest ir  y el señalam iento explícito de que esta no era 
propia de la zona “de gente humilde”  por la que caminaba, evidencian que no hubo 
indicios suficientes y razonables sobre su part icipación en un hecho delict ivo, sino 
que la detención se efectuó prima facie debido a la sola circunstancia de no reaccionar 
del modo en que los agentes intervinientes percibían como correcto y ut ilizar un 
atuendo juzgado por ellos como inadecuado con base en una preconcepción subjet iva 
sobre la apariencia que debían resguardar los habitantes del área, lo que comporta 
un t rato discrim inatorio que torna en arbit raria la detención.

13 El caso t rata sobre la responsabilidad internacional del Estado por la interceptación y poster ior regist ro 
del autom óvil en que viajaba el señor Fernández Prieto, por parte de la Policía, y la detención con fines de 
ident ificación y regist ro corporal del señor Tum beiro, por parte de la Policía Federal, no cum plieron con el 
estándar de legalidad, fueron arbit rar ias, y const ituyeron una injerencia en sus vidas pr ivadas. En su 
sentencia la Corte estableció la v iolación, ent re ot ros, del derecho a la libertad personal, derecho a la 
honra, protección judicial y garant ías judiciales, así com o el derecho a la igualdad ante la ley. Se puede 
consultar un resum en oficial de la sentencia en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_411_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_411_esp.pdf
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Prisión prevent iva

Corte I DH. Caso Herrera Espinoza y otros Vs. Ecuador. Excepciones 
Prelim inares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1  de sept iem bre 
de 2 0 1 6 . Serie C No. 3 1 6 .1 4

143. La Corte recuerda el principio de la libertad del procesado mientras se resuelve 
sobre su responsabilidad penal. Conforme a la jurisprudencia de este Tribunal, la 
prisión prevent iva es la medida más severa que se puede aplicar al imputado de un 
delito, mot ivo por el cual su aplicación debe tener un carácter excepcional, en virtud 
de que se encuentra lim itada por los principios de legalidad, presunción de inocencia, 
necesidad y proporcionalidad, indispensables en una sociedad democrát ica. En 
adhesión, la decisión judicial que restringe la libertad personal de una persona por 
medio de la prisión prevent iva debe fundamentar y acreditar, en el caso concreto, la 
existencia de indicios suficientes que permitan suponer razonablemente la conducta 
delict iva de la persona y que la detención sea estrictamente necesaria, y por tanto no 
puede tener como base la mera sospecha o percepción personal sobre la pertenencia 
del acusado a un grupo ilícito determinado. En todo caso, la privación de libertad del 
imputado sólo debe tener como fin legít imo el asegurar que el acusado no impedirá el 
desarrollo del procedimiento ni eludirá la acción de la just icia. ( En sim ilar sent ido, ver 
entre otros: Cor t e  I DH. Caso Serve llón García  y  ot ros Vs.  Honduras.  Sent encia  de  
2 1  de  sept iem bre  de  2 0 0 6 .  Ser ie  C N o. 1 5 2 ,  pár r .  9 0 1 5 ; Cor t e  I DH. Caso Pacheco 
Terue l y  ot ros Vs.  Honduras.  Fondo, Reparaciones y Cost as.  Sent encia  de  2 7  de  
abr il de  2 0 1 2 .  Ser ie  C N o. 2 4 1 ,  pár r .  1 0 6 1 6 ,  y  Cor t e  I DH. Caso J.  Vs.  Perú.  
Excepción Pre lim inar ,  Fondo, Reparaciones y Cost as.  Sent encia  de  2 7  de  
noviem bre  de  2 0 1 3 .  Ser ie  C N o. 2 7 5 1 7 ,  pár rs.  1 5 8  y  1 5 9 )

Corte I DH. Caso Rom ero Feris Vs. Argent ina. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 1 5  de octubre de 2 0 1 9 . Serie C No. 3 9 1 .

102. [ … E] l Tribunal considera que únicamente deben ser consideradas como 
finalidades legít imas de la prisión prevent iva, aquellas que están atadas directamente 
con el desarrollo eficaz del proceso, es decir, que estén vinculadas con el peligro de 
fuga del procesado, directamente establecido en el art ículo 7.5 de la Convención 
Americana, y aquella que busca evitar que el procesado impida el desarrollo del 
procedim iento.

14 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la tortura, la detención ilegal sin 
cont rol j udicial y la pr isión prevent iva arbit rar ia en cont ra de los señores Jorge Eliécer Herrera Espinoza, 
Luis Alfonso Jaram illo González, Eusebio Dom ingo Revelles, y Em m anuel Cano. Tales actos ocurr ieron en 
el m arco de la invest igación de presuntas act iv idades delict ivas y la tortura tuvo por objeto que las víct im as 
adm it ieran la com isión de delitos. Se puede consultar un resum en oficial de la sentencia en el siguiente 
enlace:  ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_316_esp.pdf
15 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la detención arbit rar ia y poster ior 
ejecución ext rajudicial de Marco Antonio Servellón García, Rony Alexis Betancourth Vásquez, Orlando 
Álvarez Ríos, Diom edes Obed García Sánchez por parte de agentes públicos, así com o por la falta de 
invest igación y sanción de los responsables. En su sentencia la Corte estableció la v iolación, ent re ot ros, 
del derecho a la libertad de expresión, v ida, integr idad, libertad personal, derechos del niño, protección 
judicial y garant ías judiciales. Se puede revisar un detalle del caso en el siguiente enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 333&lang= es
16 El caso se refiere al reconocim iento de responsabilidad internacional del Estado por la m uerte de 107 
internos de la celda No. 19 del Cent ro Penal de San Pedro Sula, producto de un incendio. En su sentencia 
la Corte estableció la v iolación, ent re ot ros, del derecho a la v ida, integr idad, libertad personal, garant ías 
judiciales, protección judicial,  legalidad y ret roact iv idad. Se puede revisar un detalle del caso en el 
siguiente enlace:  ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 201&lang= es
17 El caso se refiere a la detención, enjuiciam iento y ext radición de la señora J. por la supuesta com isión 
de los delitos de apología y terror ism o. La Corte determ ina la vulneración a su derecho a la integr idad y 
debido proceso. La sentencia estableció, ent re ot ros, la v iolación del derecho a la libertad personal, 
garant ías judiciales, legalidad y ret roact iv idad e integr idad personal. Se puede revisar un detalle del caso 
en el siguiente enlace:  ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 370&lang= es

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_316_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=333&lang=es
https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=201&lang=es
https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=370&lang=es
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( En sim ilar sent ido, ver entre otros: Caso Am rhein y otros Vs. Costa Rica. 
Excepciones Prelim inares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 5  de abril de 
2 0 1 8 . Serie C No. 3 5 4 , párr. 3 5 7 )

106. Respecto de la necesidad, la Corte encuent ra que, al ser la privación de la 
libertad una medida que implica una rest r icción a la esfera de acción individual, 
corresponde exigir a la autoridad judicial que imponga dichas medidas, únicamente 
cuando encuent re que los demás mecanismos previstos en la ley, que impliquen un 
menor grado de injerencia en los derechos individuales, no son suficientes para 
sat isfacer el fin procesal.

Corte I DH. Caso Hernández Vs. Argent ina. Excepción Prelim inar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 2  de noviem bre de 2 0 1 9 . Serie C No. 
3 9 5 .

104. Respecto del primer punto antes mencionado, la Corte ha indicado que para que 
se cumplan los requisitos para rest r ingir el derecho a la libertad personal a t ravés de 
una medida cautelar como la prisión prevent iva, deben exist ir  indicios suficientes que 
perm itan suponer razonablemente que un hecho ilícito ocurrió y que la persona 
somet ida al proceso pudo haber part icipado en ese ilícito. Es necesario enfat izar que
este presupuesto no const ituye en sí m ismo una finalidad legít ima para aplicar una 
medida cautelar rest r ict iva a la libertad, ni tampoco es un elemento que sea 
suscept ible de menoscabar el principio de presunción de inocencia contenido en el 
art ículo 8.2 de la Convención. Por el cont rario, se t rata de un supuesto adicional a 
los ot ros requisitos relacionados con la finalidad legít ima, la idoneidad, la necesidad 
y la proporcionalidad, y opera como una garant ía suplementaria a la hora de proceder 
a la aplicación de una medida cautelar rest r ict iva de la libertad.

105. Lo anterior debe entenderse teniendo en cuenta que, en principio y en térm inos 
generales, esta decisión no debería tener ningún efecto frente a la decisión del 
juzgador respecto de la responsabilidad del procesado, dado que suele ser tomada 
por un juez o autoridad judicial diferente a la que finalmente toma la decisión sobre 
el fondo. Asim ismo, en relación con esos presupuestos, la Corte ha considerado que 
la sospecha o los indicios suficientes que perm itan suponer razonablemente que la 
persona somet ida al proceso pudo haber part icipado en el ilícito que se invest iga, 
deben estar fundados y expresados con base en hechos específicos, esto es, no en 
meras conjeturas o intuiciones abst ractas. De allí se deduce que el Estado no debe 
detener para luego invest igar, por el cont rario, sólo está autorizado a privar de la 
libertad a una persona cuando alcance el conocim iento suficiente para poder llevarla 
a juicio. 

106. Respecto del segundo punto, la Corte ha afirmado que corresponde a la 
autoridad judicial desarrollar un juicio de proporcionalidad al momento de imponer 
una medida privat iva de la libertad. La Corte ha considerado la detención prevent iva 
como una medida cautelar y no punit iva, que debe aplicarse excepcionalmente al ser 
la más severa que se puede imponer al procesado de un delito que goza del principio 
de presunción de inocencia. A su vez, este Tribunal ha indicado en ot ros casos que 
la privación de libertad de un imputado o de una persona procesada por un delito no 
puede residir en fines prevent ivo-generales o prevent ivo-especiales at r ibuibles a la 
pena. En consecuencia, ha indicado que la regla debe ser la libertad del procesado 
m ient ras se resuelve acerca de su responsabilidad penal.

107. En consideración a lo anterior, corresponde a la autoridad judicial imponer 
medidas de esta naturaleza únicamente cuando acredite que:  a)  la finalidad de las 
medidas que priven o rest r injan la libertad sea compat ible con la Convención;  b)  que 
las medidas adoptadas sean las idóneas para cumplir con el fin perseguido;  c)  que 
sean necesarias, en el sent ido de que sean absolutamente indispensables para 
conseguir el fin deseado y que no exista una medida menos gravosa respecto al 
derecho intervenido ent re todas aquellas que cuentan con la m isma idoneidad para 
alcanzar el objet ivo propuesto, y d)  que resulten est r ictamente proporcionales, de tal 
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forma que el sacrificio inherente a la rest r icción del derecho a la libertad no resulte 
exagerado o desmedido frente a las ventajas que se obt ienen mediante tal rest r icción 
y el cumplim iento de la finalidad perseguida.

116. La Corte considera que la verificación de la existencia de indicios que perm itan 
suponer la responsabilidad de la conducta cumple la función de prevenir que una 
persona sea detenida sobre la base de la mera sospecha o percepción personal 
respecto de su responsabilidad, y de esta forma se const ituye como una garant ía 
más de la persona a la hora de proceder a la aplicación de la prisión prevent iva. Sin 
embargo, la comprobación de dichos indicios no const ituye per se una finalidad 
legít ima para la adopción de la medida de prisión prevent iva, pues esto const ituiría 
un juicio ant icipado sobre la culpabilidad de la persona imputada y una violación al 
principio de presunción de inocencia. La determ inación de la finalidad de la prisión 
prevent iva requiere un análisis independiente, mediante el cual el juez funde su 
decisión en circunstancias objet ivas y ciertas del caso concreto, que corresponde 
acreditar al t itular de la persecución penal y no al acusado, quien además debe tener 
la posibilidad de ejercer el derecho de cont radicción y estar debidamente asist ido por 
un abogado. [ …]

Corte I DH. Caso Rosadio Villavicencio Vs. Perú. Excepciones Prelim inares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 4  de octubre de 2 0 1 9 . Serie C 
No. 3 8 8 .

200. La Corte recuerda el principio de la libertad del procesado m ient ras se resuelve 
sobre su responsabilidad penal. Conforme a la jurisprudencia de este Tribunal, la 
prisión prevent iva es la medida más severa que se puede aplicar al imputado de un 
delito, mot ivo por el cual su aplicación debe tener un carácter excepcional, en virtud 
de que se encuent ra lim itada por los principios de legalidad, presunción de inocencia, 
necesidad y proporcionalidad, indispensables en una sociedad democrát ica. Además, 
la decisión judicial que rest r inge la libertad personal de una persona por medio de la 
prisión prevent iva debe fundamentar y acreditar, en el caso concreto, la existencia 
de indicios suficientes que perm itan suponer razonablemente la conducta delict iva de 
la persona y que la detención sea est r ictamente necesaria, y por tanto no puede 
tener como base la mera sospecha o percepción personal sobre la pertenencia del 
acusado a un grupo ilícito determ inado. ( En sim ilar sent ido, ver entre otros: Cor t e  
I DH. Caso N or ín  Cat r im án y ot ros ( D ir igent es,  M iem bros y Act iv ist a  de l Pueblo 
I ndígena  Mapuche)  Vs. Chile .  Fondo, Reparaciones y Cost as.  Sent encia  de  2 9  de  
m ayo de  2 0 1 4 .  Ser ie  C N o. 2 7 9 ,  pár r .  3 1 1 1 8 y Caso Jenkins Vs. Argent ina. 
Excepciones Prelim inares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 6  de 
noviem bre de 2 0 1 9 . Serie C No. 3 9 7 , párr. 7 2 1 9 )

202. Al respecto, esta Corte ha señalado que la regla general debe ser la libertad del 
imputado m ient ras se resuelve acerca de su responsabilidad penal, ya que este goza 
de un estado jurídico de inocencia que impone que reciba del Estado un t rato acorde 
con su condición de persona no condenada.

18 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la condena de las víct im as com o 
autores de delitos calif icados de terror istas en aplicación de una ley conocida com o “Ley Ant iterror ista”  
por hechos ocurr idos en los años 2001 y 2002 en las Regiones VI I I  (Biobío)  y I X (Araucanía)  de Chile. En 
su sentencia la Corte estableció la v iolación, ent re ot ros, del derecho a la libertad de pensam iento y 
expresión, protección de la fam ilia, derechos polít icos, integr idad, libertad personal y garant ías judiciales. 
Se puede revisar un detalle del caso en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 403&lang= es
19 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la falta de m ot ivación de la resolución 
que ordenó la pr isión prevent iva del señor Óscar Gabriel Jenkins, la duración de la pr isión prevent iva;  la 
ineficacia de los recursos para cuest ionar la pr ivación de libertad;  y la v iolación del plazo razonable en el 
m arco de un proceso de daños e indem nización de per juicios. En su sentencia la Corte estableció la 
v iolación, ent re ot ros, de los derechos de libertad personal, garant ías judiciales e igualdad ante la ley. Se 
puede consultar un resum en oficial de la sentencia en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_397_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=403&lang=es
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_397_esp.pdf
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210. Ha sido criterio de este Tribunal que una detención o prisión prevent iva debe 
estar somet ida a revisión periódica, de tal forma que no se prolongue cuando no
subsistan las razones que mot ivaron su adopción. En este orden de ideas, el juez no 
t iene que esperar hasta el momento de dictar sentencia absolutoria para que una 
persona detenida recupere su libertad, sino que debe valorar periódicamente si las 
causas, necesidad y proporcionalidad de la medida se mant ienen, y si el plazo de la 
detención ha sobrepasado los lím ites que imponen la ley y la razón. En cualquier 
momento en que aparezca que la prisión prevent iva no sat isface estas condiciones, 
deberá decretarse la libertad, sin perjuicio de que el proceso respect ivo cont inúe.

213. En casos relat ivos a detenciones prevent ivas en el marco de procesos penales, 
la Corte ha señalado que esta norma impone lím ites temporales a la duración de la
prisión prevent iva y, en consecuencia, a las facultades del Estado para asegurar los 
fines del proceso mediante esta medida cautelar. Cuando el plazo de la detención 
prevent iva sobrepasa lo razonable, el Estado podrá lim itar la libertad del imputado 
con ot ras medidas menos lesivas que aseguren su comparecencia al juicio, dist intas 
de la privación de libertad.

214. Además de sus efectos en el ejercicio del derecho a la libertad personal, tanto 
la Comisión como la Corte han indicado que el uso indebido de la detención 
prevent iva puede tener un impacto en el principio de presunción de inocencia 
contenido en el art ículo 8.2 de la Convención. Al respecto se ha destacado la 
importancia del cr iter io de razonabilidad, pues mantener privada de libertad a una 
persona más allá del t iempo razonable para el cumplim iento de los fines que just ifican
su detención equivaldría, en los hechos, a una pena ant icipada y la convierte en una 
medida punit iva y no cautelar, lo cual desnaturaliza dicha medida y, por tanto, 
t ransgrede el art ículo 8.2 de la Convención.

Corte I DH. Caso Jenkins Vs. Argent ina. Excepciones Prelim inares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 6  de noviem bre de 2 0 1 9 . Serie C No. 
3 9 7 .

76. [ ...] , la Corte ha afirmado que corresponde a la autoridad judicial desarrollar un 
juicio de proporcionalidad al momento de imponer una medida privat iva de la 
libertad. Dado lo anterior, corresponde a la autoridad judicial imponer medidas de 
esta naturaleza únicamente cuando acredite que son:  ( i)  idóneas para cumplir con el 
fin perseguido, ( ii)  necesarias, en el sent ido de que sean absolutamente 
indispensables para conseguir el fin deseado y que no exista una medida menos 
gravosa respecto al derecho intervenido ent re todas aquellas que cuentan con la 
m isma idoneidad para alcanzar el objet ivo propuesto, y ( iii)  que resulten 
est r ictamente proporcionales, de tal forma que el sacrificio inherente a la rest r icción 
del derecho a la libertad no resulte exagerado o desmedido frente a las ventajas que 
se obt ienen mediante tal rest r icción y el cumplim iento de la finalidad perseguida. 
Este Tribunal ha indicado, que la medida solo se debe imponer cuando sea necesaria 
para la sat isfacción de un fin legít imo, a saber:  que el acusado no impedirá el 
desarrollo del procedim iento ni eludirá la acción de la just icia. De este modo, el 
Tribunal considera que únicamente deben ser considerados como finalidades 
legít imas, aquellas que están atadas directamente con el desarrollo eficaz del 
proceso, es decir, que estén vinculadas con el peligro de fuga del procesado, 
directamente establecido en el art ículo 7.5 de la Convención Americana, y aquella 
que busca evitar que el procesado impida el desarrollo del procedim iento. ( En sim ilar 
sent ido, ver entre otros: Caso Rosadio Villavicencio Vs. Perú. Excepciones 
Prelim inares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 4  de octubre de 2 0 1 9 . 
Serie C No. 3 8 8 , párr. 2 0 4 2 0 )

20 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por una ser ie de violaciones a las 
garant ías judiciales, el pr incipio de ne bis in idem y la libertad personal en el m arco de los procesos penal 
ordinar io, penal m ilitar  y el procedim iento disciplinar io m ilitar  llevados a cabo en cont ra del señor Rosadio 
Villavicencio. Se puede consultar un resum en oficial de la sentencia en el siguiente enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_388_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_388_esp.pdf
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82. De eso modo, este Tribunal considera que el sólo criterio de la existencia de 
indicios que perm itan suponer razonablemente que la persona somet ida al proceso 
ha part icipado en el ilícito que se invest iga no son suficientes para just ificar la 
imposición de una medida privat iva de la libertad, sino que resulta esencial a acudir 
a elementos relat ivos a la finalidad legít ima de la medida –esto es, eventual 
obstaculización del desarrollo normal del procedim iento penal o posibilidad de 
sust racción a la acción de la just icia– que lleven a la conclusión de que la medida de 
prisión prevent iva es necesaria y proporcional al fin perseguido. [ …]

84. En este sent ido, el art ículo 7.5 de la Convención impone lím ites temporales a la 
duración de la prisión prevent iva y, en consecuencia, a las facultades del Estado para 
asegurar los fines del proceso mediante esta medida cautelar. Cuando el plazo de la 
detención prevent iva sobrepasa lo razonable, el Estado podrá lim itar la libertad del 
imputado con ot ras medidas menos lesivas que aseguren su comparecencia al juicio, 
dist intas de la privación de libertad. Es decir, aun cuando medien razones para 
mantener a una persona en prisión prevent iva, el art ículo 7.5 garant iza que aquélla 
sea liberada si el período de la detención ha excedido el lím ite de lo razonable. ( En 
sim ilar sent ido, ver entre otros: Caso Rom ero Feris Vs. Argent ina. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 5  de octubre de 2 0 1 9 . Serie C No. 3 9 1 , párr. 
1 0 9 )

85. Este Tribunal ha observado que son las autoridades nacionales las encargadas de 
valorar la pert inencia o no del mantenim iento de las medidas cautelares que em iten 
conforme a su propio ordenamiento. Al realizar esta tarea, las autoridades nacionales 
deben ofrecer los fundamentos suficientes que perm itan conocer los mot ivos por los 
cuales se mant iene la rest r icción de la libertad, la cual, para que no se erija en una 
privación de libertad arbit raria, de acuerdo con el art ículo 7.3 de la Convención 
Americana, debe estar fundada en la necesidad de asegurar que el detenido no 
impedirá el desarrollo eficiente de las invest igaciones ni eludirá la acción de la 
just icia. De igual forma, ante cada solicitud de liberación del detenido, el juez t iene 
que mot ivar aunque sea de forma mínima las razones por las cuales considera que 
la prisión prevent iva debe mantenerse.

Corte I DH. Caso Villarroel Merino y otros Vs. Ecuador. Excepciones 
prelim inares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 4  de agosto de 
2 0 2 1 . Serie C No. 4 3 0 .2 1

87. La Corte ha considerado que para que una medida cautelar rest r ict iva de la 
libertad no sea arbit raria es necesario que:  i)  se presenten presupuestos materiales 
relacionados con la existencia de un hecho ilícito y con la vinculación de la persona 
procesada a ese hecho;  ii)  la medida rest r ict iva de la libertad cumpla con los cuat ro 
elementos del “ test  de proporcionalidad” , es decir con la finalidad de la medida que 
debe ser legít ima (compat ible con la Convención Americana) , idónea para cumplir  
con el fin que se persigue, necesaria y est r ictamente proporcional, y iii)  la decisión 
que las impone contenga una mot ivación suficiente que perm ita evaluar si se ajusta 
a las condiciones señaladas.

21 El caso t rata sobre la responsabilidad internacional del Estado por la violación a la libertad personal, al 
pr incipio de presunción de inocencia y a la igualdad ante la ley, por la falta del cont rol de la detención;  la 
falta de m ot ivación de la decisión que ordenó la detención y la falta de un recurso idóneo y efect ivo para 
cont rolar la legalidad de la pr ivación de la libertad, y por la v iolación de las garant ías judiciales de 
independencia e im parcialidad, en relación con las obligaciones de respetar y garant izar los derechos y el 
deber de adoptar disposiciones del derecho interno, en per juicio de las víct im as ident ificadas en la 
sentencia. Se puede consultar un resum en oficial de la sentencia en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_430_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_430_esp.pdf
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( En sim ilar sent ido, ver entre otros: Caso Hernández Vs. Argent ina. Excepción 
Prelim inar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 2  de noviem bre de 2 0 1 9 . 
Serie C No. 3 9 5 , párr. 1 0 3 ; Caso Rom ero Feris Vs. Argent ina. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 1 5  de octubre de 2 0 1 9 . Serie C No. 3 9 1 , párr. 9 2 ; Caso Cortez 
Espinoza Vs. Ecuador. Excepciones Prelim inares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 1 8  de octubre de 2 0 2 2 . Serie C No. 4 6 8 2 2 , párr. 1 3 5 ; Caso Tzom paxt le 
Tecpile y otros Vs. México. Excepción Prelim inar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 7  de noviem bre de 2 0 2 2 . Serie C No. 4 7 0 , párr. 9 7 2 3 ; Caso García 
Rodríguez y otro Vs. México. Excepciones Prelim inares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 2 5  de enero de 2 0 2 3 . Serie C No. 4 8 2 , párrs. 1 5 6  y 1 5 7 2 4 y Caso 
Poggioli Pérez Vs. Venezuela. Excepciones Prelim inares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 2 9  de abril de 2 0 2 4 . Serie C No. 5 2 3 , párr. 1 4 5 2 5)

88. En lo que refiere al primer elemento, del test  de proporcionalidad, esto es, la 
finalidad de la medida rest r ict iva de la libertad, el Tribunal ha indicado que una 
medida de esta naturaleza solo se debe imponer cuando sea necesaria para la 
sat isfacción de un fin legít imo, a saber:  que el acusado no impedirá el desarrollo del 
procedim iento ni eludirá la acción de la just icia. Asim ismo, ha destacado que el 
peligro procesal no se presume, sino que debe realizarse la verificación del m ismo en 
cada caso, fundado en circunstancias objet ivas y ciertas del caso concreto. La 
exigencia de dichos fines, encuent ra fundamento en los art ículos 7.3, 7.5 y 8.2 de la 
Convención. ( En sim ilar sent ido, ver entre otros: Caso Rom ero Feris Vs. Argent ina. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 5  de octubre de 2 0 1 9 . Serie C No. 3 9 1 , 
párr. 9 2 y Caso Cortez Espinoza Vs. Ecuador. Excepciones Prelim inares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 8  de octubre de 2 0 2 2 . Serie C No. 4 6 8 , párr. 
1 3 5 )

89. Asim ismo, la Corte ha considerado que la prisión prevent iva debe tener una 
naturaleza cautelar y no ser una medida de carácter punit ivo, la cual debe aplicarse 
excepcionalmente y no puede residir en fines prevent ivo-generales o prevent ivo-
especiales at r ibuibles a la pena. En consecuencia, este Tribunal reitera que la regla 
debe ser la libertad del procesado m ient ras se resuelve acerca de su responsabilidad 
penal [ ...] .. ( En sim ilar sent ido, ver entre otros: Caso Poggioli Pérez Vs. Venezuela. 
Excepciones Prelim inares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 9  de abril de 
2 0 2 4 . Serie C No. 5 2 3 , párr. 1 4 6 y Caso Reyes Mant illa y otros Vs. Ecuador. 
Excepciones Prelim inares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 8  de agosto 
de 2 0 2 4 . Serie C No. 5 3 3 , párr. 1 6 7 2 6 )

90. Dado lo anterior, corresponde a la autoridad judicial imponer medidas de esta 
naturaleza únicamente cuando acredite que:  a)  la finalidad de las medidas que priven 
o rest r injan la libertad sea compat ible con la Convención;  b)  que las medidas 

22 El caso t rata sobre la responsabilidad internacional del Estado por la detención arbit rar ia y sin cont rol 
j udicial del señor Cortez, la incom unicación a la que fue sujeta y la duración excesiva de un proceso judicial 
llevado en su cont ra. Se puede consultar un resum en oficial de la sentencia en el siguiente enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_468_esp.pdf
23 El caso t rata sobre la responsabilidad internacional del Estado por la detención de las víct im as con fines 
de invest igación (araigo) , condiciones de detención, m alt ratados sufr idos, y su detención prevenitva sin 
que se analizara la necesidad de este m edida. Se puede consultar un resum en oficial de la sentencia en 
el siguiente enlace:  ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_470_esp.pdf
24 El caso t rata sobre la responsabilidad internacional del Estado por la detención de las víct im as con fines 
de invest igación (araigo) , detención prevenitva decretada de form a autom át ica y la tortura y m alt ratos de 
los que fueron objeto m ient ras se encont raban detenidos. Se puede consultar un resum en oficial de la 
sentencia en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_482_esp.pdf

25 El caso se relaciona con la responsabilidad internacional del Estado por las deteciones ilegales y 
arbit rar ias, a las que fue sujeto Ovidio Jesús Poggioli Pérez, la v iolación de las garant ias judiciales, 
integr idad personal y la realización de un allanam iento ilegal a su dom icilio. Puede consultar el resum en 
oficial de la sentencia en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_523_esp.pdf
26 El caso se relaciona con la responsabilidad internacional del Estado por la detención sin orden judicial 
de t res personas en el m arco de procedim iento cont ra el narcot ráfico, su incom unicación, orden pr isión 
prevent iva basada en una legislación que no perm it ía la excarcelaciónm  así com o los m at ratos y 
condiciones de detención de los que fueron objeto. Puede consultar el resum en oficial de la sentencia en 
el siguiente enlace: ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_533_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_468_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_523_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_533_esp.pdf
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adoptadas sean las idóneas para cumplir  con el fin perseguido;  c)  que sean 
necesarias, en el sent ido de que sean absolutamente indispensables para conseguir 
el fin deseado y que no exista una medida menos gravosa respecto al derecho 
intervenido ent re todas aquellas que cuentan con la m isma idoneidad para alcanzar 
el objet ivo propuesto, y d)  que resulten est r ictamente proporcionales, de tal forma 
que el sacrificio inherente a la rest r icción del derecho a la libertad no resulte 
exagerado o desmedido frente a las ventajas que se obt ienen mediante tal rest r icción 
y el cumplim iento de la finalidad perseguida. ( En sim ilar sent ido, ver entre otros: 
Caso Reyes Mant illa y otros Vs. Ecuador. Excepciones Prelim inares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 8  de agosto de 2 0 2 4 . Serie C No. 5 3 3 , párr. 
1 6 8 )

91. Además, la Corte ha considerado que cualquier rest r icción a la libertad que no 
contenga una mot ivación suficiente que perm ita evaluar si se ajusta a las condiciones 
señaladas será arbit raria. La decisión judicial debe fundamentar y acreditar - de
manera clara y mot ivada- la existencia de indicios suficientes que prueben la 
conducta delict iva de la persona. Ello resguarda la presunción de inocencia. Además, 
las característ icas personales del supuesto autor y la gravedad del delito que se le 
imputa no son, por si m ismos, just ificación suficiente de la prisión prevent iva. ( En 
sim ilar sent ido, ver entre otros: Caso Rom ero Feris Vs. Argent ina. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 5  de octubre de 2 0 1 9 . Serie C No. 3 9 1 , párr. 
1 1 0 )

92. Conforme a la jur isprudencia, la detención o prisión prevent iva debe estar 
somet ida a revisión periódica, de tal forma que no se prolongue cuando no subsistan 
las razones que mot ivaron su adopción. El juez debe valorar si se mant ienen las 
causas de la medida y la necesidad y la proporcionalidad de la detención, además de 
si se ha respetado la razonabilidad del plazo. De lo cont rario, el juez deberá ordenar 
inmediatamente la libertad del privado. Recae en las autoridades nacionales aportar 
los mot ivos suficientes por los cuales se mant iene la rest r icción de la libertad, lo cual 
debe estar fundado en la necesidad de asegurar que el detenido no impedirá el 
desarrollo eficiente de las invest igaciones ni eludirá la acción de la just icia. ( En sim ilar 
sent ido, ver entre otros: Caso Rom ero Feris Vs. Argent ina. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 1 5  de octubre de 2 0 1 9 . Serie C No. 3 9 1 , párr. 1 1 1 )

93. Uno de los principios que lim itan la prisión prevent iva es el de presunción de 
inocencia, contenido en el art ículo 8.2, según el cual una persona es considerada 
inocente hasta que su culpabilidad sea demost rada. De esta garant ía se desprende 
que los elementos que acreditan la existencia de los fines legít imos de la privación
prevent iva de la libertad tampoco se presumen, sino que el juez debe fundar su 
decisión en circunstancias objet ivas y ciertas del caso concreto, que corresponde 
acreditar al t itular de la persecución penal y no al acusado, quien además debe tener
la posibilidad de ejercer el derecho de cont radicción y estar debidamente asist ido por 
un abogado. En la imposición de la medida cautelar de prisión prevent iva se debe 
verificar la presencia de los fines procesales convencionales exigibles, de lo cont rario 
supone la aplicación de una pena ant icipada.
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Privación de la libertad de niños, niñas y adolescentes en el m arco de 
procesos m igratorios

Corte I DH. Derechos y garant ías de niñas y niños en el contexto de la 
m igración y/ o en necesidad de protección internacional. Opinión Consult iva 
OC- 2 1 / 1 4  de 1 9  de agosto de 2 0 1 4 . Serie A No. 2 1 .2 7

153. Ahora bien, corresponde realizar un análisis de la compat ibilidad de la privación 
de libertad de niñas y niños por razones de índole m igratoria con las disposiciones 
de la Convención y de la Declaración t raídas a consulta a la luz de los requisitos para 
proceder a una rest r icción legít ima del derecho a la libertad personal que se han 
explicitado en su jurisprudencia, teniendo en consideración las circunstancias 
específicas de la niña o del niño, es decir, su condición de persona en desarrollo y su 
interés superior. A tal fin y con base en el art ículo 30 de la Convención, la Corte 
evaluará:  ( i)  que la finalidad de las medidas que priven o rest r injan la libertad sea 
compat ible con la Convención;  ( ii)  que las medidas adoptadas sean las idóneas para 
cumplir con el fin perseguido;  ( iii)  que sean necesarias, y ( iv)  que sean medidas que 
resulten est r ictamente proporcionales, de tal forma que el sacrificio inherente a la 
rest r icción del derecho a la libertad no resulte exagerado o desmedido frente a las 
ventajas que se obt ienen mediante tal rest r icción y el cumplim iento de la finalidad 
perseguida.

154. Entonces, la medida de privación de libertad, si bien puede perseguir una 
finalidad legít ima y resultar idónea para alcanzarla, al conjugar los criter ios 
desarrollados y en virtud del principio de interés superior de la niña o del niño, la 
Corte es de la opinión que la privación de libertad de niñas o de niños por razones 
exclusivas de índole m igratoria excede el requisito de necesidad, toda vez que tal 
medida no resulta absolutamente indispensable a los fines de asegurar su 
comparecencia al proceso m igratorio o para garant izar la aplicación de una orden de 
deportación [ ...] . Aunado a ello, la Corte es de la opinión que la privación de libertad 
de una niña o niño en este contexto de ninguna manera podría ser entendida como 
una medida que responda a su interés superior. En este sent ido, la Corte considera 
que existen medidas menos gravosas [ ...] que podrían ser idóneas para alcanzar tal 
fin y, al m ismo t iempo, responder al interés superior de la niña o del niño. En suma, 
la Corte es de la opinión que la privación de libertad de un niño o niña m igrante en 
situación irregular, decretada por esta única circunstancia, es arbit raria, y por ende, 
cont raria tanto a la Convención como a la Declaración Americana.

155. En consideración de la condición especial de vulnerabilidad de las niñas y los 
niños m igrantes en situación irregular, los Estados t ienen la obligación, de acuerdo a 
los art ículos 19 de la Convención Americana y VI I  de la Declaración, de optar por 
medidas que propendan al cuidado y bienestar de la niña o del niño con m iras a su 
protección integral antes que a su privación de libertad  [ ...] . La Corte considera que 
el parámetro de actuación estatal debe, por ende, tener como objet ivo asegurar en 
la mayor medida posible la prevalencia del interés superior de la niña o del niño 
m igrante y el pr incipio rector de respeto al derecho a la vida, la supervivencia y a su 
desarrollo, en los térm inos desarrollados en el capítulo siguiente, a t ravés de medidas 
adecuadas a sus necesidades.

156. Como corolario de lo antedicho, la Corte ent iende que el alcance de la respuesta 
estatal a la luz del interés superior de la niña o del niño adquiere característ icas 
part iculares dependiendo de la situación concreta en la que se halle la niña o el niño,
es decir, si se encuent ra junto a sus progenitores o si por el cont rario se t rata de una 
niña o un niño no acompañado o separado de sus progenitores [ ...] . Ello teniendo en 
cuenta, por un lado, la especial vulnerabilidad en que se encuent ran las niñas y los 

27 La Opinión Consult iva OC-21/ 14 t rata sobre la niñez m igrante y las obligaciones del Estado. Puede 
consultar el resum en oficial de la sentencia en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ opiniones/ resum en_seriea_21_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/resumen_seriea_21_esp.pdf
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niños no acompañados o separados y, por el ot ro, que corresponde a los progenitores 
la obligación primaria de la crianza y el desarrollo de la niña o del niño y, 
subsidiariamente, al Estado “asegurar [ a la niña o]  al niño la protección y el cuidado 
que sean necesarios para su bienestar, teniendo en cuenta los derechos y deberes 
de sus padres, tutores u ot ras personas responsables de [ ella o]  él ante la ley” .

157. De acuerdo con las consideraciones precedentes, la Corte considera que, a la 
luz del derecho internacional de los derechos humanos, la privación de libertad 
resulta improcedente cuando las niñas y los niños se encuent ran no acompañados o 
separados de su fam ilia, pues bajo esta ópt ica el Estado se encuent ra obligado a 
promover en forma prioritaria las medidas de protección especial orientadas en el 
principio del interés superior de la niña o del niño, asumiendo su posición de garante 
con mayor cuidado y responsabilidad. En la m isma línea, el Comité de los Derechos
del Niño ha sostenido:

En aplicación del art ículo 37 de la Convención y del principio del interés superior 
del menor, no debe privarse de libertad, por regla general, a los menores no 
acompañados o separados de su familia. La privación de libertad no podrá 
just ificarse solamente por que el menor esté solo o separado de su familia, ni por 
su condición de inmigrante o residente. [ …]  Por consiguiente, deber hacerse todo 
lo posible, incluso acelerar los procesos pert inentes, con objeto de que los 
menores no acompañados o separados de su familia sean puestos en libertad y 
colocados en ot ras inst ituciones de alojamiento.

158. Por ot ra parte, la Corte ha resaltado que “ [ e] l niño t iene derecho a vivir con su 
fam ilia, llamada a sat isfacer sus necesidades materiales, afect ivas y psicológicas” . 
De esta forma, cuando se t rata de niñas y/ o de niños que se encuentran junto a sus 
progenitores, el mantenim iento de la unidad fam iliar en razón de su interés superior 
no const ituye razón suficiente para legit imar o just ificar la procedencia excepcional 
de una privación de libertad de la niña o del niño junto con sus progenitores, dado el
efecto perjudicial para su desarrollo emocional y su bienestar físico. Por el cont rario, 
cuando el interés superior de la niña o del niño exige el mantenim iento de la unidad 
fam iliar, el imperat ivo de no privación de libertad se ext iende a sus progenitores y 
obliga a las autoridades a optar por medidas alternat ivas a la detención para la fam ilia 
y que a su vez sean adecuadas a las necesidades de las niñas y los niños.
Evidentemente, esto conlleva un deber estatal correlat ivo de diseñar, adoptar e 
implementar soluciones alternat ivas a los cent ros de detención en régimen cerrado 
a fin de preservar y mantener el vínculo fam iliar y propender a la protección de la 
fam ilia, sin imponer un sacrificio desmedido a los derechos de la niña o del niño a 
t ravés de la privación de libertad para toda o parte de la fam ilia.

159. En definit iva y a juicio de la Corte, la privación de libertad en el ámbito de la 
just icia penal juvenil -esto es, cuando se relaciona con la comisión de una conducta 
t ipificada como delito- solo podrá excepcionalmente just ificarse en los casos previstos 
en la ley y siempre que se aplique como una medida de últ imo recurso y por el t iempo 
más breve posible.

160. En cambio y también a criter io de la Corte, los Estados no pueden recurr ir  a la 
privación de libertad de niñas o niños que se encuent ran junto a sus progenitores, 
así como de aquellos que se encuent ran no acompañados o separados de sus 
progenitores, para cautelar los fines de un proceso m igratorio ni tampoco pueden 
fundamentar tal medida en el incumplim iento de los requisitos para ingresar y 
permanecer en un país, en el hecho de que la niña o el niño se encuent re solo o 
separado de su fam ilia, o en la finalidad de asegurar la unidad fam iliar, toda vez que 
pueden y deben disponer de alternat ivas menos lesivas y, al m ismo t iempo, proteger 
de forma prioritar ia e integral los derechos de la niña o del niño.
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Restricción del derecho al debido proceso 

Corte I DH. Cor t e  I DH. Caso Le iva  Vs.  Venezue la .  Fondo, Reparaciones y 
Cost as.  Sent encia  de  1 7  de  noviem bre  de  2 0 0 9 .  Ser ie  C N o. 2 0 6 .2 8

54. Uno de esos derechos fundamentales es el derecho a contar con el t iempo y los 
medios adecuados para preparar la defensa, previsto en el art ículo 8.2.c de la 
Convención, que obliga al Estado a perm it ir  el acceso del inculpado al conocim iento 
del expediente llevado en su cont ra. Asim ismo, se debe respetar el pr incipio del 
cont radictorio, que garant iza la intervención de aquél en el análisis de la prueba.

55. Si el Estado pretende lim itar este derecho, debe respetar el pr incipio de legalidad, 
argüir de manera fundada cuál es el fin legít imo que pretende conseguir y demost rar 
que el medio a ut ilizar para llegar a ese fin es idóneo, necesario y est r ictamente 
proporcional. Caso cont rario, la rest r icción del derecho de defensa del individuo será 
cont raria a la Convención. 

Corte I DH. Caso Liakat  Ali Alibux Vs. Surinam . Excepciones Prelim inares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 0  de enero de 2 0 1 4 . Serie C 
No. 2 7 6 .2 9

94. En razón de ello, si bien existe una deferencia a los Estados para regular el 
ejercicio del recurso, mediante su normat iva interna, no pueden establecerse 
rest r icciones o requisitos que infr injan la esencia m isma del derecho a recurrir  el 
fallo, o la existencia del m ismo. En este sent ido, el Tribunal no considera que la
rem isión a la normat iva interna const ituya un mecanismo por el cual la existencia del 
derecho a recurrir  el fallo de las altas autoridades pueda verse afectada, más aún 
cuando dicha rem isión no se reconoce en la Convención Americana.

Corte I DH. Caso Norín Catrim án y otros ( Dir igentes, m iem bros y act ivista 
del Pueblo I ndígena Mapuche)  Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 2 9  de m ayo de 2 0 1 4 . Serie C No. 2 7 9 .

242. El literal f)  del art ículo 8.2 de la Convención consagra la “garant ía m ínima”  del 
“derecho de la defensa de interrogar a los test igos presentes en el t r ibunal y de 
obtener la comparecencia, como test igos o peritos, de ot ras personas que puedan 
arrojar luz sobre los hechos” , la cual materializa los principios de cont radictorio e 
igualdad procesal. La Corte ha señalado que ent re las garant ías reconocidas a 
quienes hayan sido acusados está la de examinar los test igos en su cont ra y a su 
favor, bajo las m ismas condiciones, con el objeto de ejercer su defensa. La reserva 
de ident idad del test igo lim ita el ejercicio de este derecho puesto que impide a la 
defensa realizar preguntas relacionadas con la posible enemistad, prejuicio y 
confiabilidad de la persona m isma del declarante, así como ot ras que perm itan 
argumentar que la declaración es falsa o equivocada. 

243. El deber estatal de garant izar los derechos a la vida y la integridad, la libertad 
y la seguridad personales de quienes declaran en el proceso penal puede just ificar la 
adopción de medidas de protección. En esta materia el ordenamiento jurídico chileno
comprende tanto medidas procesales (como la reserva de datos de ident ificación o 

28 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la detención arbit rar ia Enrique Barreto 
Leiva así com o por la de falta de diligencia en el debido proceso seguido en su cont ra. La Corte estableció 
en su sentencia la v iolación, ent re ot ros, del derecho a la libertad personal, protección judicial y garant ías 
judiciales. Se puede revisar un detalle del caso en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 357&lang= es

29 El caso se refiere a la invest igación y proceso penal seguido cont ra el señor Alibux por el delito de 
falsificación, fraude y violación de la norm a sobre div isa ext ranjera. La Corte determ ina la vulneración de 
su derecho a recurr ir  el fallo ante juez o t r ibunal superior y del derecho de circulación y residencia, 
m ient ras que no encuent ra vulneración de los pr incipios de legalidad y ret roact iv idad, ni del derecho a la 
protección judicial.  La Corte estableció en su sentencia la v iolación, ent re ot ros, del derecho a la legaldiad 
y ret roact iv idad, protección judicial y garant ías judiciales. Se puede revisar un detalle del caso en el 
siguiente enlace:  ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 435&lang= es  

https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=357&lang=es
https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=435&lang=es
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de característ icas físicas que individualicen a la persona)  como ext raprocesales 
(como la protección de su seguridad personal) . 

246. Para pronunciarse en el presente caso, la Corte también tomará en cuenta si en 
los casos concretos el Estado aseguró que la afectación al derecho de defensa de los 
imputados que se derivó de la ut ilización de la medida de reserva de ident idad de 
test igos estuvo suficientemente cont rarrestada por medidas de cont rapeso, tales
como las siguientes:  a)  la autoridad judicial debe conocer la ident idad del test igo y 
tener la posibilidad de observar su comportam iento durante el interrogatorio con el 
objeto de que pueda formar su propia impresión sobre la confiabilidad del test igo y 
de su declaración, y b)  debe concederse a la defensa una amplia oportunidad de 
interrogar directamente al test igo en alguna de las etapas del proceso, sobre 
cuest iones que no estén relacionadas con su ident idad o paradero actual;  lo anterior 
con el objeto de que la defensa pueda apreciar el comportam iento del test igo bajo 
interrogatorio, de modo que pueda desacreditarlo o, por lo menos, plantear dudas 
sobre la confiabilidad de su declaración. 

247. I ncluso cuando se hayan adoptado medidas de cont rapeso que parecen 
suficientes, la condena no puede estar fundada únicamente o en grado decisivo en 
declaraciones realizadas por test igos de ident idad reservada. De lo cont rario, se
podría llegar a condenar al imputado ut ilizando desproporcionadamente un medio 
probatorio que fue obtenido en det r imento de su derecho de defensa. Por t ratarse 
de prueba obtenida en condiciones en las que los derechos del inculpado han sido 
lim itados, las declaraciones de test igos con reserva de ident idad deben t ratarse con 
ext rema precaución, ser valoradas en conjunto con el acervo probatorio, las 
observaciones u objeciones de la defensa y las reglas de la sana crít ica. La 
determ inación de si este t ipo de pruebas ha tenido un peso decisivo en el fallo 
condenatorio dependerá de la existencia de ot ro t ipo de pruebas que corrobore 
aquellas de tal forma que, a mayor prueba corroborat iva, menor será el grado 
decisivo que el fallador otorga al test imonio de ident idad reservada. 

250. Las medidas de cont rapeso implementadas fueron adecuadas para salvaguardar 
el derecho de la defensa a interrogar test igos. La defensa tuvo acceso a las 
declaraciones rendidas por esos test igos en la etapa de invest igación, de manera que 
pudieran ser cont rovert idas y, en cuanto hubo “ test igos de cargo de cuyos 
test imonios no había constancia en la invest igación[ , ello]  mot ivó una decisión 
incidental dividida de los sentenciadores, con la prevención de que sus dichos serían 
considerados en la medida que no afectaran el debido proceso y que se apreciarían 
con libertad” . La solicitud del Ministerio Público acompañó un sobre sellado con 
constancia de la ident idad de los test igos objeto de la medida de reserva, las 
declaraciones de los m ismos fueron rendidas en la audiencia ante el Tribunal de Juicio 
Oral con la consecuente inmediación en la recepción de la prueba, los abogados 
defensores tuvieron la oportunidad de interrogarlos en la audiencia y de conocer su 
ident idad, con la lim itación de no informársela a los imputados [ ...] . ( En sim ilar 
sent ido, ver entre otros: Caso Pollo Rivera y otros Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 2 1  de octubre de 2 0 1 6 . Serie C No. 3 1 9 , párr. 2 0 5 3 0)

30 El caso t rata sobre la responsabilidad internacional del Estado por la detención con base en supuestos 
cargos de terror ism o y los actos de tortura y ot ros t ratos crueles, inhum anos y degradantes, y el 
j uzgam iento ir regular del señor Luis Pollo Rivera. En su sentencia la Corte estableció la v iolación, ent re 
ot ros, del derecho a la integr idad, libertad personal, protección judicial y garant ías judiciales. Se puede 
consultar un resum en oficial de la sentencia en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_319_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_319_esp.pdf
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Restricción del derecho a la vida privada 

Corte I DH. Caso Pavez Pavez Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 4  de febrero de 2 0 2 2 . Serie C No. 4 4 9 .3 1

133. Con relación al derecho a la vida privada, reconocido por el art ículo 11.2 de la 
Convención, se mencionó que la protección de ese derecho no se lim ita al derecho a 
la privacidad, pues abarca una serie de factores relacionados con la dignidad de la 
persona, incluyendo, por ejemplo, la capacidad para desarrollar su propia 
personalidad, aspiraciones, determ inar su ident idad y definir sus relaciones 
personales. A su vez, se indicó que un aspecto cent ral del reconocim iento de la 
dignidad lo const ituye la posibilidad de todo ser humano de autodeterm inarse y 
escoger libremente las opciones y circunstancias que le dan sent ido a su existencia, 
conforme a sus propias opciones y convicciones. Ese derecho ha sido reconocido por 
esta Corte interpretando de forma amplia el art ículo 7.1, y en est recha relación con 
el art ículo 11, al señalar que éste incluye un concepto de libertad en un sent ido 
extenso [ ...] .

142. Sobre lo anterior, se recuerda, conforme fuera señalado supra, que los criterios 
de análisis para determ inar si exist ió una violación al principio de igualdad y no 
discrim inación en un caso en concreto pueden tener dist inta intensidad, dependiendo 
de los mot ivos bajo los cuales existe una diferencia de t rato. En este sent ido, la Corte 
est ima que, cuando se t rata de una medida que establece un t rato diferenciado en 
que está de por medio una de estas categorías protegidas por el art ículo 1.1 de la 
Convención, la Corte debe aplicar un escrut inio est r icto que incorpora elementos 
especialmente exigentes en el análisis, esto es, que el t rato diferente debe const ituir 
una medida necesaria para alcanzar un objet ivo convencionalmente imperioso. El 
medio escogido debe ser no sólo adecuado y efect ivamente conducente, sino también 
necesario, es decir, que no pueda ser reemplazado por un medio alternat ivo menos 
lesivo. Adicionalmente, se incluye la aplicación de un juicio de proporcionalidad en 
sent ido est r icto, conforme al cual los beneficios de adoptar la medida enjuiciada 
deben ser claramente superiores a las rest r icciones que ella impone a los principios 
convencionales afectados con la m isma.

Corte I DH. Caso Miem bros de la Corporación Colect ivo de Abogados "José 
Alvear Restrepo" Vs. Colom bia. Excepciones Prelim inares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 8  de octubre de 2 0 2 3 . Serie C No. 
5 0 6 3 2 .

521. Así, en referencia específica al derecho citado, la jurisprudencia de esta Corte
ha indicado que el art ículo 11 de la Convención prohíbe toda injerencia arbit raria o 
abusiva en la vida privada de las personas, enunciando diversos ámbitos de
protección del derecho, como la vida privada de sus fam ilias, sus domicilios o sus
correspondencias. En tal sent ido, se ha considerado que el ámbito de la privacidad 
se caracteriza por quedar exento e inmune a las invasiones o agresiones abusivas 
o arbit rarias por parte de terceros o de la autoridad pública. El Tribunal también ha
señalado que el derecho a la vida privada no es un derecho absoluto y, por lo tanto, 
puede ser lim itado por los Estados siempre que las injerencias no sean abusivas o
arbit rarias. Para ello, tales lim itaciones deben estar previstas en ley, perseguir un fin 

31 El caso t rata sobre la responsabilidad internacional del Estado por la separación de su cargo de profesora 
de religión católica con base a una diferencia de t rato basada en la or ientación sexual que resultó
discr im inator ia. La Corte en su sentencia estableció la v iolación, ent re ot ros, del derecho a la igualdad 
ante la ley, libertad personal, honra y dignidad, progresiv idad de derechos, garant ías judiciales y 
protección judicial.  Se puede revisar un resum en oficial de la sentencia en el siguiente enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_449_esp.pdf
32 El caso se relaciona con las violaciones a derechos humanos cometidas en perjuicio de distintos miembros de la 
Corporación Colectivo de Abogados “José Alvear Restrepo” (en adelante también “CAJAR” o “Colectivo”) y sus 
familiares, incluyendo ser objeto de actividades arbitrarias de inteligencia y sufrir distintos t ipos de violencia. Puede 
consultar el resumen oficial de la sentencia en el siguiente enlace:
https: / / corteidh.or.cr/ docs/ casos/ articulos/ resumen_506_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_449_esp.pdf
https://corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_506_esp.pdf
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legít imo y cumplir con los requisitos de idoneidad, necesidad y proporcionalidad, es 
decir, deben ser necesarias en una sociedad democrát ica.

528. La primera exigencia en esta materia es que el marco legal defina las 
act ividades de inteligencia, los fines que por su medio deben perseguirse y las 
facultades de los órganos y autoridades competentes. En tal sent ido, se hace 
imprescindible que una ley regule, con precisión, tales aspectos, cuyo contenido
debe ser accesible para el público en general. Esta primera exigencia, coherente con
la jurisprudencia interamericana en materia de lim itaciones a los derechos y,
part icularmente, del derecho a la vida privada [ …] , se dir ige a evitar que las 
act ividades de inteligencia, lejos de servir a los intereses generales de la sociedad,
se const ituyan en sí m ismas en un riesgo para el respeto de la dignidad de la persona 
y sus derechos. Dicha ley, necesariamente promulgada por el Poder Legislat ivo647

( ley en sent ido formal) , debe prever, con la mayor precisión posible, las dist intas 
amenazas que determ inan la necesidad de emprender las act ividades de inteligencia
por parte de los agentes estatales con competencia en la materia, cuyas facultades 
también deben estar clara y exhaust ivamente establecidas, a fin de lim itar
eficazmente su actuar, impedir la arbit rariedad en su proceder y posibilitar su 
cont rol y la eventual deducción de responsabilidades. ( En sim ilar sent ido, ver entre 
otros: Caso Asociación Civil Mem oria Act iva Vs. Argent ina. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 2 6  de enero de 2 0 2 4 . Serie C No. 5 1 6 , párr. 2 2 8 3 3 )

529. Esta primera exigencia, referida al “principio de reserva de ley”  y propia del 
“const itucionalismo democrát ico” , como ha afirmado la Corte, conforma “un
elemento esencial para que los derechos [ …]  est [ én]  jurídicamente protegidos y 
exist [ an]  plenamente en la realidad” , a la vez que “garant i[ za]  eficazmente [ …]  un 
cont rol adecuado del ejercicio de las competencias de los órganos” estatales.

530. La necesidad de que la ley sea accesible para el público repercute en que, a 
diferencia de las act ividades de inteligencia propiamente dichas, el marco legal que
las autoriza y regula nunca puede ser de carácter reservado, perm it iendo así que 
las personas conozcan las facultades del Estado en este ámbito y, a part ir  de ello, 
estén en capacidad de prever que eventualmente tales act ividades podrían incidir 
en su esfera propia de derechos.

531. Una segunda exigencia concierne a que las act ividades de inteligencia 
necesariamente habrán de dir igirse a la realización de un fin legít imo. Este fin 
legít imo, congruente con la jur isprudencia de la Corte en materia de lím ites a los 
derechos, debe entenderse “necesario en una sociedad democrát ica”  [ …] . El propio 
contenido de la Convención Americana denota cuáles habrán de considerarse fines 
legít imos que autorizan la rest r icción de derechos (art ículos 13, 15, 16 y 22 de la 
Convención, en armonía con el texto del Pacto I nternacional de Derechos Civiles y 
Polít icos, art ículos 12, 14, 19, 21 y 22) . De esa cuenta, serán fines legít imos en
este ámbito los siguientes: a) la protección de la seguridad nacional;  b)  el
mantenim iento del orden público; c) la salvaguarda de la salud pública, y d) la
protección de los derechos humanos. ( En sim ilar sent ido, ver entre otros: Caso 
Asociación Civil Mem oria Act iva Vs. Argent ina. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 2 6  de enero de 2 0 2 4 . Serie C No. 5 1 6 , párr. 2 2 9 )

532. Sobre los alcances de estos conceptos, los que deben encontrarse definidos y
delim itados por la legislación interna, la Corte considera pert inente efectuar algunas
puntualizaciones. En primer térm ino, la seguridad nacional podría just ificar el 
empleo de las act ividades de inteligencia en función de proteger o defender la 

33 El  caso  se  relaciona  con  la  responsabilidad  internacional  del  Estado por  las  v iolaciones  a  diversos  
derechos  en per juicio de las víct im as del atentado a la sede de la Asociación Mutual I sraelita Argent ina  
(AMI A)  y sus fam iliares ident ificados en la sentencia. Puede consultar el resum en oficial de la sentencia 
en el siguiente enlace: ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_516_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_516_esp.pdf
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existencia m isma del Estado, su integridad terr itor ial o su independencia polít ica 
frente a las amenazas que puedan exist ir . El mantenim iento del orden público, por
su parte, atañe al conjunto de normas que aseguran el funcionamiento de la
sociedad o el conjunto de principios en que se basa dicha sociedad, lo que incluye el
sistema democrát ico de gobierno, sus inst ituciones y el respeto de los derechos 
humanos. La salud pública podría igualmente ser un fin válido en el contexto de las
act ividades de inteligencia siempre que se pretenda hacer frente a una grave
amenaza para la salud o la situación sanitaria de la población en general o de
algunos de sus miembros. Por últ imo, la protección de los derechos humanos será
un objet ivo legít imo de las act ividades de inteligencia en los casos en que sean 
ident ificadas situaciones específicas que configuren, de manera racional y concreta, 
un r iesgo para su efect ivo goce y garant ía. En todo caso, de lo que se t rata es de 
evitar que enunciados vagos e imprecisos just ifiquen el actuar de los organismos 
de inteligencia apartándose de aquellos fines, sino es que cont radiciéndolos o
anulándolos.

533. Los objet ivos antes mencionados se revelan como “ fines legít imos”  en 
función de su correspondencia con el fin que, a la post re, fundamenta y guía la 
existencia de un Estado de Derecho, es decir, como ha considerado este Tribunal 
(con invocación de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del
Hombre) : “ la protección de los derechos esenciales [ de la persona humana] y la
creación de circunstancias que le perm itan progresar espir itual y materialmente” .

534. Por consiguiente, las “amenazas”  que, según el marco legal interno, 
habilitarían la ejecución de las act ividades de inteligencia deben referirse, 
forzosamente, a factores o situaciones que de manera racional y concreta podrían 
poner en r iesgo la realización de aquellos fines legít imos, fuera de los cuales no es 
lícito que las autoridades estatales emprendan acciones o est rategias en este 
ámbito. Ello determ ina la necesidad, como ha sido indicado, de que la ley precise 
aquellos fines, a la vez que ident ifique las eventuales amenazas a estos, cuya 
prevención o neut ralización es el propósito de las act ividades de inteligencia, 
evitando con ello el ejercicio desmedido de las facultades estatales, máxime en un 
ámbito en el que, como también ha sido adelantado, el r iesgo de arbit rariedad se 
incrementa dada la naturaleza del quehacer estatal y el carácter reservado que
regularmente se impone.

535. Como es lógico advert ir , los fines legít imos antes ident ificados prohíben 
cualquier act ividad de inteligencia con fines discrim inatorios por razones de raza, 
color, sexo, idioma, religión, opiniones polít icas o de cualquier ot ra índole, origen
nacional o social, posición económica, nacim iento o cualquier ot ra condición social 
(art ículo 1.1 de la Convención Americana) . Lo anterior determ ina que está vedado 
que las funciones de los organismos de inteligencia sean ejercidas con el objet ivo de
promover, beneficiar o afectar a una determ inada act ividad, persona o grupo en 
razón de su ideología u opinión polít ica, creencia religiosa, condición social, posición 
económica o por cualquier ot ro mot ivo.

536. La tercera exigencia que se impone en el plano de las act ividades de
inteligencia es que estas cumplan con los requisitos de idoneidad, necesidad y
proporcionalidad, es decir, con los elementos del “ test  de proporcionalidad” , el que 
la jur isprudencia interamericana ha aplicado consistentemente en la evaluación y 
ponderación de cualquier medida rest r ict iva de los derechos humanos.

537. Así, los elementos del test de proporcionalidad en materia de act ividades de
inteligencia, cuya regulación legal debe incluir los y se aplican directamente en el 
“ juicio de proporcionalidad” que las autoridades competentes habrán de llevar a
cabo a fin de autorizar o implementar aquellas act ividades en casos concretos,
requiere, además de la previsión legal de dichas act ividades y la consecución de un 
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fin legít imo, lo siguiente:  a)  que las acciones u operaciones de inteligencia que se
emprendan sean idóneas o adecuadas para cumplir con el fin legít imo perseguido;  
b)  que las act ividades de inteligencia en general, y las acciones o métodos
empleados en part icular, sean necesarias, en el sent ido de que sean absolutamente 
indispensables para conseguir el fin deseado y que no exista una medida menos
gravosa, por su injerencia en el derecho a la vida privada o cualquier ot ro derecho 
que pueda verse afectado, ent re todas aquellas ot ras acciones o est rategias que 
cuentan con la m isma idoneidad para alcanzar el objet ivo propuesto, y c)  que las 
acciones de inteligencia resulten est r ictamente proporcionales, de tal forma que el 
sacrificio inherente a la rest r icción del derecho involucrado no devenga exagerado o
desmedido frente a las ventajas que se obt ienen mediante tal rest r icción y el 
cumplim iento de la finalidad perseguida. ( En sim ilar sent ido, ver entre otros: Caso 
Asociación Civil Mem oria Act iva Vs. Argent ina. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 2 6  de enero de 2 0 2 4 . Serie C No. 5 1 6 , párr. 2 3 0 )

538. También es necesario que, desde la legislación interna, se prevea “un 
sistema bien definido y completo para autorizar, vigilar y supervisar”  las act ividades 
de inteligencia en situaciones concretas. En ese sent ido, en lo que atañe
específicamente a las medidas, acciones y est rategias de las que disponen los 
organismos de inteligencia para la obtención y recopilación de información, dándose 
por descontada la prohibición del uso de la tortura u ot ros t ratos crueles, inhumanos 
o degradantes para tales efectos (art ículo 5.1 de la Convención) , es menester que
la legislación interna delim ite, con la mayor precisión posible, los siguientes 
aspectos:  a)  los t ipos de medidas y acciones de obtención y recopilación de 
información autorizadas en materia de inteligencia;  b)  los objet ivos perseguidos 
con tales medidas;  c) las clases de personas y act ividades respecto de las cuales se
perm ite obtener y recopilar información, en función, claro está, de la ident ificación 
de amenazas para la realización de los fines legít imos antes ident ificados;  d)  el 
grado de sospecha que puede just ificar la obtención y recopilación de información;  
e)  los plazos dent ro de los cuales se perm ite el empleo de las citadas medidas y
est rategias, y f) los métodos út iles para actualizar, supervisar y examinar las 
medidas y acciones empleadas para obtener y recopilar información.

Vida privada y derecho a fundar una fam ilia

Corte I DH. Caso Artavia Murillo y otros ( Fecundación in Vit ro)  Vs. Costa Rica. 
Excepciones Prelim inares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 8  
de noviem bre de 2 0 1 2 . Serie C No. 2 5 7 .3 4

272. La Corte ha señalado que la decisión de tener hijos biológicos a t ravés del acceso 
a técnicas de reproducción asist ida forma parte del ámbito de los derechos a la 
integridad personal, libertad personal y a la vida privada y fam iliar. Además, la forma 
como se const ruye dicha decisión es parte de la autonomía y de la ident idad de una 
persona tanto en su dimensión individual como de pareja. A cont inuación se analizará 
la presunta just ificación de la interferencia que ha efectuado el Estado en relación 
con el ejercicio de estos derechos.

273. Al respecto, este Tribunal ha establecido en su jurisprudencia que un derecho 
puede ser rest r ingido por los Estados siempre que las injerencias no sean abusivas o 
arbit rarias;  por ello, deben estar previstas en ley en sent ido formal y material, 
perseguir un fin legít imo y cumplir  con los requisitos de idoneidad, necesidad y 
proporcionalidad. En el presente caso, la Corte ha resaltado que el “derecho absoluto 

34 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por las afectaciones generadas a un grupo 
de personas a part ir  de la prohibición general de pract icar la Fecundación in vit ro. La Corte en su sentencia 
estableció la v iolación, ent re ot ros, del derecho a la vida, integr idad, libertad personal, protección de la 
fam ilia, igualdad ante la ley, garant ías judiciales y protección judicial.  Se puede revisar un detalle del caso 
en el siguiente enlace:  ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 235&lang= es

https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=235&lang=es
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a la vida del embrión”  como base para la rest r icción de los derechos involucrados, no 
t iene sustento en la Convención Americana [ ...] , razón por la cual no es necesario un 
análisis en detalle de cada uno de dichos requisitos, ni valorar las cont roversias 
respecto a la declaración de inconst itucionalidad en sent ido formal por la presunta 
violación del principio de la reserva de ley. Sin perjuicio de lo anterior, el Tribunal 
est ima pert inente exponer la forma en que el sacrificio de los derechos involucrados 
en el presente caso fue desmedido en relación con las ventajas que se aludían con la 
protección del embrión. 

274. Para esto, la rest r icción tendría que lograr una importante sat isfacción de la 
protección de la vida prenatal, sin hacer nugatorio los derechos a la vida privada y a 
fundar una fam ilia. Para efectuar esta ponderación se debe analizar:  i)  el grado de 
afectación de uno de los bienes en juego, determ inando si la intensidad de dicha 
afectación fue grave, intermedia o moderada;  ii)  la importancia de la sat isfacción del 
bien cont rario, y iii)  si la sat isfacción de éste just ifica la rest r icción del ot ro. 

314. Una ponderación ent re la severidad de la lim itación de los derechos involucrados 
en el presente caso y la importancia de la protección del embrión, perm ite afirmar 
que la afectación del derecho a la integridad personal, libertad personal, vida privada, 
la int im idad, la autonomía reproduct iva, el acceso a servicios de salud reproduct iva 
y a fundar una fam ilia es severa y supone una violación de dichos derechos, pues 
dichos derechos son anulados en la práct ica para aquellas personas cuyo único 
t ratam iento posible de la infert ilidad era la FI V. Asim ismo, la interferencia tuvo un 
impacto diferenciado en las presuntas víct imas por su situación de discapacidad, los 
estereot ipos de género y, frente a algunas de las presuntas víct imas, por su situación 
económica. 

315. En cont raste, el impacto en la protección del embrión es muy leve, dado que la 
pérdida embrionaria se presenta tanto en la FI V como en el embarazo natural. La 
Corte resalta que el embrión, antes de la implantación no está comprendido en los 
térm inos del art ículo 4 de la Convención y recuerda el principio de protección gradual 
e incremental de la vida prenatal [ ...] . 

Vida privada y derecho a la salud

Corte I DH. Caso Manuela y otros Vs. El Salvador. Excepciones prelim inares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2  de noviem bre de 2 0 2 1 . Serie 
C No. 4 4 1 .3 5

206. En virtud del derecho a la vida privada y del derecho a la salud, las personas 
t ienen derecho a que la atención médica sea confidencial y a la protección de los 
datos de salud. Dicha protección t rae como consecuencia que la información que el 
médico obt iene en ejercicio de su profesión no debe ser difundida y se encuent ra 
privilegiada por el secreto profesional. Esto incluye tanto la información compart ida 
por el paciente m ient ras es atendido, como la evidencia física que el personal médico 
pueda observar al br indar atención médica. En este sent ido, los médicos t ienen un 
derecho y un deber de guardar confidencialidad sobre la información a la que tengan 
acceso en su condición de médicos. Esta obligación de mantener el secreto 
profesional ha sido reconocida en diversos inst rumentos relat ivos a la ét ica de la 
atención médica, incluyendo el juramento hipocrát ico, la Declaración Universal sobre 
Bioét ica y Derechos Humanos, la Declaración de Ginebra adoptada por la Asociación 

35 El caso t rata sobre la responsabilidad internacional del Estado por una ser ie de violaciones a los derechos 
de la víct im a vinculados con violencia obstét r ica viv ida luego que la víct im a fuera denunciada por aborto. 
La Corte en su sentencia estableció la v iolación, ent re ot ros, del derecho a la v ida, integr idad, v ida pr ivada, 
garant ías judiciales y progresividad de los derechos (salud) . Se puede consultar un resum en oficial de la 
sentencia en el siguiente enlace:  ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_441_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_441_esp.pdf
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Mundial de Medicina en 1948, el Código I nternacional de Ét ica Médica, y la 
Declaración de Lisboa sobre los Derechos del Paciente.

207. No obstante, la confidencialidad de la atención médica y la protección de los 
datos de salud, no es un derecho absoluto y, por lo tanto, puede ser rest r ingido por 
los Estados siempre que las injerencias no sean abusivas o arbit rarias;  por ello, 
deben estar previstas en ley, perseguir un fin legít imo y ser necesarias en una 
sociedad democrát ica. En el m ismo sent ido, la obligación del personal médico de 
mantener el secreto profesional t iene excepciones.

209. Las divulgaciones de dichas informaciones con las autoridades judiciales 
const ituyeron injerencias en su derecho a la vida privada y a la salud. Por tanto, la 
Corte debe examinar si cada una de estas resultaron arbit rarias o abusivas o si fueron 
compat ibles con la Convención.

211. El primer paso para evaluar si la afectación de un derecho establecido en la 
Convención Americana es perm it ida a la luz de dicho t ratado consiste en examinar si 
la medida cuest ionada cumple con el requisito de legalidad. Ello significa que las 
condiciones y circunstancias generales conforme a las cuales se autoriza una 
rest r icción al ejercicio de un derecho humano determ inado deben estar claramente 
establecidas por ley. La norma que establece la rest r icción debe ser una ley en el 
sent ido formal y material.

212. Además, la ley debe ser precisa e indicar reglas claras y detalladas sobre la 
materia. En este sent ido, la regulación debe carecer de ambigu "edad de tal forma que 
no genere dudas en los encargados de aplicar la rest r icción, y no perm ita que actúen 
de manera arbit raria y discrecional, realizando interpretaciones extensivas de la 
m isma. De forma sim ilar, el Tribunal Europeo ha señalado que la regulación de una 
rest r icción debe ser previsible y accesible, lo cual implica que debe estar formulada 
con la precisión suficiente que perm ita al individuo, de ser necesario con la asistencia 
apropiada, regular su conducta.

215. Tomando en cuenta lo anterior, la Corte considera que la legislación no 
establecía con claridad si exist ía o no un deber de denuncia que obligara al personal 
médico a develar la información confidencial de Manuela. La Corte advierte además 
que esta falta de claridad en la normat iva ha causado que el personal médico 
ent ienda que t ienen la obligación de denunciar este t ipo de situaciones pues de lo 
cont rario podrían ser sancionados. Además, puede también t raer como consecuencia, 
como sucedió en el presente caso [ ...] , que el personal médico priorice la denuncia 
antes de brindar la atención médica de emergencia a la mujer que así lo necesite. En 
este sent ido, la Corte resalta que, en relación con emergencias obstét r icas, la 
legislación debe señalar de forma clara que, el deber de preservar el secreto 
profesional médico es una excepción a la obligación general de denuncia en cabeza 
de cualquier persona establecida en el art ículo 229 del Código Procesal Penal, así
como a la obligación de denuncia que se le impone a los funcionarios públicos y al 
jefe o persona encargada de un cent ro hospitalario, clínica u ot ro establecim iento 
semejante.

217. El segundo lím ite de toda rest r icción se relaciona con la finalidad de la medida 
rest r ict iva;  esto es, que la causa que se invoque para just ificar la rest r icción sea de 
aquellas perm it idas por la Convención Americana. De acuerdo a lo señalado por el 
Estado, la finalidad de la rest r icción es evitar consecuencias más gravosas para la 
vida y salud del menor de edad, así como cumplir con la obligación internacional de 
invest igar, juzgar y, en su caso, sancionar los delitos comet idos en cont ra de niñas 
y niños.

218. Respecto a la primera finalidad señalada por el Estado, la Corte advierte que, 
de acuerdo a la información que tenía la médica al momento de realizar la denuncia, 
Manuela señaló que el niño se encont raba muerto. Asim ismo, el actuar de la fiscalía 
en el caso evidencia que la denuncia se t rató como una denuncia de un delito que ya 
había ocurr ido, y no como una situación en la cual se encont raba en peligro la vida 
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de un recién nacido. Por tanto, este Tribunal considera que, en el presente caso, la 
finalidad de la rest r icción no era la protección de la vida de un niño o niña, sino 
cumplir con la obligación internacional de invest igar, juzgar y, en su caso, sancionar 
los delitos comet idos en cont ra de niñas y niños, la cual es acorde a la Convención. 
Asim ismo, la Corte advierte que la denuncia realizada en el presente caso es una 
medida idónea para lograr dicha finalidad.

219. Para evaluar la necesidad de la medida es necesario examinar las alternat ivas 
existentes para alcanzar el fin legít imo perseguido y precisar la mayor o menor 
lesividad de aquéllas. En este sent ido, la Corte advierte que la denuncia o información 
de la posible comisión del delito realizada por ot ra persona, que no ha adquir ido dicho 
conocim iento mediante la atención médica de la mujer, puede ser igualmente idónea. 
En estos casos no se estaría afectando el derecho a la protección de los datos de
salud de la persona que recibió atención médica. Sin embargo, en el presente caso 
es incierto si se hubiera podido invest igar el presunto homicidio si el personal m édico 
no hubiese divulgado la información de Manuela, por lo que la medida podría ser una 
medida necesaria y se debe analizar la proporcionalidadde la rest r icción.

220. En ese punto, se debe examinar si la rest r icción resulta est r ictamente 
proporcional, de tal forma que el sacrificio inherente a aquella no resulte exagerado 
o desmedido frente a las ventajas que se obt ienen mediante tal lim itación. Al 
respecto, este Tribunal ha señalado que la rest r icción debe ser proporcional al interés 
que la just ifica y ajustarse est rechamente al logro de ese legít imo objet ivo, 
interfir iendo en la menor medida posible en el efect ivo ejercicio del derecho en juego. 
En efecto, incluso si una rest r icción está establecida en la ley, es idónea y necesaria, 
se deberá determ inar si la m isma es est r ictamente proporcional.

Vida privada y protección al dom icilio

Corte I DH. Caso Valencia Cam pos y otros Vs. Bolivia. Excepción Prelim inar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 8  de octubre de 2 0 2 2 . Serie 
C No. 4 6 9 3 6 . 

147. El Tribunal ha establecido que la protección de la vida privada, la vida familiar y el
domicilio implica el reconocimiento de que existe un ámbito personal que debe estar
exento e inmune a las invasiones o injerencias abusivas o arbit rarias por parte de
terceros o de la autoridad pública. En este sent ido, el domicilio y la vida privada y
fam iliar se encuent ran int rínsecamente ligados, ya que el domicilio se convierte en
un espacio en el cual se puede desarrollar libremente la vida privada y la vida
familiar. Asimismo, la Corte ha considerado que el ámbito de la privacidad se 
caracteriza por quedar exento e inmune a las invasiones o agresiones abusivas o
arbit rarias por parte de terceros o de la autoridad pública217. En este orden de ideas, el
domicilio se convierte en un espacio en el cual se puede desarrollar libremente la vida
privada.

149. De esta forma, la Corte ha considerado que, a la luz del art ículo 11.2 de la 
Convención, la obtención de la debida autorización o de una orden judicial para 
realizar un regist ro o allanamiento domiciliar io debe ser entendida como la regla 
general y sus excepciones, tales como la flagrancia, son válidas sólo en las 
circunstancias establecidas en la ley, las cuales, precisamente en tanto excepciones, 
deben ser est r ictamente interpretadas.

36 Este caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por los allanam ientos  del dom icilio de 
las víct im as durante el cual las fuerzas policiales ut ilizaron fuerza desm edida y com et ieron actos de 
violencia y de tortura en cont ra var ias de las víct im as. Puede consultar el resum en oficial en este enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_469_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_469_esp.pdf
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Corte I DH. Caso Poggioli Pérez Vs. Venezuela. Excepciones Prelim inares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 9  de abril de 2 0 2 4 . Serie C 
No. 5 2 3

177. la Corte ha considerado que, a la luz del art ículo 11.2 de la Convención, la 
obtención de la debida autorización o de una orden judicial para realizar un regist ro 
o allanamiento domiciliar io debe ser entendida como la regla general y sus 
excepciones, tales como la flagrancia, son válidas sólo en las circunstancias 
establecidas en la ley. ( En sim ilar sent ido, ver entre otros: Caso Miem bros de la 
Corporación Colect ivo de Abogados "José Alvear Restrepo" Vs. Colom bia. 
Excepciones Prelim inares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 8  de octubre 
de 2 0 2 3 . Serie C No. 5 0 6 , párr. 5 4 8 )

Restricción a la libertad de expresión 

Corte I DH. La colegiación obligatoria de periodistas ( Arts. 1 3  y 2 9  
Convención Am ericana sobre Derechos Hum anos) . Opinión Consult iva OC-
5 / 8 5  de 1 3  de noviem bre de 1 9 8 5 . Serie A No. 5 .

34. Así, si en principio la libertad de expresión requiere que los medios de 
comunicación social estén virtualmente abiertos a todos sin discrim inación, o, más 
exactamente, que no haya individuos o grupos que, a priori, estén excluidos del 
acceso a tales medios, exige igualmente ciertas condiciones respecto de éstos, de 
manera que, en la práct ica, sean verdaderos inst rumentos de esa libertad y no 
vehículos para rest r ingir la. Son los medios de comunicación social los que sirven para 
materializar el ejercicio de la libertad de expresión, de tal modo que sus condiciones 
de funcionamiento deben adecuarse a los requerim ientos de esa libertad. Para ello 
es indispensable, inter alia, la pluralidad de medios, la prohibición de todo monopolio 
respecto de ellos, cualquiera sea la forma que pretenda adoptar, y la garant ía de 
protección a la libertad e independencia de los periodistas. 

35. Lo anterior no significa que toda rest r icción a los medios de comunicación o, en 
general, a la libertad de expresarse, sea necesariamente cont raria a la Convención, 
cuyo art ículo 13.2 dispone:  

Art ículo 13.2.- El ejercicio del derecho previsto en el inciso precendente no puede 
estar sujeto a previa censura sino a responsabilidades ulteriores, las que deben estar 
expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar:  

a)  el respeto a los derechos o a la reputación de los demás o 

b)  la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral 
públicas.

En efecto, la definición por la ley de aquellas conductas que const ituyen causal de 
responsabilidad según el citado art ículo, envuelve una rest r icción a la libertad de 
expresión. Es en el sent ido de conducta definida legalmente como generadora de 
responsabilidad por el abuso de la libertad de expresión como se usará en adelante 
respecto de este art ículo la expresión "rest r icción". 

36. Así pues, como la Convención lo reconoce, la libertad de pensamiento y expresión 
admite ciertas rest r icciones propias, que serán legít imas en la medida en que se 
inserten dent ro de los requerim ientos del art ículo 13.2. Por lo tanto, como la 
expresión y la difusión del pensamiento son indivisibles, debe destacarse que las 
rest r icciones a los medios de difusión lo son también, a la libertad de expresión, de 
tal modo que, en cada caso, es preciso considerar si se han respetado o no los 
térm inos del art ículo 13.2 para determ inar su legit im idad y establecer, en 
consecuencia, si ha habido o no una violación de la Convención. 

37. La disposición citada señala dent ro de qué condiciones son compat ibles 
rest r icciones a la libertad de expresión con la Convención. Esas rest r icciones deben 
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establecerse con arreglo a ciertos requisitos de forma que atañen a los medios a 
t ravés de los cuales se manifiestan y condiciones de fondo, representadas por la 
legit im idad de los fines que, con tales rest r icciones, pretenden alcanzarse. 

38. El art ículo 13.2 de la Convención define a t ravés de qué medios pueden 
establecerse legít imamente rest r icciones a la libertad de expresión. Est ipula, en 
primer lugar, la prohibición de la censura previa la cual es siempre incompat ible con 
la plena vigencia de los derechos enumerados por el art ículo 13, salvo las excepciones 
contempladas en el inciso 4 referentes a espectáculos públicos, incluso si se t rata 
supuestamente de prevenir por ese medio un abuso eventual de la libertad de 
expresión. En esta materia toda medida prevent iva significa, inevitablemente, el 
menoscabo de la libertad garant izada por la Convención. 

39. El abuso de la libertad de expresión no puede ser objeto de medidas de cont rol 
prevent ivo sino fundamento de responsabilidad para quien lo haya comet ido. Aún en 
este caso, para que tal responsabilidad pueda establecerse válidamente, según la 
Convención, es preciso que se reúnan varios requisitos, a saber:  

a)  La existencia de causales de responsabilidad previamente establecidas, 

b)  La definición expresa y taxat iva de esas causales por la ley, 

c)  La legit im idad de los fines perseguidos al establecerlas, y 

d)  Que esas causales de responsabilidad sean "necesarias para asegurar"  los 
mencionados fines. 

Todos estos requisitos deben ser atendidos para que se dé cumplim iento cabal al 
art ículo 13.2. 

40. Esta norma precisa que es la ley la que debe establecer las rest r icciones a la 
libertad de información y solamente para lograr fines que la propia Convención 
señala. Por t ratarse de rest r icciones en el sent ido en que quedó establecido [ ...] la 
definición legal debe ser necesariamente expresa y taxat iva.

47. El art ículo 13.2 t iene también que interpretarse de acuerdo con las disposiciones 
del art ículo 13.3, que es el más explícito en prohibir las rest r icciones a la libertad de 
expresión mediante "vías o medios indirectos... encaminados a impedir la 
comunicación y la circulación de ideas y opiniones". Ni la Convención Europea ni el 
Pacto cont ienen una disposición comparable. Es, también, significat ivo que la norma 
del art ículo 13.3 esté ubicada inmediatamente después de una disposición -el art ículo 
13.2- que se refiere a las rest r icciones perm isibles al ejercicio de la libertad de 
expresión. Esa circunstancia sugiere el deseo de asegurar que los térm inos del 
art ículo 13.2 no fuesen mal interpretados en el sent ido de lim itar, más allá de lo 
est r ictamente necesario, el alcance pleno de la libertad de expresión. 

48. El art ículo 13.3 no sólo t rata de las rest r icciones gubernamentales indirectas, 
sino que también prohíbe expresamente "cont roles... part iculares" que produzcan el 
m ismo resultado. Esta disposición debe leerse junto con el art ículo 1.1 de la 
Convención, donde los Estados Partes "se comprometen a respetar los derechos y 
libertades reconocidos (en la Convención) ... y a garant izar su libre y pleno ejercicio 
a toda persona que esté sujeta a su jur isdicción..."  Por ello, la violación de la 
Convención en este ámbito puede ser producto no sólo de que el Estado imponga 
por sí m ismo rest r icciones encaminadas a impedir indirectamente " la comunicación 
y la circulación de ideas y opiniones", sino también de que no se haya asegurado 
que la violación no resulte de los "cont roles... part iculares" mencionados en el 
párrafo 3 del art ículo 13. 

57. Como ha quedado dicho en los párrafos precedentes una rest r icción a la libertad 
de expresión puede ser o no violatoria de la Convención, según se ajuste o no a los 
térm inos en que dichas rest r icciones están autorizadas por el art ículo 13.2. Cabe 
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entonces analizar la situación de la colegiación obligatoria de los periodistas frente 
a la mencionada disposición. 

Corte I DH. Caso López Álvarez Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 1  de febrero de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 4 1 .3 7

165. La “necesidad”  y, por ende, la legalidad de las rest r icciones a la libertad de 
expresión fundadas en el art ículo 13.2 de la Convención Americana, dependerá de 
que estén orientadas a sat isfacer un interés público imperat ivo, que prepondere 
claramente sobre la necesidad social del pleno goce del derecho que el art ículo 13 
garant iza. Ent re varias opciones para alcanzar ese objet ivo, debe escogerse aquélla 
que rest r inja en menor escala el derecho protegido. Lo anterior se aplica a la leyes, 
así como a las decisiones y actos administ rat ivos y de cualquier ot ra índole, es decir, 
a toda manifestación del poder estatal.

168. La Corte considera que la observancia de reglas en el t rato colect ivo de los 
detenidos dent ro de un cent ro penal, no concede al Estado en el ejercicio de su 
facultad de punir, la potestad de lim itar de forma injust ificada la libertad de las 
personas de expresarse por cualquier medio y en el idioma que elijan.

171. Los Estados deben tomar en consideración los datos que diferencian a los 
m iembros de pueblos indígenas de la población en general, y que conforman la 
ident idad cultural de aquéllos. La lengua es uno de los más importantes elementos 
de ident idad de un pueblo, precisamente porque garant iza la expresión, difusión y 
t ransmisión de su cultura.

172. En el presente caso, la rest r icción al ejercicio de la libertad de hablar garífuna 
aplicada a algunos reclusos del Cent ro Penal de Tela, fue discrim inatoria en perjuicio 
del señor Alfredo López Álvarez, como m iembro de la comunidad garífuna. 

173. La Corte encuent ra que al prohibir al señor Alfredo López Álvarez expresarse en 
el idioma de su elección, durante su detención en el Cent ro Penal de Tela, el Estado 
aplicó una rest r icción al ejercicio de su libertad de expresión incompat ible con la 
garant ía prevista en la Convención y que, a su vez, const ituyó un acto discrim inatorio 
en su cont ra.

Corte I DH. Caso Fontevecchia y D` Am ico Vs. Argent ina. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 9  de noviem bre de 2 0 1 1 . Serie C No. 
2 3 8 .3 8

89. La Corte recuerda que es la ley la que debe establecer las rest r icciones a la 
libertad de expresión y solamente para lograr los fines que la propia Convención 
señala. La definición legal debe ser necesariamente expresa y taxat iva. No obstante, 
el grado de precisión requerido a la legislación interna depende considerablemente 
de la materia. La precisión de una norma civil puede ser diferente a la requerida por 
el principio de legalidad en materia penal, por la naturaleza de los conflictos que la 
primera está dest inada a resolver. No puede exigirse que la norma civil,  al cont rario 
de lo que usualmente ocurre con las normas penales, prevea con ext rema precisión 
los supuestos de hecho que puedan presentarse;  ello impediría que la norma civil 

37 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la detención ilegal arbit rar ia de Alfredo 
López Álvarez, las condiciones de su detención y la falta de un debido proceso para cuest ionar esta 
situación. La Corte estableció en su sentencia la v iolación, ent re ot ros, del derecho a la integr idad, libertad 
personal, libertad de pensam iento y expresión, asociación, protección judicial y garant ías judiciales. Se 
puede revisar un detalle del caso en el siguiente enlace
:  ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 322&lang= es
38 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la sanción judicial im puesta a Jorge 
Fontevecchia y Hector D’Am ico debido a una publicación que supuestam ente habría afectado la vida 
pr ivada del entonces Presidente de Argent ina. La Corte estableció en su sentencia la v iolación, ent re ot ros, 
del derecho a la libertad de pensam iento y expresión y honra y dignidad. Se puede revisar un detalle del 
caso en el siguiente enlace:  ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 191&lang= es

https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=322&lang=es
https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=191&lang=es
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resolviera una innumerable cant idad de conflictos que la realidad ofrece en forma 
permanente y que resulta de imposible previsión para el legislador.

90. La Corte considera que la ley debe estar formulada con precisión suficiente para 
perm it ir  a las personas regular su conducta, de manera de ser capaces de prever 
con un grado que sea razonable, de acuerdo a las circunstancias, las consecuencias 
que una acción determ inada puede conllevar. Como ha sido señalado, si bien la 
certeza en la ley es altamente deseable, ello puede t raer una r igidez excesiva. Por 
ot ra parte, la ley debe ser capaz de mantenerse vigente a pesar de las circunstancias 
cambiantes. En consecuencia, muchas leyes están formuladas en térm inos que, en 
mayor o menor medida, son vagos y cuya interpretación y aplicación son cuest iones 
de práct ica.  

91. La Corte determ inó que la violación del art ículo 13 de la Convención Americana 
resultó de la decisión de la Corte Suprema que confirmó la condena civil impuesta 
por un t r ibunal de alzada. De tal modo la medida de responsabilidad ulterior 
impuesta resultó innecesaria en una sociedad democrát ica e incompat ible con aquel 
t ratado [ ...] . En el presente caso no fue la norma en sí m isma la que determ inó el 
resultado lesivo e incompat ible con la Convención Americana, sino su aplicación en 
el caso concreto por las autoridades judiciales del Estado, la cual no observó los 
criterios de necesidad mencionados.  

Corte I DH. Caso Usón Ram írez Vs. Venezuela. Excepción Prelim inar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 0  de noviem bre de 2 0 0 9 . Serie C No. 
2 0 7 3 9 .

62. Como se señaló anteriormente [ ...] , corresponde al Tribunal determ inar si la 
protección de la reputación de las Fuerzas Armadas sirve una finalidad legít ima que
just ifique una rest r icción de la libertad de expresión y, en su caso, si la sanción penal 
resulta idónea para lograr la finalidad perseguida.

63. Al respecto, la Corte toma nota que el derecho interno venezolano reconoce que 
las Fuerzas Armadas, como inst itución del Estado o persona jurídica, puede estar 
amparada por la protección del derecho a la honra o reputación. Asim ismo, el art ículo 
13.2.a)  de la Convención establece que la “ reputación de los demás”  puede ser 
mot ivo para fijar responsabilidades ulteriores en el ejercicio de la libertad de 
expresión. Si bien el sujeto del derecho al honor o a la reputación en este caso se 
t rata de las Fuerzas Armadas, no de una persona física, y por ende no está protegido 
por la Convención, la protección del derecho al honor o a la reputación en sí es 
considerada en la Convención como una de las finalidades legít imas para just ificar 
una rest r icción al derecho a la libertad de expresión. En este sent ido, el Tribunal
reitera que al realizar un análisis sobre la legit im idad del fin señalado en el presente 
caso ( la protección del derecho al honor o reputación de las Fuerzas Armadas) , no 
se pretende determ inar si efect ivamente las Fuerzas Armadas t ienen o no un 
“derecho”  al honor o reputación, sino que se analiza si dicho fin sería legít imo para 
efectos de la rest r icción del derecho a la libertad de expresión que la Convención 
reconoce al señor Usón Ramírez.

64. Asim ismo, el Tribunal observa que la Convención no establece que las únicas 
rest r icciones a derechos individuales que pueden ser legít imas son aquellas que 
pretenden proteger ot ros derechos individuales. Por el cont rario, la Convención 

39 El caso refiere a la responsabilidad internacional del Estado de Venezuela por la interposición de un 
proceso penal ante el fuero m ilitar  por el delito de I njur ia a la Fuerza Arm ada Nacional, en per juicio del 
General Ret irado Francisco Usón Ram írez [ …] , y la poster ior condena a cum plir  una pena pr ivat iva de la 
libertad de cinco años y seis m eses, com o consecuencia de ciertas [ supuestas]  declaraciones que el señor 
Usón em it ió durante una ent revista televisiva sobre hechos que [ alegadam ente]  eran tem a de cont roversia 
y debate público en ese m om ento. Puede consultar la sentencia en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ ser iec_207_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_207_esp.pdf
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también contempla que sean legít imas aquellas rest r icciones que tengan como 
finalidad ot ros mot ivos no relacionados con el ejercicio de derechos individuales 
reconocidos en la Convención. 

65. La Corte Europea de Derechos Humanos ha tenido oportunidad de pronunciarse 
sobre este tema y ha considerado que la protección del derecho a la reputación de 
compañías, no sólo de individuos, puede ser un fin legít imo para rest r ingir el derecho 
a la libertad de expresión. En el caso Steel and Morris v. the United Kingdom , por 
ejemplo, el Tribunal Europeo realizó un análisis con relación a “ la necesidad de 
proteger el derecho a la libertad de expresión de los solicitantes y la necesidad de 
proteger la reputación y los derechos de [ una compañía] ” . I gualmente, en el caso 
Kuli! and Ró"ycki v. Poland el Tribunal Europeo señaló que la protección del derecho 
a la reputación de una compañía era un “ fin legít imo” , en los térm inos del art ículo 
10.2 del Convenio Europeo.

66. Por tanto, el Tribunal considera que la finalidad en cuest ión en el presente caso 
es legít ima, en tanto pretende proteger un derecho que la normat iva interna 
venezolana reconoce a las Fuerzas Armadas y que en térm inos generales se 
encuent ra reconocido en la Convención Americana respecto de personas naturales. 
Sin embargo, resulta pert inente aclarar que la legit im idad del fin es sólo uno de los
elementos en el presente análisis de proporcionalidad y no necesariamente hace que 
la rest r icción en cuest ión haya sido legal ( lo cual ya fue analizado por el Tribunal ...) , 
por la vía idónea, necesaria o proporcional ( lo cual el Tribunal analizará infra, ...) .

Corte I DH. Caso Lagos del Cam po Vs. Perú. Excepciones Prelim inares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 1  de agosto de 2 0 1 7 . Serie C 
No. 3 4 0 .4 0

102. En lo concerniente, este Tribunal ha reiterado en su jurisprudencia que el 
art ículo 13.2 de la Convención Americana establece que las responsabilidades 
ulteriores por el ejercicio de la libertad de expresión, deben cumplir  con los siguientes 
requisitos de forma concurrente:  ( i)  estar previamente fijadas por ley, en sent ido 
formal y material ;  ( ii)  responder a un objet ivo perm it ido por la Convención 
Americana ( “el respeto a los derechos a la reputación de los demás”  o “ la protección 
de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas” ) , y ( iii)  ser 
necesaria en una sociedad democrát ica (para lo cual deben cumplir  con los requisitos 
de idoneidad, necesidad y proporcionalidad) .

40 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por el despido del señor Alfredo Lagos 
del Cam po com o consecuencia de las declaraciones realizadas durante una ent revista para la revista “La 
Razón” . La Corte estableció en su sentencia la violación, ent re ot ros, del derecho a la libertad de 
pensam iento y expresión, asociación, derechos progresivos, protección judicial y garant ías judiciales. Se 
puede consultar un resum en oficial de la sentencia en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_340_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_340_esp.pdf
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( En sim ilar sent ido, ver entre otros: Corte I DH. Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica. 
Excepciones Prelim inares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2  de julio de 
2 0 0 4 . Serie C No. 1 0 7 , párr. 1 2 0 4 1 , Caso Moya Chacón y otro Vs. Costa Rica. 
Excepciones Prelim inares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 3  de m ayo 
de 2 0 2 2 . Serie C No. 4 5 1 , párr. 7 1 4 2   Caso Palacio Urrut ia y otros Vs. Ecuador. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 4  de noviem bre de 2 0 2 1 . Serie C No. 4 4 6 , párr. 
1 0 4 4 3 y Caso Baraona Bray Vs. Chile. Excepciones Prelim inares, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 2 4  de noviem bre de 2 0 2 2 . Serie C No. 4 8 1 , párr. 1 0 4 4 4 )

109. En segundo lugar, respecto al interés general de las declaraciones, la Corte ha 
señalado que el art ículo 13 de la Convención protege expresiones, ideas o 
información “de toda índole” , sean o no de interés público. No obstante, cuando 
dichas expresiones versan sobre temas de interés público, el juzgador debe evaluar 
con especial cautela la necesidad de lim itar la libertad de expresión.

110. Así, la Corte ha considerado de interés público aquellas opiniones o 
informaciones sobre asuntos en los cuales la sociedad t iene un legít imo interés de 
mantenerse informada, de conocer lo que incide sobre el funcionamiento del Estado, 
o afecta derechos o intereses generales o le acarrea consecuencias importantes.

111. Esta Corte reconoce que la em isión de información concerniente al ámbito 
laboral, por lo general, posee un interés público. En un primer térm ino, deriva en un 
interés colect ivo para los t rabajadores correspondientes, y con un alcance 
especialmente general cuando at iende aspectos relevantes, por ejemplo, respecto 
de un grem io determ inado, y más aún, cuando las opiniones t rascienden al ámbito 
de un modelo de organización del Estado o sus inst ituciones en una sociedad 
democrát ica.

113. La Corte est ima que, en principio, las manifestaciones orientadas a promover 
el correcto funcionamiento y mejoram iento de las condiciones de t rabajo o 
reivindicación de los t rabajadores, representa en sí m ismo un objet ivo legít imo y 
coherente en el marco de las organizaciones de t rabajadores. Asim ismo, las 
declaraciones vert idas en el marco de un proceso de elección interna cont r ibuyen al 
debate durante el proceso como herram ienta esencial del interés colect ivo y de sus 
electores.

117. En tercer lugar, respecto de la ent idad de las declaraciones publicadas en la 
revista La Razón [ ...]  no pasa inadvert ido por la Corte que los lím ites de la crít ica 

41 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la im posición de una condena por 
difam ación en per juicio de Mauricio Herrera Ulloa y la falta de un recurso adecuado y efect ivo para 
cuest ionar dicha m edida. La Corte estableció en su sentencia la v iolación, ent re ot ros, del derecho a la 
libertad de pensam iento y expresión, protección judicial y garant ías judiciales. Se puede revisar un detalle 
del caso en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 209&lang= es

42 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado como resultado de la imposición de una condena 
civil por la publicación de una nota de prensa en la cual se daba cuenta de presuntas irregularidades que habrían 
tenido lugar en zonas fronterizas del Estado  La Corte en su sentencia estableció la violación del derecho a la 
libertad de pensamiento y expresión. Se puede consultar un resumen oficial de la sentencia en el siguiente enlace:
https: / / www.corteidh.or.cr/ docs/ casos/ articulos/ resumen_451_esp.pdf

43 El caso t rata sobre la responsabilidad internacional del Estado por las violaciones a diversos derechos 
en per juicio del per iodista Em ilio Palacio Urrut ia y de los direct ivos del diar io El Universo, los señores 
Nicolás Pérez Lapent t i,  César Enrique Pérez Barr iga y Carlos Eduardo Pérez Barr iga. En su sentencia la 
Corte estableció la v iolación, ent re ot ros,, ent re ot ros, del derecho a las garant ías judiciales, pr incipio de 
legalidad y ret roact iv idad, libertad de expresión, circulación, protección judical y desarrollo progresivos de 
derechos económ icos y sociales. Se puede revisar un resum en oficial de la sentencia en el siguiente enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_446_esp.pdf
44 El caso t rata sobre la responsabilidad internacional del Estado por la v iolación a la libertad de expresión 
de la víct im a, quien fue som et ido a un proceso penal por injur ias t ras denunciar públicam ente a un senador 
por sus acciones en cont ra del m edio am biente. Se puede revisar un resum en oficial de la sentencia en el 
siguiente enlace:  ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_481_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=209&lang=es
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_451_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_446_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_481_esp.pdf
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admisible son menos amplios respecto de los part iculares, en lo general, que 
respecto de los polít icos y los funcionarios en el ejercicio de sus funciones. 

119. De conform idad con el art ículo 13.2, a fin de evaluar si una rest r icción a un 
derecho establecido en la Convención Americana es perm it ida a la luz de dicho 
t ratado consiste en examinar si la medida lim itat iva cumple con el requisito de 
legalidad. Ello significa que las condiciones y circunstancias generales que autorizan 
las rest r icciones a un derecho humano deben estar claramente establecidas en la 
ley, entendida esta tanto en su sent ido formal como material. 

120. En materia de lim itaciones de orden penal, este Tribunal ha establecido que es 
preciso observar los est r ictos requerim ientos característ icos de la t ipificación penal 
para sat isfacer el principio de legalidad. Sin embargo, la Corte advierte que la norma 
aplicada como fundamento para el despido del señor Lagos del Campo no era de 
naturaleza penal, sino laboral, y por lo tanto considera que el cumplim iento del 
requisito de legalidad no es suscept ible de una evaluación análoga a la realizada en 
casos que involucren la afectación de bienes protegidos por el orden penal. Lo 
anterior puesto que, tal y como lo ha sostenido este Tribunal al evaluar el 
cumplim iento del requisito de legalidad en casos que no involucran cuest iones 
penales, “el grado de precisión requerido a la legislación interna depende 
considerablemente de la materia” . De esta forma, no es exigible un nivel homogéneo 
de precisión para todas las normas de un ordenamiento jurídico que prevean 
rest r icciones a un derecho protegido por la Convención, pues:

L] a ley debe estar formulada con precisión suficiente para permit ir  a las personas 
regular su conducta, de manera de ser capaces de prever con un grado que sea 
razonable, de acuerdo a las circunstancias, las consecuencias que una acción 
determ inada puede conllevar. Como ha sido señalado, si bien la certeza en la ley 
es altamente deseable, ello puede t raer una rigidez excesiva. Por ot ra parte, la 
ley debe ser capaz de mantenerse vigente a pesar de las circunstancias 
cambiantes. En consecuencia, muchas leyes están formuladas en térm inos que, 
en mayor o menor medida, son vagos y cuya interpretación y aplicación son 
cuest iones de práct ica. [

121. Por ot ro lado, la Corte constata que la norma bajo análisis estaba dest inada a 
proteger un fin legít imo y compat ible con la Convención, como lo es la protección de 
la honra y la dignidad de los empleadores y de ot ros t rabajadores que laboraran en 
la empresa o en el cent ro de t rabajo. En este sent ido, esta Corte considera que el 
hecho de que el inciso h)  del art ículo 5 de la Ley 24514 no previera expresamente 
una delim itación a su aplicación para proteger discursos de interés público, o 
aquellos discursos pronunciados por representantes de t rabajadores en ejercicio de 
sus funciones, no resulta per se incompat ible con la Convención. Lo anterior, debido 
a que el Estado no está obligado a determ inar de manera taxat iva en la ley aquellos 
discursos que requieren una protección especial, sino que serán las autoridades 
encargadas de su aplicación las que deberán velar por la protección a ot ros derechos 
que se encuent ren en juego, en atención a los fines legít imos que persigue la norma, 
mediante un adecuado cont rol de legalidad.

122. En relación con lo anterior, la Corte recuerda que, en virtud del art ículo 2 de la 
Convención, los Estados t ienen el deber de desarrollar práct icas conducentes a la 
efect iva observancia de los derechos protegidos por la Convención, pues la existencia 
de una norma no garant iza por si m isma su aplicación adecuada. Por esta razón, la 
Corte ha sostenido que es menester que la aplicación de las normas o su 
interpretación, en tanto práct icas jurisdiccionales y manifestación del orden público 
estatal, se encuent ren ajustadas al m ismo fin que persigue el art ículo 2 de la 
Convención. En consecuencia, aun cuando la Corte encuent ra que el inciso h)  del 
art ículo 5 de la Ley 24514 no era per se una norma que cont raviniera el art ículo 13.2 
de la Convención Americana, esto no exim ía a las autoridades de que la aplicación 
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de dicha norma fuera realizada con la debida consideración a los demás derechos 
const itucionales y convencionales de los t rabajadores y de sus representantes [ ...] .

124. El Tribunal ha sostenido el cr iter io que “para que una rest r icción a la libre 
expresión sea compat ible con la Convención Americana, aquella debe ser necesaria 
en una sociedad democrát ica, entendiendo por ‘necesaria’ la existencia de una 
necesidad social imperiosa que just ifique la rest r icción [ sic] . En concreto, 
corresponde determ inar si a la luz del conjunto de circunstancias, la sanción 
impuesta a la presunta víct ima guardó proporción con el fin legít imo perseguido, y 
si las causas invocadas por las autoridades internas para just ificarla fueron 
pert inentes y suficientes, mediante una debida mot ivación.

125. En este sent ido, la Corte ent iende que el despido puede const ituir la máxima 
sanción de la relación laboral, por lo que es fundamental que la m isma revista de 
una necesidad imperiosa frente a la libertad de expresión y que tal sanción esté 
debidamente just ificada ( “despido just ificado” ) .

Corte I DH. Caso Álvarez Ram os Vs. Venezuela. Excepción Prelim inar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 0  de agosto de 2 0 1 9 . Serie C No. 
3 8 0 .4 5

104. [ ...] , este Tribunal ha reiterado en su jurisprudencia que el art ículo 13.2 de la 
Convención Americana establece que las responsabilidades ulteriores por el ejercicio 
de la libertad de expresión, deben cumplir con los siguientes requisitos de forma 
concurrente:  ( i)  estar previamente fijadas por ley, en sent ido formal y material ;  ( ii)  
responder a un objet ivo perm it ido por la Convención Americana ( “el respeto a los 
derechos a la reputación de los demás”  o “ la protección de la seguridad nacional, el 
orden público o la salud o la moral públicas” ) , y ( iii)  ser necesarias en una sociedad 
democrát ica (para lo cual deben cumplir con los requisitos de idoneidad, necesidad y 
proporcionalidad) . ( En un sent ido sim ilar, ver entre otros: Caso Capriles Vs. 
Venezuela. Excepción Prelim inar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 0  de 
octubre de 2 0 2 4 . Serie C No. 5 4 1 , párr. 1 6 0 4 6 )

105. Respecto al pr imer requisito, la est r icta legalidad, la Corte ha establecido que 
las rest r icciones deben estar previamente fijadas en la ley como medio para asegurar 
que las m ismas no queden al arbit r io del poder público. Para esto, la t ipificación de 
la conducta debe ser clara y precisa, más aún si se t rata de condenas del orden penal 
y no del orden civil. ( En sim ilar sent ido, ver entre otros: Corte I DH. Caso Palacio 
Urrut ia y otros Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 4  de 
noviem bre de 2 0 2 1 . Serie C No. 4 4 6 , párr. 1 0 5 y Caso Baraona Bray Vs. Chile. 
Excepciones Prelim inares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 4  de 
noviem bre de 2 0 2 2 . Serie C No. 4 8 1 , párr. 1 0 5 )

45 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado en razón de un proceso penal seguido en 
su cont ra y la consecuente condena, en razón de la publicación de un art ículo de opinión sobre supuestas 
ir regular idades en el m anejo de la Caja de Ahorros de la Asam blea Nacional de Venezuela. La Corte 
estableció en su sentencia la v iolación, ent re ot ros, del derecho a la libertad de expresión, part icipación 
polít ica, circulación, garant ías judiciales y protección judicial.  Se puede consultar un resum en oficial de la 
sentencia en el siguiente enlace:  ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_380_esp.pdf
46 El caso t rata sobre laresponsabilidad internacional del Estado por la v iolación de derechos de Henrique
Capriles Radonski en el proceso electoral para la elección de presidentede la República en 2013, en 
Venezuela. La Corte I DH concluyó  la  vulneración,  ent re  ot ros,  de  los  derechos  a  las  garant ías y  
protección judiciales,  y a  la libertad  de expresión en el m arco del recurso contencioso electoral 
presentado por el señor Capriles parasolicitar la nulidad de la  elección.  Adem ás,  la  Corte  I DH  determ inó  
que  la  m ulta im puesta  al  señor  Capriles  en  el  m arco  del  proceso contencioso const ituyó una violación 
a la libertad de expresión y al derecho a la defensa. Puede consultar el resum en oficial de la sentencia en 
el siguiente enlace:  ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_541_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_380_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_541_esp.pdf
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106. Sobre el segundo factor, esto es, los fines perm it idos o legít imos, se refiere el 
art ículo 13.2 de la Convención. En tanto el presente caso versa sobre la lim itación 
del derecho a la libertad de expresión en razón a una denuncia presentada por un 
part icular, la Corte desarrollará únicamente el fin que se encuent ra en el literal (a)  
del citado art ículo, a saber el respeto a la reputación o a los derechos de los demás.
( En sim ilar sent ido, ver entre otros: Corte I DH. Caso Baraona Bray Vs. Chile. 
Excepciones Prelim inares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 4  de 
noviem bre de 2 0 2 2 . Serie C No. 4 8 1 , párr. 1 0 5 )

107. La Corte ha encont rado que cuando se persigue este fin legít imo, es necesario 
que el Estado realice una ponderación ent re el derecho a la libertad de expresión de 
quien comunica y el derecho a la honra de la persona afectada. A eso se suma la 
obligación que t iene el Estado de propiciar medios judiciales para que quien se vea 
afectado en su honra pueda exigir su protección.

108. Finalmente, en relación con la proporcionalidad y necesidad de la medida, la 
Corte ha entendido que las rest r icciones impuestas sobre el derecho a la libertad de 
expresión deben ser proporcionales al interés que las just ifican y ajustarse 
est rechamente al logro de ese objet ivo, interfir iendo en la menor medida posible en 
el efect ivo goce del derecho. En ese sent ido, no es suficiente que tenga una finalidad 
legít ima, sino que la medida en cuest ión debe respetar la proporcionalidad y la 
necesidad al momento de afectar la libertad de expresión. En ot ras palabras, “en 
este últ imo paso del análisis se considera si la rest r icción resulta est r ictamente 
proporcional, de tal forma que el sacrificio inherente a aquella no resulte exagerado 
o desmedido frente a las ventajas que se obt ienen mediante tal lim itación” . ( En 
sim ilar sent ido, ver entre otros: Corte I DH. Caso Baraona Bray Vs. Chile. Excepciones 
Prelim inares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 4  de noviem bre de 2 0 2 2 . 
Serie C No. 4 8 1 , párr. 1 0 5 )

109. A su vez, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, al interpretar el art ículo 
10 del Convenio Europeo, concluyó que "necesarias", sin ser sinónimo de 
" indispensables", implica la existencia de una “necesidad social imperiosa”  y que 
para que una rest r icción sea "necesaria" no es suficiente demost rar que sea "út il" , 
" razonable" u "oportuna". Este concepto de “necesidad social imperiosa”  fue hecho 
suyo por la Corte I nteramericana en su Opinión Consult iva OC-5/ 85.

113. En esa m isma línea, en peritaje que consta en autos  se señaló que se necesita 
la concurrencia de al menos t res elementos para que una determ inada nota o 
información haga parte del debate público, a saber:  i)  el elemento subjet ivo, es 
decir, que la persona sea funcionaria pública en la época relacionada con la denuncia 
realizada por medios públicos;  ii)  el elemento funcional, es decir, que la persona 
haya ejercido como funcionario en los hechos relacionados, y iii)  el elemento 
material, es decir, que el tema t ratado sea de relevancia pública. [ …]  ( En sim ilar 
sent ido, ver entre otros: Corte I DH. Caso Baraona Bray Vs. Chile. Excepciones 
Prelim inares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 4  de noviem bre de 2 0 2 2 . 
Serie C No. 4 8 1 , párr. 1 0 8 )

114. Por ot ro lado, la jur isprudencia de este Tribunal ha establecido que en el marco 
del debate sobre temas de interés público, no solo se protege la em isión de 
expresiones inofensivas o bien recibidas por la opinión pública, sino también la de 
aquellas que chocan, irr itan o inquietan a los funcionarios públicos o a un sector 
cualquiera de la población. De esta forma, la Corte ha protegido discursos de 
naturaleza sim ilar a la del presente caso. Ejemplo de eso fue el discurso crít ico del 
actuar de jueces en el caso Kimel Vs. Argent ina  o el discurso con un lenguaje 
enérgico en el caso Lagos del Campo Vs. Perú.



41

CUADERNILLOS DE JURISPRUDENCIA DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

Corte I DH. Caso Urrut ia Laubreaux Vs. Chile. Excepciones Prelim inares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 7  de agosto de 2 0 2 0 . Serie C 
No. 4 0 9 .4 7

89. En el presente caso, tal como lo señaló la Corte Suprema de Chile, el t rabajo 
académico realizado por el señor Urrut ia Laubreaux const ituyó un ejercicio de su 
libertad de expresión. Este Tribunal considera que, si bien la libertad de expresión 
de las personas que ejercen funciones jurisdiccionales puede estar sujeta a mayores 
rest r icciones que la de ot ras personas, esto no implica que cualquier expresión de 
un Juez o Jueza puede ser rest r ingida. En este sent ido, no es acorde a la Convención 
Americana sancionar las expresiones realizadas en un t rabajo académico sobre un 
tema general y no un caso concreto, como el realizado por la presunta víct ima en el 
presente caso.

Corte I DH. Caso Palacio Urrut ia y otros Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 2 4  de noviem bre de 2 0 2 1 . Serie C No. 4 4 6 .4 8

100. La Corte ha reiterado que la libertad de expresión no es un derecho absoluto. 
El art ículo 13.2 de la Convención, que prohíbe la censura previa, también prevé la 
posibilidad de exigir responsabilidades ulteriores por el ejercicio abusivo de este 
derecho, inclusive para asegurar “el respeto a los derechos o la reputación de los 
demás”  ( literal “a”  del art ículo 13.2) . Estas rest r icciones t ienen carácter excepcional 
y no deben lim itar, más allá de lo est r ictamente necesario, el pleno ejercicio de la 
libertad de expresión y convert irse en un mecanismo directo o indirecto de censura 
previa. En este sent ido, la Corte ha establecido que se pueden imponer tales 
responsabilidades ulteriores, en tanto se pudiera haber afectado el derecho a la honra 
y la reputación. ( En un sent ido sim ilar, ver entre otros: Caso Álvarez Ram os Vs. 
Venezuela. Excepción Prelim inar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 0  de 
agosto de 2 0 1 9 . Serie C No. 3 8 0 , párr. 1 0 1 ; Caso Baraona Bray Vs. Chile. Excepciones 
Prelim inares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 4  de noviem bre de 2 0 2 2 . 
Serie C No. 4 8 1 , párr. 1 0 3 y Caso Capriles Vs. Venezuela. Excepción Prelim inar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 0  de octubre de 2 0 2 4 . Serie C No. 5 4 1 , 
párr. 1 5 9 )

103. [ ...] , el derecho de rect ificación o de respuesta, previsto en el art ículo 14 de la 
Convención, puede ser un medio idóneo para proteger el derecho a la honra de una 
persona que se crea afectada por informaciones inexactas o agraviantes. En este 
sent ido sostuvo la Corte que “ [ l] a necesaria relación ent re el contenido de estos 
art ículos se desprende de la naturaleza de los derechos que reconocen, ya que, al 
regular la aplicación del derecho de rect ificación o respuesta, los Estados Partes 
deben respetar el derecho de libertad de expresión que garant iza el art ículo 13 y este 
últ imo no puede interpretarse de manera tan amplia que haga nugatorio el derecho 
proclamado por el art ículo 14.1” . 

[ ...]

106. Sobre el segundo factor, esto es, los fines perm it idos o legít imos, se refiere el 
art ículo 13.2 de la Convención. En tanto el presente caso versa sobre la lim itación 
del derecho a la libertad de expresión en razón a una denuncia presentada por un 

47   El caso se refiere a la vulneración de derechos de un juez chileno producto de la im posición de sanciones 
por las crít icas vert idas por el j uez Urrut ia al rol j ugado por la just icia en la dictadura m ilitar  chilena. La 
Corte estableció que el Estado violó, ent re ot ros, los derechos a la libertad de expresión, garant ías 
judiciales y pr incipio de legalidad. Puede consultar los detalles de la sentencia en el siguiente enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_409_esp.pdf
48 El caso t rata sobre la responsabilidad internacional del Estado por las violaciones a diversos derechos 
en per juicio del per iodista Em ilio Palacio Urrut ia y de los direct ivos del diar io El Universo, los señores 
Nicolás Pérez Lapent t i,  César Enrique Pérez Barr iga y Carlos Eduardo Pérez Barr iga. En su sentencia la 
Corte estableció la v iolación, ent re ot ros,, ent re ot ros, del derecho a las garant ías judiciales, pr incipio de 
legalidad y ret roact iv idad, libertad de expresión, circulación, protección judical y desarrollo progresivos de 
derechos económ icos y sociales. Se puede revisar un resum en oficial de la sentencia en el siguiente enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_446_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_409_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_446_esp.pdf
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part icular, la Corte desarrollará únicamente el fin que se encuent ra en el literal (a)  
del citado art ículo, a saber, el respeto a la reputación o a los derechos de los demás. 

107. La Corte ha encont rado que cuando se persigue este fin legít imo, es necesario 
que el Estado realice una ponderación ent re el derecho a la libertad de expresión de 
quien comunica y el derecho a la honra de la persona afectada. A eso se suma la 
obligación que t iene el Estado de propiciar medios judiciales para que quien se vea 
afectado en su honra pueda exigir su protección. 

115. [ ...] , la Corte recuerda que, en el marco del debate sobre temas de interés 
público, el derecho a la libertad de expresión no solo protege la em isión de 
expresiones inofensivas o bien recibidas por la opinión pública, sino también la de 
aquellas que chocan, irr itan o inquietan a los funcionarios públicos o a un sector 
cualquiera de la población. En este sent ido, la Corte advierte que el art ículo 19.1 del 
Pacto I nternacional de Derechos Civiles y Polít icos establece que “ [ n] adie podrá ser 
molestado a causa de sus opiniones” . De esta forma, si bien las expresiones del 
señor Palacio Urrut ia fueron ext remadamente crít icas de la actuación del entonces 
Presidente respecto de los hechos del 30 de sept iembre de 2010, y la posibilidad de 
otorgar un indulto a aquellas personas involucradas, eso no implica que su discurso 
quede desprotegido bajo la ópt ica de la libertad de expresión. Por el cont rario, bajo 
los estándares que esta Corte ha establecido, un art ículo de opinión que se refiere a 
un asunto de interés público, goza de una protección especial en atención a la 
importancia que este t ipo de discursos t ienen en una sociedad democrát ica. Por lo 
tanto, en el presente caso la Corte debe estudiar si las eventuales responsabilidades 
ulter iores que se aplicaron en el caso cumplieron con los requisitos emanados del 
art ículo 13.2 de la Convención.

117. Al respecto, la Corte ha señalado que la persecución penal es la medida más 
rest r ict iva a la libertad de expresión, por lo tanto su uso en una sociedad democrát ica 
debe ser excepcional y reservarse para aquellas eventualidades en las cuales sea 
est r ictamente necesaria para proteger los bienes jurídicos fundamentales de los 
ataques que los dañen o los pongan en peligro, pues lo cont rario supondría un uso 
abusivo del poder punit ivo del Estado. Es decir, del universo de medidas posibles 
para exigir responsabilidades ulteriores por eventuales ejercicios abusivos del 
derecho a la libertad de expresión, la persecución penal sólo resultará procedente 
en aquellos casos excepcionales que sea est r ictamente necesaria para proteger una 
necesidad social imperiosa.

118. En efecto, el uso de la ley penal por difundir not icias de esta naturaleza, 
produciría directa o indirectamente, un amedrentamiento que, en definit iva, lim itaría 
la libertad de expresión e impediría someter al escrut inio público conductas que 
infr injan el ordenamiento jurídico, como, por ejemplo, hechos de corrupción, abusos 
de autoridad, etc. En definit iva, lo anterior debilitaría el cont rol público sobre los 
poderes del Estado, con notorios perjuicios al pluralismo democrát ico. En ot ros 
térm inos, la protección de la honra por medio de la ley penal que puede resultar 
legít ima en ot ros casos, no resulta conforme a la Convención en la hipótesis 
previamente descrita.

119. Esto no significa que, en el supuesto antes señalado, es decir respecto de un 
discurso protegido por su interés público, como son los referidos a conductas de 
funcionarios públicos en el ejercicio de sus funciones, el honor de los funcionarios 
públicos o de las personas públicas no deba ser jurídicamente protegido. 
Eventualmente la conducta periodíst ica podría generar responsabilidad en ot ro 
ámbito jurídico, como el civil,  o la rect ificación o disculpas públicas, por ejemplo, en 
casos de eventuales abusos o excesos de mala fe. De toda forma, t ratándose del 
ejercicio de una act ividad protegida por la Convención, se excluye la t ipicidad penal 
y, por ende, la posibilidad de que sea considerada como delito y objeto de penas. A 
este respecto, debe quedar claro que no se t rata de una exclusión de la prohibición 
por just ificación o especial perm iso, sino del ejercicio libre de una act ividad que la 
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Convención protege en razón de resultar indispensable para la preservación de la 
democracia.

121. Adicionalmente, la Corte considera que el monto de la indemnización impuesta 
en el presente caso por sí m isma const ituyó una sanción evidentemente 
desproporcionada en relación con el bien jurídico protegido. Al respecto, el Tribunal 
recuerda que la imposición de esta sanción se aplicó, por parte del Juzgado Décimo 
Quinto, considerando que el art ículo “NO a las ment iras”  le produjo “graves daños y 
perjuicios” , pues “menoscaba la confianza que las personas que t ienen él, y un lucro 
cesante, que guarda relación a la proyección futura que un estadista t iene en sus 
act ividades, tanto públicas como privadas” . Resulta claro, en ese sent ido, que no 
existe una relación proporcional ent re la gravedad de la sanción aplicada y la 
protección los daños que el entonces Presidente habría sufr ido en su honor.

122. Además, el Tribunal advierte que la sentencia carece de mot ivación respecto a 
la relación causal ent re el monto de la indemnización, y los alegados “daños y 
perjuicios”  que habría sufr ido el entonces Presidente. Asim ismo, el Estado reconoció
que “el hecho de que se hubiera entablado el proceso penal en cont ra del diario El 
Universo const ituyó una inobservancia del principio de competencia y legalidad”  [ ...] , 
de forma tal que la sanción impuesta al diario devino en arbit raria.

123. Asim ismo, la Corte constata que los hechos antes señalados afectaron el t rabajo 
en El Universo, y generaron temor acerca de la posibilidad de que fuera cerrado el 
medio de comunicación, o la existencia de futuros procesos seguidos debido a las 
publicaciones que el m ismo realizara. En ese sent ido, el señor César Enrique Pérez 
Barriga declaró, durante la audiencia pública, que durante el t iempo que duró el 
juicio se afectó la moral de los t rabajadores de la empresa, generando inseguridad 
sobre el futuro de los t rabajadores. Por su parte, el señor Gustavo Alberto Cortez 
Galecio, quien laboraba como Editor General en la época de los hechos, señaló que 
el proceso penal “ instaló en el equipo la autocensura” , pues exist ía “pánico”  de ser 
llevados ante los t r ibunales por parte del entonces Presidente. Asim ismo, declaró
que sufr ió actos de host igamiento por ser t rabajador del diario debido al ambiente 
de host ilidad que exist ía en cont ra del medio de comunicación.

124. De esta forma, la Corte considera que la sanción impuesta a los directores de 
El Universo afectó su posibilidad de ejercer su libertad de expresión, así como a los 
t rabajadores de dicho diario. Al respecto, de las declaraciones de las presuntas 
víct imas y test igos se desprende que la demanda y la condena modificaron el 
contenido de las publicaciones que realizaba el periódico, el t rabajo editorial, el 
ambiente laboral, y se generó temor ante la potencial pérdida de los empleos ante 
la posible quiebra del diario por el monto de la sanción impuesta. En ese sent ido, 
además, la Corte considera que la imposición de la condena a la empresa editorial 
El Universo, en que el art ículo “NO a las ment iras”  fue publicado, al señor Palacio 
Urrut ia y a sus direct ivos, generó un chilling effect que inhibió la circulación de ideas, 
opiniones e información por parte de terceros, const ituyendo una afectación al 
derecho a la libertad de expresión.

125. El Tribunal est ima oportuno reiterar que el temor a una sanción civil 
desproporcionada puede ser a todas luces tan o más int im idante e inhibidor para el 
ejercicio de la libertad de expresión que una sanción penal, en tanto t iene la 
potencialidad de comprometer la vida personal y fam iliar de quien denuncia o, como 
en el presente caso, publica información sobre un funcionario público, con el 
resultado evidente y disvalioso de autocensura, tanto para el afectado como para 
ot ros potenciales crít icos de la actuación de un servidor público. Al respecto, el perito 
Toby Mendel señaló que la función de los recursos por difamación debe ser la de 
reparar el daño causado a la reputación de un demandante y no la de cast igar al 
demandado, en consonancia con el llamamiento de los mandatos internacionales 
especiales sobre libertad de expresión.
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126. Asim ismo, el Tribunal considera pert inente enfat izar que, en este caso, el 
proceso penal, la consecuente condena impuesta a las víct imas, así como la sanción 
pecuniaria, const ituyeron medios indirectos de rest r icción a la libertad de 
pensamiento y de expresión. Al respecto, la Corte advierte que después de ser 
condenado penalmente, el señor Palacio Urrut ia abandonó su t rabajo en El Universo, 
y durante un período enfrentó dificultades para la realización de sus act ividades 
periodíst icas [ ...] .

[ ...]

180. En relación con lo anterior, este Tribunal ha establecido en su jur isprudencia 
que es consciente de que todas las autoridades del Estado están sujetas al imperio 
de la ley y, por ello, están obligados a aplicar las disposiciones vigentes en el 
ordenamiento jurídico. Pero cuando un Estado ha rat ificado un t ratado internacional 
como la Convención Americana, todos sus órganos, incluidos sus jueces, están 
somet idos a aquél, lo cual les obliga a velar por que los efectos de las disposiciones 
de la Convención no se vean mermados por la aplicación de normas cont rarias a su 
objeto y fin, por lo que los jueces y órganos vinculados a la administ ración de just icia 
en todos los niveles están en la obligación de ejercer ex officio un cont rol de 
convencionalidad ent re las normas internas y la Convención Americana, 
evidentemente en el marco de sus respect ivas competencias y de las regulaciones 
procesales correspondientes, y en esta tarea, deben tener en cuenta no solamente 
el t ratado, sino también la interpretación que del m ismo ha hecho la Corte 
I nteramericana, intérprete últ ima de la Convención Americana.

181. De tal manera, es necesario que las interpretaciones referidas a los casos que 
involucren demandas por calumnia o por expresiones en descrédito o deshonra de 
ot ro, en aplicación de los art ículos 182 y 396 del COI P se adecuen a los principios 
establecidos en la jur isprudencia de este Tribunal en materia de libertad de 
expresión, los cuales han sido reiterados en el presente caso [ ...] .

182. Adicionalmente, considerando que el pluralismo y la diversidad de medios 
const ituyen requisitos sustanciales para un debate democrát ico, la Corte decide que, 
dent ro de un plazo razonable, y como garant ía de no repet ición, el Estado debe 
adoptar medidas legislat ivas para lograr la plena efect ividad del ejercicio de la 
libertad de expresión, a efectos de compat ibilizarlo con la obligación del Estado de 
prevenir que funcionarios públicos acudan ante instancias judiciales para presentar 
demandas por calumnias e injurias con el objet ivo de silenciar crít icas a su actuación 
en la esfera pública, conforme a los parámetros establecidos en la presente 
Sentencia. Como parte del cumplim iento de esta medida, el Estado deberá establecer 
vías alternat ivas al proceso penal para la protección del honor de los funcionarios 
públicos respecto de opiniones relacionadas con su actuación en la esfera pública 
[ ...] .

Corte I DH. Caso Moya Chacón y otro Vs. Costa Rica. Excepciones 
Prelim inares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 3  de m ayo de 
2 0 2 2 . Serie C No. 4 5 1 .

72. Respecto a la est r icta legalidad, la Corte ha establecido que las rest r icciones 
deben estar previamente fijadas en la ley como medio para asegurar que las m ismas 
no queden al arbit r io del poder público. Para esto, la t ipificación de la conducta debe 
ser clara y precisa, más aún si se t rata de condenas del orden penal y no del orden 
civil.  Sobre los fines perm it idos o legít imos, los m ismos están indicados en el referido 
art ículo 13.2 y son (a)  el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o 
(b)  la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral 
públicas. Asim ismo, las rest r icciones a la libertad de expresión deben ser idóneas, 
esto es, efect ivamente conducentes para alcanzar la finalidad legít imamente
perm it ida. En lo que respecta al análisis de necesidad, el Tribunal ha sostenido que, 
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para que una rest r icción a la libre expresión sea compat ible con la Convención 
Americana, aquella debe ser necesaria en una sociedad democrát ica, entendiendo 
por “necesaria”  la existencia de una necesidad social imperiosa que just ifique la 
rest r icción. En este sent ido, la Corte deberá examinar las alternat ivas existentes para 
alcanzar el fin legít imo perseguido y precisar la mayor o menor lesividad de aquéllas. 
Finalmente, en relación con la proporcionalidad de la medida, la Corte ha entendido 
que las rest r icciones impuestas sobre el derecho a la libertad de expresión deben ser 
proporcionales al interés que las just ifican y ajustarse est rechamente al logro de ese 
objet ivo, interfir iendo en la menor medida posible en el efect ivo goce del derecho. 
En ese sent ido, no es suficiente que tenga una finalidad legít ima, sino que la medida 
en cuest ión debe respetar la proporcionalidad al momento de afectar la libertad de 
expresión. En ot ras palabras, “en este últ imo paso del análisis se considera si la 
rest r icción resulta est r ictamente proporcional, de tal forma que el sacrificio inherente 
a aquella no resulte exagerado o desmedido frente a las ventajas que se obt ienen 
mediante tal lim itación” . El Tribunal recuerda que estas rest r icciones t ienen carácter 
excepcional y no deben lim itar, más allá de lo est r ictamente necesario, el pleno 
ejercicio de la libertad de expresión y convert irse en un mecanismo directo o indirecto 
de censura previa.

73. En este sent ido, la Corte ha establecido que se pueden imponer tales 
responsabilidades ulteriores en tanto se pudiera haber afectado el derecho a la honra 
y la reputación. Así, el art ículo 11 de la Convención establece, en efecto, que toda 
persona t iene derecho a la protección de su honra y al reconocim iento de su dignidad. 
La Corte ha señalado que el derecho a la honra “ reconoce que toda persona t iene 
derecho al respeto de esta, prohíbe todo ataque ilegal cont ra la honra o reputación 
e impone a los Estados el deber de brindar la protección de la ley cont ra tales 
ataques” . En térm inos generales, este Tribunal ha indicado que “el derecho a la honra 
se relaciona con la est ima y valía propia,m ient ras que la reputación se refiere a la 
opinión que ot ros t ienen de una persona” . En este sent ido, este Tribunal ha sostenido 
que, “ tanto la libertad de expresión como el derecho a la honra, derechos ambos 
protegidos por la Convención, revisten suma importancia, por lo cual es necesario 
garant izar ambos derechos, de forma que coexistan de manera armoniosa” . El 
ejercicio de cada derecho fundamental t iene que hacerse con respeto y salvaguarda 
de los demás derechos fundamentales. Por ende, la Corte ha señalado que “ la 
solución del conflicto que se presenta ent re ambos derechos requiere de una 
ponderación ent re los m ismos, para lo cual deberá examinarse cada caso, conforme 
a sus característ icas y circunstancias, a fin de apreciar la existencia e intensidad de 
los elementos en que se sustenta dicho juicio” .

74. El Tribunal recuerda a este respecto que, para determ inar la convencionalidad de 
una rest r icción a la libertad de expresión cuando este colisione con el derecho a la 
honra, es de vital importancia analizar si las declaraciones efectuadas poseen interés 
público, toda vez que en estos casos el juzgador debe evaluar con especial cautela 
la necesidad de lim itar la libertad de expresión. En su jur isprudencia, la Corte ha 
considerado de interés público aquellas opiniones o informaciones sobre asuntos en 
los cuales la sociedad t iene un legít imo interés de mantenerse informada, de conocer 
lo que incide sobre el funcionamiento del Estado, o afecta derechos o intereses 
generales o le acarrea consecuencias importantes. Determ inar lo anterior t iene 
consecuencias en el análisis de la convencionalidad de la rest r icción al derecho a la 
libertad de expresión, toda vez que las expresiones que versan sobre cuest iones de 
interés público -como, por ejemplo, las concernientes a la idoneidad de una persona 
para el desempeño de un cargo público o a los actos realizados por funcionarios 
públicos en el desempeño de sus labores- gozan de mayor protección, de manera tal 
que se propicie el debate democrát ico.

75. Así, la Corte ha señalado que, en una sociedad democrát ica, aquellas personas 
que influyen en cuest iones de interés público están más expuestas al escrut inio y la 
crít ica del público. Este diferente umbral de protección se explica porque sus 
act ividades salen del dominio de la esfera privada para insertarse en la esfera del 
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debate público y, por tanto, se han expuesto voluntariamente a este escrut inio más 
exigente. Esto no significa, de modo alguno, que el honor de las personas 
part icipantes en asuntos de interés público no deba ser jurídicamente protegido, sino 
que éste debe serlo de manera acorde con los principios del pluralismo democrát ico.

76. Por ot ro lado, en relación con el carácter necesario y el r iguroso análisis de 
proporcionalidad que debe regir ent re la lim itación al derecho a la libertad de 
expresión y la protección del derecho a la honra, se deberá buscar aquella 
intervención que, siendo la más idónea para restablecer la reputación dañada, 
contenga, además, un grado mínimo de afectación en el ámbito de la libertad de 
expresión. A este respecto, en el marco de la libertad de información, el Tribunal 
considera que existe un deber del periodista de constatar en forma razonable, aunque 
no necesariamente exhaust iva, los hechos que divulga. Ahora bien, esto no significa 
una exigencia est r icta de veracidad, por lo menos en lo que hace referencia a 
cuest iones de interés público, reconociendo como descargo el que la publicación se 
haga de buena fe o just ificadamente y siempre de conform idad con unos estándares 
mínimos de ét ica y profesionalidad en la búsqueda de la verdad. Asim ismo, el 
Tribunal advierte que, para que exista el periodismo de invest igación en una sociedad 
democrát ica, es necesario dejar a los periodistas “espacio para el error” , toda vez 
que sin ese margen de error no puede exist ir  un periodismo independiente ni la 
posibilidad, por tanto, del necesario escrut inio democrát ico que dimana de este.

77. Adicionalmente, la Corte también considera que nadie podrá ser somet ido a 
responsabilidades ulteriores por la difusión de información relacionada con un asunto 
público y que tenga como base material que es accesible al público o que proviene 
de fuentes oficiales.

78. Por últ imo, también se debe destacar la necesidad de que, en caso de est imarse 
adecuado otorgar una reparación a la persona agraviada en su honra, la finalidad de 
esta no debe ser la de cast igar al em isor de la información, sino la de restaurar a la 
persona afectada. A este respecto, los Estados deben ejercer la máxima cautela al 
imponer reparaciones, de tal manera que no disuadan a la prensa de part icipar en la 
discusión de asuntos de legít imo interés público.

Restricciones indirectas a la libertad de expresión

Corte I DH. Caso Granier y otros ( Radio Caracas Televisión)  Vs. Venezuela. 
Excepciones Prelim inares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 2  
de junio de 2 0 1 5 . Serie C No. 2 9 3 .4 9

161. [ E] l art ículo 13.3 de la Convención hace referencia expresa a [ las rest r icciones 
indirectas a la libertad de expresión] al señalar que “ [ n] o se puede rest r ingir el 
derecho de expresión por vías o medios indirectos, tales como el abuso de cont roles 
oficiales o part iculares de papel para periódicos, de frecuencias radioeléct r icas, o de 
enseres y aparatos usados en la difusión de información o por cualesquiera ot ros 
medios encaminados a impedir la comunicación y la circulación de ideas y opiniones” . 
Este Tribunal considera que el alcance del art ículo 13.3 de la Convención debe ser el 
resultado de una lectura conjunta con el art ículo 13.1 de la Convención, en el sent ido 
que una interpretación amplia de esta norma perm ite considerar que protege en 
forma específica la comunicación, difusión y circulación de ideas y opiniones, de 
modo que queda prohibido el empleo de “vías o medios indirectos”  para rest r ingir las. 

49 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado com o consecuencia del cierre del canal 
de televisión abre com illas radio Caracas televisión cierre com illas a raíz de la decisión del estado de 
reservarse la porción del espect ro eléct r ico que anter iorm ente había sido asignado a RCTV. La Corte 
estableció en su sentencia la v iolación, ent re ot ros, del derecho a la libertad de pensam iento y expresión, 
protección judicial y garant ías judiciales. Se puede consultar un resum en oficial de la sentencia en el 
siguiente enlace:  ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_293_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_293_esp.pdf
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162. Al respecto, la Corte señala que lo que busca este inciso es ejemplificar formas 
más sut iles de rest r icción al derecho a la libertad de expresión por parte de
autoridades estatales o part iculares. En efecto, este Tribunal ha tenido la 
oportunidad de declarar en casos anteriores la rest r icción indirecta producida, por 
ejemplo, mediante una decisión que dejó “sin efecto legal el t ítulo de nacionalidad”  
del accionista mayoritario de un canal de televisión o por “el proceso penal, la 
consecuente condena impuesta [ …]  durante más de ocho años y las rest r icciones 
para salir  del país durante ocho años”  en cont ra de un candidato presidencial. 

163. Por ot ra parte, la enunciación de medios rest r ict ivos que hace el art ículo 13.3 
no es taxat iva ni impide considerar “cualesquiera ot ros medios”  o vías indirectas
derivados de nuevas tecnologías. En este sent ido, el art ículo 13 de la Declaración de 
Principios sobre la Libertad de Expresión indica ot ros ejemplos de medios o vías 
indirectas, al manifestar que “ [ l] a ut ilización del poder del Estado y los recursos de 
la hacienda pública;  la concesión de prebendas arancelarias;  la asignación arbit raria 
y discrim inatoria de publicidad oficial y créditos oficiales;  el otorgamiento de 
frecuencias de radio y televisión, ent re ot ros, con el objet ivo de presionar y cast igar 
o prem iar y privilegiar a los comunicadores sociales y a los medios de comunicación 
en función de sus líneas informat ivas, atenta cont ra la libertad de expresión y deben 
estar expresamente prohibidos por la ley. Los medios de comunicación social t ienen 
derecho a realizar su labor en forma independiente. Presiones directas o indirectas 
dir igidas a silenciar la labor informat iva de los comunicadores sociales son 
incompat ibles con la libertad de expresión” . I gualmente, el perito García Belaunde 
durante la audiencia pública hizo referencia a ot ras posibles formas de rest r icción 
indirecta relacionadas con:  i)  “ la publicidad, [ ya que]  los Estados son importantes 
agentes de publicidad y [ …]  dar mucha publicidad o quitarla puede ser importante 
y, dado el caso, puede haber una especie de asfixia para los medios que básicamente 
viven de la publicidad” , o ii) “ la t r ibutación [ cuando se dan]  casos [ en]  que [ las]  
empresas [ …]  han sido cargadas t r ibutariamente”  con el fin de generar molest ias o 
enviar mensajes al medio de comunicación. 

164. Asim ismo, la Corte recuerda que para que se configure una violación al art ículo 
13.3 de la Convención es necesario que la vía o el medio rest r injan efect ivamente,
en forma indirecta, la comunicación y la circulación de ideas y opiniones. Además, 
la Corte reitera que el art ículo 13.3 de la Convención impone al Estado obligaciones 
de garant ía, aún en el ámbito de las relaciones ent re part iculares, pues no sólo 
abarca rest r icciones gubernamentales indirectas, sino también cont roles part iculares 
que produzcan el m ismo resultado. Al respecto, la Corte resalta que la rest r icción 
indirecta puede llegar a generar un efecto disuasivo, atemorizador e inhibidor sobre 
todos los que ejercen el derecho a la libertad de expresión, lo que, a su vez, impide 
el debate público sobre temas de interés de la sociedad.

165. Como se mencionó anteriormente, el art ículo 13.3 de la Convención hace 
referencia a que uno de los ejemplos de rest r icción indirecta sería el “abuso de 
cont roles oficiales o part iculares [ …]  de frecuencias radioeléct r icas” . Al respecto,
cabe resaltar que la Corte reconoce la potestad y necesidad que t ienen los Estados 
para regular la act ividad de radiodifusión, la cual abarca no sólo la posibilidad de 
definir la forma en que se realizan las concesiones, renovaciones o revocaciones de 
las licencias, sino también la de planificar e implementar polít icas públicas sobre 
dicha act ividad, siempre y cuando se respeten las pautas que impone el derecho a 
la libertad de expresión. Lo anterior debido a que la adopción o renovación de una 
concesión en materia de radiodifusión no puede ser equiparable a la de ot ros 
servicios públicos, por cuanto los alcances del derecho a la libertad de expresión 
deben permear la regulación sobre la materia. En este sent ido, el perito Cifuentes 
Muñoz manifestó durante la audiencia pública del presente caso que:

las reglas de las concesiones [ …]  y las licencias deben estar claramente 
determ inadas en la ley, pero esta ley en la medida en que supone rest r icción t iene 
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que necesariamente sujetarse a los postulados y a las exigencias de la libertad de 
expresión, ya he señalado que la libertad de expresión ejerce un efecto irradiador 
dominante sobre el alcance de estas funciones.

171. Teniendo en cuenta lo anteriormente señalado, la Corte recalca la necesidad de 
que los Estados regulen de manera clara y precisa los procesos que versen sobre el 
otorgamiento o renovación de concesiones o licencias relacionadas con la act ividad 
de radiodifusión, mediante criter ios objet ivos que eviten la arbit rariedad. 
Específicamente, es preciso que se establezcan las salvaguardas o garant ías 
generales de debido proceso, que cada Estado determ ine como necesarias en estos 
procesos a la luz de la Convención Americana, con la finalidad de evitar el abuso de 
cont roles oficiales y la generación de posibles rest r icciones indirectas.

Restricción al derecho al acceso a la inform ación pública

Corte I DH. Medio am biente y derechos hum anos ( obligaciones estatales en 
relación con el m edio am biente en el m arco de la protección y garant ía de 
los derechos a la vida y a la integridad personal - interpretación y alcance 
de los art ículos 4 .1  y 5 .1 , en relación con los art ículos 1 .1  y 2  de la 
Convención Am ericana sobre Derechos Hum anos) . Opinión Consult iva OC-
2 3 / 1 7  de 1 5  de noviem bre de 2 0 1 7 . Serie A No. 2 3 .5 0

224. Esta Corte reitera que el derecho de acceso a la información bajo el cont rol del 
Estado admite rest r icciones, siempre y cuando estén previamente fijadas por ley, 
responden a un objet ivo perm it ido por la Convención Americana ( “el respeto a los 
derechos o a la reputación de los demás”  o “ la protección de la seguridad nacional, 
el orden público o la salud o la moral públicas” ) , y sean necesarias y proporcionales 
en una sociedad democrát ica, lo que depende de que estén orientadas a sat isfacer 
un interés público imperat ivo. En consecuencia, aplica un principio de máxima 
divulgación con una presunción de que toda información es accesible, sujeta a un 
sistema rest r ingido de excepciones, por lo que resulta necesario que la carga de la 
prueba para just ificar cualquier negat iva de acceso a la información recaiga en el 
órgano al cual la información fue solicitada. La falta de respuesta del Estado 
const ituye una decisión arbit raria. En caso que proceda la negat iva de ent rega, el 
Estado deberá dar una respuesta fundamentada que perm ita conocer cuáles son los 
mot ivos y normas en que se basa para no ent regar la información. La falta de 
respuesta del Estado const ituye una decisión arbit raria. ( En un sent ido sim ilar, ver 
entre otros: Caso Claude Reyes y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 1 9  de sept iem bre de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 5 1 , párr. 8 9 5 1 )

50 La Opinión Consult iva OC-23/ 17 t rata sobre las obligaciones estatales en relación con el m edio 
am biente, en el m arco de la protección y garant ía de los derechos a la v ida y a la integr idad personal, 
consagrados en los art ículos 4 y 5 de la Convención Am ericana, en relación con los art ículos 1.1 y 2 del 
m ism o t ratado. Se puede consultar un resum en oficial de la Opinión en el siguiente enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ opiniones/ resum en_seriea_23_esp.pdf
51 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la negat iva de br indar inform ación 
relacionada a un proyecto de indust r ialización forestal al señor Marcel Claude Reyes, así com o a la falta 
de un recurso adecuado y efect ivo para cuest ionar tal decisión. La Corte estableció en su sentencia la 
v iolación, ent re ot ros, del derecho a la libertad de pensam iento y expresión, derechos polít icos, protección 
judicial y garant ías judiciales. Se puede revisar un detalle del caso en el siguiente enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 332&lang= es

https://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/resumen_seriea_23_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=332&lang=es
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Corte I DH. Caso Habitantes de La Oroya Vs. Perú. Excepciones Prelim inares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 7  de noviem bre de 2 0 2 3 . Serie 
C No. 5 1 1 5 2 .

145. En relación con act ividades que podrían afectar el medio ambiente, esta Corte
ha resaltado que const ituyen asuntos de evidente interés público el acceso a la
información sobre act ividades y proyectos que podrían tener impacto ambiental. En 
este sent ido, la Corte ha considerado de interés público información sobre act ividades 
de exploración y explotación de los recursos naturales en el terr itor io de las 
comunidades indígenas y el desarrollo de un proyecto de indust r ialización forestal. 
Asim ismo, respecto al alcance y contenido de la obligación de los Estados respecto del
acceso a la información, la Corte ha señalado que la información debe ser ent regada 
sin necesidad de acreditar un interés directo para su obtención o una afectación 
personal, salvo en los casos en que se aplique una legít ima rest r icción. Por ot ra parte, 
respecto a las característ icas de esta obligación, las Direct r ices de Bali y dist intos
inst rumentos internacionales y regionales establecen que el acceso a la información 
ambiental debe ser asequible, efect ivo y oportuno.

147. [ L] a Corte ha reiterado que el derecho de acceso a la información bajo el cont rol
del Estado admite rest r icciones, siempre y cuando estén previamente fijadas por ley, 
respondan a un objet ivo perm it ido por la Convención Americana ( “el respeto a los 
derechos o a la reputación de los demás”  o “ la protección de la seguridad nacional, 
el orden público o la salud o la moral públicas” ) , y sean necesarias y proporcionales en
una sociedad democrát ica, lo que depende de que estén orientadas a sat isfacer un 
interés público imperat ivo. En consecuencia, aplica un principio de máxima 
divulgación con una presunción de que toda información es accesible, sujeta a un
sistema rest r ingido de excepciones, por lo que resulta necesario que la carga de la 
prueba para just ificar cualquier negat iva de acceso a la información recaiga en el
órgano al cual la información fue solicitada. En caso de que proceda la negat iva de 
ent rega, el Estado deberá dar una respuesta fundamentada que perm ita conocer 
cuáles son los mot ivos y normas en que se basa para no ent regar la información. La 
falta de respuesta del Estado const ituye una decisión arbit raria.

Corte I DH. Caso Asociación Civil Mem oria Act iva Vs. Argent ina. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 6  de enero de 2 0 2 4 . Serie C No. 5 1 6

235. Cualquier rest r icción [ al derecho de acceso a la información] , como podría ser 
la calificación como reservada de la información en poder de las autoridades de 
inteligencia, debe estar previamente fijada por una ley, debe responder a un fin 
legít imo e indispensable en una sociedad democrát ica, y debe cumplir con los 
requisitos de idoneidad, necesidad y proporcionalidad en las circunstancias del caso 
concreto. 

236. Al respecto, la Corte considera que en casos en los que la obligación de reserva 
busca preservar la seguridad nacional, el deber de confidencialidad no puede 
aplicarse de forma general, sino que debe estar lim itado de forma precisa y clara a 
aquella información cuya divulgación supone un r iesgo real e ident ificable de generar 
un daño significat ivo a un interés de seguridad nacional legít imo. La información que 
sea somet ida al deber de confidencialidad bajo estos mot ivos debe estar consagrada 
en la legislación nacional de manera taxat iva, clara y precisa.

52 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por las afectaciones a los derechos 
hum anos causadas por la contam inación del aire, agua y suelo producida por las act iv idades m inero-
m etalúrgicas en el Com plejo Metalúrgico de La Oroya, y por el incum plim iento del Estado de regular y 
fiscalizar las act iv idades del CMLO. Puede consultar el resum en oficial de la sentencia en el siguiente 
enlace:  ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_511_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_511_esp.pdf
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237. En casos de graves violaciones a los derechos humanos, el Estado debe arbit rar 
los medios adecuados para suminist rar información relevante al esclarecim iento de 
los hechos, incluso si dicha información se vincula con el interés general de preservar 
la seguridad nacional. La Corte ha reconocido que, en esos casos, el derecho de 
acceso a la información requiere de la part icipación act iva de todas las autoridades 
involucradas, las que están obligadas a colaborar en la recaudación de la prueba 
para alcanzar los objet ivos de la invest igación y abstenerse de realizar actos que 
impliquen obst rucciones para la marcha del proceso invest igat ivo. Asim ismo, ha 
expresado que el Estado no pueden ampararse en la reserva de la información por 
razones de interés público o seguridad nacional para no aportar información 
requerida por las autoridades judiciales o administ rat ivas encargadas de la 
invest igación o los procesos pendientes.

238. Por ot ra parte, las categorías reservadas de determ inada información no deben 
entenderse como indefinidas en el t iempo, sino que tal carácter y la subsiguiente 
negat iva a su acceso deberán mantenerse durante el periodo est r ictamente 
necesario para el cumplim iento del fin legít imo perseguido, lo que exige revisiones 
periódicas para verificar dicha necesidad. A su vez, el marco legal debe establecer 
mecanismos de depuración y desclasificación de los archivos de inteligencia, en el 
sent ido de posibilitar el acceso público a los documentos cuya reserva ya no esté 
just ificada y la previsión de periodos fijos de desclasificación automát ica de la 
información.

Corte I DH. Em ergencia Clim át ica y Derechos Hum anos ( I nterpretación y 
alcance de los art ículos 1 .1 , 2 , 4 .1 , 5 .1 , 8 , 1 1 .2 , 1 3 , 1 7 .1 , 1 9 , 2 1 , 2 2 , 2 3 , 2 5  
y 2 6  de la Convención Am ericana sobre Derechos Hum anos; 1 , 2 , 3 , 6 , 7 , 9 , 
1 0 , 1 1 , 1 2 , 1 3 , 1 4 , 1 5 , 1 6 , 1 7  y 1 8  del Protocolo Adicional a la Convención 
Am ericana sobre Derechos Hum anos en m ateria de Derechos Económ icos, 
Sociales y Culturales “Protocolo de San Salvador”, y I , I I , I V, V, VI , VI I , 
VI I I , XI , XI I , XI I I , XI V, XVI , XVI I I , XX, XXI I I , y XXVI I , de la Declaración 
Am ericana de los Derechos y Deberes del Hom bre) . Opinión Consult iva OC-
3 2 / 2 5  de 2 9  de m ayo de 2 0 2 5 . Serie A No. 3 2 5 3 .

490. El Tribunal reitera que el derecho de acceso a la información bajo el cont rol del 
Estado admite rest r icciones, siempre y cuando estén previamente fijadas por ley, 
respondan a un objet ivo perm it ido por la Convención Americana ( “el respeto a los 
derechos o a la reputación de los demás”  o “ la protección de la seguridad nacional, 
el orden público o la salud o la moral públicas” ) , y sean necesarias y proporcionales 
en una sociedad democrát ica, lo cual depende de que estén orientadas a sat isfacer 
un interés público imperat ivo. En consecuencia, en este contexto se aplica un 
principio de máxima divulgación con una presunción de que toda información es 
accesible, sujeta a un sistema rest r ingido de excepciones, por lo que resulta 
necesario que la carga de la prueba para just ificar cualquier negat iva de acceso a la 
información recaiga en el órgano al cual la información fue solicitada. En caso de que 
proceda la negat iva de ent rega, el Estado deberá dar una respuesta fundamentada 
que perm ita conocer cuáles son los mot ivos y normas en que se basa para no 
ent regar la información. La falta de respuesta del Estado const ituye una decisión 
arbit raria. 

491. La Corte ha resaltado que, a efectos del acceso a la información, const ituyen 
asuntos de evidente interés público las act ividades y proyectos que podrían tener 
impacto ambiental, incluyendo las act ividades de exploración y explotación de los 
recursos naturales en el terr itor io de las comunidades indígenas o t r ibales.  

53 La Opinión Consult iva OC-32/ 25 t rata sobre las obligaciones estatales en relación con la em ergencia 
clim át ica y derechos hum anos. Se puede consultar un resum en oficial de la Opinión en el siguiente enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ opiniones/ resum en_seriea_32_es.pdf

https://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/resumen_seriea_32_es.pdf
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Adicionalmente, este Tribunal ha advert ido que el acceso a la información t iene una 
relación int rínseca con la part icipación pública con respecto al desarrollo sostenible y 
la protección ambiental. En su Opinión Consult iva OC-23/ 17 esta Corte resaltó que 
los Estados t ienen la obligación de respetar y garant izar el acceso a la información 
relacionada con posibles afectaciones al ambiente. La información debe ser 
garant izada a toda persona bajo su jurisdicción, de manera accesible, efect iva y 
oportuna, sin que quien solicita la información tenga que demost rar un interés 
específico. 

498. La Corte resalta que, aunque muchos Estados han avanzado en sus servicios 
de información climát ica e hidrometeorológica, en la región de América Lat ina y el 
Caribe, “ [ l] as redes de observación del t iempo y el clima, especialmente en los países 
menos adelantados y los pequeños Estados insulares en desarrollo, presentan 
importantes carencias” . Asim ismo, en América Cent ral y del Sur, la falta de datos 
climát icos y socioeconómicos de alta calidad y largo plazo lim ita la evaluación de 
vulnerabilidades y est rategias de adaptación. La mayoría de los estudios se basan en 
escenarios climát icos desactualizados, con invest igación insuficiente sobre las 
interacciones mult inivel ent re el cambio climát ico y los procesos socioeconómicos 
más allá de los sectores de agricultura, agua y alimentos. Además, subregiones como 
Centroamérica y los Andes enfrentan graves carencias de datos sobre servicios 
ecosistém icos y planificación de adaptación urbana, m ient ras que los pueblos 
indígenas y su vulnerabilidad al cambio climát ico siguen siendo poco estudiados en 
el norte de Sudamérica. En las Pequeñas I slas, incluyendo Estados del Caribe, las 
brechas de datos son aún más pronunciadas debido a la complej idad de las 
interacciones biofísicas y sociales. La ausencia de datos climát icos adecuadamente 
escalados, incluidos conjuntos de datos oceanográficos, topográficos y 
meteorológicos, dificulta las proyecciones sobre inundaciones costeras, los impactos 
del aumento del nivel del mar y la int rusión salina en acuíferos. 

499. La invest igación sobre la vulnerabilidad de los servicios ecosistém icos, 
especialmente los sistemas marinos y costeros, es insuficiente, al igual que la 
valoración económica de las pérdidas en la pesca, el turismo y los medios de 
subsistencia. Los esfuerzos de adaptación en las Pequeñas I slas se ven afectados por 
el seguim iento lim itado del financiam iento climát ico, la baja integración del 
conocim iento indígena y local, y la falta de estudios sobre los lím ites de adaptación, 
respuestas t ransformadoras y dinámicas de m igración. La Corte también destaca, en 
general, la falta de datos e invest igaciones en la región sobre los impactos 
proyectados del cambio climát ico en la criósfera, los recursos hídricos, los peligros, 
los r iesgos y los desast res en los sistemas naturales y humanos. 

500. El Tribunal subraya que la garant ía efect iva del acceso a la información en 
materia climát ica const ituye una condición esencial para la protección, ent re ot ros, 
de los derechos a la vida, la integridad, la salud, al ambiente y al clima sano. Dicha 
información perm ite la part icipación en la gest ión pública, a t ravés del cont rol social 
que se puede ejercer con dicho acceso y, a su vez, fomenta la t ransparencia de las 
act ividades estatales, promoviendo la responsabilidad de los funcionarios sobre su 
gest ión pública. En el contexto de la emergencia climát ica, el acceso a la información 
perm ite, además, act ivar mecanismos de protección frente a desast res, fomentar el 
cont rol y la part icipación de la ciudadanía, y es indispensable para la definición de 
metas, planes y est rategias de m it igación y adaptación, así como para la adopción 
de medidas de reparación. A cont inuación, la Corte se referirá al contenido y alcance 
de las obligaciones de (1)  producir información, (2)  divulgar información y facilitar el 
acceso a ella, y (3)  adoptar medidas cont ra la desinformación.
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Restricción del derecho a la libertad de reunión 

Corte I DH. Caso López Lone y otros Vs. Honduras. Excepción Prelim inar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5  de octubre de 2 0 1 5 . Serie C 
No. 3 0 2 .

167. De forma sim ilar, el art ículo 15 de la Convención Americana “ reconoce el 
derecho de reunión pacífica y sin armas” . Este derecho abarca tanto reuniones 
privadas como reuniones en la vía pública, ya sean estát icas o con desplazamientos. 
La posibilidad de manifestarse pública y pacíficamente es una de las maneras más 
accesibles de ejercer el derecho a la libertad de expresión, por medio de la cual se 
puede reclamar la protección de ot ros derechos. Por tanto, el derecho de reunión es 
un derecho fundamental en una sociedad democrát ica y no debe ser interpretado 
rest r ict ivamente. Al respecto, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (en 
adelante el “Tribunal Europeo” )  ha señalado que el derecho de reunión es de tal 
importancia que una persona no puede ser sancionada, incluso por una sanción 
disciplinaria menor, por la part icipación en una manifestación que no había sido 
prohibida, siempre y cuando no cometa actos reprochables durante la m isma.

168. No obstante, de acuerdo a la propia Convención, el derecho a part icipar en 
polít ica, la libertad de expresión y el derecho de reunión no son derechos absolutos 
y pueden estar sujetos a rest r icciones. Este Tribunal ha establecido en su 
jurisprudencia que un derecho puede ser rest r ingido siempre que las injerencias no 
sean abusivas o arbit rarias, por ello, deben estar previstas en ley, perseguir un fin 
legít imo y cumplir con los requisitos de idoneidad, necesidad y proporcionalidad.

169. Hasta el momento, la Corte no se ha pronunciado sobre el derecho a part icipar 
en polít ica, la libertad de expresión y el derecho de reunión de personas que ejercen 
funciones jur isdiccionales, como en el presente caso. Al respecto, es importante 
resaltar que la Convención Americana garant iza estos derechos a toda persona, 
independientemente de cualquier ot ra consideración, por lo que no cabe considerarla 
ni rest r ingir la a una determ inada profesión o grupo de personas. Sin embargo, tal 
como se señaló anteriormente, tales derechos no son absolutos, por lo que pueden 
ser objeto de rest r icciones compat ibles con la Convención [ ...] . Debido a sus 
funciones en la administ ración de just icia, en condiciones normales del Estado de 
Derecho, los jueces y juezas pueden estar sujetos a rest r icciones dist intas y en 
sent idos que no afectarían a ot ras personas, incluyendo a ot ros funcionarios públicos.

171. El objet ivo general de garant izar la independencia e imparcialidad es, en 
principio, un fin legít imo para rest r ingir ciertos derechos de los jueces. El art ículo 8.1 
de la Convención Americana establece que “ [ t ] oda persona t iene derecho a ser oída, 
con las debidas garant ías y dent ro de un plazo razonable, por un juez o t r ibunal 
competente, independiente e imparcial” . En este sent ido, el Estado t iene la obligación 
de regular que sus jueces y t r ibunales cumplan con dichos preceptos. Por tanto, 
resulta acorde con la Convención Americana la rest r icción de ciertas conductas a los 
jueces, con la finalidad de proteger la independencia y la imparcialidad en el ejercicio 
de la just icia, como un “derecho o libertad de los demás” .

172. Al respecto, existe un consenso regional en cuanto a la necesidad de rest r ingir 
la part icipación de los jueces en las act ividades polít ico-part idistas, siendo que en 
algunos Estados, de forma más general, se prohíbe cualquier part icipación en polít ica, 
salvo la em isión del voto en las elecciones. Sin embargo, la facultad de los Estados 
de regular o rest r ingir estos derechos no es discrecional y cualquier lim itación a los 
derechos consagrados en la Convención debe interpretarse de manera rest r ict iva. La
rest r icción de part icipación en act ividades de t ipo part idista a los jueces no debe ser 
interpretada de manera amplia, de forma tal que impida que los jueces part icipen en 
cualquier discusión de índole polít ica. 

173. En este sent ido, pueden exist ir  situaciones donde un juez, como ciudadano parte 
de la sociedad, considere que t iene un deber moral de expresarse. Al respecto, el 
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perito Leandro Despouy señaló que puede const ituir un deber para los jueces 
pronunciarse “en un contexto en donde se esté afectando la democracia, por ser los 
funcionarios públicos[ ,]  específicamente los operadores judiciales, guardianes de los 
derechos fundamentales frente a abusos de poder de ot ros funcionarios públicos u 
ot ros grupos de poder” . Asim ismo, el perito Mart in Federico Böhmer señaló que en 
un golpe de Estado los jueces “ t ienen la obligación de sostener y asegurarse de que 
la población sepa que ellos y ellas sost ienen el sistema const itucional” . Resaltó 
además que “ [ s] i hay alguna expresión polít ica no part idista, es la que realizan 
ciudadanos de una democracia const itucional cuando afirman con convicción su 
lealtad a ella” . En el m ismo sent ido, el perito Perfecto Andrés I báñez señaló que 
incluso para los jueces “es un deber jurídico[ ,]  un deber ciudadano oponerse a [ los 
golpes de Estado] ” . 

174. Es posible concluir entonces que, en momentos de graves crisis democrát icas, 
como la ocurrida en el presente caso, no son aplicables a las actuaciones de los jueces 
y de las juezas en defensa del orden democrát ico las normas que ordinariamente 
rest r ingen su derecho a la part icipación en polít ica. En este sent ido, sería cont rario a 
la propia independencia de los poderes estatales, así como a las obligaciones 
internacionales del Estado derivadas de su part icipación en la OEA, que los jueces y 
juezas no puedan pronunciarse en cont ra de un golpe de Estado. Por tanto, dadas 
las part iculares circunstancias del presente caso, las conductas de las presuntas 
víct imas por las cuales les fueron iniciados procesos disciplinarios no pueden 
considerarse cont rarias a sus obligaciones como jueces o juezas y, en esa medida, 
infracciones del régimen disciplinario que ordinariamente les era aplicable. Por el 
cont rario, deben entenderse como un ejercicio legít imo de sus derechos como 
ciudadanos a part icipar en polít ica, la libertad de expresión y el derecho de reunión 
y de manifestación, según sea el caso de la específica actuación desplegada por cada 
una de estas presuntas víct imas.

Corte I DH. Caso Huilcam án Paillam a y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 1 8  de junio de 2 0 2 4 . Serie C No. 5 2 7 5 4

262. En el marco de los hechos de este caso, resulta importante destacar que, a
diferencia de ot ros actos de protesta social, los desarrollados por las víct imas 
involucraban la toma u ocupación de terrenos de propiedad privada. Se t rataba de 
terrenos ubicados en áreas rurales, sin const rucciones relevantes dest inadas a 
vivienda, indust r ia o alguna ot ra act ividad específica (eso se deduce de la prueba 
aportada al proceso internacional) , que las víct imas habrían ocupado temporalmente, 
sin oponer resistencia ante el desalojo y las detenciones emprendidas por las fuerzas 
de seguridad. Por consiguiente, dichos actos de protesta social no quedaban fuera 
del ámbito de protección de la Convención, en tanto el lugar de su ejecución no 
condicionaba su naturaleza pacífica ni negaba que se t rataba del ejercicio de dist intos 
derechos.

263. Al respecto, la Corte observa que la elección sobre el lugar y la modalidad de 
la protesta encuent ra acogida en el ámbito de protección del derecho de reunión, en 
tanto puede determ inar el logro de los objet ivos de la protesta y su alcance a las 
personas a las que va dir igida. En tal sent ido, como sucede con las manifestaciones 
llevadas a cabo en espacios públicos que pueden afectar, ent re ot ros derechos, la 
libertad de circulación o locomoción, el ejercicio de la protesta pacífica requiere, en 
el plano de un sistema democrát ico, en el que impera el pluralismo y el respeto por 

54 El caso refiere a la responsabilidad internacional del Estado de Chile por la v iolación de los derechos a 
las garant ías judiciales, al pr incipio de legalidad, a la libertad de pensam iento y de expresión, a la libertad 
de asociación y a la igualdad ante la ley, en el m arco de un proceso penal seguido cont ra “140 personas 
pertenecientes a la etnia m apuche” , “en el contexto de una ser ie de protestas llevadas a cabo en 1992 en 
ocasión de los 500 años de la conquista española de Am érica” . Puede consultar la sentencia en el siguiente 
enlace: ht tps: / / corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ ser iec_527_esp.pdf

https://corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_527_esp.pdf
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las ideas, opiniones y formas de expresión de los demás, de la sociedad en general 
y de quienes puedan verse perturbados en su t ranquilidad o sus intereses legít imos, 
un grado de tolerancia que perm ita el mutuo ejercicio de los derechos.

264. A todo ello se ha referido el Comité de Derechos Humanos, al señalar que el 
lugar, el momento, la duración o la frecuencia de una manifestación o protesta puede 
desempeñar un papel fundamental en el logro de su objet ivo. De ahí que, cuando la 
manifestación o protesta se lleva a cabo en espacios privados, cualquier rest r icción 
al derecho de reunión debe atender, ent re ot ros, a elementos como el reclamo de 
quienes protestan con relación a la propiedad del lugar o si disponen de ot ros medios 
razonables para lograr el propósito de la reunión. Lo anterior determ ina que, en 
función de los actos de protesta, “ [ n] o se puede negar el acceso a la propiedad 
privada de manera discrim inatoria” . Ante ello, también el Comité ha indicado que en 
un sistema democrát ico, el ejercicio de los derechos, incluso los que adquieren forma 
de manifestación o protesta, exigen de los part iculares y de la sociedad en general, 
que “acepten cierto grado de perturbación como consecuencia del ejercicio del 
derecho” .

265. En todo caso, las medidas que deban tomarse en función de la afectación que 
los actos de protesta pudieran ocasionar exige el análisis de proporcionalidad en las 
circunstancias de cada caso concreto, pues no cualquier reacción de la autoridad se 
considera legít ima en esta materia. De esa cuenta, la Corte no puede soslayar la 
just ificación que habrían tenido los reclamos realizados por los propietarios o 
legít imos poseedores, derivado de la afectación que supondrían las tomas u 
ocupaciones emprendidas. Ante ello, la actuación de las autoridades se tornaba 
imprescindible, no para rest r ingir desproporcionadamente el ejercicio de los derechos 
de quienes protestaban pacíficamente, como sucedió en el caso concreto mediante 
el empleo del Derecho Penal, sino para abordar y gest ionar, dent ro de los parámetros 
de la Convención, el conflicto suscitado. Tal abordaje debería incluir no solo 
respuestas que consideren la específica situación originada por la confrontación de 
derechos o intereses de dist intas personas o grupos sociales, sino, más aún, que 
at iendan a los factores o problemas que habrían mot ivado los actos de protesta y 
que serían, precisamente, el objeto de los reclamos y reivindicaciones efectuadas.

Corte I DH. Caso Pueblo I ndígena U'w a y sus m iem bros Vs. Colom bia. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 4  de julio de 2 0 2 4 . Serie C No. 5 3 0 5 5 .

234. Dicho esto, el derecho de reunión no es absoluto y puede estar sujeto a 
rest r icciones. El art ículo 15 de la Convención señala que el derecho de reunión sólo 
puede estar sujeto a las rest r icciones previstas por la ley, que sean necesarias en 
una sociedad democrát ica, en interés de la seguridad nacional, de la seguridad o del 
orden públicos, o para proteger la salud o la moral públicas o los derechos o libertades 
de los demás. La rest r icción del ejercicio del derecho de reunión basado en amenazas 
a la “seguridad pública”  sólo debe invocarse cuando la reunión cree un peligro 
significat ivo e inmediato para la vida o la integridad física de las personas o un r iesgo 
de daños graves a sus bienes. La imposición de rest r icciones a las reuniones pacíficas 
tampoco debe basarse en nociones vagas sobre necesidades de “orden público” . En 
cuanto a la “seguridad nacional” , sólo puede ser invocada para just ificar lim itaciones 
necesarias para proteger la existencia de la nación, su integridad terr itor ial o su 
independencia polít ica cont ra la fuerza o la amenaza de la fuerza. 

55 El caso t rata, ent re ot ros, sobre la responsabilidad internacional del Estado por la falta de eficacia en 
resolver la clar if icación de los t ítulos coloniales del Pueblo U’wa, la autor ización de proyectos ext ract ivos 
en su terr itor io sin realizar consulta previa y las form as com o el Estado m anejó las protestas en cont ra de 
estas acciones. Se puede un resum en oficial de la sentencia en el siguiente enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_530_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_530_esp.pdf
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( En un sent ido sim ilar, ver entre otros: Caso Mujeres Víct im as de Tortura Sexual en 
Atenco Vs. México. Excepción Prelim inar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 2 8  de noviem bre de 2 0 1 8 . Serie C No. 3 7 1 , párr. 2 3 4 5 6)

234. Las manifestaciones pacíficas de protesta no deben ser interpretadas per se
como una amenaza al orden público, por lo que debe presumirse su licitud, salvo 
fundada razón en cont rario. Lo anterior refleja una perspect iva direccionada a la 
const rucción y fortalecim iento de la part icipación polít ica ciudadana. Como sucede 
con ot ros derechos con una dimensión social, la violación de los derechos de reunión 
y de libertad de pensamiento y de expresión de los part icipantes en una 
manifestación pública por parte de las autoridades “ t iene graves efectos inhibitorios 
[ chilling effect ]  sobre futuras reuniones o asambleas” , ya que lleva a que las personas 
se abstengan de ejercer sus derechos para evitar consecuencias. Además, es 
cont rario a la obligación posit iva del Estado de facilitar y crear entornos propicios 
para que las personas puedan ejercer efect ivamente su derecho de reunión.

235. En suma, el Estado debe perm it ir  y facilitar la realización de manifestaciones 
pacíficas de protesta, y en los casos en los que se just ifique la imposición de 
rest r icciones, éstas deben estar prevista por la ley, perseguir un fin legít imo y cumplir 
con los requisitos de necesidad y proporcionalidad. El Estado debe cumplir con su 
deber de proteger a quienes no se manifiestan –incluidas las personas involucradas 
en tareas periodíst icas y de supervisión y observación— y a los bienes públicos y 
privados. En los casos en los que el Estado no esté en capacidad de proteger a los 
manifestantes y al público en general, medidas como el aplazamiento o la reubicación 
de la reunión pueden estar just ificadas.

Restricción del derecho a la libertad de asociación 

Corte I DH. Caso Baena Ricardo y otros Vs. Panam á. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 2  de febrero de 2 0 0 1 . Serie C No. 7 2 5 7.

168. La Convención Americana es muy clara al señalar, en el art ículo 16, que la 
libertad de asociación sólo puede estar sujeta a rest r icciones previstas por la ley, que 
sean necesarias en una sociedad democrát ica, y que se establezcan en interés de la 
seguridad nacional, del orden público, de la salud o de la moral públicas o de los 
derechos o libertades de los demás.

169. Es importante aclarar que la expresión “ ley”  señalada en el art ículo 16 de la 
Convención, debe interpretarse de acuerdo con lo establecido anteriormente por este 
Tribunal, a saber:

[ …]  no es posible interpretar la expresión leyes, ut ilizada en el art ículo 30 [ de la 
Convención] , como sinónimo de cualquier norma jurídica, pues ello equivaldría a 
admit ir que los derechos fundamentales pueden ser rest r ingidos por la sola 
determ inación del poder público, sin ot ra lim itación formal que la de consagrar tales 
rest r icciones en disposiciones de carácter general. Tal interpretación conduciría a 
desconocer lím ites que el derecho const itucional democrát ico ha establecido desde 
que, en el derecho interno, se proclamó la garant ía de los derechos fundamentales 
de la persona;  y no se compadecería con el Preámbulo de la Convención Americana, 
según el cual “ los derechos esenciales del hombre... t ienen como fundamento los 
at r ibutos de la persona humana, razón por la cual just ifican una protección 

56 El caso t rata sobre la responsabilidad internacional del Estado por la represión de m anifestaciones 
públicas. La Corte en su sentencia estableció la v iolación, ent re ot ros, del derecho de reunión, integr idad 
y protección judicial y garant ías judiciales. Se puede un resum en oficial de la sentencia en el siguiente 
enlace:  ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_371_esp.pdf
57 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por el despido arbit rar io a 270 em pleados 
públicos, así com o a la falta de un debido proceso que am pare sus reclam os. La Corte estableció en su 
sentencia la v iolación, ent re ot ros, del derecho de reunión, asociación, legalidad y ret roact iv idad, 
protección judicial y garant ías judiciales. Se puede revisar un detalle del caso en el siguiente enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 222&lang= es

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_371_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=222&lang=es
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internacional, de naturaleza convencional coadyuvante o complementaria de la que 
ofrece el derecho interno de los Estados americanos” .

La expresión leyes, en el marco de la protección a los derechos humanos, carecería 
de sent ido si con ella no se aludiera a la idea de que la sola determ inación del poder 
público no basta para rest r ingir tales derechos. Lo cont rario equivaldría a reconocer 
una virtualidad absoluta a los poderes de los gobernantes frente a los gobernados. 
En cambio, el vocablo leyes cobra todo su sent ido lógico e histórico si se le considera 
como una exigencia de la necesaria lim itación a la interferencia del poder público en
la esfera de los derechos y libertades de la persona humana. 

170. Asim ismo, la Convención no se lim ita a exigir la existencia de una ley para que 
sean jurídicamente lícitas las rest r icciones al goce y ejercicio de los derechos y 
libertades, sino que requiere que las leyes se dicten por razones de interés general 
y con el propósito para el cual han sido establecidas.   

Corte I DH. Caso Huilca Tecse Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 3  de m arzo de 2 0 0 5 . Serie C No. 1 2 1 .5 8

69. El art ículo 16.1 de la Convención comprende el “derecho a asociarse libremente 
con fines ideológicos, religiosos, polít icos, económicos, laborales, sociales, culturales, 
deport ivos o de cualquier ot ra índole” . Estos térm inos establecen literalmente que 
quienes están bajo la protección de la Convención t ienen no sólo el derecho y la 
libertad de asociarse libremente con ot ras personas, sin intervención de las 
autoridades públicas que lim iten o entorpezcan el ejercicio del respect ivo derecho, lo 
que representa, por lo tanto, un derecho de cada individuo. Además, gozan del 
derecho y la libertad de buscar la realización común de un fin lícito, sin presiones o 
int rom isiones que puedan alterar o desnaturalizar su finalidad. Por lo tanto, la 
ejecución de un líder sindical, en un contexto como el del presente caso, no rest r inge 
sólo la libertad de asociación de un individuo, sino también el derecho y la libertad 
de determ inado grupo a asociarse libremente, sin m iedo o temor, de donde resulta 
que el derecho protegido por el art ículo 16 t iene un alcance y un carácter especial. 
Se ponen así de manifiesto las dos dimensiones de la libertad de asociación.

70. En su dimensión individual, la libertad de asociación, en materia laboral, no se 
agota con el reconocim iento teórico del derecho a formar sindicatos, sino que 
comprende además, inseparablemente, el derecho a ut ilizar cualquier medio 
apropiado para ejercer esa libertad. Cuando la Convención proclama que la libertad 
de asociación comprende el derecho de asociarse libremente con fines “de cualquier 
[ …]  índole” , está subrayando que la libertad para asociarse y la persecución de ciertos 
fines colect ivos son indivisibles, de modo que una rest r icción de las posibilidades de 
asociarse representa directamente, y en la m isma medida, un lím ite al derecho de la 
colect ividad de alcanzar los fines que se proponga. De ahí la importancia de la 
adecuación con la Convención del régimen legal aplicable a los sindicatos y de las 
acciones del Estado, o que ocurran con tolerancia de éste, que pudieran hacer 
inoperante este derecho en la práct ica.

71. En su dimensión social la libertad de asociación es un medio que perm ite a los 
integrantes de un grupo o colect ividad laboral alcanzar determ inados fines en 
conjunto y beneficiarse de los m ismos.

58 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado peruano por la ejecución ext rajudicial de 
Pedro Crisólogo Huilca Tecse producto de una operación de inteligencia m ilitar , así com o la ineficacia de 
las autor idades e inst ituciones nacionales para invest igar estos hechos y sancionar a los responsables. La 
Corte estableció en su sentencia la v iolación, ent re ot ros, del derecho a la vida, integr idad, asociación, 
protección judicial y garant ías judiciales. Se puede revisar un detalle del caso en el siguiente enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 250&lang= es

https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=250&lang=es
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72. Las dos dimensiones mencionadas [ ...] de la libertad de asociación deben ser 
garant izadas simultáneamente, sin perjuicio de las rest r icciones perm it idas en el 
inciso 2 del art ículo 16 de la Convención.

74. La Corte recuerda lo señalado en el Protocolo de San Salvador de 17 de 
noviembre de 1988 y en el Convenio No. 87 de la OI T relat ivo a la Libertad Sindical 
y a la Protección del Derecho de Sindicación de 17 de junio de 1948, los cuales en 
sus art ículos 8.1.a y 11, respect ivamente, comprenden la obligación del Estado de 
perm it ir  que los sindicatos, federaciones y confederaciones funcionen libremente. El 
Perú rat ificó el Convenio No. 87 de la OI T el 2 de marzo de 1960.

77. Este Tribunal considera que el contenido de la libertad sindical, una forma de la 
libertad de asociación, implica la potestad de elección respecto de cómo ejercerla. En 
este sent ido, un individuo no goza del pleno ejercicio del derecho a la libertad de 
asociación, si en realidad esta potestad es inexistente o se reduce de tal forma que 
no pueda ponerla en práct ica. El Estado debe garant izar que las personas puedan 
ejercer libremente su libertad sindical sin temor de que serán sujetos a violencia 
alguna, de lo cont rario, se podría dism inuir la capacidad de las agrupaciones de 
organizarse para la protección de sus intereses.

Corte I DH. Caso Escher y otros Vs. Brasil. Excepciones Prelim inares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 6  de julio de 2 0 0 9 . Serie C No. 2 0 0 .5 9

170. La Corte ha señalado que el art ículo 16.1 de la Convención Americana establece 
que quienes están bajo la jur isdicción de los Estados Partes t ienen el derecho de 
asociarse libremente con ot ras personas, sin intervención de las autoridades públicas 
que lim iten o entorpezcan el ejercicio del referido derecho. Se t rata, pues, del 
derecho a agruparse con la finalidad de buscar la realización común de un fin lícito, 
sin presiones o int rom isiones que puedan alterar o desnaturalizar dicha finalidad.

171. Además de las obligaciones negat ivas mencionadas, la Corte I nteramericana ha 
observado que de la libertad de asociación también se derivan obligaciones posit ivas 
de prevenir los atentados cont ra la m isma, proteger a quienes la ejercen e invest igar 
las violaciones a dicha libertad. Estas obligaciones posit ivas deben adoptarse incluso 
en la esfera de relaciones ent re part iculares, si el caso así lo amerita.

172. En el presente caso, según la Comisión y los representantes, la alegada violación 
a la libertad de asociación estaría vinculada al t rabajo de promoción y defensa de los 
derechos humanos en lo que se refiere a t rabajadores rurales. Al respecto, como ha 
destacado este Tribunal, los Estados t ienen el deber de facilitar los medios necesarios 
para que los defensores de derechos humanos realicen libremente sus act ividades;  
protegerlos cuando son objeto de amenazas para evitar atentados a su vida e 
integridad personal;  abstenerse de imponer obstáculos que dificulten la realización 
de su labor, e invest igar seria y eficazmente las violaciones comet idas en su cont ra, 
combat iendo la impunidad.

173. La Corte destaca que la Convención Americana reconoce el derecho de asociarse 
libremente, y al m ismo t iempo establece que el ejercicio de tal derecho puede estar 
sujeto a rest r icciones previstas por ley, que persigan un fin legít imo y que, en 
definit iva, resulten necesarias en una sociedad democrát ica. En ese sent ido, el 
sistema establecido por la Convención resulta equilibrado e idóneo para armonizar el 
ejercicio del derecho de asociación con la necesidad de prevenir e invest igar 
eventuales conductas que el derecho interno califica como delict ivas.

59 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la interceptación, m onitoreo y 
divulgación de conversaciones telefónicas, de Ar lei José Escher, Dalton Luciano de Vargas, Delfino José 
Becker, Pedro Alves Cabral y Celso Aghinoni, por parte de la Policía Militar  del estado de Paraná. La Corte 
en su sentencia estableció la v iolación, ent re ot ros, del derecho a la libertad de asociación, protección 
judicial y garant ías judiciales. Se puede revisar un detalle del caso en el siguiente enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 277&lang= es

https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=277&lang=es
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Corte I DH. Caso Masacres de Río Negro Vs. Guatem ala. Excepción 
Prelim inar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4  de sept iem bre de 
2 0 1 2 . Serie C No. 2 5 0 .6 0

167. El art ículo 16.1 de la Convención Americana establece que quienes están bajo 
la jur isdicción de los Estados Partes t ienen el derecho y la libertad de asociarse 
libremente con ot ras personas, sin intervención de las autoridades públicas que 
lim iten o entorpezcan el ejercicio del referido derecho. Se t rata, pues, del derecho a 
agruparse con la finalidad de buscar la realización común de un fin lícito, sin presiones 
o int rom isiones que puedan alterar o desnaturalizar dicha finalidad. Asim ismo, el 
art ículo 16.2 de dicho t ratado establece que el ejercicio del derecho a asociarse 
libremente “sólo puede estar sujeto a las rest r icciones previstas por la ley que sean 
necesarias en una sociedad democrát ica, en interés de la seguridad nacional, de la 
seguridad o del orden públicos, o para proteger la salud o la moral públicas o los 
derechos y libertades de los demás” .

Corte I DH. Caso Escaleras Mej ía y otros Vs. Honduras. Sentencia de 2 6  de 
sept iem bre de 2 0 1 8 . Serie C No. 3 6 1 .6 1

63. Este Tribunal ha indicado que el art ículo 16.1 de la Convención implica el derecho 
y libertad de asociarse sin intervención de autoridades públicas que lim iten o 
dificulten ese derecho (obligación negat iva) , así como el deber estatal de prevenir 
los atentados cont ra la m isma, proteger a quienes la ejercen e invest igar las 
violaciones de dicha libertad (obligaciones posit ivas) . En ese sent ido, la Corte 
recuerda que la libertad de asociación solo puede ejercerse en una situación en la 
que se respete y garant ice plenamente los derechos humanos, en part icular los 
relat ivos a la vida y a la seguridad de la persona. Una afectación al derecho a la vida 
at r ibuible al Estado podría generar, a su vez, una violación del art ículo 16.1 de la 
Convención Americana, cuando la m isma encuent re como mot ivo el ejercicio legít imo 
del derecho a la libertad de asociación de la víct ima.

60 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la com isión de cinco m asacres en 
cont ra de los m iem bros de la com unidad de Río Negro ejecutadas por el Ejército de Guatem ala y m iem bros 
de las Pat rullas de Autodefensa Civil en los años 1980 y 1982, así com o a la persecución y elim inación de 
sus m iem bros. En su sentencia la Corte estableció la v iolación, ent re ot ros, de los derechos del niño, 
derecho a la propiedad pr ivada, protección a la fam ilia, honra y dignidad, derecho al nom bre, igualdad 
ante la ley, derecho de circulación y residencia, protección judicial,  reconocim iento de la personalidad 
jurídica, v ida, integr idad personal, libertad personal, y garant ías judiciales. Se puede revisar un detalle 
del caso en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 224&lang= es
61 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la m uerte del defensor am bientalista 
Carlos Escaleras Mej ía, ocurr ida el 18 de octubre de 1997, y la situación de im punidad parcial en la que 
se encuent ra ese hecho. La Corte en su sentencia estableció la v iolación, ent re ot ros, a la v ida, integr idad, 
derechos polít icos, libertad de asociación, protección judicial y garant ías judiciales. Se puede consultar un 
resum en oficial de la sentencia en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_361_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=224&lang=es
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_361_esp.pdf
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Corte I DH. Derechos a la libertad sindical, negociación colect iva y huelga, y 
su relación con otros derechos, con perspect iva de género ( interpretación y 
alcance de los art ículos 1 3 , 1 5 , 1 6 , 2 4 , 2 5  y 2 6 , en relación con los art ículos 
1 .1  y 2  de la Convención Am ericana sobre Derechos Hum anos, de los 
art ículos 3 , 6 , 7  y 8  del Protocolo de San Salvador, de los art ículos 2 , 3 , 4 , 5  
y 6  de la Convención de Belem  do Pará, de los art ículos 3 4 , 4 4  y 4 5  de la 
Carta de la Organización de los Estados Am ericanos, y de los art ículos I I , I V, 
XI V, XXI  y XXI I  de la Declaración Am ericana de los Derechos y Deberes del 
Hom bre) . Opinión Consult iva OC- 2 7 / 2 1  de 5  de m ayo de 2 0 2 1 . Serie A No. 
2 7 .6 2

76. [ ...] , respecto al derecho de sindicación de las fuerzas armadas, el Tribunal 
coincide con el Comité de Libertad Sindical en el sent ido que “debería darse una 
definición rest r ict iva de los m iembros de las fuerzas armadas que pueden ser 
excluidos de la aplicación del Convenio [ ...]  en caso de duda los t rabajadores 
deberían tener consideración de civiles” . En ese sent ido, el Tribunal advierte que, 
dado que la categoría de “personal de fuerzas armadas”  debe ser interpretado de 
manera rest r ict iva, el personal civil de las fuerzas armadas, como con aquellos de los 
establecim ientos manufactureros de fuerzas armadas, del banco del ejército, o civiles 
empleados por el ejército, deben tener derecho a formar sindicatos. En caso de duda, 
los t rabajadores y las t rabajadoras deben ser considerados civiles.

77. Asim ismo, esta Corte no puede dejar de advert ir  que los integrantes de las 
fuerzas armadas y el personal policial cumplen funciones por completo diferentes, 
dado que a los primeros corresponde en primer térm ino velar por la defensa nacional 
y a los segundos velar por la seguridad pública y la prevención e invest igación o 
función auxiliar en la invest igación de delitos. Por ende, debe reconocerse que la 
función policial es básicamente civil,  con las lim itaciones indispensables impuestas 
por el cumplim iento de su función, en part icular en lo referente al derecho de huelga, 
que debe estar lim itado por t ratarse de una categoría part icular de t rabajadores y de 
t rabajadoras de servicios públicos indispensables. En cualquier caso, los Estados 
deben garant izar que los t rabajadores y las t rabajadoras policiales gocen del derecho 
a organizarse para discut ir  ent re ellos sus condiciones de t rabajo, a pet icionar a sus 
superiores y a las autoridades y a expresarse públicamente en forma pacífica, todo 
lo cual es indispensable para desarrollar su conciencia profesional.

103. En relación con los t rabajadores y las t rabajadoras que brinden servicios 
esenciales, ha de estarse al sent ido est r icto del térm ino, esto es, aquellos que 
proveen servicios cuya interrupción conlleva una amenaza evidente e inm inente a la 
vida, la seguridad, la salud o la libertad de toda o parte de la población (por ejemplo, 
aquellos que laboran en el servicio hospitalario, los servicios de elect r icidad, o los 
servicios de abastecim iento de agua) . En este aspecto, el Tribunal constata la 
necesidad de que existan garant ías compensatorias a favor de aquellos servicios 
considerados esenciales y para la función pública, de forma que la lim itación al 
derecho de huelga deberá estar acompañada de procedim ientos de conciliación y 
arbit raje adecuados, imparciales y rápidos en los que los interesados puedan 
part icipar en todas las etapas, y en que los laudos dictados sean aplicados por 
completo y rápidamente. 

104. Asim ismo, en relación con los servicios esenciales, la Corte destaca que los 
Estados deberán buscar soluciones sust itut ivas para aquellos casos en que la 
prohibición total de la huelga se pueda evitar cuando un servicio m ínimo fuese una 
solución adecuada para garant izar las necesidades básicas de los usuarios o el 
funcionamiento seguro de las instalaciones en que se presta el servicio considerado 

62 La Opinión Consult iva OC-27/ 21 t rata sobre el alcance de las obligaciones de los Estados, bajo el sistem a 
interam ericano, sobre las garant ías a la libertad sindical,  su relación con ot ros derechos y aplicación desde 
una perspect iva de género. Puede consultar el resum en oficial de la sentencia en el siguiente enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ opiniones/ resum en_seriea_27_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/resumen_seriea_27_esp.pdf
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como “esencial” . En este sent ido, cabe resaltar que el servicio m ínimo debe lim itarse 
a las operaciones que sean necesarias para sat isfacer las necesidades básicas de la 
población o las exigencias m ínimas del servicio, garant izando que el alcance de los 
servicios m ínimos no tenga como resultado que la huelga sea inoperante. Las 
negociaciones sobre los servicios m ínimos deben celebrarse antes de haberse 
producido un conflicto laboral, de modo que todas las partes interesadas (autoridades 
públicas, organizaciones de t rabajadores y t rabajadoras y de empleadores y 
empleadoras)  puedan negociar con la objet ividad y la serenidad posibles. 

105. Por ot ro lado, este Tribunal considera posible que los Estados establezcan el 
cumplim iento de ciertas condiciones previas en el marco de la negociación colect iva 
antes de optar por el mecanismo de la huelga en defensa de los t rabajadores y las 
t rabajadoras. Sin embargo, estas condiciones deben ser razonables y en ningún 
momento deben afectar el contenido esencial del derecho de huelga, o la autonomía 
de las organizaciones sindicales. 

114. La Corte destaca que el ejercicio del derecho a la libertad sindical, negociación 
colect iva y huelga solo puede estar sujeto a las lim itaciones y rest r icciones previstas 
por la ley, siempre que estas sean propias en una sociedad democrát ica, necesarias 
para salvaguardar el orden público, para proteger la salud o la moral públicas, así
como los derechos y las libertades de los demás. Sin embargo, las rest r icciones que 
se establezcan al ejercicio de estos derechos se deben interpretar de manera 
rest r ict iva, en aplicación del principio pro persona, y no deben privarlos de su 
contenido esencial o bien reducir los de forma tal que carezcan de valor práct ico. En 
este sent ido, es fundamental recalcar que, en el marco de protección del Sistema 
I nteramericano, los m iembros de las fuerzas armadas y de policía, los funcionarios 
públicos que ejercen funciones de autoridad en nombre del Estado, al igual que en 
los de servicios públicos esenciales, podrán estar sujetos a rest r icciones especiales 
por parte de los Estados en el ejercicio de sus derechos, en los térm inos establecidos 
anteriormente [ ...] . Esto no obsta a que las rest r icciones, para ser convencionales, 
deben perseguir un fin legít imo, cumplir con el requisito de idoneidad, y las medidas 
impuestas deben ser necesarias y proporcionales. 

Restricción del derecho a la vida fam iliar  

Corte I DH. Derechos y garant ías de niñas y niños en el contexto de la 
m igración y/ o en necesidad de protección internacional. Opinión Consult iva 
OC- 2 1 / 1 4  de 1 9  de agosto de 2 0 1 4 . Serie A No. 2 1 .

274. Bajo las consideraciones precedentes, el derecho de la niña o del niño a la 
protección de la fam ilia, y en part icular al disfrute de la vida de fam ilia manteniendo 
la unidad fam iliar en la mayor medida posible, siempre prevalecería excepto en 
aquellos casos en los cuales la separación de la niña o del niño de uno o ambos 
progenitores sería necesaria en función de su interés superior. No obstante, el 
derecho a la vida fam iliar de la niña o del niño per se no supera la facultad de los 
Estados de implementar sus propias polít icas m igratorias en consonancia con los 
derechos humanos, en el marco de los procedim ientos relat ivos a una expulsión de 
uno o ambos progenitores. Lo cierto es que la propia Convención sobre los Derechos 
del Niño también contempla la posibilidad de separación fam iliar a raíz de la 
deportación de uno o ambos progenitores.

275. Por consiguiente, es posible ident ificar que surgen dos intereses conflict ivos en 
los casos en que debe adoptarse una decisión respecto a la eventual expulsión de 
uno o ambos progenitores:  (a)  la facultad del Estado implicado de implementar su 
propia polít ica m igratoria para alcanzar fines legít imos que procuren el bienestar 
general y la vigencia de los derechos humanos, y (b)  el derecho de la niña o del niño 
a la protección de la fam ilia y, en part icular, al disfrute de la vida de fam ilia 
manteniendo la unidad fam iliar en la mayor medida posible. No obstante, las 
exigencias del bienestar general no debe en forma alguna ser interpretada de manera 
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tal que habilite cualquier viso de arbit rariedad en det r imento de los derechos. A fin 
de sopesar los intereses en conflicto, es necesario evaluar que la medida:  esté 
prevista en ley  y cumpla con los requisitos de (a)  idoneidad, (b)  necesidad y (c)  
proporcionalidad, es decir, debe ser necesaria en una sociedad democrát ica.

276. En cuanto al requisito de idoneidad, la medida debe perseguir un fin legít imo,
es decir, una finalidad acorde con la Convención Americana. No obstante, debido a 
la naturaleza de los derechos que pueden resultar afectados, no puede atender 
cualquier finalidad sino que debe sat isfacer un interés público imperat ivo.

277. La medida debe ser necesaria en el sent ido que, dent ro del universo de medidas 
posibles, no exista ot ra que sea igualmente efect iva y que resulte menos gravosa 
respecto del derecho de la niña o del niño a la protección de la fam ilia y, en part icular, 
al mantenim iento de la unidad fam iliar. Para ello, evidentemente, los Estados deben 
contemplar medidas alternat ivas a la expulsión que faciliten la unidad fam iliar y la 
regularización m igratoria.

278. Finalmente, la medida debe ser proporcionada en sent ido est r icto, por lo tanto 
debe ser la que rest r inge en menor grado el derecho protegido y se ajuste 
est rechamente al logro del objet ivo legít imo. En efecto, para evaluar los intereses en 
conflicto, es preciso tener en cuenta que una expulsión puede tener efectos 
perjudiciales sobre la vida, bienestar y desarrollo de la niña o del niño, por lo que el 
interés superior debe ser una consideración primordial. De este modo, dado que en 
abst racto la expulsión de uno o ambos progenitores práct icamente en ninguna 
circunstancia redundaría en el interés superior de la niña o del niño sino que lo 
afectaría, se impone al correspondiente Estado la obligación de realizar una adecuada 
y r igurosa o est r icta ponderación ent re la protección de la unidad fam iliar y los 
intereses estatales legít imos, correspondiendo determ inar, en el contexto de cada 
caso concreto, que la expulsión de uno o ambos progenitores, no conlleve una 
injerencia abusiva o arbit raria en la vida fam iliar de la niña o del niño.

279. A tal fin, el Estado tendrá subsiguientemente que evaluar las circunstancias 
part iculares de las personas concernidas, ent re las cuales destaca:  (a)  la historia 
inm igratoria, el lapso temporal de la estadía y la extensión de los lazos del progenitor 
y/ o de su fam ilia con el país receptor;  (b)  la consideración sobre la nacionalidad,
guarda y residencia de los hijos de la persona que se pretende expulsar;  (c)  el alcance 
de la afectación que genera la ruptura fam iliar debido a la expulsión, incluyendo las
personas con quiénes vive la niña o el niño, así como el t iempo que ha permanecido 
en esta unidad fam iliar, y (d)  el alcance de la perturbación en la vida diaria de la niña 
o del niño si cambiara su situación fam iliar debido a una medida de expulsión de una 
persona a cargo de la niña o del niño, de forma tal de ponderar est r ictamente dichas 
circunstancias a la luz del interés superior de la niña o del niño en relación con el 
interés público imperat ivo que se busca proteger.

280. En aquellos supuestos en que la niña o el niño t iene derecho a la nacionalidad 
–originaria, por naturalización o por cualquier ot ra causa establecida en la legislación 
interna– del país del cual uno o ambos progenitores pueden ser expulsados a raíz de 
una situación m igratoria irregular, o bien cumple con las condiciones legales para 
residir permanentemente allí, resulta axiomát ico que la niña o el niño conserva el 
derecho a seguir disfrutando de su vida fam iliar en el referido país y, como 
componente de ello, el disfrute mutuo de la convivencia ent re padres e hijos. La Corte 
encuent ra, en aplicación de los criterios sentados, que la ruptura de la unidad fam iliar 
a t ravés de la expulsión de uno o ambos progenitores por infracciones m igratorias 
relacionadas con el ingreso o permanencia resulta desproporcionada en estos 
supuestos, pues el sacrificio inherente a la rest r icción del derecho a la vida fam iliar 
que puede t raer aparejado repercusiones en la vida y el desarrollo de la niña o del 
niño aparece como irrazonable o desmedido frente a las ventajas que se obt ienen al 
forzar al progenitor a abandonar el terr itor io por causa de una infracción de carácter 
administ rat ivo.
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281. En definit iva, la Corte es de la opinión que cualquier órgano administ rat ivo o 
judicial que deba decidir acerca de la separación fam iliar por expulsión mot ivada por 
la condición m igratoria de uno o ambos progenitores debe, al emplear el análisis de 
ponderación, contemplar las circunstancias part iculares del caso concreto y 
garant izar, del m ismo modo, una decisión individual, de acuerdo a los parámetros 
desarrollados en los párrafos precedentes, evaluando y determ inando el interés 
superior de la niña o del niño.

282. En esta línea, la Corte est ima esencial que, al realizar tal evaluación, los Estados 
aseguren el derecho de las niñas y niños de tener la oportunidad de ser oídos en 
función de su edad y madurez  y que su opinión sea debidamente tenida en cuenta 
en aquellos procedim ientos administ rat ivos o judiciales en los cuales se pueda 
adoptar una decisión que implique la expulsión de sus progenitores. En el caso en 
que la niña o el niño es nacional del país receptor, pero uno o ninguno de sus padres 
lo es, escuchar a la niña o al niño es necesario para entender el impacto que una 
medida de expulsión del progenitor podría generar sobre la m isma o el m ismo. A su 
vez, otorgarle a la niña o al niño el derecho a ser oído es fundamental para determ inar 
si hay una alternat iva más apropiada a su interés superior.

Corte I DH. Caso López y otros Vs. Argent ina. Excepciones Prelim inares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 5  de noviem bre de 2 0 1 9 . Serie 
C No. 3 9 6 . 6 3

171. [ L] a Corte recuerda que las injerencias al derecho a la vida fam iliar recubren 
mayor gravedad cuando afectan los derechos de las niñas y niños. Según lo 
establecido en el art ículo 19 de la Convención y de acuerdo al corpus iuris
internacional referente a los derechos de niñas y niños, existe una obligación de los 
Estados de escuchar a las niñas y niños en los procesos en los cuales se ven 
determ inados o afectados sus derechos y ponderar su interés superior ante la medida 
más rest r ict iva de t raslado de sus padres a cent ros de detención muy lejanos. En ese 
sent ido, la Convención sobre los Derechos del Niño establece en su art ículo 9 que se 
respetará el derecho del niño que esté separado de uno o de ambos padres a 
mantener relaciones personales y contacto directo con ambos padres de modo 
regular, salvo si ello es cont rario al interés superior del niño.

172. Al respecto, el objet ivo general de proteger el principio del interés superior del 
niño es, en sí m ismo, un fin legít imo y es, además, imperioso. En el m ismo sent ido, 
conviene observar que para asegurar, en la mayor medida posible, la prevalencia del 
interés superior del niño, el preámbulo de la Convención sobre los Derechos del Niño 
establece que éste requiere cuidados y asistencia especiales, y el art ículo 19 de la 
Convención Americana señala que debe recibir “medidas especiales de protección” .

246. La Corte concluye que al adoptar la decisión administ rat iva o judicial que 
establece el lugar de cumplim iento de pena o el t raslado de la persona privada de 
libertad, es necesario tener en consideración, ent re ot ros factores, que:  i)  la pena 
debe tener como objet ivo principal la readaptación o reintegración del interno;  ii)  el 
contacto con la fam ilia y el mundo exterior es fundamental en la rehabilitación social 
de personas privadas de libertad. Lo anterior incluye el derecho a recibir visitas de 
fam iliares y representantes legales;  iii)  la rest r icción a las visitas puede tener efectos 
en la integridad personal de la persona privada de libertad y de sus fam ilias;  iv)  la 
separación de personas privadas de la libertad de sus fam ilias de forma injust ificada, 
implica una afectación al art ículo 17.1 de la Convención y eventualmente también al 
art ículo 11.2;  v)  en caso de que la t ransferencia no haya sido solicitada por la persona 
privada de libertad, se debe, en la medida de lo posible, consultarla sobre cada

63 El caso t rata sobre la responsabilidad internacional del Estado por diversas violaciones de derechos de 
personas pr ivadas de libertad. La Corte estableció en su sentencia la v iolación, ent re ot ros, del derecho a 
la integr idad, v ida pr ivada, protección de la fam ilia, protección judicial y garant ías judiciales. Se puede 
consultar un resum en oficial de la sentencia en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_396_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_396_esp.pdf


63

CUADERNILLOS DE JURISPRUDENCIA DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

traslado de una prisión a ot ra y establecer la posibilidad de cont rol judicial previo al 
t raslado en caso de oposición. 

Corte I DH. Caso María y otros Vs. Argent ina. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 2 2  de agosto de 2 0 2 3 . Serie C No. 4 9 4 6 4

91. El art ículo 9 de la Convención de los Derechos del Niño establece como obligación
del Estado velar porque los niños, niñas y adolescentes no sean separados de sus padres 
contra la voluntad de éstos, excepto cuando, a reserva de revisión judicial, las 
autoridades competentes determinen, de conformidad con la ley y los procedimientos 
aplicables, que tal separación es necesaria para el interés superior del niño, niña o 
adolescente. Esta Corte ya ha indicado que la separación de niños, niñas o adolescentes 
de su familia puede const ituir una violación del derecho de protección a la familia, pues 
inclusive las separaciones legales del niño de su familia de origen solo proceden si están 
debidamente just ificadas en el interés superior del niño, niña o adolescentes, son 
excepcionales y, en lo posible, temporales. 

92. De conformidad a la jurisprudencia constante de este Tribunal, para que una 
restricción a un derecho sea compatible con la Convención Americana, esta debe cumplir 
diversos requisitos. En primer lugar, la restricción debe estar fundada en una ley. [ …] .

Restricciones a los derechos de las personas privadas de libertad 

Corte I DH. Caso López y otros Vs. Argent ina. Excepciones Prelim inares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 5  de noviem bre de 2 0 1 9 . Serie 
C No. 3 9 6 . 6 5

121. La Corte debe analizar los t raslados objeto del presente caso y, siguiendo lo 
establecido por su jurisprudencia, verificar si representaron una rest r icción de 
derecho, si esa rest r icción estaba prevista en la ley, si fue abusiva o arbit raria, si 
perseguía un fin legít imo y cumplió con los requisitos de idoneidad, necesidad y 
proporcionalidad.

123. El cr iter io de legalidad, previsto en el art ículo 30 de la Convención Americana,
establece que cualquier medida rest r ict iva de un derecho debe estar prevista en la 
ley. Así, por ejemplo, cuest iones tales como los t raslados de personas privadas de la 
libertad de una cárcel a ot ra que generan afectaciones a la integridad personal o que 
separan a las fam ilias, deben ser previstas en la normat iva interna del Estado.

143. En lo que respecta al fin legít imo perseguido, la Corte toma nota de que el
argumento usado por el Estado, así como por los jueces en sede interna, se funda 
en la discrecionalidad del Servicio Penitenciario Federal de establecer las mejores 
condiciones de ejecución de la pena, en atención a su fin de readaptación social, 
propio del cumplim iento de las penas, al no haber establecim ientos adecuados en la 
provincia de Neuquén.

152. Finalmente, en lo que respecta al requisito de idoneidad, necesidad y 
proporcionalidad de la medida, la Corte observa que las decisiones en el marco de 
las solicitudes de t raslado y recursos de habeas corpus interpuestos, así como las 
respect ivas decisiones de casación, usaron como argumento las condiciones de 

64 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la separación del niño Mariano de su 
m adre María, de 13 años de edad al m om ento del parto, y su perm anencia con una fam ilia diferente a su 
fam ilia de or igen por m ás de ocho años y hasta la actualidad. Puede consultar el resum en oficial de la 
sentencia en el siguiente enlace:  ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_494_esp.pdf
65 El caso t rata sobre la responsabilidad internacional del Estado por diversas violaciones de derechos de 
personas pr ivadas de libertad. La Corte estableció en su sentencia la v iolación, ent re ot ros, del derecho a 
la integr idad, v ida pr ivada, protección de la fam ilia, protección judicial y garant ías judiciales. Se puede 
consultar un resum en oficial de la sentencia en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_396_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_494_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_396_esp.pdf
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cumplim iento de la pena de manera general e, inclusive, repet ían la forma en la cual 
las decisiones se argumentaban sin importar, en lo general, la circunstancia fáct ica 
o jurídica de cada caso. Es decir, no hicieron un examen part icular respecto a las 
condiciones carcelarias en las cuales cada una de las víct imas se encont raba.

Restricción del derecho a la nacionalidad

Corte I DH. Caso Habbal y otros Vs. Argent ina. Excepciones Prelim inares y 
Fondo. Sentencia de 3 1  de agosto de 2 0 2 2 . Serie C No. 4 6 3 .6 6

91. En relación con lo anterior, este Tribunal ha establecido que la nacionalidad, 
conforme se acepta mayoritar iamente, debe ser considerada como un estado natural 
del ser humano. Tal estado es no sólo el fundamento m ismo de su capacidad polít ica, 
sino también de parte de su capacidad civil. De allí que, no obstante que 
t radicionalmente se ha aceptado que la determ inación y regulación de la nacionalidad 
es competencia de cada Estado, la evolución cumplida en esta materia demuest ra 
que el derecho internacional impone ciertos lím ites a la discrecionalidad de los 
Estados. En este sent ido, la Corte ha considerado que la determ inación de quienes 
son nacionales sigue siendo competencia interna de los Estados. Sin perjuicio de ello, 
resulta necesario que dicha at r ibución estatal se ejerza en concordancia con los 
parámetros emanados de normas obligatorias del derecho internacional a las que los 
propios Estados, en ejercicio de su soberanía, se hayan somet ido.

92. Así, de acuerdo al desarrollo actual del derecho internacional de los derechos 
humanos, el Tribunal ha señalado que es necesario que los Estados, al regular el 
otorgamiento de la nacionalidad, tengan en cuenta:  a)  su deber de prevenir, evitar 
y reducir la apat r idia y b)  su deber de brindar a los individuos una protección 
igualitar ia y efect iva de la ley y sin discrim inación. En cuanto a su deber de prevenir, 
evitar y reducir la apat r idia, la Corte ha establecido que los Estados t ienen la 
obligación de no adoptar práct icas o legislación, respecto al otorgamiento de la 
nacionalidad, cuya aplicación favorezca el incremento del número de personas 
apát r idas. La apat r idia t iene como consecuencia imposibilitar el goce de los derechos 
civiles y polít icos de una persona, y ocasionarle una condición de ext rema 
vulnerabilidad. De esta forma, la Corte ha señalado que el art ículo 20.2 de la 
Convención Americana, el cual dispone que una persona nacida en el terr itor io de un 
Estado t iene derecho a la nacionalidad de ese Estado “si no t iene derecho a ot ra” , 
debe ser interpretado a la luz de la obligación de garant izar a toda persona sujeta a 
la jur isdicción estatal el ejercicio de los derechos, establecida en el art ículo 1.1 de la 
Convención.

93. Este Tribunal considera que las obligaciones antes señaladas son aplicables no 
solo en lo que respecta al otorgamiento de la nacionalidad, sino también, en lo 
pert inente, en lo que se refiere a la privación de la m isma. El derecho a la 
nacionalidad conlleva la obligación estatal de dotar de un mínimo de protección 
jurídica a las personas cont ra la privación de la nacionalidad. En ese sent ido, el 
art ículo 20.3 de la Convención señala que “ [ a]  nadie se privará arbit rariamente de 
su nacionalidad ni del derecho a cambiarla.”  De lo anterior se desprende que, si bien 
los Estados pueden establecer las pautas para la regulación del derecho a la 
nacionalidad conforme su derecho interno, cualquier proceso relacionado con la 
privación de la m isma debe ser compat ible con los derechos humanos reconocidos 
en la Convención Americana. Por esta razón, el debido proceso debe ser garant izado 
a aquellas personas que se encuent ren sujetas a un procedim iento de privación de 

66 En el presente caso la Corte determ inó no es internacionalm ente responsable por la v iolación de los 
derechos a la circulación y residencia, a la nacionalidad, a la niñez, a la libertad personal, al pr incipio de 
legalidad, a la igualdad ante la ley, y a las garant ías judiciales y la protección judicial,  en per juicio de la 
señora Raghda Habbal, sus t res hijas, Monnawar Al Kassar, Hifaa Al Kassar, y Natasha Al Kassar, y su 
hijo, Moham ed René Al Kassar. Se pueden consultar un resum en oficial de la sentencia en el siguiente 
enlace:  ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_463_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_463_esp.pdf
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nacionalidad, a efectos de que se evite la arbit rariedad y las personas sujetas a estos 
procedim ientos se encuent ren en condiciones de defender sus derechos. Asim ismo, 
los Estados deben cumplir con el principio de legalidad. Todo lo anterior conlleva que 
los procedim ientos de privación de nacionalidad deben realizarse de conform idad con 
lo dispuesto en los art ículos 8.1, 8.2 y 9 de la Convención Americana.

97. Tomando lo anterior en consideración, la Corte considera que para que la 
privación de la nacionalidad no sea arbit raria, todo acto administ rat ivo o judicial debe 
respetar lo siguiente:  a)  el principio de legalidad, de forma tal que la persona no sea 
sancionada por acciones y om isiones que no estuvieran previstas en la ley;  b)  el 
derecho a la igualdad y la prohibición de discrim inación;  c)  debe prevenir la apat r idia;  
d)  debe ser proporcional, lo que requiere la verificación respecto de la legit im idad de 
los fines perseguidos y los medios ut ilizados por la autoridad, y e)  debe respetar las 
garant ías del debido proceso, brindando garant ías especiales de protección a la niñez. 
Respecto al deber de respeto del debido proceso, este Tribunal considera que todo 
acto administ rat ivo o judicial que implique la pérdida de la nacionalidad debe cumplir 
con las garant ías del art ículo 8 de la Convención, ent re ellas las siguientes:

a)  La persona sujeta al proceso debe ser not ificada sobre el inicio de la causa, 
y la autoridad debe exponer las razones sobre la pérdida de la nacionalidad;

b)  Debe exist ir  una posibilidad de defenderse, lo que incluye la existencia de 
una audiencia justa y asesoría legal y, de ser el caso, t raducción o 
interpretación;

c)  El acto mediante el cual se determ ine la pérdida de nacionalidad debe poder 
ser sujeto de revisión plena por una segunda instancia judicial, o un órgano 
independiente e imparcial;

d)  En caso de la presencia de niños, niñas o adolescentes, se deberá considerar 
su interés superior, y perm it ir les part icipar en el procedim iento conforme a su 
grado de madurez.

Restricción del derecho a la propiedad 

Corte I DH. Caso "Cinco Pensionistas" Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 2 8  de febrero de 2 0 0 3 . Serie C No. 9 8 .6 7

116. Si bien el derecho a la pensión nivelada es un derecho adquir ido, de conform idad 
con el art ículo 21 de la Convención, los Estados pueden poner lim itaciones al goce 
del derecho de propiedad por razones de ut ilidad pública o interés social. En el caso 
de los efectos pat r imoniales de las pensiones (monto de las pensiones) , los Estados 
pueden reducir los únicamente por la vía legal adecuada y por los mot ivos ya 
indicados. Por su parte, el art ículo 5 del Protocolo Adicional a la Convención 
Americana en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales [ ...] sólo 
perm ite a los Estados establecer lim itaciones y rest r icciones al goce y ejercicio de los 
derechos económicos, sociales y culturales, “mediante leyes promulgadas con el 
objeto de preservar el bienestar general dent ro de una sociedad democrát ica, en la 
medida que no cont radigan el propósito y razón de los m ismos” . En toda y cualquier 
circunstancia, si la rest r icción o lim itación afecta el derecho a la propiedad, ésta debe 

67 El caso se refiere a la responsabilidad internacional debido a la m odificación en el régim en de pensiones 
que Carlos Torres Benvenuto, Javier Muj ica Ruiz-Huidobro, Guillerm o Álvarez Hernández, Reym ert  Bart ra 
Vásquez y Maxim iliano Gam arra Ferreyra venían disfrutando conform e a la legislación peruana hasta 1992, 
así com o por el incum plim iento de las sentencias de la Corte Suprem a de Just icia y del Tr ibunal 
Const itucional del Perú que ordenaron al Estado realizar determ inados pagos a su favor. La Corte 
estableció en su sentencia la v iolación, ent re ot ros, del derecho a la propiedad pr ivada, desarrollo 
progresivo, protección judicial y garant ías judiciales. Se puede revisar un detalle del caso en el siguiente 
enlace:  ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 281&lang= es

https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=281&lang=es
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realizarse, además, de conform idad con los parámetros establecidos en el art ículo 21 
de la Convención Americana.

Corte I DH. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Í ñiguez Vs. Ecuador. Excepciones 
Prelim inares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 1  de noviem bre 
de 2 0 0 7 . Serie C No. 1 7 0 .

174. La jurisprudencia del Tribunal ha desarrollado un concepto amplio de propiedad 
que abarca, ent re ot ros, el uso y goce de los bienes, definidos como cosas materiales 
apropiables, así como todo derecho que pueda formar parte del pat r imonio de una 
persona. Dicho concepto comprende todos los muebles e inmuebles, los elementos 
corporales e incorporales y cualquier ot ro objeto inmaterial suscept ible de valor.
Asim ismo, la Corte ha protegido a t ravés del art ículo 21 convencional los derechos 
adquir idos, entendidos como derechos que se han incorporado al pat r imonio de las 
personas. La Corte observa, sin embargo, que el derecho a la propiedad no es un 
derecho absoluto, pues en el art ículo 21.2 de la Convención se establece que para 
que la privación de los bienes de una persona sea compat ible con el derecho a la 
propiedad debe fundarse en razones de ut ilidad pública o de interés social, sujetarse 
al pago de una justa indemnización, lim itarse a los casos, pract icarse según las 
formas establecidas por la ley y efectuarse de conform idad con la Convención.

186. La Corte observa que estas medidas cautelares reales están reguladas 
expresamente en la ley. Dado su carácter precautorio, están subordinadas a los 
requisitos que cobijan a medidas cautelares personales tales como la prisión 
prevent iva [ ...] , razón por la cual son compat ibles con la presunción de inocencia en 
la m isma forma que éstas lo son [ ...] . Teniendo en cuenta la normat iva ecuatoriana 
precitada, en cuanto a la finalidad de estas medidas, la Corte interpreta que a t ravés 
de ellas se busca:  i)  evitar que los bienes cont inúen siendo ut ilizados en actuaciones 
ilícitas, ii)  procurar el éxito de la invest igación penal, iii)  garant izar las 
responsabilidades pecuniarias que podrían declararse como resultado del proceso, o 
iv)  evitar la pérdida o deterioro de la evidencia. Es claro que estas medidas son 
adecuadas y eficaces para disponer de la evidencia que perm ite invest igar los delitos 
de t ráfico de estupefacientes. 

187. Este Tribunal est ima que la adopción de estas medidas no const ituye per se una 
violación del derecho de propiedad si se t iene en cuenta que no significa un t raslado 
de la t itularidad del derecho de dominio. En este sent ido, la disposición de los bienes 
no puede efectuarse en forma definit iva y se rest r inge exclusivamente a su 
administ ración y conservación;  y a los actos de invest igación y manejo de evidencia 
respect ivos. 

188. Sin embargo, la Corte considera que la adopción de medidas cautelares reales 
debe just ificarse previamente en la inexistencia de ot ro t ipo de medidas menos 
rest r ict ivas del derecho a la propiedad. En este sent ido, sólo es admisible la 
aprehensión y depósito de bienes frente a los cuáles se encuent ran indicios claros de 
su vinculación con el ilícito, siempre y cuando ello sea necesario para garant izar la 
invest igación, el pago de las responsabilidades pecuniarias a que haya lugar o evitar 
la pérdida o deterioro de la evidencia. Asim ismo, la adopción y supervisión de estas 
medidas debe recaer en funcionarios judiciales, teniendo en cuenta que si 
desaparecen las razones que just ificaron la medida precautoria, el juez debe valorar 
la pert inencia de cont inuar con la rest r icción, aún antes de la finalización del proceso. 
Este punto es de la mayor importancia, dado que si los bienes no siguen cumpliendo 
un papel relevante para cont inuar o impulsar la invest igación, la medida cautelar real 
debe ser levantada, so pena de convert irse en una pena ant icipada. Este últ imo 
evento const ituiría una rest r icción manifiestamente desproporcionada del derecho a 
la propiedad.

189. Teniendo en cuenta lo anterior, siempre y cuando exista una debida just ificación 
para adoptar estas medidas, la correspondiente afectación que se genera al poder de 
disposición sobre los bienes no const ituye en sí m isma una vulneración del derecho 
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a la propiedad. Por ello, la Corte considera que la finalidad que cumplen estas 
medidas es acorde con la Convención Americana y su existencia no es cont raria a lo 
consagrado en el art ículo 21 en consonancia con el art ículo 2 de la m isma. La 
cont roversia relacionada con la alegada arbit rariedad en la aplicación de estas 
medidas será analizada posteriormente.

193. Al respecto, el Tribunal resalta que las medidas cautelares reales se adoptan en 
relación con los bienes de una persona que se presume inocente, razón por la cual 
estas medidas no pueden perjudicar al sindicado en forma desproporcionada. El cobro 
efectuado a una persona sobreseída, en relación con los bienes que le fueron 
despojados provisoriamente, const ituye una carga equivalente a una sanción. Esta 
exigencia resulta desproporcionada para aquellas personas cuya culpabilidad no fue 
demost rada. Sobre este punto el Estado señaló que “cuando se devuelve o se 
rest ituye un bien de propiedad de una persona que ha sido absuelta en un proceso 
penal”  se “ t iene[ n]  que pagar ciertos intereses por la custodia o administ ración que 
hace el Estado durante el t iempo que ha permanecido incautado”  lo cual “ [ e] s una 
clara arbit rariedad que debe ser corregida por el Estado ecuatoriano, a t ravés de la 
respect iva reforma legal” .

Corte I DH. Caso Salvador Chir iboga Vs. Ecuador. Excepción Prelim inar y 
Fondo. Sentencia de 6  de m ayo de 2 0 0 8 . Serie C No. 1 7 9 .6 8

60. El derecho a la propiedad privada debe ser entendido dent ro del contexto de una 
sociedad democrát ica donde para la prevalencia del bien común y los derechos 
colect ivos deben exist ir  medidas proporcionales que garant icen los derechos 
individuales. La función social de la propiedad es un elemento fundamental para el 
funcionamiento de la m isma, y es por ello que el Estado, a fin de garant izar ot ros 
derechos fundamentales de vital relevancia para una sociedad específica, puede 
lim itar o rest r ingir el derecho a la propiedad privada, respetando siempre los 
supuestos contenidos en la norma del art ículo 21 de la Convención, y los principios 
generales del derecho internacional.

61. El derecho a la propiedad no es un derecho absoluto, pues en el art ículo 21.2 de 
la Convención se establece que para que la privación de los bienes de una persona 
sea compat ible con el derecho a la propiedad debe fundarse en razones de ut ilidad 
pública o de interés social, sujetarse al pago de una justa indemnización, pract icarse 
según los casos y las formas establecidas por la ley y efectuarse de conform idad con 
la Convención.

62. A su vez, este Tribunal ha señalado que “ la rest r icción de los derechos 
consagrados en la Convención debe ser proporcional al interés de la just icia y 
ajustarse est rechamente al logro de ese objet ivo, interfir iendo en la menor medida 
posible en el efect ivo ejercicio de [ un]  derecho [ …] ” . 

63. La Corte considera que a fin de que el Estado pueda sat isfacer legít imamente un 
interés social y encont rar un justo equilibr io con el interés del part icular, debe ut ilizar 
los medios proporcionales a fin de vulnerar en la menor medida el derecho a la 
propiedad de la persona objeto de la rest r icción. En este sent ido, el Tribunal considera 
que en el marco de una privación al derecho a la propiedad privada, en específico en 
el caso de una expropiación, dicha rest r icción demanda el cumplim iento y fiel 
ejercicio de requerim ientos o exigencias que ya se encuent ran consagradas en el 
art ículo 21.2 de la Convención. 

68 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la expropación de un inm ueble 
perteneciente a María Salvador Chir iboga por parte del Concejo Municipal de Quito, así com o a la falta de 
una justa indem nización. La Corte estableció en su sentencia la v iolación, ent re ot ros, del derecho a la 
propiedad pr ivada, igualdad ante la ley, protección judicial y garant ías judiciales. Se puede revisar un 
detalle del caso en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 292&lang= es

https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=292&lang=es
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Corte I DH. Caso Furlan y fam iliares Vs. Argent ina. Excepciones Prelim inares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 1  de agosto de 2 0 1 2 . Serie C 
No. 2 4 6 .6 9

222. De acuerdo a lo anterior, la Corte observa que en este caso existe una 
interrelación ent re los problemas de protección judicial efect iva y el goce efect ivo del 
derecho a la propiedad. En efecto, al aplicar un juicio de proporcionalidad a la 
rest r icción del derecho a la propiedad ocurrida, se encuent ra que la Ley 23.982 
cumplía con una finalidad admisible convencionalmente, relacionada con el manejo 
de una grave crisis económica que afectaba diversos derechos de los ciudadanos. El 
medio escogido para enfrentar dicho problema podía resultar idóneo para alcanzar 
dicho fin y, en principio, puede aceptarse como necesario, teniendo en cuenta que 
en ocasiones puede no exist ir  medidas alternat ivas menos lesivas para enfrentar la 
crisis. Sin embargo, a part ir  de la información disponible en el expediente, la 
rest r icción al derecho a la propiedad de Sebast ián Furlan no es proporcionada en 
sent ido est r icto porque no contempló ninguna posibilidad de aplicación que hiciera 
menos gravosa la dism inución del monto indemnizatorio que le correspondía. No se 
encuent ra en el expediente algún t ipo de previsión pecuniaria o no pecuniaria que 
hubiera podido moderar el impacto de la reducción de la indemnización u ot ro t ipo 
de medidas ajustadas a las circunstancias específicas de una persona con varias 
discapacidades que requerían, para su debida atención, del dinero ya previsto 
judicialmente como derecho adquir ido a su favor. En las circunstancias específicas 
del caso concreto, el no pago completo de la suma dispuesta judicialmente en favor 
de una persona pobre en situación de vulnerabilidad exigía una just ificación mucho 
mayor de la rest r icción del derecho a la propiedad y algún t ipo de medida para 
impedir un efecto excesivamente desproporcionado, lo cual no se comprobó en este 
caso.

Restricción de la propiedad indígena

Corte I DH. Caso Com unidad I ndígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 7  de junio de 2 0 0 5 . Serie C No. 1 2 5 .7 0

144. [ C] uando la propiedad comunal indígena y la propiedad privada part icular 
ent ran en cont radicciones reales o aparentes, la propia Convención Americana y la 
jur isprudencia del Tribunal proveen las pautas para definir las rest r icciones 
admisibles al goce y ejercicio de estos derechos, a saber:  a)  deben estar establecidas 
por ley;  b)  deben ser necesarias;  c)  deben ser proporcionales, y d)  deben hacerse 
con el fin de lograr un objet ivo legít imo en una sociedad democrát ica.

145. El art ículo 21.1 de la Convención dispone que “ [ l] a ley puede subordinar [ el]  
uso y goce [ de los bienes]  al interés social.”  La necesidad de las rest r icciones 
legalmente contempladas dependerá de que estén orientadas a sat isfacer un interés 
público imperat ivo, siendo insuficiente que se demuest re, por ejemplo, que la ley 
cumple un propósito út il u oportuno. La proporcionalidad radica en que la rest r icción 
debe ajustarse est rechamente al logro de un legít imo objet ivo, interfir iendo en la 
menor medida posible en el efect ivo ejercicio del derecho rest r ingido. Finalmente, 

69 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado argent ino por su dem ora al m om ento de 
establecer una indem nización a favor de Sebast ián Furlán  de la que dependía su t ratam iento m édico com o 
persona con discapacidad. La Corte en su sentencia estableció la v iolación, ent re ot ros, del derecho a la 
integr idad, garant ías judiciales, derechos del niño, derecho a la propiedad pr ivada y protección judicial.  
Se puede revisar un detalle del caso en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 210&lang= es
70 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por no haber garant izado el derecho de 
propiedad ancest ral de la Com unidad Yakye Axa, lo cual generó num erosas afectaciones a sus m iem bros. 
La Corte en su sentencia estableció la v iolación, ent re ot ros, del derecho a la v ida, integr idad, libertad 
personal, garant ías judiciales, derechos del niño, derecho a la propiedad pr ivada y protección judicial.  Se 
puede revisar un detalle del caso en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 258&lang= es

https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=210&lang=es
https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=258&lang=es
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para que sean compat ibles con la Convención las rest r icciones deben just ificarse 
según objet ivos colect ivos que, por su importancia, preponderen claramente sobre 
la necesidad del pleno goce del derecho rest r ingido.

146. Al aplicar estos estándares a los conflictos que se presentan ent re la propiedad 
privada y los reclamos de reivindicación de propiedad ancest ral de los m iembros de 
comunidades indígenas, los Estados deben valorar caso por caso las rest r icciones que 
resultarían del reconocim iento de un derecho por sobre el ot ro. Así, por ejemplo, los 
Estados deben tener en cuenta que los derechos terr itor iales indígenas abarcan un 
concepto más amplio y diferente que está relacionado con el derecho colect ivo a la 
supervivencia como pueblo organizado, con el cont rol de su hábitat  como una 
condición necesaria para la reproducción de su cultura, para su propio desarrollo y 
para llevar a cabo sus planes de vida. La propiedad sobre la t ierra garant iza que los 
m iembros de las comunidades indígenas conserven su pat r imonio cultural.

147. Al desconocerse el derecho ancest ral de los m iembros de las comunidades 
indígenas sobre sus terr itor ios, se podría estar afectando ot ros derechos básicos, 
como el derecho a la ident idad cultural y la supervivencia m isma de las comunidades 
indígenas y sus m iembros.

148. Por el cont rario, la rest r icción que se haga al derecho a la propiedad privada de 
part iculares pudiera ser necesaria para lograr el objet ivo colect ivo de preservar las 
ident idades culturales en una sociedad democrát ica y pluralista en el sent ido de la 
Convención Americana;  y proporcional, si se hace el pago de una justa indemnización 
a los perjudicados, de conform idad con el art ículo 21.2 de la Convención.

149. Esto no significa que siempre que estén en conflicto los intereses terr itor iales 
part iculares o estatales y los intereses terr itor iales de los m iembros de las 
comunidades indígenas, prevalezcan los últ imos por sobre los primeros. Cuando los 
Estados se vean imposibilitados, por razones concretas y just ificadas, de adoptar 
medidas para devolver el terr itor io t radicional y los recursos comunales de las 
poblaciones indígenas, la compensación que se otorgue debe tener como orientación 
principal el significado que t iene la t ierra para éstas [ …] . 

150. Al respecto, el art ículo 16.4 del Convenio No. 169 de la OIT, al referirse al 
retorno de los pueblos indígenas a los terr itor ios de los que han sido desplazados 
señala que

cuando el retorno no sea posible, [ …]  dichos pueblos deberán recibir, en todos los 
casos posibles, t ierras cuya calidad y cuyo estatuto jurídico sean por lo menos iguales 
a los de las t ierras que ocupaban anteriormente, y que les permitan subvenir a sus 
necesidades y garant izar su desarrollo futuro. Cuando los pueblos interesados 
prefieran recibir una indemnización en dinero o en especie, deberá concedérseles 
dicha indemnización, con las garant ías apropiadas.

151. La elección y ent rega de t ierras alternat ivas, el pago de una justa indemnización 
o ambos no quedan sujetas a criter ios meramente discrecionales del Estado, deben 
ser, conforme a una interpretación integral del Convenio No. 169 de la OI T y de la 
Convención Americana, consensuadas con los pueblos interesados, conforme a sus 
propios procedim ientos de consulta, valores, usos y derecho consuetudinario.
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Corte I DH. Caso Com unidad I ndígena Yakye Axa Vs. Paraguay. 
I nterpretación de la Sentencia de Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 6  de febrero de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 4 2 .7 1

26. [ ...] , el Tribunal deja establecido con claridad que la tarea de ident ificar el 
terr itor io t radicional de la Comunidad Yakye Axa corresponde al Paraguay. No 
obstante, dicha labor deberá atenerse a lo dispuesto en la sentencia del Tribunal, en 
el sent ido de que deberá tomar muy en cuenta los valores, usos, costumbres y 
derecho consuetudinario de los m iembros de la Comunidad, que los ligan a un 
terr itor io determ inado. Asim ismo, en lo que respecta a la ent rega de dicho terr itor io, 
de darse el caso que luego del proceso de ident ificación se desprenda que se 
encuent ra en manos privadas, el Estado deberá valorar la conveniencia de la 
expropiación del m ismo, teniendo en cuenta la especial significación que éste t iene 
para la Comunidad. Finalmente, de darse mot ivos objet ivos y fundamentados que 
imposibiliten que el Estado reivindique el terr itor io ident ificado como el t radicional de 
la Comunidad, deberá ent regarle t ierras alternat ivas, que serán electas de manera 
consensuada. En cualquiera de los casos, conforme se desprende del párrafo 217 de 
la Sentencia de fondo, “ la extensión de las t ierras deberá ser la suficiente para 
garant izar el mantenim iento y desarrollo de la propia forma de vida de la 
Comunidad” .

Corte I DH. Caso Com unidad I ndígena Saw hoyam axa Vs. Paraguay. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 9  de m arzo de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 4 6 .7 2

135. Una vez que se ha demost rado que el derecho de recuperación de las t ierras 
t radicionales perdidas está vigente, corresponde al Estado realizar las acciones 
necesarias para devolverlas a los m iembros del pueblo indígena que las reclama. No 
obstante, conforme lo ha señalado la Corte, cuando el Estado se vea imposibilitado, 
por mot ivos objet ivos y fundamentados, de adoptar medidas para devolver las t ierras 
t radicionales y los recursos comunales a las poblaciones indígenas, deberá 
ent regarles t ierras alternat ivas de igual extensión y calidad, que serán escogidas de 
manera consensuada con los m iembros de los pueblos indígenas, conforme a sus 
propias formas de consulta y decisión.

136. Ahora bien, la Corte no puede decidir que el derecho a la propiedad t radicional 
de los m iembros de la Comunidad Sawhoyamaxa está por sobre el derecho a la 
propiedad privada de los actuales dueños o viceversa, por cuanto la Corte no es un 
t r ibunal de derecho interno que dir ime las cont roversias ent re part iculares. Esa tarea 
corresponde exclusivamente al Estado paraguayo. No obstante, al Tribunal le 
compete analizar si el Estado garant izó o no los derechos humanos de los m iembros 
de la Comunidad Sawhoyamaxa. 

138. [ L] a Corte considera que el mero hecho de que las t ierras reclamadas estén en 
manos privadas, no const ituye per se un mot ivo “objet ivo y fundamentado”  suficiente 
para denegar prima facie las solicitudes indígenas. En caso cont rario, el derecho a la 
devolución carecería de sent ido y no ofrecería una posibilidad real de recuperar las 
t ierras t radicionales, lim itándose únicamente a esperar la voluntad de los tenedores 

71 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por no haber garant izado el derecho de 
propiedad ancest ral de la Com unidad Yakye Axa, lo cual generó num erosas afectaciones a sus m iem bros. 
La Corte en su sentencia estableció la v iolación, ent re ot ros, del derecho a la v ida, integr idad, libertad 
personal, garant ías judiciales, derechos del niño, derecho a la propiedad pr ivada y protección judicial.  Se 
puede revisar un detalle del caso en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 258&lang= es
72 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por no haber garant izado el derecho de 
propiedad ancest ral de la Com unidad Sawhoyam axa, lo cual generó num erosas afectaciones a sus 
m iem bros. La Corte en su sentencia estableció la v iolación, ent re ot ros, del derecho a la v ida, 
reconocim iento de la personalidad jurídica, garant ías judiciales, protección judicial y propiedad pr ivada. 
Se puede revisar un detalle del caso en el siguiente enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 327&lang= es

https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=258&lang=es
https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=327&lang=es
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actuales, y forzando a los indígenas a aceptar t ierras alternat ivas o indemnizaciones 
pecuniarias. Sobre el part icular, la Corte ha señalado que cuando existan conflictos 
de intereses en las reivindicaciones indígenas, habrá de valorarse caso por caso la 
legalidad, necesidad, proporcionalidad y el logro de un objet ivo legít imo en una 
sociedad democrát ica (ut ilidad pública e interés social) , para rest r ingir el derecho de 
propiedad privada, por un lado, o el derecho a las t ierras t radicionales, por el ot ro. 
El contenido de cada uno de estos parámetros ya fue definido por el Tribunal en el 
Caso Comunidad indígena Yakye Axa, por lo que hace rem isión expresa a lo ya 
resuelto.

Corte I DH. Caso Pueblos Kaliña y Lokono Vs. Surinam . Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 2 5  de noviem bre de 2 0 1 5 . Serie C No. 3 0 9 .7 3

286. En relación con las reservas de Galibi y Wane Kreek, el Estado deberá adoptar 
las medidas suficientes y necesarias, para que mediante mecanismos adecuados, se 
garant ice el acceso, uso y part icipación efect iva para los Pueblos Kaliña y Lokono en 
las m ismas, a fin de hacer compat ible la protección del medio ambiente con los 
derechos de los pueblos indígenas, de conform idad con el párrafo 181 de la 
Sentencia, de manera que el mantenim iento de las reservas no const ituya un 
obstáculo desmedido para sus derechos, por lo que cualquier rest r icción a los m ismos 
deberá cumplir con los requisitos de legalidad, necesidad, proporcionalidad y el logro 
de un objet ivo legít imo.

Corte I DH. Caso Pueblo I ndígena Xucuru y sus m iem bros Vs. Brasil. 
Excepciones Prelim inares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5  de 
febrero de 2 0 1 8 . Serie C No. 3 4 6 .7 4

124. Para la situación en part icular de los pueblos indígenas, la perita Victoria Tauli-
Corpuz, Relatora Especial de Naciones Unidas para los Derechos de los Pueblos 
I ndígenas, observó que para garant izar el uso y goce del derecho de la propiedad 
colect iva, los Estados deben asegurar que no exista interferencia externa sobre los 
terr itor ios t radicionales, esto es, remover cualquier t ipo de interferencia sobre el 
terr itor io en cuest ión a t ravés del saneamiento con el objeto de que el ejercicio del 
derecho a la propiedad tenga un contenido tangible y real. En el m ismo sent ido se 
manifestó en el presente proceso el perito Carlos Frederico Marés de Souza Filho. Un 
reconocim iento meramente abst racto o jurídico de las t ierras, terr itor ios o recursos 
indígenas carece de sent ido si las poblaciones o pueblos interesados no pueden 
ejercitar plenamente y de forma pacífica su derecho. El saneamiento no sólo implica 
el desalojo de terceros de buena fe o de personas que ocupen ilegalmente los 
terr itor ios demarcados y t itulados, sino garant izar su posesión pacífica y que los 
bienes t itulados carezcan de vicios ocultos, esto es, libre de obligaciones o 
gravámenes en beneficio de terceras personas. Si lo anterior no se verifica, para la 
Corte es claro que el derecho de propiedad colect iva no ha sido garant izado por 
completo. Así, la Corte est ima que los procesos administ rat ivos de delim itación, 
demarcación, t itulación y saneamiento de terr itor ios indígenas son mecanismos que 
garant izan seguridad jurídica y protección a este derecho.

73 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado toda vez que estos pueblos no cuentan 
con un terr itor io delim itado, dem arcado ni t itulado en su favor y que parte del terr itor io reclam ado se 
encuent re en propiedad de terceros;  no se garant ice la part icipación efect iva en las reservas naturales, 
creadas por el Estado en parte de este terr itor io, ni se les haya respetado su derecho a la part icipación, a 
t ravés de un proceso de consulta frente a proyectos ext ract ivos en una de las reservas.  La Corte en su 
sentencia estableció la v iolación, ent re ot ros, del derecho a la protección judicial y propiedad pr ivada. Se 
puede revisar un detalle del caso en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_309_esp.pdf
74 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la falta de dem arcación de los 
terr itor ios de la com unidad Xucuru. La Corte en su sentencia estableció la v iolación, ent re ot ros, del 
derecho a las garant ías judiciales, protección judicial y propiedad pr ivada. Se puede revisar un detalle del 
caso en el siguiente enlace:  ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_346_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_309_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_346_esp.pdf
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125. Lo anteriormente señalado no significa que siempre que estén en conflicto los 
intereses terr itor iales part iculares o estatales y los intereses terr itor iales de los 
m iembros de las comunidades indígenas, deben prevalecer los últ imos por sobre los 
primeros. Ya esta Corte se ha pronunciado sobre las herram ientas jurídicas 
necesarias para resolver estas situaciones. La Corte reitera su jurisprudencia en el 
sent ido que tanto la propiedad privada de los part iculares como la propiedad colect iva 
de los m iembros de las comunidades indígenas t ienen la protección convencional que 
les otorga el art ículo 21 de la Convención Americana. Sobre el part icular, la Corte ha 
señalado que cuando existan conflictos de intereses en las reivindicaciones indígenas, 
o cuando el derecho a la propiedad colect iva indígena y la propiedad privada 
part icular ent ran en cont radicciones reales o aparentes, habrá de valorarse caso por 
caso la legalidad, necesidad, proporcionalidad y el logro de un objet ivo legít imo en 
una sociedad democrát ica (ut ilidad pública e interés social) , para rest r ingir el derecho 
de propiedad privada, por un lado, o el derecho a las t ierras t radicionales, por el ot ro, 
sin que la lim itación a este últ imo, implique la denegación de su subsistencia como 
pueblo. El contenido de cada uno de estos parámetros ha sido definido por el Tribunal 
en su jurisprudencia (Caso Comunidad indígena Yakye Axa y en adelante) . 

126. Esa tarea corresponde exclusivamente al Estado, sin discrim inación alguna y 
tomando en cuenta los criterios y circunstancias anteriormente señaladas, ent re 
ellas, la relación especial que los pueblos indígenas t ienen con sus t ierras. No 
obstante, la Corte est ima pert inente hacer una dist inción ent re la ponderación de 
derechos que en ocasiones resultará necesaria durante un proceso de 
reconocim iento, demarcación y t itulación de los derechos terr itor iales de los pueblos 
interesados;  y el proceso de saneamiento. Éste últ imo normalmente requerirá que 
los derechos de propiedad colect iva ya hayan sido definidos. 

127. En este sent ido, la Corte constata que en Brasil, la ponderación anteriormente 
descrita no es necesaria, atendiendo a la Const itución Federal y su interpretación por 
parte del Supremo Tribunal Federal, la cual otorga preeminencia al derecho a la 
propiedad colect iva sobre el derecho a la propiedad privada, cuando se establece la 
posesión histórica y lazos t radicionales del pueblo indígena o t radicional con el 
terr itor io. Es decir, los derechos de los pueblos indígenas u originarios prevalecen 
frente a terceros de buena fe y ocupantes no indígenas. Además, el Estado afirmó 
que t iene el deber const itucional de proteger las t ierras indígenas.

161. Por ot ro lado, como fue establecido con anterioridad, el proceso de demarcación 
y t itulación y la resolución de las acciones judiciales interpuestas por terceros se 
demoraron excesivamente, no fueron efect ivos, ni garant izaron seguridad jurídica al 
pueblo Xucuru. Aunado a ello, si bien es cierto, el proceso administ rat ivo en sus 
diversas etapas se encuent ra establecido en la legislación brasileña, lo cierto del caso 
es que no ha surt ido los efectos para los cuales fue concebido, eso es, garant izar que 
el pueblo Xucuru tenga confianza plena de ejercer pacíficamente sus derechos de use 
y goce sobre sus terr itor ios t radicionales. A juicio del Tribunal, a pesar de que solo 6 
ocupantes no indígenas permanecen viviendo dent ro del terr itor io indígena y que 45 
ex ocupantes no han recibido su indemnización, en tanto el pueblo Xucuru no tenga 
seguridad jurídica para ejercitar plenamente su derecho de propiedad colect iva, las 
instancias nacionales no habrán sido completamente efect ivas en garant izar ese 
derecho. Lo anterior no es una constatación lim itada al momento de em isión de la 
presente Sentencia, sino que también t iene en consideración los casi 19 años desde 
10 de diciembre de 1998 hasta la fecha en el cual la inefect ividad del proceso implicó 
un agravio directo al derecho de propiedad del pueblo indígena Xucuru. Así, la Corte 
considera que la conculcación de dicho derecho ocurre al no garant izarlo 
efect ivamente y al no proveer seguridad jurídica.



73

CUADERNILLOS DE JURISPRUDENCIA DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

Corte I DH. Caso Com unidad I ndígena Maya Q’eqchi’ Agua Caliente Vs. 
Guatem ala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 6  de m ayo de 
2 0 2 3 . Serie C No. 4 8 8 7 5 .

245. Con respecto al derecho a la propiedad colect iva, resulta necesario reiterar que
no es absoluto y que, cuando los Estados imponen lim itaciones o rest r icciones a su
ejercicio, estas deben respetar ciertas pautas, las cuales deben ser establecidas por 
ley, ser necesarias, proporcionales y tener por fin de lograr un objet ivo legít imo en
una sociedad democrát ica. Asim ismo, el primer párrafo del art ículo 21 de la 
Convención establece el derecho a la propiedad y señala como at r ibutos de la 
propiedad, el uso y goce del bien e incluye una lim itación a dichos at r ibutos de la
propiedad debido al interés social. A su vez, el segundo inciso refiere a la
expropiación de bienes y los requisitos para que tal actuar del Estado pueda 
considerarse just ificado.

En un sent ido sim ilar, ver entre otros: Cor t e  I DH. Caso de l Pueblo Saram aka  Vs.  
Sur inam . Excepciones Pre lim inares,  Fondo, Reparaciones y Cost as.  Sent encia  
de  2 8  de  noviem bre  de  2 0 0 7 .  Ser ie  C N o. 1 7 2 ,  pár r .  1 2 7 7 6 y Caso Com unidad 
Gar ífuna  Tr iunfo de  la  Cruz y  sus m iem bros Vs.  Honduras.  Fondo, Reparaciones 
y Cost as.  Sent encia  de  8  de  oct ubre  de  2 0 1 5 .  Ser ie  C N o. 3 0 5 ,  pár r .  1 5 4 7 7 )

246. Además, t ratándose del derecho a la propiedad colect iva de pueblos indígenas, 
también debe entenderse que una lim itación o rest r icción a ese derecho no implique 
una denegación de su subsistencia como pueblo. De ese modo, adicionalmente a 
los criterios mencionados, el Tribunal ha precisado que se exige al Estado que 
verifique que dichas rest r icciones o lim itaciones no impliquen tal denegación. ( En 
un sent ido sim ilar, ver entre otros: Cor t e  I DH. Caso de l Pueblo Saram aka  Vs.  
Sur inam . Excepciones Pre lim ina res,  Fondo, Reparaciones y Cost as.  Sent encia  
de  2 8  de  noviem bre  de  2 0 0 7 .  Ser ie  C N o. 1 7 2 ,  pár r .  1 2 8 ; Caso Com unidad 
Gar ífuna  Tr iunfo de  la  Cruz y  sus m iem bros Vs.  Honduras.  Fondo, Reparaciones 
y Cost as.  Sent encia  de  8  de  oct ubre  de  2 0 1 5 .  Ser ie  C N o. 3 0 5 ,  pár r .  1 5 5 y Caso 
Com unidades Quilom bolas de  Alcânt ara  Vs.  Brasil.  Excepciones Pre lim inares,  
Fondo, Reparaciones y Cost as.  Sent encia  de  2 1  de  noviem bre  de  2 0 2 4 .  Ser ie  C 
N o. 5 4 8 ,  pár r .  1 4 8 7 8 )

75 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la falta de t itulación, delim itación y 
dem arcación adecuada del terr itor io com unitar io de la Com unidad I ndígena Maya Q’eqchi’ Agua Caliente, 
la conceción de una licencia de exploración m inera sin realizar consulta preva y m ult iples hechos de 
violencia relacionados pr incipalm ente con la opinición de m iem bros de la com unidad al proyecto m inero. 
Se puede revisar el resum en del caso en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_488_esp.pdf

76 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por no haber adoptado m edidas efect ivas 
que reconozcan el derecho de propiedad com unal del pueblo Saram aka, así com o la falta de recursos 
adecuados y efect ivos para cuest ionar dicha situación. La Corte en su sentencia estableció la v iolación, 
ent re ot ros, del derecho al reconocim iento de la personalidad jurídica, derecho de propiedad pr ivada y 
protección judicial.  Se puede revisar un detalle del caso en el siguiente enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 288&lang= es
77 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la v iolación del derecho a la propiedad 
colect iva, en per juicio de la Com unidad Garífuna Tr iunfo de la Cruz y sus m iem bros, por haber incum plido 
su obligación de delim itar y dem arcar las t ierras t ituladas a favor de la Com unidad, por no haber t itulado, 
delim itado y dem arcado los terr itor ios que fueron reconocidos com o t ierras t radicionales de la Com unidad 
Garífuna Tr iunfo de la Cruz por parte del Estado, por no haber garant izado el goce efect ivo del t ítulo de 
propiedad colect iva de la Com unidad, en relación con un área adjudicada en garant ía de ocupación y 
reconocida com o t ierra t radicional por el Estado, y por no haber efectuado un proceso adecuado para 
garant izar el derecho a la consulta de la Com unidad. La Corte en su sentencia estableció la v iolación, ent re 
ot ros, del derecho a la v ida, reconocim iento de la protección judicial y propiedad pr ivada. Se puede 
consultar un resum en oficial de la sentencia en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_305_esp.pdf
78 Este caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la vulneración de diversos derechos 
de los Pueblos Tagaeri y Tarom enane y ot ros pueblos indígenas en aislam iento voluntar io habitantes de 
la Am azonía occidental ecuator iana, y de los derechos de C. y D., dos niñas indígenas integrantes de estos 
pueblos al m om ento de los hechos. Puede consultar el resum en oficial de la sentencia en el siguiente 
enlace:  ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_537_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_488_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=288&lang=es
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_305_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_537_esp.pdf
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247. En part icular, el Tribunal estableció que, para que la exploración o ext racción 
de recursos naturales en los terr itor ios t radicionales no impliquen una denegación 
de la subsistencia del pueblo indígena como tal, el Estado debe cumplir con las 
siguientes salvaguardias: i) efectuar un proceso adecuado y part icipat ivo que
garant ice su derecho a la consulta, en part icular, ent re ot ros supuestos, en casos de
planes de desarrollo o de inversión a gran escala; ii) la realización de un estudio de
impacto ambiental y iii) en su caso, compart ir  razonablemente los beneficios que se
produzcan de la explotación de los recursos naturales, según lo que la propia 
comunidad determ ine y resuelva de acuerdo con sus costumbres y t radiciones.

Corte I DH. Caso Pueblos I ndígenas Tagaeri y Tarom enane Vs. Ecuador. 
Excepción Prelim inar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4  de 
sept iem bre de 2 0 2 4 . Serie C No. 5 3 7 7 9 .

207. Esta Corte ya ha señalado la posibilidad de establecer lim itaciones o 
rest r icciones al ejercicio del derecho de los pueblos indígenas o t r ibales a la propiedad 
sobre sus t ierras, terr itor ios y recursos naturales, para lo cual debe cumplirse con 
una serie de salvaguardias. Aplicándolas al terr itor io de los PI AV, se considera que 
las excepciones a la prohibición de acceso y explotación del terr itor io intangible deben 
ser establecidas de forma clara en la legislación, deben estar encaminadas a brindar 
una mayor protección de los derechos de los PI AV o a atender situaciones 
excepcionales de emergencia. Además, las medidas adoptadas deben ser 
proporcionales en consideración a su naturaleza y su potencial impacto en la forma 
part icular de vida de los PI AV, con el fin de evitar afectaciones al derecho al no 
contacto, en aplicación del principio de precaución.

Restricción derecho de circulación 

Cor t e  I DH. Caso Ricardo Canese  Vs.  Paraguay.  Fondo, Reparaciones y  
Cost as.  Sent encia  de  3 1  de  agost o de  2 0 0 4 .  Ser ie  C N o. 1 1 1 .

162. [ ...] , en cuanto a la rest r icción para salir  del país, la Corte ha indicado que dicha
rest r icción puede const ituirse en un sust ituto de la pena privat iva de libertad si se 
cont inúa aplicando cuando ha dejado de cumplir con su función de aseguramiento 
procesal [ ...] . En el presente caso, ha quedado establecido, de conform idad con los 
parámetros anteriormente expuestos, que la rest r icción al derecho de circulación 
aplicada al señor Canese durante ocho años y casi cuat ro meses devino innecesaria 
y desproporcionada [ ...] para asegurar que aquel no eludiera su responsabilidad 
penal en caso de ejecutarse la condena. Esto significó en la práct ica una ant icipación 
de la pena que le había sido impuesta y que nunca fue ejecutada, lo cual const ituye 
una violación al derecho de presunción de inocencia contemplado en el art ículo 8.2 
de la Convención. 

Corte I DH. Caso Álvarez Ram os Vs. Venezuela. Excepción Prelim inar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 0  de agosto de 2 0 1 9 . Serie C No. 3 8 0 .

173. En part icular, la Corte ha señalado que el Estado debe definir de manera precisa 
y mediante una ley los supuestos excepcionales en los que puede proceder una 
medida como la rest r icción de salir  del país. En este sent ido, “ la falta de regulación
legal impide la aplicación de tales rest r icciones, puesto que no se encont rará definido 
su propósito y los supuestos específicos en los cuales se hace indispensable aplicar 
la rest r icción para cumplir con alguno de los fines indicados en el art ículo 22.3 de la 

79 Este caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por violaciones a los derechos hum anos 
de 171 com unidades quilom bolas ubicadas en el m unicipio de Alcântara, Maranhão, relacionadas con el 
funcionam iento del Cent ro de Lanzam iento Aeroespacial en parte de su terr itor io t radicional. Puede
consultar el resum en oficial de la sentencia en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_548_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_548_esp.pdf
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Convención, así como también impide al procesado presentar los alegatos que est ime 
pert inentes sobre la imposición de tal medida. No obstante, cuando la rest r icción se 
encuent re contemplada por ley, su regulación no debe tener ninguna ambigüedad, 
de tal forma que no genere dudas en los encargados de aplicar la rest r icción y con 
ello evitar actuaciones arbit rarias y discrecionales en virtud de interpretaciones 
extensivas de la rest r icción” . 

174. En relación con el requisito de legalidad de las rest r icciones a los derechos de
circulación, de residencia y de salir  del país, la Corte constata que la m isma estaba 
prevista en la legislación venezolana. De manera que formalmente exist ía la previsión 
legal usada por el Juez Sépt imo el 15 de diciembre de 2004 [ ...] . 

175. En segundo lugar, la Corte recuerda que las medidas cautelares que afectan la 
libertad personal y el derecho de circulación del procesado t ienen un carácter 
excepcional, ya que se encuent ran lim itadas por el derecho a la presunción de 
inocencia y los principios de necesidad y proporcionalidad, indispensables en una 
sociedad democrát ica. Asim ismo, dichas medidas cautelares no pueden const ituirse 
en un sust ituto de la pena privat iva de libertad ni cumplir los fines de la m isma, lo 
cual puede suceder si se cont inúan aplicando cuando han dejado de exist ir  los r iesgos 
procesales que se buscan prevenir. De lo cont rario, la aplicación de una medida 
cautelar que afecte la libertad personal y el derecho de circulación del procesado 
sería equivalente a ant icipar una sanción con anterioridad a la em isión de la 
sentencia, lo cual cont radice principios generales de derecho universalmente 
reconocidos.

176. Por ot ra parte, la rest r icción al derecho a salir  del país que se imponga en un 
proceso penal mediante una medida cautelar debe ser necesaria y guardar 
proporcionalidad con el fin legít imo perseguido, de manera que se aplique solamente 
si no existe ot ro medio menos rest r ict ivo y durante el t iempo est r ictamente necesario 
para cumplir con su función, en este caso la de evitar la alegada fuga del señor 
Álvarez.

177. Ahora bien, para determ inar la necesidad y proporcionalidad de la rest r icción de 
la libertad de circulación, es necesario establecer si la decisión que ordenó dicha 
medida cumplió con una mínima argumentación que just ifique su adopción. A la hora 
de analizar la imposición de ese t ipo de medidas, las autoridades judiciales deben 
basar sus decisiones en elementos objet ivos que puedan indicar que se puedan 
materializar efect ivamente los peligros procesales que se buscan precaver.

Restricción de los derechos polít icos 

Corte I DH. Caso Yatam a Vs. Nicaragua. Excepciones Prelim inares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 3  de junio de 2 0 0 5 . Serie C No. 1 2 7 .8 0

206. La previsión y aplicación de requisitos para ejercitar los derechos polít icos no 
const ituyen, per se, una rest r icción indebida a los derechos polít icos. Esos derechos 
no son absolutos y pueden estar sujetos a lim itaciones. Su reglamentación debe 
observar los principios de legalidad, necesidad y proporcionalidad en una sociedad 
democrát ica. La observancia del principio de legalidad exige que el Estado defina de 
manera precisa, mediante una ley, los requisitos para que los ciudadanos puedan 
part icipar en la cont ienda electoral, y que est ipule claramente el procedim iento 
electoral que antecede a las elecciones. De acuerdo al art ículo 23.2 de la Convención 
se puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a las que se refiere 
el inciso 1 de dicho art ículo, exclusivamente por las razones establecidas en ese 

80 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la exclusión de la organización 
indígena YATAMA de part icipar en las elecciones m unicipales de 2000. La Corte en su sentencia estableció 
la v iolación, ent re ot ros, del derecho a la igualdad ante la ley, derechos polít icos, garant ías judiciales y 
protección judicial.  Se puede revisar un detalle del caso en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 268&lang= es

https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=268&lang=es
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inciso. La rest r icción debe encont rase prevista en una ley, no ser discrim inatoria, 
basarse en criter ios razonables, atender a un propósito út il y oportuno que la torne 
necesaria para sat isfacer un interés público imperat ivo, y ser proporcional a ese 
objet ivo. Cuando hay varias opciones para alcanzar ese fin, debe escogerse la que 
rest r inja menos el derecho protegido y guarde mayor proporcionalidad con el 
propósito que se persigue. 

207. Los Estados pueden establecer estándares mínimos para regular la part icipación 
polít ica, siempre y cuando sean razonables de acuerdo a los principios de la 
democracia representat iva. Dichos estándares, deben garant izar, ent re ot ras, la 
celebración de elecciones periódicas, libres, justas y basadas en el sufragio universal, 
igual y secreto como expresión de la voluntad de los electores que refleje la soberanía 
del pueblo, tomando en que cuenta que, según lo dispuesto en el art ículo 6 de la 
Carta Democrát ica I nteramericana, “ [ p] romover y fomentar diversas formas de 
part icipación fortalece la democracia” , para lo cual se pueden diseñar normas 
orientadas a facilitar la part icipación de sectores específicos de la sociedad, tales 
como los m iembros de las comunidades indígenas y étnicas. 

208. Con respecto a las lim itaciones al derecho a ser elegido, el Comité de Derechos 
Humanos de Naciones Unidas señaló que

[ e] l derecho de las personas a presentarse a elecciones no deberá lim itarse de 
forma excesiva mediante el requisito de que los candidatos sean m iembros de 
part idos o pertenezcan a determ inados part idos. Toda exigencia de que los 
candidatos cuenten con un mínimo de part idarios [ para presentar su candidatura]  
deberá ser razonable y no const ituir un obstáculo a esa candidatura. 

211. La Secretaría General de la OEA en su “Observación electoral en Nicaragua:  
elecciones municipales, 2000”  señaló que la Ley Electoral No. 331 de 2000 
“dism inuyó considerablemente las oportunidades de part icipación en la elección 
municipal” , y se refir ió a la falta de claridad de dicha ley al destacar que

la ley generó cont roversias en cuanto a su interpretación y más aún sobre su 
aplicación. Durante la estadía de la Misión, se observó que ante casos sim ilares 
se aplicaron criterios de interpretación diferentes;  y en consecuencia, se 
produjeron decisiones o resoluciones diferentes.

215. No existe disposición en la Convención Americana que perm ita sostener que los 
ciudadanos sólo pueden ejercer el derecho a postularse como candidatos a un cargo 
elect ivo a t ravés de un part ido polít ico. No se desconoce la importancia que revisten 
los part idos polít icos como formas de asociación esenciales para el desarrollo y 
fortalecim iento de la democracia, pero se reconoce que hay ot ras formas a t ravés de 
las cuales se impulsan candidaturas para cargos de elección popular con m iras a la 
realización de fines comunes, cuando ello es pert inente e incluso necesario para 
favorecer o asegurar la part icipación polít ica de grupos específicos de la sociedad, 
tomando en cuenta sus t radiciones y ordenamientos especiales, cuya legit im idad ha 
sido reconocida e incluso se halla sujeta a la protección explícita del Estado. I ncluso, 
la Carta Democrát ica I nteramericana señala que para la democracia es prioritario 
“ [ e] l fortalecim iento de los part idos y de ot ras organizaciones polít icas” . 

216. Los part idos polít icos y las organizaciones o grupos que part icipan en la vida del 
Estado, como es el caso de los procesos electorales en una sociedad democrát ica, 
deben tener propósitos compat ibles con el respeto de los derechos y libertades 
consagrados en la Convención Americana. En este sent ido, el art ículo 16 de dicho 
t ratado establece que el ejercicio del derecho a asociarse libremente “sólo puede 
estar sujeto a las rest r icciones previstas por la ley que sean necesarias en una 
sociedad democrát ica, en interés de la seguridad nacional, de la seguridad o del orden 
público, o para proteger la salud o la moral públicas o los derechos y libertades de 
los demás” .

217. La Corte considera que la part icipación en los asuntos públicos de 
organizaciones diversas de los part idos, sustentadas en los térm inos aludidos en el 
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párrafo anterior, es esencial para garant izar la expresión polít ica legít ima y necesaria 
cuando se t rate de grupos de ciudadanos que de ot ra forma podrían quedar excluidos 
de esa part icipación, con lo que ello significa. 

220. Una vez establecido lo anterior, la Corte encuent ra necesario indicar que 
cualquier requisito para la part icipación polít ica diseñado para part idos polít icos, que 
no pueda ser cumplido por agrupaciones con diferente organización, es también 
cont rario a los art ículos 23 y 24 de la Convención Americana, en la medida en que 
lim ita, más allá de lo est r ictamente necesario, el alcance pleno de los derechos 
polít icos y se convierte en un impedimento para que los ciudadanos part icipen 
efect ivamente en la dirección de los asuntos públicos. Los requisitos para ejercitar el 
derecho a ser elegido deben observar los parámetros establecidos en los párrafos 
204, 206 y 207 de esta Sentencia.

Corte I DH. Caso Castañeda Gutm an Vs. México. Excepciones Prelim inares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6  de agosto de 2 0 0 8 . Serie C 
No. 1 8 4 .8 1

161. Como se desprende de lo anterior, la Corte est ima que no es posible aplicar al 
sistema electoral que se establezca en un Estado solamente las lim itaciones del 
párrafo 2 del art ículo 23 de la Convención Americana. Sin embargo, las medidas que 
los Estados adoptan con el fin de garant izar el ejercicio de los derechos 
convencionales no están excluidas de la competencia de la Corte I nteramericana 
cuando se alega una violación de los derechos humanos previstos en la Convención. 
Consecuentemente, la Corte debe examinar si uno de esos aspectos vinculados a la 
organización y reglamentación del proceso electoral y de los derechos polít icos, la 
exclusividad de nominación de candidatos a cargos federales por parte de los part idos 
polít icos, implica una rest r icción indebida a los derechos humanos consagrados en la 
Convención.

162. Previo a ello, la Corte considera necesario señalar que, en térm inos generales, 
el derecho internacional no impone un sistema electoral determ inado ni una 
modalidad determ inada de ejercer los derechos a votar y a ser elegido. Ello se 
desprende de las normas que regulan los derechos polít icos tanto en el ámbito 
universal como en el regional, y de las interpretaciones autorizadas realizadas por 
sus órganos de aplicación.

174. Salvo algunos derechos que no pueden ser rest r ingidos bajo ninguna 
circunstancia, como el derecho a no ser objeto de tortura o de t ratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes, los derechos humanos no son absolutos. Como lo ha 
establecido anteriormente el Tribunal, la previsión y aplicación de requisitos para 
ejercitar los derechos polít icos no const ituyen, per se, una rest r icción indebida a los 
derechos polít icos. Sin embargo, la facultad de los Estados de regular o rest r ingir los 
derechos no es discrecional, sino que está lim itada por el derecho internacional que 
exige el cumplim iento de determ inadas exigencias que de no ser respetadas 
t ransforma la rest r icción en ilegít ima y cont raria a la Convención Americana. 
Conforme a lo establecido en el art ículo 29.a in fine de dicho t ratado ninguna norma 
de la Convención puede ser interpretada en sent ido de lim itar los derechos en mayor 
medida que la prevista en ella. 

175. La Corte ha precisado las condiciones y requisitos que deben cumplirse al 
momento de regular o rest r ingir los derechos y libertades consagrados en la 
Convención y procederá a analizar, a la luz de los m ismos, el requisito legal bajo 
examen en el presente caso.

81 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la inexistencia de un recurso adecuado 
y efect ivo en relación con el im pedim ento de Jorge Castañeda Gutm an para inscr ibir  su candidatura 
independiente a la Presidencia de México. La Corte en su sentencia estableció la v iolación, ent re ot ros, del 
derecho a los derechos polít icos, igualdad ante la ley y protección judicial.  Se puede revisar un detalle del 
caso en el siguiente enlace:  ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 298&lang= es

https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=298&lang=es
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1)  Legalidad de la medida rest r ict iva 

176. El primer paso para evaluar si una rest r icción a un derecho establecido en la 
Convención Americana es perm it ida a la luz de dicho t ratado consiste en examinar si 
la medida lim itat iva cumple con el requisito de legalidad. Ello significa que las 
condiciones y circunstancias generales que autorizan una rest r icción al ejercicio de 
un derecho humano determ inado deben estar claramente establecidas por ley. La 
norma que establece la rest r icción debe ser una ley en el sent ido formal y material. 

2)  Finalidad de la medida rest r ict iva

180. El segundo lím ite de toda rest r icción se relaciona con la finalidad de la medida 
rest r ict iva;  esto es, que la causa que se invoque para just ificar la rest r icción sea de 
aquellas perm it idas por la Convención Americana, previstas en disposiciones 
específicas que se incluyen en determ inados derechos (por ejemplo las finalidades 
de protección del orden o salud públicas, de los art ículos 12.3, 13.2.b y 15, ent re 
ot ras) , o bien, en las normas que establecen finalidades generales legít imas (por 
ejemplo, “ los derechos y libertades de las demás personas” , o “ las justas exigencias 
del bien común, en una sociedad democrát ica” , ambas en el art ículo 32) . 

181. A diferencia de ot ros derechos que establecen específicamente en su art iculado 
las finalidades legít imas que podrían just ificar las rest r icciones a un derecho, el 
art ículo 23 de la Convención no establece explícitamente las causas legít imas o las 
finalidades perm it idas por las cuales la ley puede regular los derechos polít icos. En 
efecto, dicho art ículo se lim ita a establecer ciertos aspectos o razones (capacidad 
civil o mental, edad, ent re ot ros)  con base en los cuales los derechos polít icos pueden 
ser regulados en relación con los t itulares de ellos pero no determ ina de manera 
explicita las finalidades, ni las rest r icciones específicas que necesariamente habrá 
que imponer al diseñar un sistema electoral, tales como requisitos de residencia, 
dist r itos electorales y ot ros. Sin embargo, las finalidades legít imas que las 
rest r icciones deben perseguir se derivan de las obligaciones que se desprenden del 
art ículo 23.1 de la Convención, a las que se ha hecho referencia anteriormente.

184. No obstante, el hecho de que una medida persiga un fin perm it ido por la 
Convención no implica que la m isma sea necesaria y proporcional, lo que se 
examinará a cont inuación.

3)  Necesidad en una sociedad democrát ica y proporcionalidad de la 
medida rest r ict iva 

185. En el sistema interamericano existe un tercer requisito que debe cumplirse para 
considerar la rest r icción de un derecho compat ible con la Convención Americana. La 
Corte I nteramericana ha sostenido que para que una rest r icción sea perm it ida a la 
luz de la Convención debe ser necesaria para una sociedad democrát ica. Este 
requisito, que la Convención Americana establece de manera explícita en ciertos 
derechos (de reunión, art ículo 15;  de asociación, art ículo 16;  de circulación, art ículo 
22) , ha sido incorporado como pauta de interpretación por el Tribunal y como 
requisito que califica a todas las rest r icciones a los derechos de la Convención, 
incluidos los derechos polít icos. 

186. Con el fin de evaluar si la medida rest r ict iva bajo examen cumple con este 
últ imo requisito la Corte debe valorar si la m isma:  a)  sat isface una necesidad social 
imperiosa, esto es, está orientada a sat isfacer un interés público imperat ivo;  b)  es la 
que rest r inge en menor grado el derecho protegido;  y c)  se ajusta est rechamente al 
logro del objet ivo legít imo. 

i)  La existencia de una necesidad social imperiosa - interés público 
imperat ivo 

192. Los sistemas que admiten las candidaturas independientes se pueden basar en 
la necesidad de ampliar o mejorar la part icipación y representación en la dirección 
de los asuntos públicos y posibilitar un mayor acercamiento ent re los ciudadanos y 
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las inst ituciones democrát icas;  por su parte los sistemas que optan por la 
exclusividad de las candidaturas por part idos polít icos se pueden basar en diversas 
necesidades tales como fortalecer dichas organizaciones como inst rumentos 
fundamentales de la democracia u organizar de una manera eficaz el proceso 
electoral, ent re ot ras. Estas necesidades deben obedecer, en últ ima instancia, a un 
fin legít imo conforme a la Convención Americana.

ii)  La exclusividad en la nominación y el medio idóneo menos rest r ict ivo 
para regular el derecho a ser votado 

196. A efectos de valorar la proporcionalidad de la medida que se alega rest r ict iva 
del derecho a ser elegido, la Corte debe examinar las alternat ivas existentes para 
regular tal derecho, que sean igualmente idóneas a la regulación que se considera 
violatoria de la Convención, y precisar su mayor o menor grado de lesividad del 
derecho humano que se rest r inge. 

197. Como ha sido señalado, la Convención Americana, al igual que ot ros t ratados 
internacionales de derechos humanos, no establece la obligación de implementar un 
sistema electoral determ inado. Tampoco establece un mandato específico sobre la 
modalidad que los Estados partes deben establecer para regular el ejercicio del 
derecho a ser elegido en elecciones populares [ ...] .

198. La Corte observa que en el derecho electoral comparado la regulación del 
derecho a ser votado respecto de la inscripción de las candidaturas puede 
implementarse de dos maneras;  mediante el sistema de regist ro de candidatos de 
forma exclusiva por parte de los part idos polít icos, o bien el sistema de regist ro de 
candidaturas por parte de los part idos polít icos junto con la posibilidad de inscribir 
candidaturas independientes. En la región puede observarse que existe cierto 
equilibr io ent re los Estados que establecen el sistema de regist ro exclusivo a cargo 
de part idos y aquellos que, además, perm iten candidaturas independientes.

199. Los Estados cuya legislación reconoce la posibilidad de inscribir candidaturas 
independientes establecen diversos requisitos para su inscripción, algunos de ellos 
sim ilares a los que se prevén para las candidaturas regist radas por part idos polít icos. 
Un requisito común para la inscripción de candidaturas independientes es el respaldo 
de un número o porcentaje de electores que apoye la inscripción de la candidatura, 
lo que resulta indispensable para organizar de manera eficaz el proceso electoral. 
Adicionalmente, los Estados establecen ot ros requisitos tales como la presentación 
de plataformas polít icas o planes de gobierno para el período que la candidatura se 
presenta, la integración de garant ías económicas o “pólizas de seriedad” , incluso una 
organización de cuadros direct ivos igual a la de los part idos polít icos en todo el 
terr itor io del Estado, en caso de candidaturas independientes a Presidente de la 
República.

200. Ninguno de los dos sistemas, el de nominación exclusiva por parte de part idos 
polít icos y el que perm ite candidaturas independientes, resulta en sí m ismo más o 
menos rest r ict ivo que el ot ro en térm inos de regular el derecho a ser elegido 
consagrado en su art ículo 23 de la Convención. La Corte considera que no hay una 
posibilidad de hacer una valoración en abst racto respecto de si el sistema que perm ite 
las candidaturas independientes es o no una alternat iva menos rest r ict iva de regular 
el derecho a ser votado que ot ro que no lo perm ite. Ello dependerá de diversas 
circunstancias, especialmente, de cómo se regulen los aspectos mencionados 
anteriormente de las candidaturas independientes o de la regulación de las 
candidaturas presentadas por part idos.

201. Las candidaturas independientes pueden regularse de manera que faciliten y 
amplíen el acceso al derecho a ser votado, pero también puede ocurr ir  que para 
inscribir candidaturas independientes se establezcan requisitos mayores que los 
establecidos para nominar a un candidato por un part ido polít ico. El sólo hecho de 
perm it ir  candidaturas independientes no significa que se t rate del medio menos 
rest r ict ivo para regular el derecho a ser votado. Lo esencial es que cualquiera de los 
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dos sistemas que sea elegido haga accesible y garant ice el derecho y la oportunidad 
a ser votado previsto en la Convención en condiciones de igualdad.

iii)  Proporcionalidad respecto del interés que se just ifica y adecuación 
al logro del objet ivo legít imo. 

203. En cuanto a si la medida se ajusta al logro del objet ivo legít imo perseguido, en 
atención a lo anteriormente mencionado, la Corte est ima que en el presente caso la 
exclusividad de nominación por part idos polít icos a cargos elect ivos de nivel federal 
es una medida idónea para producir el resultado legít imo perseguido de organizar de 
manera eficaz los procesos electorales con el fin de realizar elecciones periódicas, 
autént icas, por sufragio universal e igual, y por voto secreto que garant ice la libre 
expresión de la voluntad de los electores de acuerdo a lo establecido por la 
Convención Americana.

204. Finalmente, la Corte considera que ambos sistemas, uno const ruido sobre la 
base exclusivamente de part idos polít icos, y ot ro que admite también candidaturas 
independientes, pueden ser compat ibles con la Convención y, por lo tanto, la decisión 
de cuál sistema escoger está en las manos de la definición polít ica que haga el Estado, 
de acuerdo con sus normas const itucionales. A la Corte no se le escapa que en la 
región existe una profunda crisis en relación con los part idos polít icos, los poderes 
legislat ivos y con quienes dir igen los asuntos públicos, por lo que resulta imperioso 
un profundo y reflexivo debate sobre la part icipación y la representación polít ica, la 
t ransparencia y el acercamiento de las inst ituciones a las personas, en definit iva, 
sobre el fortalecim iento y la profundización de la democracia. La sociedad civil y el 
Estado t ienen la responsabilidad, fundamental e inexcusable de llevar a cabo esta 
reflexión y realizar propuestas para revert ir  esta situación. En este sent ido los 
Estados deben valorar de acuerdo con su desarrollo histórico y polít ico las medidas 
que perm itan fortalecer los derechos polít icos y la democracia, y las candidaturas 
independientes pueden ser uno de esos mecanismos, ent re muchos ot ros. 

Corte I DH. Caso Argüelles y otros Vs. Argent ina. Excepciones Prelim inares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 0  de noviem bre de 2 0 1 4 . Serie 
C No. 2 8 8 .8 2

222. Por su parte, el párrafo 2 del art ículo 23 de la Convención establece que la ley 
puede reglamentar el ejercicio y las oportunidades a tales derechos, exclusivamente 
en razón de la “edad, nacionalidad, residencia, idioma, inst rucción, capacidad civil o 
mental, o condena, por juez competente, en proceso penal” . La disposición que 
señala las causales por las cuales se puede rest r ingir el uso de los derechos del 
párrafo 1 t iene como propósito único – a la luz de la Convención en su conjunto y de 
sus principios esenciales – evitar la posibilidad de discrim inación cont ra individuos en 
el ejercicio de sus derechos polít icos. Asim ismo, es evidente que estas causales se 
refieren a las condiciones habilitantes que la ley puede imponer para ejercer los 
derechos polít icos, y las rest r icciones basadas en esos criterios son comunes en las 
legislaciones electorales nacionales, que prevén el establecim iento de edades 
mínimas para votar y ser votado, ciertos vínculos con el dist r ito electoral donde se 
ejerce el derecho, ent re ot ras regulaciones. Siempre que no sean desproporcionados 
o irrazonables, se t rata de lím ites que legít imamente los Estados pueden establecer 
para regular el ejercicio y goce de los derechos polít icos y que se refieren a ciertos 
requisitos que los t itulares de los derechos polít icos deben cumplir para poder 
ejercerlos.

82 El caso se refiere a la vulneración del derecho a la libertad personal y a las garant ías judiciales de veinte 
oficiales m ilitares argent inos en el proceso interno seguido cont ra ellos por el delito de defraudación m ilitar  
cont ra la Fuerza Aérea argent ina. En su sentencia la Corte estableció la v iolación, ent re ot ros, del derecho 
a la libertad personal y garant ías judiciales. Se puede revisar un detalle del caso en el siguiente enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 446&lang= es

https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=446&lang=es
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223. Teniendo en cuenta lo anterior, la Corte considera, en primer lugar, que la 
llamada inhabilitación comercial, de bienes o “muerte civil” , claramente no se 
encuadra en una de las situaciones protegidas por el art ículo 23 de la Convención 
Americana, de manera que la Corte desest ima ese alegato de los representantes. Por 
tanto, la Corte ent rará a analizar solamente si la sanción de inhabilitación perpetua 
determ inada en la sentencia penal condenatoria const ituyó una rest r icción indebida 
a los derechos polít icos de los señores Candurra, Arancibia, Di Rosa, Pontecorvo y 
Machin, presuntas víct imas representadas por los señores De Vita y Cueto. 

224. Ahora bien, la Corte ha precisado las condiciones y requisitos que deben 
cumplirse al momento de regular o rest r ingir los derechos y libertades consagrados 
en la Convención y procederá a analizar, a la luz de los m ismos, el requisito legal 
bajo examen en el presente caso.

225. Respecto de si la rest r icción cumple con el requisito de legalidad, ello significa 
que las condiciones y circunstancias generales que autorizan una rest r icción al 
ejercicio de un derecho humano determ inado deben estar claramente establecidas 
por ley. La norma que establece la rest r icción debe ser una ley en el sent ido formal 
y material. En el caso concreto la pena de inhabilitación absoluta estaba prevista en 
el art ículo 19 del Código Penal argent ino y su modalidad regulada en el art ículo 20-
ter, de manera que cumplió con ese primero requisito. 

226. El segundo lím ite de toda rest r icción se relaciona con la finalidad de la medida 
rest r ict iva;  esto es, que la causa que se invoque para just ificar la rest r icción sea 
perm it ida por la Convención Americana, prevista en disposiciones específicas que se 
incluyen en determ inados derechos (por ejemplo las finalidades de protección del 
orden o salud públicas, de los art ículos 12.3, 13.2.b y 15, las reglamentaciones de 
los derechos polít icos, art ículo 23.2, ent re ot ras) , o bien, en las normas que 
establecen finalidades generales legít imas (por ejemplo, “ los derechos y libertades 
de las demás personas” , o “ las justas exigencias del bien común, en una sociedad 
democrát ica” , ambas en el art ículo 32) . La pena accesoria de inhabilitación perpetua 
en el presente caso se refiere precisamente a uno de los supuestos que perm ite al 
Estado “ reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades”  protegidos en el 
art ículo 23.1, cual sea la “condena, por juez competente, en proceso penal” . 

227. Ahora resta definir si aun cuando la medida sea legal y persiga un fin perm it ido 
por la Convención, si ella es necesaria y proporcional. Con el fin de evaluar si la 
medida rest r ict iva bajo examen cumple con este últ imo requisito, la Corte debe 
valorar si la m isma:  a)  sat isface una necesidad social imperiosa, esto es, está 
orientada a sat isfacer un interés público imperat ivo;  b)  es la que rest r inge en menor 
grado el derecho protegido, y c)  se ajusta est rechamente al logro del objet ivo 
legít imo.

228. Al respecto, la pena de inhabilitación perpetua fue ordenada por el Consejo 
Supremo de las Fuerzas Armadas [ ...] y posteriormente confirmada por la Cámara 
Nacional de Casación Penal [ ...] , cuya sentencia será considerada como definit iva en 
el presente análisis. 

230. De lo anterior, la Corte considera que la medida fue aplicada para sat isfacer 
una condena penal relacionada a la comisión de delitos económicos perpet rados en 
cont ra de la Fuerza Aérea Argent ina y tenía como objet ivo proteger el erario, evitando 
que una persona condenada por delitos de defraudación y falsedad pudiera acceder 
a cargos públicos y part icipar de elecciones durante determ inado período. Con 
relación al supuesto de rest r ingir en menor grado el derecho protegido – en el 
presente caso los derechos polít icos de los condenados – la Corte considera que la 
medida no fue permanente, sino lim itada al plazo determ inado en ley. Finalmente, la 
Corte est ima que en el presente caso, debido a sus característ icas part iculares, no 
consta en autos elementos suficientes para determ inar que la medida, e incluso su 
aplicación ya realizada, no se ajustó a la consecución del objet ivo legít imo de 
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resguardar el interés público al rest r ingir la part icipación electoral de los condenados 
por determ inado período. 

Corte I DH. Caso Petro Urrego Vs. Colom bia. Excepciones Prelim inares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 8  de julio de 2 0 2 0 . Serie C No. 
4 0 6 .8 3

96. La Corte reitera que el art ículo 23.2 de la Convención Americana es claro en el 
sent ido de que dicho inst rumento no perm ite que órgano administ rat ivo alguno pueda 
aplicar una sanción que implique una rest r icción (por ejemplo, imponer una pena de 
inhabilitación o dest itución)  a una persona por su inconducta social (en el ejercicio 
de la función pública o fuera de ella)  para el ejercicio de los derechos polít icos a elegir 
y ser elegido:  sólo puede serlo por acto jurisdiccional (sentencia)  del juez competente 
en el correspondiente proceso penal. El Tribunal considera que la interpretación literal 
de este precepto perm ite arr ibar a esta conclusión, pues tanto la dest itución como la 
inhabilitación son rest r icciones a los derechos polít icos, no sólo de aquellos 
funcionarios públicos elegidos popularmente, sino también de sus electores. ( En un 
sent ido sim ilar, ver entre otros: Cor t e  I DH. Caso López Mendoza  Vs.  Venezue la .  
Fondo Reparaciones y Cost as.  Sent encia  de  1  de  sept iem bre  de  2 0 1 1 .  Ser ie  C N o. 
2 3 3 ,  pár r .  1 0 7 8 4 )

97. Esta interpretación literal resulta corroborada si se acude al objeto y fin de la 
Convención para comprender los alcances del art ículo 23.2 del m ismo inst rumento. 
La Corte ha afirmado que el objeto y fin de la Convención es “ la protección de los 
derechos fundamentales de los seres humanos” , así como la consolidación y 
protección de un ordenamiento democrát ico. El art ículo 23.2 de la Convención 
corrobora esa finalidad, pues autoriza la posibilidad de establecer regulaciones que 
perm itan la existencia de condiciones para el goce y ejercicio de los derechos 
polít icos. De igual forma lo hace la Declaración Americana en su art ículo XXVI I I , en 
el sent ido de que reconoce la posibilidad de establecer rest r icciones al ejercicio de 
los derechos polít icos cuando estos son “necesarios en una sociedad democrát ica” . 
Para los m ismos efectos, resulta relevante el art ículo 32.2 de la Convención en el 
sent ido de que establece que “ [ l] os derechos de cada persona están lim itados por los 
derechos de los demás, por la seguridad de todos y por las justas exigencias del bien 
común, en una sociedad democrát ica” .

98. La interpretación teleológica perm ite resaltar que, en las rest r icciones a los 
derechos reconocidos por la Convención, debe exist ir  un est r icto respeto de las 
debidas garant ías convencionales. La Corte considera que el art ículo 23.2 de la 
Convención, al establecer un listado de posibles causales para la lim itación o 
reglamentación de los derechos polít icos, t iene como objeto determ inar criterios 
claros y regímenes específicos bajo los cuales dichos derechos pueden ser lim itados. 
Lo anterior busca que la lim itación de los derechos polít icos no quede al arbit r io o 
voluntad del gobernante de turno, con el fin de proteger que la oposición polít ica 
pueda ejercer su posición sin rest r icciones indebidas. De esta forma, el Tribunal 
considera que las sanciones de dest itución e inhabilitación de funcionarios públicos 
democrát icamente electos por parte de una autoridad administ rat iva disciplinaria, en 
tanto rest r icciones a los derechos polít icos no contempladas dent ro de aquellas 
perm it idas por la Convención Americana, son incompat ibles no solo con la literalidad 

83 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por el térm ino de 15 años para ocupar 
cargos públicos, que le fue im puesta por la Procuraduría General de la República el 9 de diciem bre de 
2013. La Corte en su sentencia estableció la v iolación, ent re ot ros, del derecho a las garant ías judiciales 
y los derechos polít icos. Se puede consultar un resum en oficial de la en el siguiente enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_406_esp.pdf
84 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por haber inhabilitado al señor López 
Mendoza para el ejercicio de la función pública a t ravés de la vía adm inist rat iva y haber prohibido su 
part icipación en las elecciones regionales del año 2008. La Corte en su sentencia estableció la v iolación, 
ent re ot ros, del derecho a los derechos polít icos, igualdad ante la ley, garant ías judiciales y protección 
judicial.  Se puede revisar un detalle del caso en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 354&lang= es

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_406_esp.pdf
https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=354&lang=es
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del art ículo 23.2 de la Convención, sino también con el objeto y fin del m ismo 
inst rumento.

100. Tal como fue señalado con anterioridad, del art ículo 23.2 de la Convención se 
desprenden los requisitos para que proceda la rest r icción de los derechos polít icos 
reconocidos en el art ículo 23.1 como consecuencia de una sanción de dest itución e
inhabilitación de un funcionario público democrát icamente electo. En el caso de la 
sanción impuesta al señor Pet ro, ninguno de esos requisitos se cumplió, pues el 
órgano que impuso dicha sanción no era un “ juez competente” , no hubo “condena”  
y las sanciones no se aplicaron como resultado de un “proceso penal” , en el que 
tendrían que haberse respetado las garant ías judiciales consagradas en el art ículo 8 
de la Convención Americana. Además, la sanción de dest itución –aun cuando esta 
haya ocurrido por un período de un mes- const ituyó una rest r icción a los derechos 
polít icos tanto del funcionario democrát icamente electo, que no pudo cont inuar 
ejerciendo su cargo, como una afectación a los derechos de aquellas personas que lo 
eligieron, y en general afecta la dinámica del juego democrát ico al const ituir una 
alteración de la voluntad de los electores. 

Corte I DH. La figura de la reelección presidencial indefinida en Sistem as 
Presidenciales en el contexto del Sistem a I nteram ericano de Derechos 
Hum anos ( I nterpretación y alcance de los art ículos 1 , 2 3 , 2 4  y 3 2  de la 
Convención Am ericana sobre Derechos Hum anos, XX de la Declaración 
Am ericana de los Derechos y Deberes del Hom bre, 3 .d de la Carta de la 
Organización de los Estados Am ericanos y de la Carta Dem ocrát ica 
I nteram ericana) . Opinión Consult iva OC- 2 8 / 2 1  de 7  de junio de 2 0 2 1 . Serie 
A No. 2 8 .

104. La Corte advierte que la prohibición de la reelección presidencial indefinida 
const ituye una rest r icción al derecho a ser electo. En este sent ido, el Tribunal 
recuerda que los derechos polít icos no son absolutos. Su ejercicio puede estar sujeto 
a regulaciones o rest r icciones. Sin embargo, la facultad de regular o rest r ingir los 
derechos no es discrecional, sino que está lim itada por el derecho internacional, el 
cual requiere el cumplim iento de determ inadas exigencias que, de no ser respetadas, 
t ransforman la rest r icción en ilegít ima y cont raria a la Convención Americana. En este 
sent ido, el párrafo 2 del art ículo 23 de la Convención establece que:

La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportunidades a que se refiere 
el inciso anterior, exclusivamente por razones de edad, nacionalidad, residencia, 
idioma, inst rucción, capacidad civil o mental, o condena, por juez competente, en 
proceso penal.

105. Este Tribunal ha considerado que el art ículo 23.2 de la Convención, al establecer 
un listado de posibles causales para la lim itación o reglamentación de los derechos 
polít icos, t iene como objeto determ inar criterios claros y regímenes específicos bajo 
los cuales dichos derechos pueden ser lim itados. Lo anterior busca que la lim itación 
de los derechos polít icos no quede al arbit r io o voluntad del gobernante de turno, con 
el fin de proteger que la oposición polít ica pueda ejercer su posición sin rest r icciones 
indebidas.

106. Sin embargo, esta Corte advierte que el art ículo 23.2 establece dos supuestos. 
El primer supuesto se refiere a las rest r icciones de carácter general que puede 
establecer la ley (edad, nacionalidad, residencia, idioma, inst rucción, capacidad civil 
o mental) , m ient ras que el segundo supuesto se refiere a las rest r icciones a los 
derechos polít icos impuestas por vía de una sanción a una persona en part icular 
(condena, por juez competente, en proceso penal) . De la jur isprudencia de este 
Tribunal se desprende que la interpretación del térm ino “exclusivamente”  incluido en 
el art ículo 23.2 dependerá de si se t rata de rest r icciones a los derechos polít icos 
generales (primer supuesto)  o part iculares (segundo supuesto) .

107. Por un lado, en los casos López Mendoza Vs. Venezuela y Petro Urrego Vs. 
Colombia, la Corte fue clara en establecer que, en casos de rest r icciones a los 
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derechos polít icos por vía de una sanción, el térm ino exclusivamente implica que 
estas rest r icciones solo pueden ser realizadas por medio de una condena de un juez 
competente en un proceso penal. Por tanto, no son acordes a la literalidad del art ículo
23.2 de la Convención, así como al objeto y fin del m ismo, las sanciones de 
dest itución e inhabilitación de funcionarios públicos democrát icamente electos por 
parte de una autoridad administ rat iva disciplinaria.

108. Por ot ra parte, en casos relat ivos a rest r icciones generales a los derechos 
polít icos, la Corte ha señalado que, al interpretar el térm ino “exclusivamente”  del 
art ículo 23.2, no es posible dejar de lado el párrafo 1 de dicho art ículo e interpretar 
el párrafo 2 de manera aislada, ni tampoco es posible ignorar el resto de los preceptos 
de la Convención o los principios básicos que la inspiran para interpretar dicha norma.

109. En este sent ido, el art ículo 23 convencional impone al Estado ciertas 
obligaciones específicas. Desde el momento en que el art ículo 23.1 establece que el 
derecho de part icipar en la dirección de los asuntos públicos puede ejercerse 
directamente o por medio de representantes libremente elegidos, se impone al 
Estado una obligación posit iva, que se manifiesta con una obligación de hacer, de 
realizar ciertas acciones o conductas, de adoptar medidas, que se derivan de la 
obligación de garant izar el libre y pleno ejercicio de los derechos humanos de las 
personas sujetas a su jurisdicción (art ículo 1.1 de la Convención)  y de la obligación 
general de adoptar medidas en el derecho interno (art ículo 2 de la Convención) .

110. Esta obligación posit iva consiste en el diseño de un sistema que perm ita que se 
elijan representantes para que conduzcan los asuntos públicos. En efecto, para que 
los derechos polít icos puedan ser ejercidos, la ley necesariamente t iene que 
establecer regulaciones que van más allá de aquellas que se relacionan con ciertos 
lím ites para rest r ingir esos derechos, establecidos en el art ículo 23.2 de la 
Convención. Los Estados deben organizar los sistemas electorales y establecer un 
complejo número de condiciones y formalidades para que sea posible el ejercicio del 
derecho a votar y ser votado.

111. El Estado, en consecuencia, no solo t iene la obligación general establecida en el 
art ículo 1.1 de la Convención de garant izar el goce de los derechos, sino que asume 
direct r ices específicas para el cumplim iento de su obligación. El sistema electoral que 
los Estados establezcan de acuerdo a la Convención Americana debe hacer posible la 
celebración de elecciones periódicas autént icas, realizadas por sufragio universal e 
igual y por voto secreto que garant ice la libre expresión de la voluntad de los 
electores. Hay aquí, por lo tanto, un mandato específico al Estado en relación con la 
modalidad que debe escoger para cumplir  con su obligación general de “garant izar”  
el goce de los derechos establecida en el art ículo 1 de la Convención, cumplim iento 
que, como lo dice en forma general el art ículo 1.1, no debe ser discrim inatorio. En 
este sent ido, por ejemplo, la Corte ha considerado que para garant izar los derechos 
polít icos, los Estados deben regular aspectos organizat ivos o inst itucionales de los 
procesos electorales, lo cual t rae como consecuencia la imposición de lim itaciones a 
los derechos polít icos no incluidas expresamente en el art ículo 23.2.

112. En virtud de lo anterior, la Corte ha considerado que para asegurar el 
funcionamiento de un sistema electoral no es posible aplicar solamente las 
lim itaciones del párrafo 2 del art ículo 23 de la Convención Americana. La previsión y 
aplicación de requisitos generales para ejercitar los derechos polít icos no const ituyen, 
per se, una rest r icción indebida a los derechos polít icos. Por tanto, por el solo hecho 
de no estar incluida explícitamente en el art ículo 23.2 las rest r icciones a la reelección 
presidencial indefinida, no implica que estas sean cont rarias a la Convención.

113. No obstante, la facultad de los Estados de regular o rest r ingir los derechos no 
es discrecional, sino que está lim itada por el derecho internacional que exige el 
cumplim iento de determ inadas exigencias que, de no ser respetadas, t ransforma la 
rest r icción en ilegít ima y cont raria a la Convención Americana. Conforme a lo 
establecido en el art ículo 29.a in fine de dicho t ratado ninguna norma de la 



85

CUADERNILLOS DE JURISPRUDENCIA DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

Convención puede ser interpretada en sent ido de lim itar los derechos en mayor 
medida que la prevista en ella. En este sent ido, es necesario examinar si la m isma 
implica una rest r icción indebida a los derechos humanos consagrados en la 
Convención.

114. El art ículo 32.2 de la Convención establece que “ [ l] os derechos de cada persona 
están lim itados por los derechos de los demás, por la seguridad de todos y por las 
justas exigencias del bien común, en una sociedad democrát ica” . Este Tribunal ha 
establecido en su jurisprudencia que un derecho puede ser rest r ingido por los Estados 
siempre que las injerencias no sean abusivas o arbit rarias;  por ello, deben estar 
previstas en ley en sent ido formal y material, perseguir un fin legít imo y cumplir con 
los requisitos de idoneidad, necesidad y proporcionalidad.

115. El primer paso para evaluar si una rest r icción a un derecho establecido en la 
Convención Americana es perm it ida a la luz de dicho t ratado consiste en examinar si 
la medida lim itat iva cumple con el requisito de legalidad. Ello significa que las 
condiciones y circunstancias generales que autorizan una rest r icción al ejercicio de 
un derecho humano determ inado deben estar claramente establecidas por ley. En 
este sent ido, para ser acorde a la Convención las lim itaciones a la reelección 
presidencial deben establecerse claramente en una ley en el sent ido formal y 
material.

116. El segundo lím ite de toda rest r icción se relaciona con la finalidad de la medida 
rest r ict iva;  esto es, que la causa que se invoque para just ificar la rest r icción sea de 
aquellas perm it idas por la Convención Americana, previstas en disposiciones 
específicas que se incluyen en determ inados derechos (por ejemplo las finalidades 
de protección del orden o salud públicas, de los art ículos 12.3, 13.2.b y 15, ent re 
ot ras) , o bien, en las normas que establecen finalidades generales legít imas (por 
ejemplo, “ los derechos y libertades de las demás personas” , o “ las justas exigencias 
del bien común, en una sociedad democrát ica” , ambas en el art ículo 32) .

117. A diferencia de ot ros derechos que establecen específicamente en su art iculado 
las finalidades legít imas que podrían just ificar las rest r icciones a un derecho, el 
art ículo 23 de la Convención no establece explícitamente las causas legít imas o las 
finalidades perm it idas por las cuales la ley puede regular los derechos polít icos. En 
efecto, dicho art ículo se lim ita a establecer ciertos aspectos o razones (capacidad 
civil o mental, edad, ent re ot ros)  con base en los cuales los derechos polít icos pueden 
ser regulados en relación con su t itularidad, pero no determ ina de manera explícita 
las finalidades, ni las rest r icciones específicas que necesariamente habrá que imponer 
al diseñar un sistema electoral, tales como requisitos de residencia, dist r itos 
electorales y ot ros. Sin embargo, las finalidades legít imas que las rest r icciones deben 
perseguir se derivan de las obligaciones que se desprenden del art ículo 23.1 de la 
Convención, a las que se ha hecho referencia anteriormente.

118. En este sent ido, este Tribunal recuerda que, de acuerdo al art ículo 32.2 de la 
Convención, “ [ l] os derechos de cada persona están lim itados por los derechos de los 
demás, por la seguridad de todos y por las justas exigencias del bien común, en una
sociedad democrát ica” . Es posible entender el bien común, dent ro del contexto de la 
Convención, como un concepto referente a las condiciones de la vida social que 
perm iten a los integrantes de la sociedad alcanzar el mayor grado de desarrollo 
personal y la mayor vigencia de los valores democrát icos. En tal sent ido, puede 
considerarse como un imperat ivo del bien común la organización de la vida social en 
forma que se fortalezca el funcionamiento de las inst ituciones democrát icas y se 
preserve y promueva la plena realización de los derechos de la persona humana.

119. La Corte considera que la prohibición de la reelección presidencial indefinida 
t iene una finalidad acorde con el art ículo 32 de la Convención, ya que busca 
garant izar la democracia representat iva, sirviendo como salvaguardia de los 
elementos esenciales de la democracia establecidos en el art ículo 3 de la Carta 
Democrát ica I nteramericana. En part icular, la prohibición de la reelección 
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presidencial indefinida busca evitar que una persona se perpetúe en el poder, y, de 
este modo, asegurar el pluralismo polít ico, la alternancia en el poder, así como 
proteger el sistema de frenos y cont rapesos que garant izan la separación de poderes 
[ ...] . Al ser la democracia representat iva uno de los principios sobre los cuales se 
funda el sistema interamericano, las medidas que se tomen para garant izarla t ienen 
una finalidad legít ima de acuerdo a la Convención.

120. El tercer paso es evaluar si la rest r icción es idónea para lograr la finalidad de la 
m isma. Al respecto, la Corte advierte que, tomando en cuenta la concent ración de 
poderes que t iene la figura del Presidente en un sistema presidencial, la rest r icción 
de la posibilidad de reelección indefinida es una medida idónea para asegurar que 
una persona no se perpetúe en el poder y que, de esta forma, no resulten afectados 
los principios const itut ivos de una democracia representat iva [ ...] .

121. Seguidamente se deberá evaluar si la rest r icción es necesaria, para lo cual se 
debe examinar las alternat ivas existentes para alcanzar el fin legít imo perseguido y 
precisar la mayor o menor lesividad de aquéllas. Al respecto, esta Corte advierte que 
no encuent ra ot ras medidas igualmente idóneas para asegurar que una persona no 
se perpetúe en el poder y que de esta forma no resulten afectados la separación de 
poderes, el régimen plural de part idos y organizaciones polít icas, así como la 
alternancia en el ejercicio del poder. En el m ismo sent ido, la Comisión de Venecia ha 
señalado que, en un Estado con un sistema presidencial o semipresidencial, “el poder 
t iende a concent rarse en el Presidente, m ient ras que los poderes legislat ivo y judicial 
son relat ivamente más débiles. Por lo tanto, el cambio periódico del presidente a 
t ravés del proceso de elección es el método perfecto para evitar una excesiva 
concent ración de poder” .

122. Por últ imo, se deberá evaluar si la rest r icción resulta est r ictamente proporcional, 
de tal forma que el sacrificio inherente a aquella no resulte exagerado o desmedido 
frente a las ventajas que se obt ienen mediante tal lim itación. Al respecto, este 
Tribunal ha señalado que la rest r icción debe ser proporcional al interés que la just ifica 
y ajustarse est rechamente al logro de ese legít imo objet ivo, interfir iendo en la menor 
medida posible en el efect ivo ejercicio del derecho en juego. En efecto, incluso si una 
rest r icción está establecida en la ley, es idónea y necesaria, se deberá determ inar si 
la m isma es est r ictamente proporcional.

123. Frente a las interrogantes planteadas es necesario ponderar si las ventajas que 
t rae la prohibición de la reelección presidencial indefinida para la alternabilidad 
democrát ica son proporcionales con respecto al derecho de la persona que ocupa el 
cargo de la presidencia a ser reelecta, y, por ot ro lado, con respecto al derecho de 
los demás ciudadanos a votar y de part icipar en la dirección de los asuntos públicos 
por medio de representantes libremente elegidos.

124. Respecto al derecho de la persona que ocupa el cargo de la presidencia a ser 
reelecta, esta Corte ya estableció que no existe un derecho autónomo a la reelección 
[ ...] . El derecho que se encuent ra establecido en la Convención Americana es el 
derecho “a ser elegido en elecciones periódicas autént icas, realizadas por sufragio 
universal e igual y por voto secreto que garant ice la libre expresión de la voluntad 
de los electores” . La prohibición de la reelección presidencial indefinida solo rest r inge 
la posibilidad de la persona que se encuent ra ejerciendo la presidencia de part icipar 
en las elecciones. En este sent ido, este Tribunal considera que el sacrificio que implica 
esta rest r icción es menor y just ificado para asegurar que una persona no se perpetúe 
en el poder y, con esto, prevenir que se degrade la democracia representat iva.

125. Por ot ra parte, respecto a los derechos de los demás ciudadanos, esta Corte 
recuerda que el art ículo 23 de la Convención establece el derecho a part icipar en la 
dirección de los asuntos públicos, por medio de representantes libremente elegidos, 
así como el derecho de votar en elecciones donde se “garant ice la libre expresión de 
[ su]  voluntad” . Al respecto, este Tribunal advierte que el derecho a votar no implica 
el derecho a tener opciones ilim itadas de candidatos a la Presidencia. En cambio, el
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derecho protege que los votantes puedan elegir libremente ent re los candidatos 
inscritos, y que las rest r icciones para postularse como candidato no sean cont rarias 
a la Convención. La prohibición de la reelección presidencial indefinida lim ita la 
posibilidad de los ciudadanos de reelegir al Presidente por más de dos períodos 
consecut ivos cuando consideren que es la persona más adecuada para el cargo. Sin 
embargo, este Tribunal reitera que, de acuerdo al art ículo 32 de la Convención, los 
derechos de cada persona están lim itados por los derechos de los demás, por la 
seguridad de todos y por las justas exigencias del bien común. En este sent ido, las 
exigencias del bien común requieren que se establezcan salvaguardas a la 
democracia, como lo es la prohibición de la reelección presidencial indefinida [ ...] . 
Además, la Corte resalta que esta prohibición no afecta el derecho de los votantes a 
seleccionar, ent re los candidatos, a la persona más afín a sus preferencias, incluso 
pudiendo ser un representante del m ismo part ido polít ico que el Presidente en 
ejercicio. Por tanto, el Tribunal observa que esta lim itación es menor cuando se 
compara con los beneficios que t rae para la sociedad la prohibición de la reelección 
presidencial indefinida.

126. En virtud de lo anterior, la Corte concluye que la prohibición de la reelección 
indefinida es compat ible con la Convención Americana, la Declaración Americana y 
la Carta Democrát ica I nteramericana.

Corte I DH. Caso Gadea Mant illa  Vs. Nicaragua. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 1 6  de octubre de 2 0 2 4 . Serie C No. 5 4 3 8 5 .

83. La Corte considera necesario precisar el contenido de los principios de 
periodicidad, autent icidad, universalidad, libertad e igualdad en los procesos 
electorales, descritos en el art ículo 23.1 de la Convención Americana, estos ya han 
sido analizados en casos concretos, siendo fundamental para garant izar la 
democracia representat iva que se ent iendan de la siguiente forma:  ( i)  la periodicidad 
implica la realización de elecciones en intervalos con regularidad previsible;  los 
cuales no deberán ser modificados con cercanía a las elecciones;  ( ii)  en cuanto a 
autent icidad, los procesos electorales deberán ser t ransparentes a efectos de 
generar legit im idad, esto implica sujeción al concepto de estado de derecho y que 
las autoridades actúen de forma imparcial;  ( iii)  la universalidad obliga que en 
principio todos tenga la posibilidad de votar y que no existan mayores rest r icciones 
a las que el m ismo art ículo 23.2 contempla, a saber, razones de edad, nacionalidad, 
residencia, idioma, inst rucción, capacidad civil o mental, o condena, por juez 
competente en proceso penal, y que esta rest r icción debe encont rase prevista en 
una ley, no ser discrim inatoria, basarse en criter ios razonables, atender a un 
propósito út il y oportuno que la torne necesaria para sat isfacer un interés público 
imperat ivo, y ser proporcional a ese objet ivo;  ( iv)  en cuanto a libertad, los electores 
no deberán ser coaccionados en forma alguna, pudiendo elegir la opción de su 
preferencia y dicha preferencia deberá poder formarse en un proceso donde las 
autoridades actúen de forma neut ral y perm itan el libre flujo de ideas, y (v)  en 
cuanto a igualdad, todos los votos deberán tener el m ismo valor, teniendo cada 
elector un voto y que ese voto sea representat ivo, pudiendo elegir autoridades que 
tengan el m ismo poder de representación que ot ras electas. 

96. Si bien la prohibición de la reelección presidencial indefinida const ituye una 
rest r icción al derecho a ser electo, tal como ha expresado este Tribunal los derechos 
polít icos no son absolutos y su ejercicio puede estar sujeto a regulaciones o 
rest r icciones. La facultad de regular o rest r ingir los derechos no debe ser 

85 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la afectación al derecho y oportunidad 
de ser elegido m ediante una elección autént ica que reflejara la libre expresión de los electores del señor 
del señor Fabio Gadea Mant illa, así com o por la ausencia de un recurso judicial efect ivo. Se puede revisar 
el resum en del caso en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_543_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_543_esp.pdf
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discrecional, y se debe entender que está lim itada por el derecho internacional, el 
cual requiere el cumplim iento de determ inadas exigencias que, de no ser respetadas, 
t ransforman la rest r icción en ilegít ima y cont raria a la Convención Americana. El 
art ículo 23.2 de la Convención establece un listado de posibles causales para la 
lim itación o reglamentación de los derechos polít icos, teniendo como objeto 
determ inar criter ios claros y regímenes específicos bajo los cuales dichos derechos 
pueden ser lim itados. De esta forma, se previene la arbit rariedad, se protege la 
alternabilidad y se perm ite la existencia de un debate democrát ico donde la oposición 
polít ica al gobierno pueda ejercer su posición sin rest r icciones indebidas. 

97. Finalmente, esta Corte ya determ inó que la prohibición de la reelección 
presidencial indefinida busca evitar que una persona se perpetúe en el poder, y, de 
este modo, asegurar el pluralismo polít ico, la alternancia en el poder, así como 
proteger el sistema de frenos y cont rapesos que garant izan la separación de poderes. 
Al ser la democracia representat iva uno de los principios sobre los cuales se funda 
el Sistema I nteramericano, las medidas que se tomen para garant izarla t ienen una 
finalidad legít ima de acuerdo con la Convención. A tales efectos, el Tribunal realizó 
un análisis en el que determ inó que dicha rest r icción es válida y convencional, 
entendiendo que la m isma persigue un fin legít imo -proteger la democracia 
representat iva- y cumple con los requisitos de idoneidad, necesidad y 
proporcionalidad, los cuales la Corte pondera en casos concretos de rest r icciones a 
derechos.

Restricción al acceso a la just icia

Corte I DH. Caso Galetovic Sapunar y otros Vs. Chile. Excepción Prelim inar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3  de octubre de 2 0 2 4 . Serie C 
No. 5 3 8 8 6 .

61. La prescripción ext int iva es una figura jurídica que permite la consolidación de una 
situación, en este caso, la ext inción de acciones o pretensiones judiciales, por el mero 
trascurso del t iempo. De esa forma, const ituye una restricción legít ima del derecho al 
acceso a la just icia y a un recurso judicial efect ivo, que busca hacer efect ivas otras 
garantías judiciales, como el derecho a la seguridad jurídica, al permit ir la ext inción de 
un derecho por su falta de ejercicio. Además, se trata de una figura que busca sancionar 
la inact ividad del accionante y proteger a potenciales accionados de demandas tardías 
de las que resulte especialmente difícil oponerse, o evitar que un tribunal deba 
pronunciarse sobre pruebas que ya no puedan ser invocadas o que podrían estar 
incompletas a causa del paso del t iempo. 

62. En la sentencia del caso Órdenes Guerra Vs. Chile la Corte dio cuenta de los 
desarrollos que existen en el Derecho Internacional en materia de aplicabilidad del 
inst ituto jurídico de la prescripción a acciones judiciales para obtener reparaciones frente 
a graves violaciones de derechos humanos. Destacó que, desde 1989, el Grupo de 
Trabajo de Naciones Unidas sobre las Desapariciones Forzadas o Involuntarias sostuvo, 
en sus Observaciones Generales respecto del art ículo 19 de la “Declaración sobre la 
protección de todas las personas contra las Desapariciones Forzadas”, que las 
“ reclamaciones civiles de indemnización no [ …]  estarán sujetas a la prescripción” . En ese 
mismo caso la Corte destacó que en 1993, el entonces Relator sobre el Derecho a la 
Restitución, Indemnización y Rehabilitación por Graves Violaciones a los Derechos 
Humanos, Theo Van Boven, sostuvo:

86 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado a la falta de reparación a los dueños de 
una radiodifusora que fue cerrada m ediante un decreto durante le gobierno m ilitar  en Chile. Se puede 
revisar el resum en del caso en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_538_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_538_esp.pdf


89

CUADERNILLOS DE JURISPRUDENCIA DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

[ …]  la aplicación de prescripciones priva con frecuencia a las víct imas de 
violaciones flagrantes de los derechos humanos de las reparaciones a que t ienen 
derecho. Debe prevalecer el principio de que no estarán sujetas a prescripción 
las reclamaciones de reparación por violaciones flagrantes de los derechos 
humanos. [ …]  En este sent ido, hay que tener en cuenta que las consecuencias 
de las violaciones flagrantes [ …]  son el resultado de los crímenes más odiosos 
que, según opiniones jurídicas muy acreditadas, no deben estar sujetos a 
prescripción. Además, está suficientemente probado que, para la mayoría de las 
víct imas de violaciones flagrantes de los derechos humanos, el paso del t iempo 
no ha borrado las huellas, sino todo lo cont rario, pues ha provocado un aumento 
del est rés post raumát ico que ha requerido todo t ipo de ayuda y asistencia 
material, médica, psicológica y social durante mucho t iempo.

63. Asimismo, en el caso citado, la Corte hizo referencia al Conjunto Actualizado de 
Principios para la Protección y la Promoción de los Derechos Humanos mediante la Lucha 
contra la Impunidad, adoptados en 2005 por la Comisión de Derechos Humanos de la 
Organización de las Naciones Unidas, que indican:  

Principio 23. Rest ricciones a la prescripción. La prescripción de una infracción 
penal, tanto en lo que respecta a las diligencias como a las penas, no podrá correr 
durante el período en que no existan recursos eficaces cont ra esa infracción. La 
prescripción no se aplicará a los delitos graves conforme el derecho internacional 
que sean por naturaleza imprescript ibles. Cuando se aplica, la prescripción no 
podrá invocarse en las acciones civiles o administ rat ivas entabladas por las 
víct imas para obtener reparación. [ …]  

Principio 32. Procedim ientos de reparación. Tanto por la vía penal como por la 
civil, administ rat iva o disciplinaria, toda víct ima debe tener la posibilidad de 
ejercer un recurso accesible, rápido y eficaz, que incluirá las rest r icciones que a 
la prescripción impone el principio 23.

64. En ese sentido, en lo relacionado con las acciones de reparación, en el caso
Órdenes Guerra y otros Vs. Chile y en el caso Familia Julien Grisonas Vs. Argentina, la 
Corte sostuvo que, si los hechos que dieron origen a las acciones de reparación han sido 
calificados como crímenes contra la humanidad o graves violaciones a los derechos 
humanos, tales acciones no pueden ser objeto de prescripción. Lo anterior indica, 
contrario sensu, que en los casos de reparaciones que no obedezcan a dichos criterios, 
es posible aplicar un plazo de prescripción, en la medida en que hacerlo permite
efect ivizar otras garantías judiciales. En ese sentido se pronunció la Corte en el caso 
Vera Vera y otra Vs. Ecuador:  

[ …]  el Tribunal estima que toda violación a los derechos humanos supone una cierta 
gravedad por su propia naturaleza, porque implica el incumplimiento de determinados 
deberes de respeto y garantía de los derechos y libertades a cargo del Estado a favor 
de las personas. Sin embargo, ello no debe confundirse con lo que el Tribunal a lo 
largo de su jurisprudencia ha considerado como “violaciones graves a los derechos 
humanos”, las cuales, como se desprende de lo establecido precedentemente [ …] , 
t ienen una connotación y consecuencias propias. Aceptar lo señalado por la Comisión 
en el sentido de que por sus característ icas el presente caso reviste una gravedad por 
la cual no sería procedente la prescripción implicaría que[ ,]  en todo caso sometido a 
la Corte, por tratarse de violaciones de derechos humanos que, en sí mismas, implican 
gravedad, no procedería dicho instituto procesal. Ello no se ajusta a los criterios 
precisados por este Tribunal en cuanto a la improcedencia de la prescripción.   
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I I . SU SP EN SI Ó N  D E D ER ECH O S

En materia de suspensión de derechos humanos la Corte I DH ha desarrollado 
estándares normat ivos sobre los requisitos que legit iman medidas que afecten el 
pleno goce y ejercicio de derechos en situaciones excepcionales para la vida de un 
país. A cont inuación, se reseñan las consideraciones generales que surgen a part ir  
de medidas de suspensión y también se compilan pronunciam ientos respecto de 
derechos específicos donde la Corte se ha pronunciado sobre los requisitos para su 
suspensión.

Aspectos generales

Corte I DH. El hábeas corpus bajo suspensión de garant ías ( Arts. 2 7 .2 , 2 5 .1  
y 7 .6  Convención Am ericana sobre Derechos Hum anos) . Opinión Consult iva 
OC- 8 / 8 7  de 3 0  de enero de 1 9 8 7 . Serie A No. 8 .8 7

18. E1 art ículo 27 cont iene determ inadas locuciones que merecen ser destacadas a 
los fines de la presente consulta. Así, el t ítulo es "Suspensión de Garant ías";  el 
párrafo primero habla de "suspend(er) las obligaciones cont raídas" ;  el párrafo 
segundo de "suspensión de los derechos" ;  y el párrafo tercero de "derecho de 
suspensión". Cuando la palabra "garant ías" se ut iliza en el párrafo segundo, es 
precisamente para prohibir la suspensión de las "garant ías judiciales indispensables". 
Del análisis de los térm inos de la Convención en el contexto de éstos, resulta que no 
se t rata de una "suspensión de garant ías "en sent ido absoluto, ni de la "suspensión 
de los derechos" ya que siendo éstos consustanciales con la persona lo único que 
podría suspenderse o impedirse sería su pleno y efect ivo ejercicio. La Corte est ima 
út il tener presente esas diferencias term inológicas a fin de esclarecer los 
fundamentos conceptuales sobre los cuales responde la presente consulta, sin 
perjuicio de las cuales la Corte ut ilizará la expresión empleada por la Convención de 
"suspensión de garant ías". 

19. El análisis jurídico del citado art ículo 27 y de la función que cumple debe part ir  
de la consideración de que es un precepto concebido sólo para situaciones 
excepcionales. Se aplica únicamente "en caso de guerra, de peligro público o de ot ra 
emergencia que amenace la independencia o seguridad del Estado Parte". Aun 
entonces, autoriza solamente la suspensión de ciertos derechos y libertades, y ello 
"en la medida y por el t iempo est r ictamente lim itados a las exigencias de la 
situación". Las disposiciones que se adopten, además, no deben violar ot ras 
obligaciones internacionales del Estado Parte, ni deben ent rañar "discrim inación 
alguna fundada en mot ivos de raza, color, sexo, idioma, religión u origen social" . 

20. La suspensión de las garant ías puede ser, en algunas hipótesis, el único medio 
para atender a situaciones de emergencia pública y preservar los valores superiores 
de la sociedad democrát ica. Pero no puede la Corte hacer abst racción de los abusos 
a que puede dar lugar, y a los que de hecho ha dado en nuest ro hemisferio, la 
aplicación de medidas de excepción cuando no están objet ivamente just ificadas a la 
luz de los criterios que orientan el art ículo 27 y de los principios que, sobre la materia, 
se deducen de ot ros inst rumentos interamericanos. Por ello, la Corte debe subrayar 
que, dent ro de los principios que informan el sistema interamericano, la suspensión 
de garant ías no puede desvincularse del "ejercicio efect ivo de la democracia 
representat iva" a que alude el art ículo 3 de la Carta de la OEA. Esta observación es 
especialmente válida en el contexto de la Convención, cuyo Preámbulo reafirma el 
propósito de "consolidar en este Cont inente, dent ro del cuadro de las inst ituciones 
democrát icas, un régimen de libertad personal y de just icia social, fundado en el 

87 La Opinión Consult iva OC-8/ 87 t rata sobre la v igencia del recurso de hábeas corpus en contexto de 
estados de em ergencia. Se puede revisar un detalle del caso en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica_opinion.cfm ?nI d_Ficha= 15&lang= es

https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica_opinion.cfm?nId_Ficha=15&lang=es
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respeto de los derechos esenciales del hombre". La suspensión de garant ías carece 
de toda legit im idad cuando se ut iliza para atentar cont ra el sistema democrát ico, que 
dispone lím ites infranqueables en cuanto a la vigencia constante de ciertos derechos 
esenciales de la persona. 

21. Resulta claro que ningún derecho reconocido por la Convención puede ser 
suspendido a menos que se cumplan las condiciones est r ictas señaladas en el art ículo 
27.1. Además, aun cuando estas condiciones sean sat isfechas, el art ículo 27.2 
dispone que cierta categoría de derechos no se puede suspender en ningún caso. Por 
consiguiente, lejos de adoptar un criterio favorable a la suspensión de los derechos, 
la Convención establece el principio cont rario, es decir, que todos los derechos deben 
ser respetados y garant izados a menos que circunstancias muy especiales just ifiquen 
la suspensión de algunos, en tanto que ot ros nunca pueden ser suspendidos por 
grave que sea la emergencia. 

22. Habida cuenta de que el art ículo 27.1 contempla dist intas situaciones y dado, 
además, que las medidas que se adopten en cualquiera de estas emergencias deben 
ser ajustadas a "  las exigencias de la situación " , resulta claro que lo perm isible en 
unas de ellas podría no serlo en ot ras. La jur idicidad de las medidas que se adopten 
para enfrentar cada una de las situaciones especiales a que se refiere el art ículo 27.1 
dependerá, entonces, del carácter, intensidad, profundidad y part icular contexto de 
la emergencia, así como de la proporcionalidad y razonabilidad que guarden las 
medidas adoptadas respecto de ella.

23. El art ículo 27.2 dispone, como se ha dicho, lím ites al poder del Estado Parte para 
suspender derechos y libertades, al establecer que hay algunos cuya suspensión no 
está perm it ida bajo ninguna circunstancia y al incluir " las garant ías judiciales 
indispensables para la protección de tales derechos". Algunos de estos derechos se 
refieren a la integridad de la persona, como son el derecho al reconocim iento de la 
personalidad jurídica (art . 3) ;  el derecho a la vida (art . 4) ;  el derecho a la integridad 
personal (art . 5) ;  la prohibición de la esclavitud y servidumbre (art . 6) y el principio 
de legalidad y de ret roact ividad (art . 9) . Está, además, prohibida la suspensión de la 
libertad de conciencia y de religión (art . 12) ;  de la protección a la fam ilia (art . 17) ;  
del derecho al nombre (art . 18) ;  de los derechos del niño (art . 19) ;  del derecho a la 
nacionalidad (art . 20) y de los derechos polít icos (art . 23) . 

24. La suspensión de garant ías const ituye también una situación excepcional, según 
la cual resulta lícito para el gobierno aplicar determ inadas medidas rest r ict ivas a los 
derechos y libertades que, en condiciones normales, están prohibidas o somet idas a 
requisitos más r igurosos. Esto no significa, sin embargo, que la suspensión de 
garant ías comporte la suspensión temporal del Estado de Derecho o que autorice a 
los gobernantes a apartar su conducta de la legalidad a la que en todo momento 
deben ceñirse. Estando suspendidas las garant ías, algunos de los lím ites legales de 
la actuación del poder público pueden ser dist intos de los vigentes en condiciones 
normales, pero no deben considerarse inexistentes ni cabe, en consecuencia, 
entender que el gobierno esté invest ido de poderes absolutos más allá de las 
condiciones en que tal legalidad excepcional está autorizada. Como ya lo ha señalado 
la Corte en ot ra oportunidad, el principio de legalidad, las inst ituciones democrát icas 
y el Estado de Derecho son inseparables[ ...] . 
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Corte I DH. Caso Baena Ricardo y otros Vs. Panam á. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 2  de febrero de 2 0 0 1 . Serie C No. 7 2 .

92. El art ículo 27.3 de la Convención Americana, que regula la suspensión de 
garant ías en estados de emergencia, establece el requisito indispensable de

informar inmediatamente a los demás Estados partes en la [ ...]  Convención, por 
conducto del Secretario General de la Organización de los Estados Americanos, de 
las disposiciones cuya aplicación haya suspendido, de los mot ivos que hayan 
suscitado la suspensión y de la fecha en que haya dado por term inada tal 
suspensión.

93. De acuerdo con el acervo probatorio del presente caso, puede afirmarse que el 
Estado no not ificó a la Secretaría General de la OEA que hubiese suspendido algunas 
de las garant ías establecidas en la Convención. I ncluso, el señor Guillermo Endara 
Galimany, Presidente de la República al momento en que se dieron los hechos de 
esta causa, declaró en la audiencia pública sobre el fondo celebrada en la sede de la 
Corte, que “ todas las libertades fueron respetadas [ ... durante su]  Gobierno, [ ... y 
que]  jamás se suspendieron los derechos civiles, derechos const itucionales de los 
panameños” .

94. En razón de que no se declaró un estado de emergencia en Panamá en el cual se 
suspendieran algunas de las garant ías consagradas en la Convención Americana, esta 
Corte est ima improcedente la alegación del Estado referente a la supuesta existencia 
de ese estado de emergencia, por lo que analizará la presunta violación de los 
art ículos de dicha Convención relat ivos a los derechos protegidos que fueron alegados 
en la demanda, sin atender a la normat iva aplicable a los estados de excepción, es 
decir, al art ículo 27 de la Convención Americana.

Corte I DH. Caso Zam brano Vélez y otros Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 4  de julio de 2 0 0 7 . Serie C No. 1 6 6 .8 8

47. Es obligación del Estado determ inar las razones y mot ivos que llevan a las 
autoridades internas a declarar un estado de emergencia y corresponde a éstas 
ejercer el adecuado y efect ivo cont rol de esa situación y que la suspensión declarada 
se encuent re, conforme a la Convención, “en la medida y por el t iempo est r ictamente 
lim itados a las exigencias de la situación” . Los Estados no gozan de una 
discrecionalidad ilim itada y corresponderá a los órganos del sistema interamericano, 
en el marco de sus respect ivas competencias, ejercer ese cont rol en forma subsidiaria 
y complementaria. En este caso, la Corte analiza la conform idad de los actos estatales 
en el marco de las obligaciones consagradas en el art ículo 27 de la Convención, en 
relación con las ot ras disposiciones de la Convención objeto de la cont roversia. 

51. Este Tribunal hace notar que en determ inados estados de emergencia o en 
situaciones de alteración del orden público, los Estados ut ilizan las Fuerzas Armadas 
para cont rolar la situación. Al respecto, la Corte est ima absolutamente necesario 
enfat izar en el ext remo cuidado que los Estados deben observar al ut ilizar las Fuerzas 
Armadas como elemento de cont rol de la protesta social, disturbios internos, 
violencia interna, situaciones excepcionales y crim inalidad común. Tal como ha 
señalado este Tribunal, “ los Estados deben lim itar al máximo el uso de las fuerzas 
armadas para el cont rol de disturbios internos, puesto que el ent renamiento que 
reciben está dir igido a derrotar al enemigo, y no a la protección y cont rol de civiles, 
ent renamiento que es propio de los entes policiales” . El deslinde de las funciones 
m ilitares y de policía debe guiar el est r icto cumplim iento del deber de prevención y 
protección de los derechos en r iesgo, a cargo de las autoridades internas. En este 
sent ido, se muest ran algunos avances, tales como la declaración de “Normas 

88 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la ejecución ext rajudicial de los 
señores Wilm er Zam brano Vélez, Segundo Olm edo Caicedo Cobeña y José Miguel Caicedo Cobeña por 
parte de m iem bros de las fuerzas arm adas. La Corte estableció en su sentencia la v iolación, ent re ot ros, 
del derecho a la vida, protección judicial y garant ías judiciales. Se puede revisar un detalle del caso en el 
siguiente enlace:  ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 249&lang= es

https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=249&lang=es
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humanitarias mínimas aplicables en situaciones de estado de excepción”  ( “Normas 
de Turku” ) , que considera importante reafirmar y desarrollar principios que r ijan el 
comportam iento de todas las personas, grupos y autoridades en casos de violencia 
interna, conflictos étnicos, religiosos y nacionales, disturbios, tensiones y en 
situaciones excepcionales, así como el carácter inderogable de determ inadas normas 
en esas situaciones, mot ivada por las siguientes razones:  

Considerando que hay casos de violencia interna, conflictos étnicos, religiosos y 
nacionales, disturbios, tensiones y situaciones excepcionales que siguen causando 
grave inestabilidad y grandes sufr im ientos en todas partes del mundo;

Alarmada por el aumento del número y la brutalidad de las violaciones de los 
derechos humanos y de las normas humanitarias en tales situaciones;  [ …]

Confirmando que cualquier suspensión de las obligaciones relat ivas a los derechos 
humanos durante un estado de excepción debe ceñirse est r ictamente a los lím ites 
previstos en el derecho internacional, que algunos derechos no se pueden 
suspender nunca y que el derecho humanitario no admite suspensiones en razón 
de una situación excepcional;

Confirmando además que las medidas por las que se suspenden esas obligaciones 
deben adoptarse respetando est r ictamente los requisitos de procedim iento 
establecidos en esos inst rumentos, que la imposición de un estado de excepción 
se debe proclamar oficialmente, en forma pública, y de conform idad con las 
disposiciones establecidas por la ley, que las medidas por las que se suspenden 
esas obligaciones deberán lim itarse est r ictamente a las exigencias de la situación 
y que esas medidas no deben ser discrim inatorias por mot ivos de raza, color, 
sexo, idioma, religión, u origen social, nacional o étnico[ .]

52. La Corte est ima que, una vez determ inada una intervención m ilitar con tan 
amplios alcances y en función de objet ivos a su vez tan amplios y difusos [ ...] , la 
suspensión de garant ías que en efecto operó en este caso, y que el Estado reconoció 
al allanarse a la alegada violación del art ículo 27 de la Convención, sobrepasó la 
facultad reconocida a los Estados por la Convención en el primer inciso de esta 
disposición. Si bien los hechos del caso refieren únicamente a la aplicación del 
Decreto No. 86 mencionado, y a este contexto se lim ita este Tribunal, es fundamental 
recordar que la suspensión de garant ías debe operar como una medida est r ictamente 
excepcional para enfrentar reales situaciones de emergencia, “en la medida y por el 
t iempo est r ictamente lim itados a las exigencias de la situación” , y no const ituye un 
medio para enfrentar la cr im inalidad común. La Corte valora posit ivamente la 
manifestación del Estado en el sent ido de que se encuent ra “ frente a un proceso [ …]  
de democrat izar [ …]  el régimen de excepción[ , el cual]  va a ser debidamente 
regulado y est r ictamente monitoreado [ …]  en la próxima Asamblea Const ituyente 
que está por conformarse en el Ecuador [ …para que se]  rest r inja[ …]  el uso 
indiscrim inado que en ciertas ocasiones se puede dar del estado de excepción, de 
esa facultad que t iene el Poder Ejecut ivo para decretar un estado de emergencia” .

70. La Corte considera que la obligación internacional que t ienen los Estados Parte 
en la Convención Americana bajo el art ículo 27.3 const ituye un mecanismo 
enmarcado en la noción de garant ía colect iva subyacente a este t ratado, cuyo objeto 
y fin es la protección del ser humano. Asim ismo, const ituye una salvaguardia para 
prevenir el abuso de las facultades excepcionales de suspensión de garant ías y 
perm ite a los ot ros Estados Parte apreciar que los alcances de esa suspensión sean 
acordes con las disposiciones de la Convención. Por ende, la falta de este deber de 
información implica el incumplim iento de la obligación contenida en el art ículo 27.3. 
Aun en este últ imo supuesto, el Estado no queda exim ido de just ificar la existencia 
de la situación de emergencia y la conform idad de las medidas dispuestas al respecto, 
en los térm inos señalados anteriormente [ ...] .
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Corte I DH. Caso J. Vs. Perú. Excepción Prelim inar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 2 7  de noviem bre de 2 0 1 3 . Serie C No. 2 7 5 .

124. Adicionalmente, esta Corte ya ha señalado que, si bien el Estado t iene el derecho 
y la obligación de garant izar su seguridad y mantener el orden público, su poder no 
es ilim itado, pues t iene el deber, en todo momento, de aplicar procedim ientos 
conformes a Derecho y respetuosos de los derechos fundamentales a todo individuo 
que se encuent re bajo su jurisdicción. Por ello, el art ículo 27.1  de la Convención
perm ite la suspensión de las obligaciones que establece “en la medida y por el t iempo 
est r ictamente lim itados a las exigencias de la situación”  de que se t rate y siempre 
que ello “no se[ a]  incompat ibl[ e]  con las demás obligaciones que [ …]  impone el 
derecho internacional y no ent rañ[ e]  discrim inación alguna” . Ello implica entonces, a 
juicio de la Corte, que tal prerrogat iva debe ser ejercida e interpretada, al tenor 
además, de lo previsto en el art ículo 29.a)  de la Convención, como excepcional y en 
térm inos rest r ict ivos. Adicionalmente, el art ículo 27.3 establece el deber de los
Estados de “ informar inmediatamente a los demás Estados partes en la presente 
Convención, por conducto del Secretario General de la Organización de los Estados 
Americanos, de las disposiciones cuya aplicación haya suspendido, de los mot ivos 
que hayan suscitado la suspensión y de la fecha en que haya dado por term inada tal 
suspensión” . En el presente caso no consta que el Estado haya cumplido con dicho 
deber.  

137. La Corte constató que al momento de la detención de la señora J. estaba vigente 
un decreto de suspensión de garant ías [ ...] . Este Tribunal ha establecido que la 
suspensión de garant ías const ituye una situación excepcional, según la cual resulta 
lícito para el gobierno aplicar determ inadas medidas rest r ict ivas a los derechos y 
libertades que, en condiciones normales, están prohibidas o somet idas a requisitos 
más r igurosos. Esto no significa, sin embargo, que la suspensión de garant ías 
comporte la suspensión temporal del Estado de Derecho o que autorice a los 
gobernantes a apartar su conducta de la legalidad a la que en todo momento deben 
ceñirse. Estando suspendidas las garant ías, algunos de los lím ites legales de la 
actuación del poder público pueden ser dist intos de los vigentes en condiciones 
normales, pero no deben considerarse inexistentes ni cabe, en consecuencia, 
entender que el gobierno esté invest ido de poderes absolutos más allá de las 
condiciones en que tal legalidad excepcional está autorizada.

138. La Convención perm ite la suspensión de garant ías únicamente en caso de 
guerra, de peligro público o de ot ra emergencia que amenace la independencia o 
seguridad del Estado Parte. Al respecto, la Corte ent iende que los hechos del presente 
caso se enmarcaron en el contexto de un conflicto ent re grupos armados y agentes 
de las fuerzas policiales y m ilitares [ ...] . Asim ismo, la representante y la Comisión 
no argumentaron que al momento los hechos del presente caso no exist iera en el 
Perú una situación que requir iera la suspensión de los derechos señalados.

139. Por ot ro lado, habida cuenta de que el art ículo 27.1 contempla dist intas 
situaciones y que las medidas que se adopten en cualquiera de estas emergencias 
deben ser ajustadas a “ las exigencias de la situación” , resulta claro que lo perm isible 
en unas de ellas podría no serlo en ot ras. La juridicidad de las medidas que se 
adopten para enfrentar cada una de las situaciones especiales a las que se refiere el 
art ículo 27.1 dependerá, entonces, del carácter, intensidad, profundidad y part icular 
contexto de la emergencia, así como de la proporcionalidad y razonabilidad que 
guarden las medidas adoptadas respecto de ella. La Convención autoriza solamente 
la suspensión de ciertos derechos y libertades, y ello “en la medida y por el t iempo 
est r ictamente lim itados a las exigencias de la situación” . Las disposiciones que se 
adopten no deben violar ot ras obligaciones internacionales del Estado Parte, ni deben 
ent rañar discrim inación alguna fundada en mot ivos de raza, color, sexo, idioma, 
religión u origen social. La Corte ha señalado que la suspensión de garant ías no debe 
exceder la medida de lo est r ictamente necesario y que resulta ilegal toda actuación 
de los poderes públicos que desborde aquellos lím ites que deben estar precisamente 
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señalados en las disposiciones que decretan el estado de excepción. En este sent ido, 
las lim itaciones que se imponen a la actuación del Estado responden a la necesidad 
genérica de que en todo estado de excepción subsistan medios idóneos para el 
cont rol de las disposiciones que se dicten, a fin de que ellas se adecuen 
razonablemente a las necesidades de la situación y no excedan de los lím ites est r ictos 
impuestos por la Convención o derivados de ella.

Corte I DH. Caso Espinoza Gonzáles Vs. Perú. Excepciones Prelim inares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 0  de noviem bre de 2 0 1 4 . Serie 
C No. 2 8 9 .8 9

117. El art ículo 27.1 de la Convención contempla dist intas situaciones. Las medidas 
que se adopten en cualquiera de estas emergencias deben ser ajustadas a “ las 
exigencias de la situación” , resultando claro que lo perm isible en unas de ellas podría 
no serlo en ot ras. La juridicidad de las medidas que se adopten para enfrentar cada 
una de las situaciones especiales a las que se refiere el art ículo 27.1 dependerá 
entonces, del carácter, intensidad, profundidad y part icular contexto de la 
emergencia, así como de la proporcionalidad y razonabilidad que guarden las 
medidas adoptadas respecto de ella. En esta línea, si bien la Corte ha señalado que 
el Estado t iene el derecho y la obligación de garant izar su seguridad y mantener el 
orden público, su poder no es ilim itado, pues t iene el deber, en todo momento, de 
aplicar procedim ientos conformes a derecho y respetuosos de los derechos 
fundamentales a todo individuo que se encuent re bajo su jur isdicción. Por ello, el 
art ículo 27.1  de la Convención perm ite la suspensión de las obligaciones que 
establece, “en la medida y por el t iempo est r ictamente lim itados a las exigencias de 
la situación”  de que se t rate. Las disposiciones que se adopten no deben violar ot ras 
obligaciones internacionales del Estado Parte, ni deben ent rañar discrim inación 
alguna fundada en mot ivos de raza, color, sexo, idioma, religión u origen social. Ello 
implica entonces, que tal prerrogat iva debe ser ejercida e interpretada, al tenor 
además, de lo previsto en el art ículo 29.a)  de la Convención, como excepcional y en 
térm inos rest r ict ivos. Adicionalmente, el art ículo 27.3 establece el deber de los 
Estados de “ informar inmediatamente a los demás Estados partes en la presente 
Convención, por conducto del Secretario General de la Organización de los Estados 
Americanos, de las disposiciones cuya aplicación haya suspendido, de los mot ivos 
que hayan suscitado la suspensión y de la fecha en que haya dado por term inada tal 
suspensión” .

119. [ …] La Cor t e adv ier t e que la Convención perm it e la suspensión de garant ías 
únicam ente en caso de guer ra,  de peligro público o de ot ra em ergencia que 
am enace la independencia o segur idad del Estado Par t e,  y  que no ex ist e una 
prohibición convencional de suspender  dicho derecho t em poralm ente y  en 
cum plim iento de cier t as salvaguardas.

120. Sin per j uicio de lo anter ior ,  la Cor t e ha señalado que la suspensión de 
garant ías no debe exceder  la m edida de lo est r ict am ente necesar io y  que result a 
ilegal t oda actuación de los poderes públicos que desborde aquellos lím it es que 
deben estar  precisam ente señalados en las disposiciones que decretan el estado 
de excepción.  En este sent ido,  las lim it aciones que se im ponen a la actuación del 
Estado responden a la necesidad genér ica de que en t odo estado de excepción 
subsist an m edios idóneos para el cont rol de las disposiciones que se dict en,  a f in 
de que ellas se adecuen razonablem ente a las necesidades de la sit uación y  no 
excedan de los lím it es est r ict os im puestos por  la Convención o der ivados de ella.  
En efecto,  la suspensión de garant ías const it uye una sit uación excepcional,  según 

89 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la detención arbit rar ia y poster ior 
tortura y reclusión de Gladys Carol Espinoza Gonzales, acusada de ser m iem bro de un grupo terror ista. 
En su sentencia la Corte estableció la v iolación, ent re ot ros, del derecho integr idad, libertad personal, 
protección judicial y garant ías judiciales. Se puede consultar un resum en oficial de la sentencia en el 
siguiente enlace:  ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 459&lang= es

https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=459&lang=es
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la cual result a lícit o para el gobierno aplicar  determ inadas m edidas rest r ict ivas a 
los derechos y  liber t ades que,  en condiciones norm ales,  están prohibidas o 
som et idas a requisit os m ás r igurosos.  Esto no signif ica,  sin em bargo,  que la 
suspensión de garant ías com por te la suspensión t em poral del Estado de Derecho 
o que autor ice a los gobernantes a apar t ar  su conducta de la legalidad a la que 
en t odo m om ento deben ceñirse.  Estando suspendidas las garant ías,  algunos de 
los lím it es legales de la actuación del poder  público pueden ser  dist int os de los 
v igentes en condiciones norm ales,  pero no deben considerarse inex ist entes ni 
cabe,  en consecuencia,  entender  que el gobierno esté invest ido de poderes 
absolutos m ás allá de las condiciones en que t al legalidad excepcional está 
autor izada.

Derechos que no adm iten suspensión 

Corte I DH. Caso Zam brano Vélez y otros Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 4  de julio de 2 0 0 7 . Serie C No. 1 6 6 .

78. La Corte ha considerado reiteradamente que el derecho a la vida es un derecho 
humano fundamental, cuyo goce pleno es un prerrequisito para el disfrute de todos 
los demás derechos humanos, en razón de lo cual, no son admisibles enfoques 
rest r ict ivos del m ismo. De conform idad con el art ículo 27.2 de la Convención este 
derecho forma parte del núcleo inderogable, pues se encuent ra consagrado como 
uno de los derechos que no puede ser suspendido en casos de guerra, peligro público 
u ot ras amenazas a la independencia o seguridad de los Estados Partes.

96. La Corte observa que la amenaza “delincuencial” , “ subversiva”  o “ terrorista”  
invocada por el Estado como just ificación de las acciones desarrolladas puede 
ciertamente const ituir una razón legít ima para que un Estado despliegue sus fuerzas 
de seguridad en casos concretos. Sin embargo, la lucha de los Estados cont ra el 
cr imen debe desarrollarse dent ro de los lím ites y conforme a los procedim ientos que 
perm itan preservar tanto la seguridad pública como el pleno respeto a los derechos 
humanos de quienes se hallen somet idos a su jurisdicción. Las condiciones del país, 
sin importar qué tan difíciles sean, no liberan a un Estado Parte en la Convención 
Americana de sus obligaciones establecidas en ese t ratado, que subsisten 
part icularmente en casos como el presente. Es necesario insist ir  que, sin importar 
las condiciones de cada Estado, existe una prohibición absoluta de la tortura, de las 
desapariciones forzadas de personas y de las ejecuciones sumarias y ext rajudiciales, 
prohibición que const ituye una norma inderogable de Derecho I nternacional .

Corte I DH. Caso Castañeda Gutm an Vs. México. Excepciones Prelim inares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6  de agosto de 2 0 0 8 . Serie C 
No. 1 8 4 .

140. Los derechos polít icos son derechos humanos de importancia fundamental 
dent ro del sistema interamericano que se relacionan est rechamente con ot ros 
derechos consagrados en la Convención Americana como la libertad de expresión, la 
libertad de reunión y la libertad de asociación y que, en conjunto, hacen posible el 
juego democrát ico. La Corte destaca la importancia que t ienen los derechos polít icos 
y recuerda que la Convención Americana, en su art ículo 27, prohíbe su suspensión y 
la de las garant ías judiciales indispensables para la protección de éstos.
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Corte I DH. Caso de Personas dom inicanas y hait ianas expulsadas Vs. 
República Dom inicana. Excepciones Prelim inares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 2 8  de agosto de 2 0 1 4 . Serie C No. 2 8 2 .9 0

253. Respecto al derecho a la nacionalidad, consagrado en el art ículo 20 de la 
Convención Americana, la Corte ha indicado que la nacionalidad, “como vínculo 
jurídico polít ico que liga una persona a un Estado determ inado, perm ite que el 
individuo adquiera y ejerza los derechos y responsabilidades propias de la 
pertenencia a una comunidad polít ica. Como tal, la nacionalidad es un prerrequisito 
para el ejercicio de determ inados derechos” , y siendo además un derecho de carácter 
inderogable de conform idad con el art ículo 27 de la Convención. Al respecto, resulta 
pert inente mencionar que la nacionalidad es un derecho fundamental de la persona 
humana que está establecido en ot ros inst rumentos internacionales.

Corte I DH. Caso Rodríguez Vera y otros ( Desaparecidos del Palacio de 
Just icia)  Vs. Colom bia. Excepciones Prelim inares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 1 4  de noviem bre de 2 0 1 4 . Serie C No. 2 8 7 .

402. Además, este Tribunal destaca que la prohibición de la privación arbit raria de la 
libertad es un derecho inderogable no suscept ible de suspensión y aplicable inclusive 
en los casos en que se pract ique la detención por razones de seguridad pública. El 
Comité I nternacional de la Cruz Roja ha determ inado que es una norma de derecho 
internacional humanitario consuetudinario, aplicable tanto en los conflictos armados 
internacionales como en los no internacionales, la prohibición de la privación 
arbit raria de la libertad. Por consiguiente, de acuerdo a “ las obligaciones que [ …]  
impone el derecho internacional” , la prohibición de detención o encarcelam iento 
arbit rario tampoco es suscept ible de suspensión durante un conflicto armado interno.

418. Este Tribunal ha establecido que la tortura y las penas o t ratos crueles, 
inhumanos o degradantes están est r ictamente prohibidos por el Derecho 
I nternacional de los Derechos Humanos. La prohibición de la tortura y las penas o 
t ratos crueles, inhumanos o degradantes es absoluta e inderogable, aún en las 
circunstancias más difíciles, tales como guerra, amenaza de guerra, lucha cont ra el 
terrorismo y cualesquiera ot ros delitos, estado de sit io o de emergencia, conmoción 
o conflicto interior, suspensión de garant ías const itucionales, inestabilidad polít ica 
interna u ot ras emergencias o calam idades públicas. 

90 El presente caso t ratado sobre la responsabilidad del Estado por la expulsión de su país a un grupo de 
personas, aun cuando algunas de estas habían nacido en su terr itor io. La Corte estableció que el Estado 
violó, ent re ot ros, el derecho a la honra y dignidad, protección a la fam ilia, derecho del niño, nacionalidad, 
propiedad pr ivada, circulación y de residencia, igualdad ante la ley protección Judicial,  reconocim iento de 
la personalidad jurídica, integr idad, libertad personal, y garant ías Judiciales. Puede consultar un resum en 
oficial de la sentencia en el siguiente enlace:
ht tps: / / corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_282_esp.pdf

https://corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_282_esp.pdf
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( En sim ilar sent ido, ver entre otros: Corte I DH. Caso Montero Aranguren y otros 
( Retén de Cat ia)  Vs. Venezuela. Excepción Prelim inar, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 5  de julio de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 5 0 , párr. 8 5 9 1 ; Caso del Penal Miguel 
Castro Castro Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 5  de noviem bre 
de 2 0 0 6 . Serie C No. 1 6 0 , párr. 2 7 4 9 2 ; Caso Fleury y otros Vs. Hait í. Fondo y 
Reparaciones. Sentencia de 2 3  de noviem bre de 2 0 1 1 . Serie C No. 2 3 6 , párr. 7 0 9 3 y 
Corte I DH. Caso Mujeres Víct im as de Tortura Sexual en Atenco Vs. México. Excepción 
Prelim inar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 8  de noviem bre de 2 0 1 8 . 
Serie C No. 3 7 1 , párr. 1 7 8 )

Corte I DH. Caso Cruz Sánchez y otros Vs. Perú. Excepciones Prelim inares, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 7  de abril de 2 0 1 5 . Serie C No. 
2 9 2 .9 4

257. La Corte recuerda que el art ículo 4.1 de la Convención Americana establece que 
toda persona t iene derecho a que se respete su vida. La Corte ha indicado en 
reiteradas ocasiones que el derecho a la vida ocupa un lugar fundamental en la 
Convención Americana, por ser el presupuesto esencial para el ejercicio de los demás 
derechos. De conform idad con el art ículo 27.2 de la Convención, este derecho forma 
parte del núcleo inderogable, pues se encuent ra reconocido como uno de los derechos 
que no puede ser suspendido en casos de guerra, peligro público u ot ras amenazas 
a la independencia o seguridad de los Estados Partes.

271. [ ...] , resulta incuest ionable que las disposiciones de la Convención Americana 
relat ivas al derecho a la vida mant ienen su vigencia y aplicabilidad en situaciones de 
conflicto armado. En efecto, como se ha mencionado anteriormente, este derecho 
pertenece al núcleo de derechos convencionales no suscept ibles de suspensión en 
ninguna circunstancia, ni aún en aquellas consideradas como las más apremiantes 
para la independencia o seguridad de un Estado parte. La Corte ya ha afirmado que 
este hecho - la existencia de un conflicto armado interno al momento que sucedieron 
los hechos del presente caso- , en vez de exonerar al Estado de sus obligaciones de 
respetar y garant izar los derechos de las personas, lo obligaba a actuar en manera 
concordante con dichas obligaciones.

272. En consecuencia y a los efectos del presente caso, la Corte nota que el derecho 
internacional humanitario no desplaza la aplicabilidad del art ículo 4 de la Convención, 

91 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la ejecución ext rajudicial de 37 
reclusos del Retén de Cat ia por parte de t ropas del Com ando Regional de la Guardia Nacional y de la Policía 
Met ropolitana, así com o por la falta de invest igación y sanción de los responsables. La Corte en su 
sentencia estableció la v iolación, ent re ot ros, del derecho a la v ida, integr idad personal, protección judicial 
y garant ías judiciales. Se puede revisar un detalle del caso en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 331&lang= es

92 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la ut ilización excesiva de la fuerza 
que resultó en la m uerte de decenas de presos, así com o de num erosos her idos en el m arco de un 
operat ivo en el cent ro penitenciar io Miguel Cast ro Cast ro. La Corte en su sentencia estableció la v iolación, 
ent re ot ros, del derecho a la v ida, integr idad, libertad personal, libertad de pensam iento y expresión, 
conciencia y religión, honra y dignidad, garant ías judiciales y protección judicial.  Se puede rev isar un 
detalle del caso en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 197&lang= es

93 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado de Hait í por la detención ilegal de Lysias 
Fleury por parte de agentes m ilitares, la com isión de actos de tortura en su cont ra, y la falta de 
invest igación y sanción a los responsables de los hechos. La Corte en su sentencia estableció la v iolación, 
ent re ot ros, del derecho a la integr idad personal, libertad personal, garant ías judiciales, libertad de 
asociación, circulación y residencia, y protección judicial.  Se puede revisar un detalle del caso en el 
siguiente enlace:  ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 365&lang= es
94 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por presunta ejecución ext rajudicial de 
Eduardo Nicolás Cruz Sánchez, Herm a Luz Meléndez Cueva y Víctor Salom ón Peceros Pedraza, los t res 
m iem bros del Movim iento Revolucionar io Túpac Am aru (en adelante tam bién “MRTA” ) , durante la 
operación denom inada “Chavín de Huántar” , m ediante la cual se retom ó el cont rol sobre la residencia del 
Em bajador de Japón en el Perú. La Corte en su sentencia estableció la v iolación, ent re ot ros, del derecho 
a la v ida, integr idad personal, protección judicial y garant ías judiciales. Se puede revisar un detalle del 
caso en el siguiente enlace:  ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 455&lang= es

https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=331&lang=es
https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=197&lang=es
https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=365&lang=es
https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=455&lang=es
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sino que nut re la interpretación de la cláusula convencional que prohíbe la privación 
arbit raria de la vida en razón de que los hechos sucedieron en el marco de un conflicto 
armado y con ocasión del m ismo. En igual sent ido, la Corte I nternacional de Just icia 
ha considerado que, “ [ e] n principio, el derecho a no ser privado de la vida 
arbit rariamente se aplica también en t iempo de host ilidades. Ahora bien, para 
determ inar si la privación de la vida es arbit raria hay que referirse a la lex specialis 
aplicable, a saber, el derecho aplicable en caso de conflicto armado, que t iene por 
objeto regir las situaciones de host ilidades [ …] ” . De la m isma manera, el Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos ha sostenido que “el art ículo 2 debe interpretarse, en 
la medida de lo posible a la luz de los principios generales del derecho internacional, 
incluidas las normas del derecho internacional humanitario que desempeñan un papel 
indispensable y universalmente aceptado para m it igar el salvaj ismo e inhumanidad 
del conflicto armado” .

273. Por lo tanto, dado que la Convención Americana no define en forma expresa el 
alcance que debe otorgarle la Corte al concepto de arbit rariedad que cualifica una 
privación de la vida como cont raria a dicho t ratado en situaciones de conflicto 
armado, es pert inente recurrir  al corpus iuris de derecho internacional humanitario 
aplicable a fin de determ inar el alcance de las obligaciones estatales en lo que 
concierne al respeto y garant ía del derecho a la vida en esas situaciones. El análisis 
de la posible violación del art ículo 4 de la Convención Americana deberá, por ende, 
considerar ent re ot ros el principio de dist inción, el principio de proporcionalidad y el 
principio de precaución.

Garant ías m ínim as y hábeas corpus

Corte I DH. El hábeas corpus bajo suspensión de garant ías ( Arts. 2 7 .2 , 2 5 .1  
y 7 .6  Convención Am ericana sobre Derechos Hum anos) . Opinión Consult iva 
OC- 8 / 8 7  de 3 0  de enero de 1 9 8 7 . Serie A No. 8 .

27. Como ha quedado dicho, en condiciones de grave emergencia es lícito suspender 
temporalmente ciertos derechos y libertades cuyo ejercicio pleno, en condiciones de 
normalidad, debe ser respetado y garant izado por el Estado pero, como no todos 
ellos admiten esa suspensión t ransitoria, es necesario que también subsistan "  las 
garant ías judiciales indispensables para (su) protección " . El art ículo 27.2 no vincula 
esas garant ías judiciales a ninguna disposición individualizada de la Convención, lo 
que indica que lo fundamental es que dichos procedim ientos judiciales sean 
indispensables para garant izar esos derechos.

28. La determ inación de qué garant ías judiciales son " indispensables" para la 
protección de los derechos que no pueden ser suspendidos, será dist inta según los 
derechos afectados. Las garant ías judiciales "  indispensables "  para asegurar los 
derechos relat ivos a la integridad de la persona necesariamente difieren de aquéllas 
que protegen, por ejemplo, el derecho al nombre, que tampoco se puede suspender. 

29. A la luz de los señalam ientos anteriores deben considerarse como indispensables, 
a los efectos del art ículo 27.2, aquellos procedim ientos judiciales que ordinariamente 
son idóneos para garant izar la plenitud del ejercicio de los derechos y libertades a
que se refiere dicho art ículo y cuya supresión o lim itación pondría en peligro esa 
plenitud. 

30. Las garant ías deben ser no sólo indispensables sino judiciales. Esta expresión no 
puede referirse sino a medios judiciales idóneos para la protección de tales derechos, 
lo cual implica la intervención de un órgano judicial independiente e imparcial, apto 
para determ inar la legalidad de las actuaciones que se cumplan dent ro del estado de 
excepción.

31. Corresponde ahora determ inar si, a pesar de que los art ículos 25 y 7 no están 
mencionados en el 27.2, las garant ías contenidas en los art ículos 25.1 y 7.6, 
señaladas en la consulta somet ida a la Corte, deben o no considerarse ent re aquellas 
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"garant ías judiciales indispensables" para la protección de los derechos no 
suscept ibles de suspensión. 

32. El art ículo 25.1 de la Convención dispone:  

Toda persona t iene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier ot ro 
recurso efect ivo ante los jueces o t r ibunales competentes, que la ampare cont ra 
actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Const itución, la 
ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea comet ida por personas 
que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales.

El texto citado es una disposición de carácter general que recoge la inst itución 
procesal del amparo, entendido como el procedim iento judicial sencillo y breve que 
t iene por objeto la tutela de todos los derechos reconocidos por las const ituciones y 
leyes de los Estados Partes y por la Convención. Puesto que todos los derechos son 
suscept ibles de amparo, lo son también los que están señalados de manera expresa 
por el art ículo 27.2 como no suscept ibles de suspensión en situaciones de 
emergencia. 

33. El habeas corpus en su sent ido clásico, regulado por los ordenamientos 
americanos, tutela de manera directa la libertad personal o física cont ra detenciones 
arbit rarias, por medio del mandato judicial dir igido a las autoridades 
correspondientes a fin de que se lleve al detenido a la presencia del juez para que 
éste pueda examinar la legalidad de la privación y, en su caso, decretar su libertad. 
En la Convención este procedim iento aparece en el art ículo 7.6 que dice:  

Toda persona privada de libertad t iene derecho a recurrir ante un juez o t r ibunal 
competente, a fin de que éste decida, sin demora, sobre la legalidad de su arresto 
o detención y ordene su libertad si el arresto o la detención fueran ilegales. En los 
Estados Partes cuyas leyes prevén que toda persona que se viera amenazada de 
ser privada de su libertad t iene derecho a recurrir a un juez o t r ibunal competente 
a fin de que éste decida sobre la legalidad de tal amenaza, dicho recurso no puede 
ser rest r ingido ni abolido. Los recursos podrán interponerse por sí o por ot ra 
persona.

34. Si se examinan conjuntamente los dos procedim ientos, puede afirmarse que el 
amparo es el género y el hábeas corpus uno de sus aspectos específicos. En efecto, 
de acuerdo con los principios básicos de ambas garant ías recogidos por la Convención 
así como con los diversos mat ices establecidos en los ordenamientos de los Estados 
Partes, se observa que en algunos supuestos el hábeas corpus se regula de manera 
autónoma con la finalidad de proteger esencialmente la libertad personal de los 
detenidos o de aquéllos que se encuent ran amenazados de ser privados de su 
libertad, pero en ot ras ocasiones el habeas corpus es denominado "amparo de la 
libertad" o forma parte integrante del amparo. 

35. El hábeas corpus, para cumplir con su objeto de verificación judicial de la 
legalidad de la privación de libertad, exige la presentación del detenido ante el juez 
o t r ibunal competente bajo cuya disposición queda la persona afectada. En este 
sent ido es esencial la función que cumple el hábeas corpus como medio para 
cont rolar el respeto a la vida e integridad de la persona, para impedir su desaparición 
o la indeterm inación de su lugar de detención, así como para protegerla cont ra la 
tortura u ot ros t ratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. 

36. Esta conclusión se fundamenta en la experiencia sufr ida por varias poblaciones 
de nuest ro hemisferio en décadas recientes, part icularmente por desapariciones, 
torturas y asesinatos comet idos o tolerados por algunos gobiernos. Esa realidad ha 
demost rado una y ot ra vez que el derecho a la vida y a la integridad personal son 
amenazados cuando el hábeas corpus es parcial o totalmente suspendido. Como lo 
manifestó el Presidente de la Comisión en la audiencia sobre esta consulta, 

la Comisión está persuadida que, así como en el pasado reciente m iles de 
desapariciones forzadas se hubieran evitado si el recurso de hábeas corpus 
hubiese sido efect ivo y los jueces se hubieran empeñado en invest igar la detención 
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concurriendo personalmente a los lugares que se denunciaron como de detención, 
tal recurso ahora const ituye el inst rumento más idóneo no sólo para corregir con 
pront itud los abusos de la autoridad en cuanto a la privación arbit raria de la 
libertad, sino también un medio eficaz para prevenir la tortura y ot ros apremios 
físicos o sicológicos, como el dest ierro, cast igo tal vez el peor, del que tanto se ha 
abusado en el subcont inente, donde millares de exiliados conforman verdaderos 
éxodos. 

Estas torturas y apremios, como dolorosamente lo ha recordado la Comisión en 
su últ imo informe anual, suelen ocurrir especialmente durante prolongados 
períodos de incomunicación, en los cuales el detenido carece de medios y recursos 
legales para hacer valer sus derechos. Es precisamente en estas circunstancias 
cuando el recurso de hábeas corpus adquiere su mayor importancia.

Quienes redactaron la Convención conocían estas realidades, lo que puede bien 
explicar por qué el Pacto de San José es el primer inst rumento internacional de 
derechos humanos que prohibe expresamente la suspensión de las "garant ías 
judiciales indispensables" para la protección de los derechos que no pueden ser 
suspendidos. 

37. Una pregunta adicional que cabe hacerse más allá de la consideración del hábeas 
corpus como una garant ía judicial que protege derechos no suscept ibles de 
suspensión según el art ículo 27.2 es si tal procedim iento puede subsist ir  al m ismo 
t iempo como medio de asegurar la libertad individual, aun bajo estado de excepción, 
a pesar de que el art ículo 7 no está ent re aquéllos que no pueden ser afectados en 
situaciones excepcionales. 

38. Si la suspensión de garant ías no debe exceder, como lo ha subrayado la Corte, 
la medida de lo est r ictamente necesario para atender a la emergencia, resulta 
también ilegal toda actuación de los poderes públicos que desborde aquellos lím ites 
que deben estar precisamente señalados en las disposiciones que decretan el estado 
de excepción, aún dent ro de la situación de excepcionalidad jurídica vigente. 

39. La Corte debe destacar, igualmente, que si la suspensión de garant ías no puede 
adoptarse legít imamente sin respetar las condiciones señaladas en el párrafo 
anterior, tampoco pueden apartarse de esos principios generales las medidas 
concretas que afecten los derechos o libertades suspendidos, como ocurr ir ía si tales 
medidas violaran la legalidad excepcional de la emergencia, si se prolongaran más 
allá de sus lím ites temporales, si fueran manifiestamente irracionales, innecesarias o 
desproporcionadas, o si para adoptarlas se hubiere incurr ido en desviación o abuso 
de poder. 

40. Si esto es así es desde todo punto de vista procedente, dent ro de un Estado de 
Derecho, el ejercicio del cont rol de legalidad de tales medidas por parte de un órgano 
judicial autónomo e independiente que verifique, por ejemplo, si una detención, 
basada en la suspensión de la libertad personal, se adecua a los térm inos en que el 
estado de excepción la autoriza. Aquí el hábeas corpus adquiere una nueva dimensión 
fundamental. 

41. Cabe citar, al respecto, el fallo dictado en abril de 1977, en el caso número 1980, 
por la Cámara Federal de Apelaciones en lo Crim inal y Correccional de la Capital 
Federal de la República Argent ina, acogiendo un recurso de hábeas corpus:  

Como se ha venido sosteniendo, no es dable admit ir la tesis de que el Presidente 
de la República sería el único facultado para evaluar la situación de quienes se 
hallan detenidos a su disposición. Si bien es ajeno al ámbito de act ividad 
jurisdiccional lo concerniente a cuest iones eminentemente polít icas y no judiciales, 
no es menos cierto que compete al Poder Judicial de la Nación analizar en casos 
excepcionales como el presente la razonabilidad de las medidas que adopta el 
Poder Ejecut ivo, lo que halla sustento en el propio art ículo 23 de la Const itución 
Nacional y en los art ículos 29 y 95 de la Ley Fundamental. 

Debe también armonizarse el interés general y la libertad individual, de modo tal 
que no es posible siquiera suponer que quienes se hallan privados de su libertad 



102

CUADERNILLOS DE JURISPRUDENCIA DE LA CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

a disposición del P. E., queden librados a su suerte y al margen de todo cont rol 
por parte de los Jueces de la Nación, sea cual fuere el t iempo durante el cual se 
prolongue el arresto. 

[ ...]

Frente a la necesidad de optar ent re la libertad individual y la hipotét ica y no 
demostrada peligrosidad (del detenido) , lo hacemos por la primera corriendo los 
r iesgos que ello impone, en salvaguarda de un valor a que ningún argent ino ha 
renunciado. [ ...] .

42. Los razonamientos anteriores llevan a la conclusión de que los procedim ientos de 
hábeas corpus y de amparo son de aquellas garant ías judiciales indispensables para 
la protección de varios derechos cuya suspensión está vedada por el art ículo 27.2 y 
sirven, además, para preservar la legalidad en una sociedad democrát ica. 

43. Por ot ra parte debe advert irse que aquellos ordenamientos const itucionales y 
legales de los Estados Partes que autoricen, explícita o implícitamente, la suspensión 
de los procedim ientos de hábeas corpus o de amparo en situaciones de emergencia, 
deben considerarse incompat ibles con las obligaciones internacionales que a esos 
Estados impone la Convención.

Corte I DH. Garant ías j udicia les en est ados de  em ergencia  ( Ar t s.  2 7 .2 ,  2 5  
y  8  Convención Am er icana  sobre  Derechos Hum anos) .  Opin ión Consult iva  
OC- 9 / 8 7  de  6  de  oct ubre  de  1 9 8 7 .  Ser ie  A N o. 9 .9 5

21.  Del art ículo 27.1, además, se deriva la necesidad genérica de que en todo estado 
de excepción subsistan medios idóneos para el cont rol de las disposiciones que se 
dicten, a fin de que ellas se adecúen razonablemente a las necesidades de la situación 
y no excedan de los lím ites est r ictos impuestos por la Convención o derivados de 
ella. 

22. La Convención proporciona ot ros elementos de juicio para precisar las 
característ icas fundamentales que deben tener las garant ías judiciales. El punto de 
part ida del análisis debe ser la obligación que está a cargo de todo Estado Parte en 
la Convención de "  respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y (de)  
garant izar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción 
"  (art . 1.1) . De esa obligación general se deriva el derecho de toda persona, prescrito 
en el art ículo 25.1, "a un recurso sencillo y rápido o a cualquier ot ro recurso efect ivo 
ante los jueces o t r ibunales competentes, que la ampare cont ra actos que violen sus 
derechos fundamentales reconocidos por la Const itución, la ley o la presente 
Convención". 

23. Como ya lo ha señalado la Corte, el art ículo 25.1 de la Convención es una 
disposición de carácter general que recoge la inst itución procesal del amparo, como 
procedim iento sencillo y breve que t iene por objeto la tutela de los derechos 
fundamentales [ ...] . Establece este art ículo, igualmente, en térm inos amplios, la 
obligación a cargo de los Estados de ofrecer, a todas las personas somet idas a su 
jurisdicción, un recurso judicial efect ivo cont ra actos violatorios de sus derechos 
fundamentales. Dispone, además, que la garant ía allí consagrada se aplica no sólo 
respecto de los derechos contenidos en la Convención, sino también de aquéllos que 
estén reconocidos por la Const itución o por la ley. De donde se concluye, a fort ior i, 
que el régimen de protección judicial dispuesto por el art ículo 25 de la Convención 
es aplicable a los derechos no suscept ibles de suspensión en estado de emergencia.

24. El art ículo 25.1 incorpora el principio, reconocido en el derecho internacional de 
los derechos humanos, de la efect ividad de los inst rumentos o medios procesales 

95 La Opinión Consult iva OC-9/ 87 t rata sobre el alcance de la prohibición, contenida en la Convención, de 
suspender " las garant ías judiciales indispensables para la protección de tales derechos" . Se puede revisar 
un detalle del caso en el siguiente enlace:  
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica_opinion.cfm ?nI d_Ficha= 27&lang= es

https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica_opinion.cfm?nId_Ficha=27&lang=es
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dest inados a garant izar tales derechos. Como ya la Corte ha señalado, según la 
Convención 

los Estados par t e se obligan a sum inist rar  recursos j udiciales efect ivos a las 
v íct im as de v iolación de los derechos hum anos ( ar t .  25) ,  recursos que deben 
ser  sustanciados de conform idad con las reglas del debido proceso legal ( ar t .  
8.1) ,  t odo ello dent ro de la obligación general a cargo de los m ism os Estados,  
de garant izar  el l ibre y  pleno ej ercicio de los derechos reconocidos por  la 
Convención a t oda persona que se encuent re baj o su j ur isdicción [ . . . ] .

Según este principio, la inexistencia de un recurso efect ivo cont ra las violaciones a 
los derechos reconocidos por la Convención const ituye una t ransgresión de la m isma 
por el Estado Parte en el cual semejante situación tenga lugar. En ese sent ido debe 
subrayarse que, para que tal recurso exista, no basta con que esté previsto por la 
Const itución o la ley o con que sea formalmente admisible, sino que se requiere que 
sea realmente idóneo para establecer si se ha incurrido en una violación a los 
derechos humanos y proveer lo necesario para remediarla. No pueden considerarse 
efect ivos aquellos recursos que, por las condiciones generales del país o incluso por 
las circunstancias part iculares de un caso dado, resulten ilusorios. Ello puede ocurrir , 
por ejemplo, cuando su inut ilidad haya quedado demost rada por la práct ica, porque 
el Poder Judicial carezca de la independencia necesaria para decidir con imparcialidad 
o porque falten los medios para ejecutar sus decisiones;  por cualquier ot ra situación 
que configure un cuadro de denegación de just icia, como sucede cuando se incurre 
en retardo injust ificado en la decisión;  o, por cualquier causa, no se perm ita al 
presunto lesionado el acceso al recurso judicial. 

25. Las conclusiones precedentes son válidas, en general, respecto de todos los 
derechos reconocidos por la Convención, en situación de normalidad. Pero, 
igualmente, debe entenderse que en la implantación del estado de emergencia -
cualquiera que sea la dimensión o denominación con que se le considere en el 
derecho interno- no puede comportar la supresión o la pérdida de efect ividad de las 
garant ías judiciales que los Estados Partes están obligados a establecer, según la 
m isma Convención, para la protección de los derechos no suscept ibles de suspensión 
o de los no suspendidos en virtud del estado de emergencia. 

26. Por consiguiente, es violatoria de la Convención toda disposición adoptada por 
virtud del estado de emergencia, que redunde en la supresión de esas garant ías.

38. La Corte concluye que las garant ías judiciales indispensables para la protección 
de los derechos humanos no suscept ibles de suspensión, según lo dispuesto en el 
art ículo 27.2 de la Convención, son aquéllas a las que ésta se refiere expresamente 
en los art ículos 7.6 y 25.1, consideradas dent ro del marco y según los principios del 
art ículo 8, y también las inherentes a la preservación del Estado de Derecho, aun 
bajo la legalidad excepcional que resulta de la suspensión de garant ías. 

39. Naturalmente, cuando en un estado de emergencia el Gobierno no haya 
suspendido algunos derechos y libertades de aquéllos suscept ibles de suspensión, 
deberán conservarse las garant ías judiciales indispensables para la efect ividad de 
tales derechos y libertades. 

40. Debe reconocerse que no es posible ni sería aconsejable que la Corte, en la 
presente opinión consult iva, t rate de dar una enumeración exhaust iva de todas las 
posibles "garant ías judiciales indispensables" que no pueden ser suspendidas de 
conform idad con el art ículo 27.2, que dependerá en cada caso de un análisis del 
ordenamiento jurídico y la práct ica de cada Estado Parte, de cuáles son los derechos 
involucrados y de los hechos concretos que mot iven la indagación. Desde luego y por 
las m ismas razones, la Corte tampoco ha considerado en esta opinión las 
implicaciones de ot ros inst rumentos internacionales (art . 27.1)  que pudieren ser 
aplicables en casos concretos.
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Corte I DH. Caso Durand y Ugarte Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 1 6  de agosto 
de 2 0 0 0 . Serie C No. 6 8 .9 6

103. Lo anteriormente expuesto no sólo es válido en situaciones de normalidad, sino 
también en circunstancias excepcionales. Dent ro de las garant ías judiciales 
inderogables, el hábeas corpus representa el medio idóneo “para cont rolar el respeto 
a la vida e integridad de la persona, para impedir su desaparición o la indeterm inación 
de su lugar de detención, así como para protegerla cont ra la tortura u ot ros t ratos o 
penas crueles, inhumanos o degradantes” .

106. La Corte ha interpretado los art ículos 7.6 y 27.2 de la Convención.  En la opinión 
consult iva OC-8, de 30 de enero de 1987, ha sostenido que “ los procedim ientos de 
hábeas corpus y de amparo son aquellas garant ías judiciales indispensables para la 
protección de varios derechos cuya suspensión está vedada por el art ículo 27.2 y 
sirven, además, para preservar la legalidad en una sociedad democrát ica” .

107. En la opinión consult iva OC- 9,  este Tr ibunal ha sostenido que

las garant ías j udiciales indispensables para la protección de los derechos 
hum anos no suscept ibles de suspensión,  según lo dispuesto en el ar t ículo 27.2 
de la Convención,  son aquéllas a las que ésta se ref iere expresam ente en los 
ar t ículos 7.6 y  25.1,  consideradas dent ro del m arco y  según los pr incipios del 
ar t ículo 8,  y  t am bién las inherentes a la preservación del Estado de Derecho,  
aun baj o la legalidad excepcional que result a de la suspensión de garant ías.

( En sim ilar sent ido, ver entre otros: Corte I DH. Caso Neira Alegría y otros Vs. Perú. 
Fondo. Sentencia de 1 9  de enero de 1 9 9 5 . Serie C No. 2 0 9 7 , párrs. 8 2  y 8 3 )

Corte I DH. Caso Zam brano Vélez y otros Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 4  de julio de 2 0 0 7 . Serie C No. 1 6 6 .

53. En cuanto al alcance material de la suspensión de garant ías, corresponde al 
Tribunal hacer un análisis del art ículo 27.2 de la Convención en relación con el art ículo 
2 del m ismo t ratado, respecto del cual ha quedado abierta la cont roversia [ ...] .  

54. La Corte considera que el Estado t iene la obligación de asegurar que las garant ías 
judiciales indispensables para la protección de los derechos y libertades consagrados 
en la Convención se mantengan vigentes en toda circunstancia, inclusive durante los 
estados de excepción. Este Tribunal ha entendido anteriormente que se consideran 
como garant ías indispensables aquellos procedim ientos judiciales que 
ordinariamente son idóneos para garant izar la plenitud del ejercicio de los derechos 
y libertades, las cuales serán dist intas según los derechos afectados. Tales garant ías 
son aquéllas a las que la Convención se refiere expresamente en los art ículos 7.6 y 
25.1, consideradas dent ro del marco y según los principios del art ículo 8, y también 
las inherentes a la preservación del Estado de Derecho, aun bajo la legalidad 
excepcional que resulta de la suspensión de garant ías. Esas garant ías judiciales 
indispensables deben subsist ir  para verificar la necesidad, razonabilidad y 
proporcionalidad de las medidas específicas adoptadas en ejercicio de estas 
facultades excepcionales. 

55. Por ot ro lado, en relación con la obligación general contenida en el art ículo 2 de 
la Convención, la Corte ha afirmado en varias oportunidades que:

96 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la m uerte y desaparición de Nolberto 
Durand Ugarte y Gabriel Pablo Ugarte Rivera en el penal de El Frontón. La Corte en su sentencia estableció 
la v iolación, ent re ot ros, del derecho a la v ida, libertad personal, garant ías judiciales y protección judicial.  
Se puede revisar un detalle del caso en el siguiente enlace:
ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 198&lang= es
97 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la m uerte de Víctor Neira Alegría, 
Edgar Zenteno Escobar y William  Zenteno Escobar durante el operat ivo m ilitar en el cent ro penitenciar io 
El Frontón. La Corte en su sentencia estableció la v iolación, ent re ot ros, del derecho a la v ida, libertad 
personal, garant ías judiciales y protección judicial.  Se puede revisar un detalle del caso en el siguiente 
enlace:  ht tps: / / www.corteidh.or.cr / ver_ficha_tecnica.cfm ?nI d_Ficha= 219&lang= es

https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=198&lang=es
https://www.corteidh.or.cr/ver_ficha_tecnica.cfm?nId_Ficha=219&lang=es
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[ e] n el derecho de gentes, una norma consuetudinaria prescribe que un Estado 
que ha celebrado un convenio internacional, debe int roducir en su derecho interno 
las modificaciones necesarias para asegurar la ejecución de las obligaciones 
asumidas. Esta norma aparece como válida universalmente y ha sido calificada 
por la jurisprudencia como un principio evidente ( “principe allant  de soi” ;  Echange 
des populat ions grecques et  turques, avis consultat if, 1925, C.P.J.I ., série B, no. 
10, p. 20) .

56. En la Convención, este principio es recogido en su art ículo 2, que establece la 
obligación general de cada Estado Parte de adecuar su derecho interno a las 
disposiciones de la m isma, para garant izar los derechos en ella consagrados, la cual 
implica que las medidas de derecho interno han de ser efect ivas (principio de effet  
ut ile) .  

57. Ciertamente el art ículo 2 de la Convención no define cuáles son las medidas 
pert inentes para la adecuación del derecho interno a la m isma, obviamente por 
depender ello del carácter de la norma que las requiera y las circunstancias de la 
situación concreta. Por ello, la Corte ha interpretado que tal adecuación implica la 
adopción de medidas en dos vert ientes, a saber:  i)  la supresión de las normas y 
práct icas de cualquier naturaleza que ent rañen violación a las garant ías previstas en 
la Convención o que desconozcan los derechos allí reconocidos u obstaculicen su 
ejercicio, y ii)  la expedición de normas y el desarrollo de práct icas conducentes a la 
efect iva observancia de dichas garant ías. El Tribunal ha entendido que la obligación 
de la primera vert iente se incumple m ient ras la norma o práct ica violatoria de la 
Convención se mantenga en el ordenamiento jurídico  y, por ende, se sat isface con 
la modificación, la derogación, o de algún modo anulación, o la reforma  de las 
normas o práct icas que tengan esos alcances, según corresponda.

Corte I DH. Caso Pollo Rivera y otros Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 2 1  de octubre de 2 0 1 6 . Serie C No. 3 1 9 .

131. En el presente caso, antes de que el señor Pollo Rivera fuera detenido, había 
sido em it ido el Decreto Ley No. 25.659 de 7 de agosto de 1992, que impidió la 
procedencia de acciones de garant ía durante la invest igación policial y proceso penal 
respecto de detenidos, implicados o procesados por delito de terrorismo. La Corte 
advierte que el derecho a recurr ir  la legalidad de la detención ante un juez debe 
garant izarse en todo momento que la persona esté privada de su libertad. Si bien 
dicha garant ía fue restablecida posteriormente, m ient ras estuvo detenido, o al menos 
por un año y veint iún días después de su detención m ient ras la norma estuvo vigente, 
no exist ió jurídicamente la posibilidad de ejercer acciones de habeas corpus en virtud 
de la vigencia de dicha disposición legal. 

Suspensión de derechos y derecho a la libertad personal 

Corte I DH. Caso J. Vs. Perú. Excepción Prelim inar, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 2 7  de noviem bre de 2 0 1 3 . Serie C No. 2 7 5 .

141. Respecto a la libertad personal, el Comité de Derechos Humanos del Pacto 
I nternacional de Derechos Civiles y Polít icos [ ...] ha reconocido que los Estados no 
pueden invocar la suspensión de garant ía “como just ificación de actos que violan el 
derecho humanitario o normas imperat ivas de derecho internacional, por ejemplo, 
[ …]  la privación arbit raria de la libertad” . En este sent ido, la Corte reitera que la 
suspensión de garant ías no debe exceder la medida de lo est r ictamente necesario 
[ ...] , así como que la suspensión de ciertos derechos no implica que los m ismos son 
completamente inaplicables. Por consiguiente, aún bajo la vigencia del decreto de 
suspensión de garant ías es necesario analizar la proporcionalidad de las acciones 
adoptadas por las autoridades estatales al detener a la señora J. 

142. En primer lugar, la Corte resalta que al estar suspendida la garant ía 
const itucional relat iva al plazo en que una persona debe ser presentada ante un juez, 
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no es necesario analizar la alegada falta de cumplim iento del plazo establecido en la 
Const itución. Sin perjuicio de esto, es pert inente aclarar que, t ras analizar la prueba 
presentada, la Corte no t iene claridad suficiente sobre si la detención de la señora J. 
se extendió más allá de los 15 días alegados por el Estado. Por tanto, la Corte 
considerará para los efectos de esta Sentencia que la señora J. permaneció al menos 
15 días sin ser presentada ante un juez.

144. El significado del térm ino “sin demora”  debe examinarse a la luz de las 
circunstancias específicas del caso concreto. En este sent ido, la invest igación en 
casos de terrorismo puede presentar problemas part iculares para las autoridades, los 
cuales deben ser tomados en cuenta al momento de analizar la presentación “sin 
demora”  ante un juez. No obstante, en el presente caso está demost rado que la 
señora J. no fue presentada ante un Juez por al menos 15 días [ ...] , sin que consten 
en el expediente razones fundadas para demorar ese t iempo en someter la detención 
de la señora J. ante un juez. Este Tribunal considera que incluso bajo suspensión de 
garant ías, debe analizarse la proporcionalidad de que la señora J. permaneciera 
detenida al menos 15 días sin ninguna forma de cont rol judicial, teniendo en cuenta 
que fue detenida sin que mediara orden judicial. En casos como el presente, donde 
la detención inicial se realizó sin orden judicial, la presentación ante un Juez es 
part icularmente importante. Por tanto, la Corte est ima que las medidas tomadas en 
el presente caso no fueron las “est r ictamente necesarias” . En part icular, la Corte 
resalta que la suspensión de ciertos aspectos del derecho a la libertad personal no 
puede significar que las acciones estatales puedan anular los cont roles 
jur isdiccionales sobre la forma en que se llevan a cabo las detenciones [ ...] . En 
consecuencia, este Tribunal considera que la falta de presentación “sin demora”  de 
la señora J. ante un juez no se just ifica por la suspensión de garant ías existente en 
el presente caso, por lo que fue arbit raria y por tanto el Estado violó el art ículo 7, 
incisos 1, 3 y 5 de la Convención Americana, en relación con el art ículo 1.1 de la 
Convención.

Corte I DH. Caso Galindo Cárdenas y otros Vs. Perú. Excepciones 
Prelim inares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2  de octubre de 
2 0 1 5 . Serie C No. 3 0 1 .9 8

190. Respecto al estado de emergencia vigente en el momento de los hechos [ ...] , 
interesa recordar que la Corte ha indicado que “el art ículo 27.1  de la Convención 
perm ite la suspensión de [ determ inadas]  obligaciones [ convencionales]  ‘en la medida 
y por el t iempo est r ictamente lim itados a las exigencias de la situación’ de que se 
t rate” . Al respecto, este Tribunal ha explicado que 

la suspensión de garant ías const ituye una situación excepcional, según la cual 
resulta lícito para el gobierno aplicar determ inadas medidas rest r ict ivas a los 
derechos y libertades que, en condiciones normales, están prohibidas o somet idas 
a requisitos más rigurosos. Esto no significa, sin embargo, que la suspensión de 
garant ías comporte la suspensión temporal del Estado de Derecho o que autorice 
a los gobernantes a apartar su conducta de la legalidad a la que en todo momento 
deben ceñirse. Estando suspendidas las garant ías, algunos de los lím ites legales 
de la actuación del poder público pueden ser dist intos de los vigentes en 
condiciones normales, pero no deben considerarse inexistentes ni cabe, en 
consecuencia, entender que el gobierno esté invest ido de poderes absolutos más 
allá de las condiciones en que tal legalidad excepcional está autorizada.

Como también ha dicho ya este Tribunal “ [ la]  prerrogat iva [ de suspender garant ías]  
debe ser ejercida e interpretada [ …]  como excepcional y en térm inos rest r ict ivos” .

98 El caso t rata sobre la responsabilidad internacional del Estado por la detención irregular del señor Luis 
Galindo Cárdenas. En su sentencia la Corte estableció la v iolación, ent re ot ros, del derecho a la libertad 
personal, protección judicial y garant ías judiciales. Se puede consultar un resum en oficial de la sentencia 
en el siguiente enlace:  ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_301_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_301_esp.pdf
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205. La Corte ya ha señalado en ot ro caso respecto de Perú en que también se analizó 
el art ículo 7.5 en una situación de suspensión de la garant ía const itucional 
correspondiente, que “ [ e] l significado del térm ino ‘sin demora’ debe examinarse a la 
luz de las circunstancias específicas del caso concreto” . El Estado hizo referencias 
generales a la “seguridad nacional”  y al “orden público” , pero no explicó por qué en 
el caso concreto las aducidas necesidades de garant izar tales aspectos requerían que 
la privación de libertad del señor Galindo, durante todo el t iempo que duró, se 
desarrollara sin el cont rol de órganos con funciones judiciales. La Corte est ima que 
no se acreditó en el caso la necesidad de om it ir  la intervención de órganos con 
funciones judiciales en el cont rol de la privación de la libertad del señor Galindo. En 
consecuencia, este Tribunal considera que el Estado violó el art ículo 7.5 de la 
Convención. Además, dada la falta de acreditación de la necesidad de la om isión 
establecida, la m isma conlleva también una conducta estatal arbit raria respecto de 
la privación de la libertad, en vulneración del art ículo 7.3 de la Convención.

Corte I DH. Caso Pollo Rivera y otros Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 2 1  de octubre de 2 0 1 6 . Serie C No. 3 1 9 .

100. La Convención admite la suspensión de garant ías individuales en su art ículo 
27.1, aunque únicamente en caso de guerra, de peligro público o de ot ra emergencia 
que amenace la independencia o seguridad del Estado. Sin embargo, la suspensión 
de garant ías no debe exceder la medida de lo est r ictamente necesario y resulta ilegal 
toda actuación de los poderes públicos que desborde aquellos lím ites que deben estar 
precisamente señalados en las disposiciones que decretan el estado de excepción. 
En este sent ido, las lim itaciones que se imponen a la actuación del Estado responden 
a la necesidad genérica de que en todo estado de excepción subsistan medios idóneos 
para el cont rol de las disposiciones que se dicten, a fin de que ellas se adecuen 
razonablemente a las necesidades de la situación y no excedan los lím ites est r ictos 
impuestos por la Convención o derivados de ella. 

103. La parte inicial del art ículo 7.5 de la Convención dispone que la detención de 
una persona debe ser somet ida sin demora a revisión judicial. La Corte ha señalado 
que para sat isfacer la exigencia del art ículo 7.5 de “ser llevado”  sin demora ante un 
juez u ot ro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales, el 
detenido debe comparecer personalmente ante la autoridad competente, la cual debe 
oír personalmente al detenido y valorar todas las explicaciones que éste le 
proporcione, para decidir si procede la liberación o el mantenim iento de la privación 
de libertad. El cont rol judicial inmediato es una medida tendiente a evitar la 
arbit rariedad o ilegalidad de las detenciones, tomando en cuenta que en un Estado 
de Derecho corresponde al juzgador garant izar los derechos del detenido, autorizar 
la adopción de medidas cautelares o de coerción cuando sea est r ictamente necesario 
y procurar, en general, que se t rate al inculpado de manera consecuente con la 
presunción de inocencia. La inmediata revisión judicial de la detención t iene part icular 
relevancia cuando se aplica a capturas realizadas sin orden judicial. 

110. En relación con la alegada violación del art ículo 7.4 de la Convención, esta 
norma alude a dos garant ías para la persona que está siendo detenida:  i)  la 
información en forma oral o escrita sobre las razones de la detención, y ii)  la 
not ificación, que debe ser por escrito, de los cargos. La información de los “mot ivos 
y razones”  de la detención debe darse “cuando ésta se produce” , lo cual const ituye 
un mecanismo para evitar detenciones ilegales o arbit rarias desde el momento m ismo 
de la privación de libertad y, a su vez, garant iza el derecho de defensa del individuo. 
El agente que lleva a cabo la detención debe informar en un lenguaje simple y libre 
de tecnicismos, los hechos y bases jurídicas esenciales en los que se basa la 
detención, por lo que no se sat isface el art ículo 7.4 de la Convención si sólo se 
menciona la base legal.
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141. Por ot ra parte, este Tribunal destaca que ya ha tenido en consideración la 
“opinión convergente”  de “organismos internacionales de protección de derechos 
humanos”  en cuanto a que, en palabras de la Corte, “ la prohibición de la privación 
arbit raria de la libertad es un derecho inderogable no suscept ible de suspensión”  
inclusive “durante un conflicto armado interno” , o en ot ras circunstancias, como 
cuando se pract ique la privación de libertad por razones de seguridad pública. 

142. Cabe recordar que los hechos del presente caso se insertan en el contexto de 
un conflicto armado interno. No obstante, aunque la Comisión y las representantes 
mencionaron el derecho internacional humanitario, no se desprende que el m ismo 
perm ita una mejor comprensión o determ inación de las obligaciones estatales 
relat ivas a la detención de las presuntas víct imas que la que se desprende de la 
Convención Americana. En este sent ido, no hay mot ivo para considerar el derecho 
internacional humanitario, en tanto que el Estado no ha pretendido aducir lo para 
just ificar las detenciones y siendo que en comparación con el m ismo las normas de 
la Convención Americana cont ienen garant ías más específicas y protectoras del 
derecho a la libertad personal.

156. Respecto a la “urgencia insuperable” , la Corte nota que los funcionarios del 
ejército y de la policía nacional efectuaron la aprehensión con base en la información 
de dos vecinos del barr io que afirmaron que las t res mujeres iban a abandonar sus 
viviendas y evadir la acción de la just icia. No obstante, de acuerdo a los hechos, ellas 
permanecían en sus domicilios al momento de la detención, y no se desprende con 
claridad que iban a cometer un delito o poner en grave peligro un derecho 
fundamental como lo exigía la normat iva vigente. Este Tribunal advierte que de la 
prueba presentada no se desprende que en el presente caso la situación planteada 
const ituya un indicio suficiente para mot ivar una detención sin orden judicial como 
estaba perm it ido por la normat iva colombiana. Precisamente, el Fiscal 40 
Especializado que conocía del asunto consideró que la declaración del informante no 
era una prueba idónea, aunado a que la información de los declarantes se basaba en 
“ rumores públicos”  y señaló que exist ía un “absoluto vacío probatorio” . En 
consecuencia, la Corte considera que el Estado no observó los requisitos previstos en 
la legislación interna relat ivos a la existencia de “urgencia insuperable”  y de 
elementos suficientes para determ inar que había un peligro grave o inm inente a un 
derecho fundamental que just ificara llevar a cabo una aprehensión administ rat iva 
prevent iva, lo cual const ituye una violación del art ículo 7.2 de la Convención.

99 El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la detención ilegal y arbit rar ia de las 
defensoras de derechos hum anos María del Socorro Mosquera Londoño, Mery del Socorro Naranjo Jim énez 
y Ana Teresa Yarce;  la v iolación al derecho a la v ida de Ana Teresa Yarce, incum pliendo su deber de 
prevenir  actos de violencia cont ra la m ujer, y no adoptar m edidas adecuadas para propiciar el retorno 
seguro a sus lugares de residencia de las dos pr im eras, así com o de las defensoras de derechos hum anos 
Luz Dary Ospina Bast idas y Miryam  Eugenia Rúa Figueroa, y de los fam iliares de estas dos últ im as y de la 
señora Mosquera que se encont raban en una situación de desplazam iento forzado int raurbano quienes se 
indican m ás adelante, y no adoptar las m edidas para proteger sus viv iendas y garant izar el uso y disfrute 
del derecho de propiedad. En su sentencia la Corte estableció la v iolación, ent re ot ros, protección judicial,  
v ida, integr idad personal, libertad personal, personalidad jurídica, garant ías judiciales, derecho de 
circulación y la protección de la fam ilia, ent re ot ros. Se puede consultar un resum en oficial de la sentencia 
en el siguiente enlace:  ht tps: / / www.corteidh.or.cr / docs/ casos/ art iculos/ resum en_325_esp.pdf

https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_325_esp.pdf
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